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Desarrollo evolutivo en la normativa 
referente a Riesgos Profesionales y Salud 
Ocupacional desde el punto de vista del 
Derecho del Trabajo, la Seguridad Social y 
la Salud Pública.  
 
Resumen 
La legislación en salud ocupacional y riesgos profesionales se convierte en la 
representación de la preocupación social por estipular regulaciones destinadas a la 
promoción del bienestar físico y mental del trabajador buscando evitar la ocurrencia de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Objetivo. Dar cuenta de la evolución 
histórica que ha tenido la legislación en riesgos profesionales y salud ocupacional dentro 
de la estructura de las etapas de la seguridad social colombiana discriminando entre las 
disposiciones emanadas desde la perspectiva del derecho laboral y las preceptivas 
inspiradas en la línea de orden sanitario. Metodología. Se adopta la investigación 
documental como alternativa que posibilita la recopilación y organización sistemática de 
la normativa en riesgos profesionales y salud ocupacional así como las producciones 
bibliográficas de autores expertos. Conclusiones. Las etapas de la seguridad social 
resultan útiles como eje ordenador de la reglamentación permitiendo evidenciar el 
predominio histórico de la visión del derecho social que se concentra en la protección de 
los riesgos profesionales de los trabajadores dependientes como una tendencia que se 
extiende hasta el Sistema General de Riesgos Profesionales vigente en nuestro país. 
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Normative evolutionary regarding Work 
Risks and Occupational Health from the 
standpoint of Labor Law, Social Security 
and Public Health.  
 
Abstract   
Occupational health and work risks legislation turn into the representation of the social 
interest for setting regulations destined to the promotion of the worker’s physical and 
mental welfare trying to avoid accidents and occupational diseases at work places. 
Objective: To consider the historical evolution that the occupational health and work risks 
legislation have had in the Colombian social security stages, stating the differences 
among the guidelines emitted by the labor law knowledge and the regulations inspired by 
the public health. Methodology: We adopt the desk-based research as an alternative that 
enables the systematic collecting and organization of the work risks and occupational 
health legislation, as well as the bibliography productions of expert authors. Conclusions: 
The social security stages are useful as an organizing axis of the regulations allowing  to 
notice the dominance of the social law vision that focus in the work risks protection of the 
dependent workers as a trend that remains until current SGRP of our country.  
 
Key Words: Labor law, Work Risks, Occupational Health, Social Security, Legislation, 
Workers’ Compensation System, Public Health.   
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Introducción 
El trabajo es la dinámica fundamental inherente al ser humano siendo la actividad laboral 
a partir de la cual es capaz de satisfacer sus necesidades esenciales, hallar identificación 
personal y social así como desarrollar el potencial de sus habilidades en los 
componentes tanto físico, mental, social, espiritual, etc., siendo motor de progreso social 
y económico para una sociedad. Una labor que llevada a cabo en entornos y bajo las 
condiciones adecuadas se erige como promotor de la salud y bienestar de un individuo 
pero que también contempla situaciones de riesgo en las cuales se pueden producir 
sobresaltos a la capacidad laboral del trabajador que limiten las posibilidades de éste 
para valerse por sí mismo. Riesgos profesionales que emergen como preocupación 
estatal por los altos costos que representan para el sistema productivo la respuesta ante 
estas contingencias sociales siendo la prevención de estos incidentes un aspecto de 
interés social al cual deben apuntar todos los esfuerzos de los diferentes actores 
comprometidos en esa problemática. En ese contexto, surge la salud ocupacional (SO) 
como aquella disciplina que tiene como móvil trascendental la conservación del bienestar 
físico y mental del individuo en la ejecución de las actividades que hacen parte de su rol 
productivo buscando evitar la ocurrencia de infortunios profesionales que pongan en 
jaque la adaptación y realización de este ser humano en su dinámica laboral. Partiendo 
de las repercusiones y la relevancia que adquiere este asunto como problemática 
socialmente sentida se constituye en un accionar deseable  la estipulación de parámetros 
y estándares mínimos en los que el ente estatal determine las obligaciones, derechos y 
deberes de los diferentes actores involucrados en este nivel, siendo esta la tarea de la 
cual se ha encargado el marco legislativo enunciado en riesgos profesionales y salud 
ocupacional que fue formulado en el país a lo largo del siglo XX.  
 
Sin embargo, esta inquietud por proteger la salud de los trabajadores no surge del modo 
como actualmente se conoce sino que se incrustó en la configuración de la 
reglamentación en riesgos profesionales de principios del siglo XX, influenciada por la 
incursión en el país del derecho del trabajo como un régimen de salvaguardia diseñado 
para responder a las contingencias laborales de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales que acontecían a los trabajadores asalariados. Cuerpo legislativo que se 
articula con el objetivo estatal de instituir un sistema de protección para los trabajadores, 
configurándose en el esquema de seguro social implantado en Colombia como contexto 
que permite caracterizar no sólo la normativa en riesgos profesionales sino las otras 
expresiones de la seguridad social (pensiones, salud) que por su inspiración en el 
paradigma del derecho laboral ostentan un carácter fragmentario y discriminatorio del 
contingente laboral que se halla por fuera de la lógica del trabajo formal. Paralelamente 
germina en el país una línea conceptual y práctica que se aleja del entendimiento del 
derecho social y se cimenta en la salud pública prevaleciendo el sentido sanitario, en el 
que antes de pensar en la calamidad, se rescata la salud en positivo y se establece como 
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finalidad llevar esta salvaguardia a todos los elementos de la población económicamente 
activa del territorio nacional en los diferentes espacios laborales.  
 
En el contexto contemporáneo se ha encargado la tarea de regular y controlar el campo 
de los riesgos profesionales y la salud ocupacional al Sistema General de Riesgos 
Profesionales (SGRP) siendo este un régimen que se organiza dentro de un esquema de 
Seguridad Social Integral basado en los principios de universalidad e integralidad. Un 
régimen de protección que cristaliza todo el desarrollo que ha tenido la temática de 
estudio en nuestro país a lo largo de la historia y que revela en su estructura los 
principios de aquella normativa primigenia que fue progresivamente consolidándose para 
hacer que el SGRP tenga una esencia particular. En esa medida se percibe como labor 
prioritaria el visibilizar el desarrollo evolutivo que ha tenido la legislación propuesta en 
riesgos profesionales y salud ocupacional de modo que sea posible identificar el 
surgimiento de la preocupación por esta cuestión, reconocer cómo han sido 
conceptualizadas estas nociones en las diferentes reglamentaciones promulgadas,  
advertir cuáles han sido las respuestas y estrategias que históricamente se han sugerido 
para solucionar esta problemática, qué responsabilidades se le han asignado a los 
diferentes actores sociales en esta dinámica y de cómo estas preceptivas mantienen 
vigencia en el cuerpo legal que estructura el sistema actual. La intención de este 
documento no es la de exponer dicha normativa como típicamente se ha presentado en 
una línea cronológica que no se guía por un eje articulador ni contempla análisis 
contextual, sino que se pretende ordenar y sistematizar los principales aportes legales en 
riesgos profesionales y salud ocupacional insertados en la estructura de las etapas de la 
seguridad social colombiana para caracterizar el entorno institucional y jurídico en el que 
se promulgó la legislación enunciada en el tema. Esta propuesta de periodización  es una 
contribución retomada de los profesores Jesús María Rengifo y Gerardo Arenas, siendo 
ellos dos importantes expertos en la cuestión de seguridad social, quienes en su obra 
han efectuado una representación de los mecanismos de previsión social adoptados en 
Colombia con alguna aproximación descriptiva a la legislación en riesgos profesionales.  
 
En tal perspectiva y con miras a cumplir este objetivo se ha decidido adoptar la 
metodología de la investigación documental como aquel tipo de estudio que posibilita la 
recopilación y organización sistemática y juiciosa de material bibliográfico extrayendo la 
información fundamental acerca de nuestro objeto de estudio. En esta ocasión el foco 
serán las leyes, decretos, resoluciones y acuerdos pronunciados por las instancias 
gubernamentales en los que expresen su posición con respecto a los riesgos 
profesionales y la salud ocupacional apoyándose en las producciones de autores 
expertos acerca de esta legislación. Se procede a la realización de la lectura crítica de 
cada una de las preceptivas identificando los principales aportes que contempla, cuál es 
el objeto de protección al cual se dirigen, qué noción de riesgos profesionales y salud 
ocupacional prevalece en la reglamentación, qué estrategias propone para responder a 
esta problemática socialmente sentida, quiénes son los responsables de llevar a cabo el 
accionar propuesto y si se ajustan a los principios de la línea conceptual inspirada en el 
derecho del trabajo o se acercan a la tendencia defendida por la salud pública en donde 
prevalece el interés por la salud antes que la fatalidad.   
 
Este trabajo de grado se fórmula dentro del contexto de la maestría en salud pública ya 
que implica una contribución fundamental para este campo de conocimiento pues permite 
emitir un concepto crítico y promueve algunas recomendaciones con respecto al actual 
funcionamiento del Sistema General de Riesgos Profesionales que desde su adopción 
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hace 17 años ha sido el blanco de múltiples cuestionamientos acerca de su cobertura y 
del verdadero sentido de sus acciones en las que a partir de la intervención privada se 
evidencia una orientación esencialmente económica. Se torna en una proposición que 
posibilita hacer conciencia de todo el desarrollo histórico por el que ha pasado tan 
trascendental asunto, de cuáles son los momentos fundamentales que marcan el devenir 
actual y de cuáles serían las acciones a tomar para corregir este destino y dirigirlo hacia 
el verdadero propósito de un sistema de salud ocupacional en el que prime la 
preocupación por la salud del trabajador en positivo, dirigido a todas las personas en el 
ejercicio de sus actividades productivas sin importar la modalidad o el lugar en el que 
laboren. Por eso en las presentes líneas, se consigna el resultado final de la 
investigación documental que se efectúa como requisito de grado para optar al título de 
magister en salud pública, como indagación que tuvo lugar durante el primer y segundo 
período del año 2010 incluyendo los apartados de marco teórico, metodología, desarrollo 
normativo, discusión, conclusiones y recomendaciones que materializan el manejo que 
se dio a la temática de estudio planteada.   
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1. Definición Del Problema 
El trabajo es una dinámica fundamental en la interacción del ser humano con su entorno 
ya que se convierte en la actividad a partir de la cual satisface sus necesidades básicas, 
contribuye a la producción y reproducción social de su grupo, encuentra identidad en el 
ámbito individual y social así como pone en juego sus destrezas y habilidades 
específicas para desenvolverse y adaptarse a los requerimientos que le impone la 
realidad. Sin embargo, en la ejecución de las actividades laborales se pueden generar 
situaciones adversas y contingencias que afectan la salud de las personas limitando las 
posibilidades para que el trabajador logre ser productivo y encontrar en su labor la 
oportunidad de realizarse. Aparece la noción de riesgo como aquella probabilidad de que 
acontezca un detrimento en la salud de tal magnitud que restrinja la capacidad del 
individuo para desarrollar, de manera temporal o permanente, una actividad laboral con 
la cual supla sus necesidades básicas así como las de su grupo familiar.  
 
Frente a la preocupación de este ser humano por responder de manera óptima ante las 
posibles necesidades que le plantea su futuro en la contingencia de ver limitada su 
capacidad para obtener los medios para valerse por sí mismo, y con base en su facultad 
de previsión aparecen disciplinas tales como el derecho laboral y la seguridad social 
como instrumentos de protección para encarar los riesgos sociales que ponen en peligro 
la salud y el bienestar de las personas. Entre las eventualidades contempladas por estos 
mecanismos de salvaguardia se hallan los riesgos profesionales de sufrir accidentes de 
trabajo y enfermedades ocupacionales que afecten la salud del trabajador y que merman 
su capacidad para cumplir efectivamente con los requerimientos ocupacionales de un rol 
laboral.  
  
Teniendo en consideración la gran importancia social que reviste la temática de los 
riesgos profesionales, surge la salud ocupacional (SO) como el campo de conocimiento 
preocupado por la salud de las personas en la realización de sus actividades laborales 
buscando que este trabajo sea llevado a cabo en las mejores condiciones posibles, 
ofreciendo a este ser humano las posibilidades para tener un desempeño satisfactorio y 
que sea este el motor del bienestar personal y social. De esta forma, se espera evitar que 
los riesgos asociados al desempeño de una labor comprometan la salud y el bienestar de 
la persona y que, tales circunstancias no se configuren en accidentes y enfermedades 
que tengan consecuencias catastróficas.      
 
Entonces, la salud ocupacional “se enfoca en la promoción y mantenimiento del más alto 
grado de bienestar físico, mental y social de los trabajadores en todas las ocupaciones; la 
prevención de daños a la salud causados por sus condiciones de trabajo; la ubicación y 
mantenimiento de trabajadores en un ambiente de trabajo adaptado a sus capacidades 
fisiológicas y psicológicas; y, para resumir, la adaptación del trabajo al hombre, y de cada 
hombre a su tarea” (1).  
 
Dada la trascendencia que reviste la salud laboral como pilar de progreso social es 
primordial el compromiso de los diferentes actores sociales con la causa, incluyendo a 
los empleadores, trabajadores, instancias gubernamentales, entidades públicas y 
privadas, quienes deben trabajar de manera articulada en términos de favorecer el 
bienestar de la población trabajadora. Responsabilidades, compromisos, acuerdos y 
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acciones que se encuentran contemplados en el marco normativo y legal de la salud 
ocupacional, en donde cada una de las partes implicadas debe tener claridad de las 
reglas del juego y de las competencias que le corresponde cumplir como parte integrante 
de un sistema de protección para la salud en el ámbito laboral. Una normativa que se 
vuelve en mapa guía que refleja la manera como se entiende y el sentido que tienen las 
intervenciones en salud ocupacional, que nos ayuda a definir el curso de acción a seguir 
frente a determinada situación y que también es el código de los derechos y deberes que 
los diferentes actores adquieren en el escenario de la dinámica laboral. Asimismo, la 
reglamentación vislumbra las sanciones de no ajustarse a determinadas conductas 
deseadas y del incumplimiento de los deberes pactados como medio para asegurarse de 
que todos cumplen efectivamente con sus funciones y presentan una actitud 
comprometida con el seguimiento de la norma.  
 
No obstante, este marco normativo no surgió de forma literal como legislación en salud 
laboral sino que es necesario, rastrear la preocupación por la prevención de los 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales en las directrices emergidas en el 
derecho laboral como parámetros para regular la actividad laboral de aquellos que se 
hallan bajo la subordinación de un patrono así como en la normativa que instituye el 
mecanismo de seguros sociales para el país que toma como inspiración el derecho 
social. Esta reglamentación ha experimentado transformaciones históricas significativas 
derivadas de las circunstancias por las que ha atravesado el país en sus diferentes 
etapas, de la adquisición de nuevo y mejor conocimiento en el campo laboral, y en el 
área de la salud para responder a las realidades que inquietan la calidad de vida de los 
trabajadores. 
    
Considerando el desarrollo normativo que ha tenido el tema de la salud ocupacional en 
las últimas décadas, tanto en el escenario nacional como internacional, genera 
demasiada preocupación y resultan bastante contradictorias las altas tasas de 
siniestralidad asociadas con el desempeño de las actividades laborales, que aún 
persisten en el mundo, registrándose 160 millones de casos de enfermedades 
profesionales cada año y 1,1 millones de accidentes mortales en el mismo período (1). 
Tan sólo en la región de América Latina, cada minuto se presentan 36 accidentes de 
trabajo y mueren cerca de 300 trabajadores por día (2). Al evidenciar que a pesar de 
todos los esfuerzos realizados en los últimos tiempos todavía persisten problemas de tal 
magnitud relacionados con la salud de los trabajadores, vale la pena cuestionarse si 
efectivamente han sido adoptadas las estrategias, recomendaciones y  acciones 
contempladas en los marcos normativos siendo que esta guía legal es una 
representación del deber ser al que es oportuno apuntar las energías de la sociedad.  
 
Ante tal perspectiva se convierte en una necesidad inaplazable el dar cuenta de la 
evolución y la trayectoria que ha tenido este marco normativo en el ámbito nacional,  el 
cual ha sufrido transformaciones esenciales, que van de la mano de la implantación de 
nuevos paradigmas del entendimiento del papel del Estado y sus reformas asociadas en 
diferentes campos. Una salud laboral que aparece ligada en un primer momento con las 
protecciones patronales en riesgos profesionales derivadas de los alcances de la 
disciplina del derecho laboral, posteriormente incrustada en el esquema de seguros 
sociales establecido para el país y que presenta una propuesta alternativa desde una 
visión de orden sanitaria configurada en el Código Sanitario de 1979. Ante tal situación, 
se erige como una necesidad el  evidenciar el desarrollo que ha seguido la legislación 
según sea uno u otro el enfoque predominante (laboral o sanitario) en determinado 
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momento, identificando las transformaciones que ha tenido este punto ante las reformas 
y los cambios institucionales que se han dado en las últimas décadas y determinando 
cuál es la concepción de salud ocupacional y de riesgos profesionales que subyace tales 
formulaciones normativas, qué diferencias existen en el accionar planteado por una u 
otra propuesta, quiénes aparecen como responsables de llevar a cabo tales 
competencias, en qué puntos coinciden o siguen un hilo conductor y en cuáles se 
distancian desde el punto de vista conceptual así como cuáles fueron las implicaciones 
prácticas de asumir uno u otro enfoque.  
 
En este sentido, se establece que la idea es estudiar de manera crítica la información 
existente en la reglamentación en salud ocupacional, con el objeto de darle una nueva 
ordenación según las etapas de la seguridad social que facilite la comparación entre la 
reglamentación en el campo del derecho del trabajo y la normativa de carácter sanitario. 
Esta propuesta permitirá poner en contexto y analizar los antecedentes que materializan 
el actual Sistema General de Riesgos Profesionales, dentro del que se encuadra el 
accionar de la salud ocupacional, con lo cual es posible emitir un juicio valorativo y 
algunas recomendaciones que se conviertan en aporte para optimizar la salud de los 
trabajadores en el contexto de nuestro país.        
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Figura 1-1: Definición del problema   
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2. Justificación 
 
Siendo el trabajo una actividad primordial inherente a la naturaleza humana y motor de 
bienestar tanto individual como social a partir del cual los individuos tienen la posibilidad 
de satisfacer sus necesidades básicas, potencializar sus habilidades de carácter físico, 
mental, socio-emocional, etc., contribuir al grupo social al que pertenece y encontrar 
identificación personal y grupal es inconcebible que en el ejercicio de estas tareas este 
ser humano tenga que poner en riesgo su integridad y que se produzcan daños a la salud  
que comprometan su adecuado desarrollo en un rol productivo futuro convirtiéndose la 
actividad laboral en fuente de enfermedad antes que en un determinante positivo del 
nivel de bienestar del individuo y de las poblaciones.  
 
La preocupación por el ámbito de la salud y seguridad de las personas en el desempeño 
de su dinámica laboral y la prevención frente a los posibles riesgos, que afecten el 
bienestar de los trabajadores, es un aspecto que adquiere marcada relevancia en el 
contexto contemporáneo siendo que se ha transformado en un fenómeno bastante 
extendido con repercusiones significativas de índole económica y social para los países y 
para el mundo en general. Los Estados y todos los actores sociales involucrados en la 
materia deben manifestar una actitud comprometida y responder ante este desafío en pro 
de favorecer las mejores condiciones posibles para desempeñar el objeto social trabajo.  
 
Basta remitirse a las altas cifras de accidentalidad laboral para dar cuenta del panorama 
que representa este problema en la esfera mundial, con incontables pérdidas humanas y 
altos costos derivados de las prestaciones asistenciales y económicas a las que tiene 
derecho el trabajador ante la presencia de estas contingencias que ponen en riesgo su 
vida y su salud (1). En este escenario, en el que los problemas de salud y las condiciones 
inseguras corresponden más a la regla que la excepción y en el que los infortunios 
laborales representan un impacto considerable en todos los sectores de la sociedad, vale 
la pena indagarse si las directrices emitidas desde los entes gubernamentales en la 
forma de políticas públicas y marcos legales efectivamente tienen significado y 
responden a las circunstancias particulares que se presentan en el mundo del trabajo 
actual, identificando las dificultades y facilitando estrategias para que los resultados de la 
implementación de dichos preceptos sean los esperados.  
 
En esa medida surge la legislación como instrumento y foco de atención siendo que se 
convierte en la representación del modo como el cuerpo estatal se manifiesta con 
respecto a determinadas situaciones o problemáticas calificadas como de interés social 
en cierto período histórico y de cuáles son las soluciones que el legislador plantea para 
solventar de manera efectiva dicha dinámica, definiendo  los responsables de llevar a 
cabo determinadas acciones y estipulando cuáles son las consecuencias sociales del 
incumplimiento de las conductas socialmente pactadas. Considerando la trascendencia 
que adquiere el tema de la salud laboral como pilar del desarrollo de un país se instituye 
el estudio de la normativa como una tarea necesaria ya que permite conocer los 
parámetros y estándares que la figura estatal ha diseñado para responder ante dicha 
problemática, los derechos y deberes que tienen los diferentes actores sociales 
involucrados en la materia y los planteamientos teóricos y prácticos que subyacen a 
dicha formulación.  
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Sin embargo, y en términos de ser metódicos en la exploración del marco legislativo se 
parte de que esta indagación debe poseer un carácter histórico, identificando de manera 
lógica la secuencia que ha seguido la legislación en salud laboral y de cómo la 
preocupación esencial por el ámbito de la salud y la seguridad en el trabajo no es un 
asunto que haya surgido recientemente sino que se trata de una inquietud constante de 
este ser humano activo y trabajador por naturaleza que ha construido un cuerpo 
reglamentario que configura lo que se entiende y se practica por salud ocupacional en la 
actualidad y en la legislación vigente en la materia. Al concentrarse en la normativa   
relacionada con la salud en el contexto del trabajo se está dando cuenta de la manera 
cómo las autoridades de un país entienden la salud ocupacional, los problemas 
prioritarios a los cuales se les busca dar solución a partir de la reglamentación, las 
acciones para responder ante tal predicamento y las reglas generales para que este 
sistema funcione de la manera esperada.  
 
Conocer las cuestiones sobre las cuales se ha normado y examinarlas a profundidad, es 
un ejercicio válido para ilustrarse acerca de cuál es el camino o el accionar que es 
recomendable seguir frente a cierta situación y de cuáles son los aspectos frente a los 
cuales la legislación manifiesta vacíos que deben ser contemplados en futuras 
propuestas normativas. De la misma forma, el marco legal se erige en el código de 
referencia que permite entender los derechos y deberes que se tienen en el marco de la 
protección de la salud e integridad de los trabajadores y de cuáles son las consecuencias 
del incumplimiento de las conductas que se espera de cada uno de los componentes de 
la sociedad.    
 
La lectura crítica de la normativa emitida en riesgos profesionales y salud ocupacional, 
posibilita colocar a prueba la idea que prevalece en el imaginario de la gente de que la 
legislación es una vía ideal para la solución efectiva de las situaciones problemáticas y 
que las fallas, que se hacen manifiestas en la realidad, se derivan de inconvenientes en 
la implementación y en el método utilizado para poner en operación dichas directrices. Al 
retomar este marco normativo en riesgos profesionales y salud ocupacional como 
representación del deber ser de este campo, es viable perpetrar el ejercicio de identificar 
las dificultades y limitaciones que se proyectan desde la misma concepción de la 
preceptiva y que guían el entendimiento conceptual y práctico que ha seguido la salud 
laboral demostrando que muchos de los resultados indeseables de la puesta en marcha 
de la ley pudieron ser corregidos en la etapa de planificación. Igualmente la revisión de 
las directrices legales como imagen del escenario al que se quiere llegar favorece la  
construcción de un paralelo entre lo estipulado en los estatutos y la situación real que se 
observa en el contexto de los trabajadores, como reflexión necesaria para hacer 
conciencia de qué tan cercana o lejana es la verdadera situación en la que se 
desempeñan los individuos en su rol productivo con respecto a las directrices esbozadas 
en el marco normativo y de cuáles serían las posibles estrategias destinadas a corregir el 
sendero a seguir.   
 
En ese sentido, el presente trabajo de grado se torna en un aporte trascendental para la 
salud pública siendo que ofrece la oportunidad de visibilizar el desarrollo evolutivo, que 
ha tenido la legislación formulada en Colombia en materia de riesgos profesionales y 
salud ocupacional, identificando el surgimiento de la preocupación por esta cuestión en el 
marco normativo de nuestro país, dando cuenta de cómo han sido conceptualizadas las 
principales nociones relacionadas con la salud laboral en las diferentes 
reglamentaciones, qué diferencias existen en el accionar planteado por una u otra 
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reglamentación o si efectivamente siguen un hilo conductor, advertir cuáles han sido las 
respuestas y estrategias que históricamente se han sugerido para solucionar esta 
problemática, qué responsabilidades se le han asignado a los diferentes actores sociales 
en esta dinámica, y de cómo estas preceptivas mantienen vigencia en el cuerpo legal que 
estructura el sistema de riesgos profesionales actual.   
 
En sintonía con lo anterior, también es factible reconocer las trasformaciones sufridas por 
dicha reglamentación en el marco de los diferentes períodos por los que ha atravesado el 
país y ante la adquisición de nuevos y mejores conocimientos en el campo tanto laboral 
como en el terreno de la salud, respondiendo a las circunstancias y realidades 
vivenciadas por los trabajadores colombianos a lo largo de su historia.   
 
A partir de la revisión de esta trayectoria evolutiva es viable emitir un concepto crítico del 
funcionamiento del actual Sistema General de Riesgos Profesionales y de la normativa 
que lo estructura, siendo que se puede efectuar una comparación que contemple las 
formas y métodos que han sido ensayados a lo largo de la historia en nuestro país sobre 
el tema de estudio y de cómo las regulaciones actuales del SGRP representan la 
configuración de una trayectoria significativa suponiéndose que son los avances, 
progresos y mejores respuestas ideadas en el país en salud laboral o que por el contrario 
estas directrices legales no han tenido innovaciones significativas y se requiere dar un 
salto de calidad para solucionar los problemas de salud ocupacional de la población 
colombiana.  
 
En tal medida, la información consignada en este documento podría tener trascendencia 
para efectuar una retroalimentación a las diferentes partes del sistema en donde se 
plantee una reflexión acerca de la operación del SGRP, expresando recomendaciones 
del modo cómo es posible mejorar su impacto social a partir de la emisión de directrices 
normativas que superen los inconvenientes hallados en la reglamentación de referencia. 
Por lo tanto un estudio como este, tiene la potencialidad de ayudar a la construcción de 
propuestas alternativas en la forma de entender y dirigir las acciones en salud 
ocupacional en nuestro país o para dar el visto bueno a lo que se ha venido haciendo a lo 
largo de la historia en la legislación que rige esta disciplina.  Se torna en un ejercicio que 
posibilita hacer conciencia de cuáles son los momentos primordiales que marcan el 
devenir actual, si consecuentemente este sistema responde a las circunstancias 
contemporáneas y a las transformaciones que se han venido sucediendo en el mundo del 
trabajo y de cuáles serían las acciones a tomar para corregir este destino y dirigirlo hacia 
el verdadero propósito de un sistema de salud ocupacional en el que prime la 
preocupación por la salud del trabajador en positivo, dirigido a todas las personas en el 
ejercicio de sus actividades productivas sin importar la modalidad o el lugar en el que 
laboren. 
 
El texto propuesto en las presentes líneas incluye un planteamiento conceptual acerca de 
la manera cómo es posible categorizar ordenada y sistemáticamente la reglamentación 
emitida en riesgos profesionales y salud ocupacional en Colombia, partiendo de las 
etapas de la seguridad social como eje estructural que favorece la contextualización del 
entorno institucional y jurídico en el que se promulgó la legislación social en la materia; 
de este modo se supera la típica representación en la que se ha expuesto la legislación 
en el campo de la salud laboral al entenderla como una línea cronológica que no se guía 
por un foco articulador ni contempla análisis contextual. En ese propósito se retoman los 
esfuerzos y aportes de valiosos autores nacionales de trascendental importancia en el 
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derecho laboral y el derecho de la seguridad social colombiano como Jesús María 
Rengifo y Gerardo Arenas Monsalve quienes cobran relevancia en el diseño del presente 
documento.      
 
El análisis pormenorizado del cuerpo legal permite identificar en las normativas las 
tendencias teóricas y prácticas que han influenciado la producción de los parámetros en 
salud laboral, discriminando si se trata de directrices emanadas desde la perspectiva del 
derecho laboral o que aquellas regulaciones tienen inspiración en el accionar del sector 
sanitario como una estrategia que posibilita evidenciar cuál de estas visiones, acerca de 
la salud ocupacional, ha prevalecido en el escenario de nuestra nación y de cuáles 
fueron las implicaciones prácticas de asumir uno u otro enfoque.  
 
En ese sentido, el presente trabajo de tesis también tiene como finalidad rescatar de la 
marginalidad la normativa en salud laboral, que fue planteada desde la visión de la salud 
pública, siendo esta la disciplina desde la cual se está desarrollando esta investigación, 
poniendo especial atención en los esfuerzos reglamentarios que se han establecido en el 
asunto como lo son la ley 9 de 1979 en donde prevalece el espíritu salubrista como 
alternativa frente a la línea de derecho laboral. Resaltar la salud laboral desde el plano y 
el marco de la salud pública es un reto al que deben hacer frente los diferentes sectores 
sociales trascendiendo el ejercicio de identificación de factores de riesgo de los ámbitos 
empresariales y colocando este tema como un aspecto fundamental para el desarrollo 
económico y social de una sociedad, frente al cual se deben diseñar políticas públicas 
saludables que consideren la situación de todos los trabajadores en todos los ámbitos 
laborales llevando las protecciones emitidas más allá de los espacios de las empresas de 
la economía formal.  
 
Así mismo, el manuscrito presentado a continuación favorece la recopilación sistemática 
y organizada de toda la reglamentación publicada en el ámbito de los riesgos 
profesionales y la salud ocupacional, convirtiéndose en referente claro para los 
profesionales de la salud que necesitan consultar la reglamentación acerca de este 
ámbito. Es la oportunidad para comprender algunos elementos técnicos que como 
trabajadores de la salud y estudiantes en formación en salud pública debemos manejar 
para poder promover respuestas más oportunas y eficientes encaminadas al 
mejoramiento de no sólo el  bienestar ocupacional sino la calidad de vida de las personas 
hacia las cuales van encaminadas nuestras intervenciones. 
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3. Pregunta De Investigación 
Cuál es el desarrollo que ha seguido la legislación en riesgos profesionales y salud 
ocupacional según el enfoque predominante, laboral o sanitario, en determinado período 
histórico de la seguridad social colombiana, determinando cuál es la concepción de salud 
ocupacional y de riesgos profesionales que subyace a tales formulaciones normativas, 
qué diferencias existen en el accionar planteado por una u otra propuesta, quiénes 
aparecen como responsables de llevar a cabo tales competencias, en qué puntos 
coinciden o siguen un hilo conductor y en cuáles se distancian desde el punto de vista 
conceptual así como cuáles fueron las implicaciones prácticas de asumir uno u otro 
enfoque.  
3.1.  Objetivo General 
Dar cuenta de la evolución y la trayectoria que ha tenido la legislación en riesgos 
profesionales y salud ocupacional dentro de la estructura de las etapas de la seguridad 
social colombiana para discriminar entre aquellas disposiciones emanadas desde el 
punto de vista del derecho laboral y las consideraciones desarrolladas por la línea de 
orden sanitario.     
3.2. Objetivos Específicos 
 Evidenciar las transformaciones que ha tenido la legislación social en riesgos 
profesionales y salud ocupacional ante las reformas y los cambios que se han 
configurado en la dinámica laboral y en la seguridad social de las últimas décadas 
en el ámbito nacional.  
 Dar cuenta del contexto histórico que configura la introducción y consolidación del 
tema de la prevención de riesgos profesionales dentro del marco legal 
colombiano.  
 Reconocer y discriminar entre la normativa emitida desde la perspectiva del 
derecho del trabajo y las disposiciones de orden sanitario que ponen de 
manifiesto las concepciones en torno a la salud ocupacional, estableciendo las 
convergencias y diferencias que existen entre cada una de estas líneas y si 
responden a un hilo conductor o son visiones irreconciliables.  
 Emitir un juicio valorativo y formular algunas recomendaciones con respecto al 
funcionamiento del actual Sistema General de Riesgos Profesionales como aporte 
fundamental para mejorar el accionar de la salud ocupacional en nuestro país.   
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4. Marco Conceptual 
4.1. Trabajo  
El trabajo es una dinámica esencial a partir de la cual el ser humano puede interactuar 
con su entorno buscando satisfacer sus necesidades básicas y tornándose en la 
actividad vital más trascendental para su desarrollo en sociedad. Desde este punto de 
vista, la actividad laboral trasciende su conceptualización como medio para producir un 
bien o prestar un servicio y adquiere una dimensión más amplia como medio de 
transformación del hombre, de realización, de creación de valores y, como elemento de 
fundamental importancia dentro de la calidad de vida (3). Este entendimiento va de la 
mano con la definición que nos otorga Marx (4) al indicar que “El trabajo es en primer 
lugar, un proceso entre el hombre y la naturaleza, un proceso en que el hombre media, 
regula y controla su metabolismo con la naturaleza. Al operar por medio de ese 
movimiento sobre la naturaleza exterior a él y transformarla, transforma a la vez su propia 
naturaleza. Desarrolla las potencias que dormitaban en ella y sujeta a su señorío el juego 
de fuerzas de la misma”.   
 
“Esta actividad productiva del hombre es un proceso social ya que, aun cuando el trabajo 
se ponga en disposición de satisfacer las necesidades orgánicas y puramente 
individuales, lo hace de una manera socialmente condicionada” (3). De hecho, autores 
como Habermas (5) sitúan al trabajo como el fundamento del orden social ya que se 
muestra como determinante de la posición del individuo en dicho conjunto. 
   
De la misma manera, existe en cada individuo una actitud y disposición hacia la 
consecución de metas, logros y objetivos de tipo personal los cuales apuntan a su 
realización siendo el trabajo aquel vehículo elegido para perseguir tales ideales. En esa 
medida, el trabajo además de satisfacer las necesidades económicas y de supervivencia 
humanas, es fundamental para el desarrollo de una personalidad armónica como lo 
indica Cheng (6). 
 
En sintonía con lo anterior, se toma la definición de Guerrero (7) quien sostiene que el 
trabajo es una interacción material cuyo componente específico y fundamental es su 
carácter socio-histórico, la relación del hombre con su entorno económico, abiótico, 
biótico y cultural- y con su conciencia social, que comprende la interrelación de la 
persona con su propio organismo biológico, psicológico y social.  
 
Siguiendo la anterior acepción se entiende que la actividad laboral presenta un carácter 
socio histórico por lo cual debe ser entendida a la luz de los diferentes modos de 
producción que se han sucedido a lo largo de la historia de la humanidad y donde el 
trabajo adquiere significados diversos y se ve orientado hacia objetivos y funciones 
específicas que van más allá de la mera producción de bienes de uso. En este 
planteamiento emerge el concepto de modo de producción que Guerrero define como  la 
forma de obtener los medios de subsistencia del hombre -alimento, vestido, vivienda, 
instrumentos de producción, etc.- constituyéndose  en un determinante en el modo de 
vida (3).  En este marco de análisis, la literatura  marxista ha tratado de poner en 
evidencia la manera en la que cada modo de producción determina los procedimientos 
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de apropiación de la riqueza y la división social del trabajo, configurando las clases 
sociales y garantizando su reproducción (8).  
 
Fernández, en su texto “Medio laboral y Salud Mental”, realiza una aproximación a los 
rasgos que históricamente han caracterizado la actividad laboral en la construcción del 
sujeto. En ese sentido, se encarga de enumerar algunas de estas características de la 
actividad productiva en las sociedades contemporáneas las cuales se presentan a 
continuación (8): 
          
1. El trabajo proporciona el único medio de subsistencia accesible a los 
asalariados.  
2. El trabajo es contemplado por los trabajadores como generador de derechos y, 
aún, generador de una deuda de la sociedad con el trabajador, que, ahora, no 
sólo es reivindicable ante la historia, sino ante los aparatos de un Estado que 
promete ser garante de un bienestar del que los ciudadanos se creen 
merecedores. 
3. El trabajo aparece como jerarquizador en el entramado social. La creciente 
cualificación y jerarquización del trabajo hace que el lugar a ocupar en la gran 
pirámide social, dependa en buena medida de los logros conseguidos en el 
medio laboral y profesional. 
4. El trabajo sirve de fuente de significado personal. El trabajo debe convertirse en 
un medio de realización personal y tener sentido para aquél que lo desarrolla.   
5. Por último, la actividad laboral se ha convertido en un entorno privilegiado de 
relaciones interpersonales significativas. 
 
Ahora, se debe considerar que en el desarrollo de estas actividades productivas, el ser 
humano se encuentra relacionado con una serie de condiciones bajo las cuales 
desempeña su trabajo, incluyendo aspectos organizativos y funcionales de las empresas 
y empleadores, métodos, sistemas y procedimientos, así como servicios sociales, y 
factores externos al medio ambiente laboral que tienen influencia sobre él, determinando 
las condiciones del trabajo y del ecosistema relacionado con su ocupación (9). Partiendo 
de esa claridad en el siguiente apartado se realiza un listado  de los factores en los 
cuales se ve enmarcado el desempeño de la persona y que influyen, positiva o 
negativamente, en el comportamiento en el trabajo, se encuentran (7): 
 
1- Factores externos. Son los que definen las situaciones de trabajo, entre ellos se 
encuentran: 
 
a) Características arquitectónicas y ambientales microclima, iluminación, grado de limpieza 
general, control de residuales etc.; disponibilidad y adecuación de suministros generales; 
entre otros. 
b) Características de equipos y tareas: Son aquellos factores específicos para un trabajo o 
una tarea dentro del trabajo, por ejemplo; requerimientos de percepción, resistencia y 
precisión; requerimientos de anticipación, necesidades de interpretación, de decisiones, 
frecuencia y repetitividad; necesidad de memoria a corto y largo plazo; necesidad de 
efectuar cálculos; retroalimentación de los resultados; actividades dinámicas o paso a 
paso; comunicación y estructura del equipo de trabajo; diseño del equipo, herramientas y 
dispositivos especiales; organización de turnos, estructura de la organización, autoridad; 
responsabilidades; compañeros de trabajo; recompensas; reconocimientos; estímulos, 
horarios de trabajo y de receso, entre otros. 
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2- Factores internos de la persona. Son las condiciones inherentes a  los individuos que 
interactúan con el sistema como: la destreza, habilidad, aptitud, experiencia y 
preparación anterior, práctica actual, variables personales, inteligencia, motivación, 
actitud, estado emocional, actividades basadas en influencias de la familia, así como 
otros factores.  
 
Entre los factores internos relacionados se encuentra la satisfacción que un individuo 
pueda tener con determinada actividad laboral. En esa instancia, Guerrero (3) cita en su 
trabajo algunos factores que pueden determinar la satisfacción laboral como son el reto 
del trabajo, los sistemas de recompensa justas, las condiciones favorables de trabajo, los 
colegas que brinden apoyo, la compatibilidad entre personalidad-puesto de trabajo y la 
naturaleza del puesto. Según el autor referenciado, los trabajadores prefieren trabajos 
que les ofrezcan oportunidades para emplear sus destrezas, que incluyan la realización 
de una variedad de tareas, con libertad y retroalimentación sobre cómo se desempeñan 
las mismas siendo un reto moderado que causa placer y satisfacción. 
 
Entonces, en concordancia con las líneas anteriores, es oportuno decir de forma sintética 
que el trabajo se convierte en un elemento trascendental en la interacción humana con 
su medio circundante, que le permite suplir sus necesidades básicas y aquellas de 
carácter más complejo, contribuir a la producción y reproducción social de su grupo, 
encontrar una identidad en el ámbito tanto individual como social y poner en juego sus 
destrezas y habilidades específicas para desenvolverse y adaptarse a los requerimientos 
que le impone su realidad. En la medida, en que se involucra en esta dinámica trasforma 
la realidad y al mismo tiempo se transforma a sí mismo.  
 
Aun cuando se da cuenta de la riqueza y amplitud del concepto de trabajo como actividad 
esencial para el desarrollo del ser humano, aun considerando dicha dinámica como 
definitoria de lo que ha llegado a ser esta especie en la actualidad, existen acepciones un 
poco más restrictivas que desde disciplinas como el derecho han emergido para regular 
situaciones particulares que demandan un tratamiento de tipo legal. Siguiendo esta 
orientación se vislumbran definiciones como la del “Código Laboral Aplicado” (10) en la 
cual se entiende el trabajo como toda actividad humana libre, que puede ser de carácter 
material o intelectual, permanente o transitoria, que una persona natural desarrolla de 
manera consciente al servicio de otra, y cualquiera que sea su finalidad, siempre que se 
efectúe en ejecución de un contrato de trabajo. Este significado concuerda con aquel 
consignado en el Código Sustantivo del Trabajo (CST), artículo 5, donde aparece 
regulado un tipo específico de trabajo, el dependiente, y no se tiene consideración 
especial por otras modalidades laborales que no se hallan enmarcadas en los 
parámetros de la formalidad y en las que hoy día, se involucran una amplía porción de 
ciudadanos para ganarse su vida.  
 
Estos ordenamientos jurídicos resaltan varios elementos claves que ayudan a configurar 
lo que ellos entienden por trabajo (10). En primera instancia hablan del trabajo humano lo 
que descarta de antemano cualquier interpretación que se pueda fundar con respecto al 
esfuerzo de los animales y las máquinas. Se refiere que es una actividad libre ya que la 
persona puede escoger autónomamente la actividad o la ocupación en la cual desea 
desenvolverse (dentro del marco de la legalidad), siendo inaceptables aquellas 
conductas que restrinjan el ejercicio de este derecho fundamental. Otro rasgo cardinal 
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que incluyen las acepciones consideradas es el que trata del trabajo bajo la expresa 
dependencia de otro; es decir, aquel en el cual la persona arrienda su fuerza de trabajo y 
ve supeditado su accionar a la instrucción por parte de un empleador. Sobre estos pilares 
descansa la disciplina del derecho del trabajo, como uno de los puntos centrales sobre 
los cuales va a girar la propuesta consignada en este documento así que se profundizará 
sobre este concepto en líneas posteriores.          
 
La Constitución del 91, como norma de normas, establece en su artículo 25 que “el 
trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la 
especial protección del Estado”. Aunque esta enunciación incluye en su propuesta todas 
las modalidades de trabajo, algunos juristas (11) han expresado que prefieren la 
acepción contenida en el CST ya que es más directa y clara acerca de lo que se entiende 
por esta noción y no señala sólo las consecuencias como lo hace la de la Constitución.  
 
Partiendo de estos razonamientos, a continuación se tratarán de plantear algunas ideas 
acerca de la relación que existe entre la dinámica laboral y la salud humana como una 
conexión que permite entender cuál es el sentido de la salud ocupacional y de cómo ésta 
ha sido entendida y organizada en los diferentes ordenamientos jurídicos.  
  
4.1.1. Relación trabajo y salud 
 
La salud es un elemento indispensable para el desarrollo de una sociedad ya que al 
gozar de un adecuado nivel de la misma, el ser humano puede involucrarse de manera 
oportuna y efectiva en las diferentes actividades y asumir los diversos roles que hacen 
parte de su vida y, entre estos, el desempeño de las tareas propias de su ámbito laboral. 
De igual forma, el trabajo como actividad inherente a la naturaleza humana, otorga al 
individuo la oportunidad de realizarse y alcanzar óptimas condiciones de vida con un 
impacto significativo en la esfera personal y social por lo que se le considera como un 
determinante de la salud y bienestar de la persona (12). Un medio laboral en el que se 
asume que encontrará las oportunidades para satisfacer sus requerimientos básicos, 
alcanzar objetivos económicos y materiales deseados, contribuir con el bien común de la 
sociedad a la cual pertenece y hallar satisfacción personal lo cual convierte a la dinámica 
productiva en fuente de bienestar físico y mental (12).      
 
Siendo el trabajo una actividad trascendental para el ser humano, se convierte en un 
asunto de carácter esencial el promover las mejores condiciones posibles para permitir 
un desempeño exitoso dentro de las tareas productivas. En esta línea, La Organización 
Mundial de la Salud (OMS) ha planteado que cada ciudadano tiene derecho al trabajo 
saludable y seguro, y a un ambiente laboral que le permita vivir social y económicamente 
una vida productiva, colocando esta facultad como un derecho fundamental junto a otros 
como como el derecho a la vida, a la integridad física, a la educación, etc. (13).
 
 
 
El panorama mundial muestra que aproximadamente 2.8 billones de personas, o cerca 
de la mitad de la población mundial, son económicamente activos. Su trabajo es la base 
económica y material de la sociedad, la cual es dependiente de su capacidad laboral 
(13). La salud de esta fuerza de trabajo está determinada por un número de factores en 
sus ambientes ocupacionales, agentes sociales, comportamientos y acceso a los 
servicios de salud. Cuando es llevado a cabo, bajo condiciones favorables, el trabajo 
provee los ingresos para sustentar las necesidades humanas y presenta un impacto 
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positivo en la salud y el bienestar de los individuos y sobre el desarrollo social y 
económico (14). En esta perspectiva se comparte la visión de La Carta de Ottawa (15) 
para la promoción de la salud en la cual se establece que el trabajo debe ser una fuente 
de salud para la población por lo que la manera como el grupo social organice la 
dinámica laboral debe promover la creación de una sociedad saludable. 
 
En este contexto, la vida del individuo está marcada por la tendencia natural al hacer 
desde su nacimiento hasta su muerte, pero esta predisposición puede encontrar 
restricciones en contingencias como la enfermedad, la vejez, la invalidez y la muerte, que 
traen como resultante un no hacer que produce en la persona una vulnerabilidad 
marcada al no poder satisfacer muchas de sus necesidades básicas (16). Esta situación 
da cuenta del hecho de que todas las actividades en las cuales se involucra el ser 
humano implican el riesgo de afectar el bienestar y la salud de este individuo y entre 
estas se encuentran las tareas propias del ámbito laboral como posibles focos de 
alteraciones orgánicas, funcionales y psíquicas que se configuran en enfermedades y 
accidentes laborales que disminuyen la capacidad para comprometerse en dinámicas 
productivas y con consecuencias catastróficas tanto en el nivel particular como colectivo 
(17) (18). Este detrimento de la salud que se deriva de la participación en las actividades 
laborales tiene que ver con la presencia de factores de riesgo de distinta naturaleza ya 
sean  físicos, químicos, biológicos, psicosociales y ergonómicos que se hallan ya sea en 
los ambientes de trabajo, en las condiciones propias de la tarea o hasta en el mismo 
individuo. 
 
Al respecto, Parra (19) señala que así como el trabajo puede ser promotor de salud, 
también tiene el potencial de causar deterioro o agravar problemas en el bienestar 
individual. Es una fuente de salud, ya que nos permite satisfacer no sólo las necesidades 
económicas básicas, sino también las relacionadas con el bienestar individual y grupal. 
Puede causar daño a la salud, cuando afecta el estado de bienestar de las personas en 
forma negativa con la aparición de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales o 
agravar problemas de salud, previamente existentes, cuando interactúa con otro tipo de 
factores de riesgo como el consumo de tabaco, exceso de colesterol, sedentarismo, entre 
otros. Nieto (20) se pronuncia indicando que la dinámica laboral es determinante de la 
salud, siendo que esta actividad es necesaria para que la persona sea capaz de vivir 
saludablemente, pero a la vez ostenta la potencialidad de producir riesgos que 
comprometen la calidad de vida y salud tanto individual como grupal.  
 
García (21) refiere que cuando no existen condiciones objetivas y subjetivas para que la 
dinámica laboral sea un estímulo de las capacidades del individuo, se convierte en un 
producto de enfermedad y le confiere a las sociedades capitalistas la responsabilidad de 
que el trabajador no pueda realizarse ni desplegar todas sus destrezas, siendo su 
crecimiento físico y mental restringido con relación a las posibilidades. La mención del 
modo de producción capitalista implica que conforme se va modificando la estructura 
social y económica de una sociedad, asimismo se transforma la relación salud- trabajo. 
Entonces, con los cambios de estructura de la población, la intelectualización del trabajo, 
el aumento de la utilización de la energía neurosíquica, la disminución del trabajo físico y 
otros factores, se evidencia el predominio de las enfermedades crónicas degenerativas y 
las primeras causas de muerte son las enfermedades cardiovasculares, los tumores 
malignos, las enfermedades cerebrovasculares y los accidentes (22). 
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Ortún (23) plantea que esta mala salud compromete todos los componentes de la 
producción, es decir, el capital humano, físico y la eficiencia, por lo que se vuelve en un 
imperativo mejorar la salud con miras a favorecer el crecimiento económico de un país. 
El capital humano, se ve afectado de una menor capacidad física y mental, peor 
escolarización, vida más corta. El capital físico, se deteriora por su complementariedad 
con el capital humano, ya que la enfermedad arruina a las familias cuando es 
catastrófica, y porque atenúa los incentivos para ahorrar. En última instancia, la mala 
salud influye en el parámetro de eficiencia de dos formas: a) obligando a un país a elegir 
la tecnología menos productiva  por carecer de la riqueza suficiente para afrontar el costo 
requerido para las mejores tecnologías, y b) condicionando las reglas de juego de una 
sociedad y su organización social, política y económica.  
 
Como es posible advertir, estas restricciones y limitaciones en la salud, la seguridad y el 
bienestar de los trabajadores van más allá de las preocupaciones enteramente 
empresariales y se ubican en el plano de los asuntos de interés social de una nación, ya 
que las consecuencias de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales, se 
hacen palpables en la productividad, la competitividad y la sostenibilidad de las 
economías de los países y del mundo (24), (25).  Además, muchos de los riesgos que se 
crean en el seno de las actividades productivas llevadas a cabo por las organizaciones 
empresariales, no afectan únicamente a los trabajadores que presentan un contacto 
directo con estas condiciones sino que llegan a la población general a través de la 
polución del aire, la contaminación del agua y la transmisión de enfermedades 
transmisibles. Se erige éste en un asunto público que nos incumbe a todos los 
componentes de la sociedad frente al cual el Estado debe pronunciarse en pro de 
mejorar el perfil de salud y seguridad de nuestras gentes (26).  
 
A pesar de que las situaciones en las cuales se evidencia el deterioro del bienestar 
humano durante el desarrollo de sus tareas productivas deberían constituir más la 
excepción que la regla, autores como Concha (27) sostienen que la mayoría de los 
trabajadores en el mundo están empleados en condiciones laborales inseguras e 
insalubres lo que resulta anualmente en cerca de 2 millones de muertes de diferentes 
enfermedades y lesiones. Esta alta morbilidad y mortalidad de la fuerza laboral ligada a 
accidentes y enfermedades ocupacionales así como la naturaleza progresiva y 
degenerativa de los problemas de salud ocupacional, representan un alto costo social y 
de los servicios de salud, implicando un costo económico de alrededor del 10 al 20 % del 
producto nacional bruto de los países de América Latina (28); estas pérdidas materiales y 
sufrimiento humano deben y pueden disminuirse ante la adopción de medidas 
encaminadas a prevenir los daños a la salud y el bienestar relacionados con el trabajo, 
emergiendo como una preocupación fundamental para la sociedad, el hecho de 
promover la salud de las personas en su interacción con las actividades laborales (20).  
 
Surge el campo de investigación de la salud de los trabajadores el cual busca estudiar la 
problemática salud-enfermedad-trabajo. Kohen (29) indica que existen tres aspectos o 
esferas en las cuales se manifiesta esta relación entre salud y trabajo y hacia las cuales 
debe prestar especial atención: 
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1) los cambios operados en las relaciones laborales, los procesos productivos y el 
marco jurídico que las sostienen; 
2) los datos de la realidad, que dan cuenta de la forma en que los cambios en el 
mundo del trabajo se expresan en niveles de salud-enfermedad; 
3) las producciones teóricas que en las investigaciones desarrolladas explican 
estos fenómenos. 
 
Frente a este panorama, y tomando como base que el derecho a la vida, el derecho a la 
integridad física y el derecho a la salud son derechos consustanciales a la prevención de 
riesgos laborales (30), se presenta como una tarea fundamental e inaplazable el hecho 
de promover la salud en el ámbito laboral generando las mejores condiciones posibles 
para lograr un buen desempeño, defendiendo y elevando la calidad de vida y la dignidad 
de la persona que trabaja (31). Es verdad que se han efectuado avances en el 
reconocimiento de los factores de riesgo que pueden producir detrimento a la salud de 
los trabajadores pero aún se necesita incrementar el interés y la responsabilidad social 
(Empleadores - Estado - Trabajadores) y la sociedad civil en sus diferentes 
manifestaciones organizativas, para desplegar más esfuerzos en el control y la 
eliminación de estas condiciones desfavorables (31).  
 
A continuación se hace alusión a algunos de los mecanismos de protección de la salud, 
seguridad y bienestar del trabajador, como referentes trascendentales de lo que serán las 
temáticas en las que se profundizará a lo largo de este capítulo de marco conceptual y de 
cómo a través de un esquema es posible visibilizar la relación existente entre estos 
elementos.  
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Figura 4-1: Mecanismos de protección de la salud y seguridad del trabajador 
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4.2. Salud ocupacional   
En este propósito de favorecer una mejor salud, seguridad y bienestar para los individuos 
en el ejercicio de su dinámica ocupacional tiene sentido la inserción de la disciplina de la 
salud ocupacional como el campo de conocimiento especializado en la identificación, 
reconocimiento, control y vigilancia de aquellos factores de diferente índole que afectan 
la salud del trabajador en su ámbito laboral. En esta perspectiva se inscriben definiciones 
como la de Guillén (32), Gómez (33), y Sanz-Gallén (34) que apuntan a la idea de 
proteger y mejorar la salud física, mental, social y espiritual de los trabajadores en sus 
puestos de trabajo, para repercutir positivamente en la empresa al mejorar los índices de 
productividad, disminuir los costos derivados de la aparición de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales así como reducir el absentismo. Se sostiene que cuando un 
trabajador se enferma o accidenta, influye negativamente sobre la calidad del trabajo y 
en la economía de la organización; el costo se eleva, porque se debe pagar un salario a 
quien lo sustituye; y un subsidio al accidentado. De la misma manera, se genera 
detrimento en el proceso de producción, si se emplea un trabajador con menos 
experiencia y destreza, se originarán interrupciones que perjudican el resto del proceso 
productivo o de servicio (35).   
 
En esta lógica enteramente empresarial, que limita el accionar de esta disciplina al 
entorno laboral, la salud ocupacional es una herramienta fundamental para conocer los 
riesgos a los cuales se expone un trabajador en determinada ocupación y de esta forma 
promover la adecuación de puestos de trabajo seguros y saludables. Esta visión, que ha 
predominado tradicionalmente, se expone como algo reduccionista, al limitar el alcance 
de la salud en el trabajo al ámbito empresarial. En ese sentido, han resultado 
insuficientes las medidas adoptadas desde esta perspectiva si se observan las altas 
cifras de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que persisten en la 
actualidad, con los considerables costos que repercuten en la estructura económica de 
los países.  
 
Varios autores (36), (37), han manifestado que estas iniciativas no han tenido el impacto 
esperado ni han podido responder de forma efectiva ante el reto de la prevención de las 
contingencias laborales; se han concentrado de manera exclusiva en las causas micro en 
los factores de riesgo proximales sin tomar en consideración las causas estructurales, los 
determinantes subyacentes de índole social, económico y cultural que influencian el 
desempeño de la persona y que posibilitan la contextualización más oportuna de los 
fenómenos de salud-enfermedad de las poblaciones.  
 
Una salud y seguridad en el trabajo que se ve influenciada y afectada por la disposición 
económica  y la estructura productiva nacional  e internacional, las relaciones laborales, 
los componentes demográficos, las modificaciones en el empleo y en la organización del 
trabajo, la diferenciación de género, el tamaño, la estructura y el ciclo de vida de los 
establecimientos comerciales y el rápido ritmo de los progresos tecnológicos como 
asuntos frente a los que la salud ocupacional tiene el compromiso de responder por los 
riesgos que representan para el bienestar humano (12), (25). En este contexto la salud 
ocupacional se instituye en un requisito de gran significado para posibilitar el progreso 
socioeconómico y la Organización Mundial de la Salud (12) la coloca como pilar del 
desarrollo sostenible partiendo de que el trabajo es el medio a partir del cual el individuo 
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es capaz de satisfacer sus necesidades básicas sin causar peligro para la salud, al 
ecosistema, a los recursos básicos o a la salud comunitaria.  
 
Esta perspectiva del bienestar de las personas, en su relación con las actividades 
laborales que contempla la consideración de los factores macro, convierte a la salud 
ocupacional en un pilar fundamental del desarrollo de un país, y que según la 
Organización Panamericana de la Salud (OPS) (31), constituye una estrategia esencial 
de lucha contra la pobreza, por lo que se considera como un conjunto de acciones 
dirigidas a la promoción y protección de la salud de los trabajadores, la prevención de 
accidentes de trabajo y enfermedades ocupacionales causadas por las condiciones de 
trabajo y riesgos ocupacionales en las diversas actividades económicas. Esta definición 
es bastante conveniente porque coloca el tema de la salud laboral como un asunto 
central del progreso de una sociedad y que se vuelve en una manera de promover no 
sólo el bienestar individual sino también colectivo.  
 
Otra acepción que va ligada con la anterior es aquella que refiere Aguilera (1), 
retomándola del Comité Mixto de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y de la 
Organización Mundial de la Salud en 1950 (38) señalando que: 
 
la finalidad de la salud en el trabajo consiste en lograr la promoción y 
mantenimiento del más alto grado de bienestar físico, mental y social de los 
trabajadores en todos los trabajos; prevenir todo daño causado a la salud de éstos 
por las condiciones de su trabajo; protegerlos en su empleo contra los riesgos 
resultantes de agentes perjudiciales a su salud; colocar y mantener al trabajador en 
un empleo adecuado a sus aptitudes fisiológicas y psicológicas; y en suma, adaptar 
el trabajo al hombre y cada hombre a su actividad.  
 
Conforme a esta definición lo que se busca es optimizar el bienestar de los trabajadores 
enfatizando en primera instancia la salud en términos positivos, mejorar el ambiente de 
trabajo con miras a garantizar la seguridad de la población y desarrollar una cultura y 
organización del trabajo que conduzca al bienestar de aquellos que participan en las 
tareas productivas (1). Entonces, se tienen en cuenta las variables de contenido de 
trabajo, el medio ambiente de trabajo en el que se desempeña la labor y los referentes de 
organización laboral (jornada laboral, salario, la autoridad, comunicación, ritmo de 
trabajo) así como todas las cualidades y rasgos característicos de aquel que se 
compromete en la actividad laboral.  
 
En 1986, la reunión de expertos de la Región de las Américas, acuñó otra definición (39):  
 
Es el conjunto de conocimientos científicos y de técnicas destinadas a promover, 
proteger y mantener la salud y el bienestar de la población laboral, a través de 
medidas dirigidas al trabajador, a las condiciones y ambiente de trabajo y a la 
comunidad, mediante la identificación, evaluación y control de las condiciones y 
factores que afectan la salud y el fomento de acciones que la favorezcan. El 
desarrollo de la salud ocupacional, debe lograrse con la participación y cooperación 
de los trabajadores, empresarios, sectores gubernamentales, instituciones y 
asociaciones involucradas, (…) es necesaria la cooperación interdisciplinaria y la 
constitución de un equipo, del cual tiene que formar parte el médico de los 
trabajadores.   
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En este párrafo se resalta el valor que se le otorga a la participación y el compromiso de 
todos los actores involucrados en la dinámica laboral para conseguir los objetivos 
propuestos por la salud ocupacional que son las metas de toda una sociedad.   
 
Lo que implícitamente plantean las acepciones anteriormente referidas es que para lograr 
alcanzar el máximo nivel de salud y bienestar en la salud, tanto de los trabajadores como 
de la población, se requiere que las estrategias presentadas sean contextualizadas a las 
circunstancias estructurales; de este modo, además de representar mejorías en los 
indicadores de accidentalidad laboral de los establecimientos comerciales, la salud 
ocupacional favorece la productividad y el bienestar económico, la optimización de la 
salud, la seguridad y la motivación de los trabajadores, sus familias y en general de todos 
los componentes de la sociedad (12), (40). En esta perspectiva, la salud laboral debe ir 
más allá del control de los riesgos en el entorno laboral, aceptando el reto de promover la 
formulación e implementación de políticas públicas, que tengan como punto de partida el  
ámbito macro y en las que no sólo se considere el bienestar de la población trabajadora 
sino que busquen mejorar la calidad de vida de la población en general (40).   
 
Ahora, partiendo de la salud ocupacional como una disciplina, se han diseñado 
propuestas que refieren el objeto de estudio y las estrategias que se corresponden con la 
consecución de los objetivos perseguidos por este campo del saber. Al respecto 
Guerrero (7) presenta lo siguiente:   
 
La salud ocupacional tiene por objeto: promover y mantener el más alto grado de 
bienestar físico, mental y social entre los trabajadores de todas las profesiones, 
prevenir los daños a la salud causados por las condiciones de trabajo, proteger a 
los empleados de los riesgos resultantes de la presencia de agentes perjudiciales, 
así como colocar y mantener al trabajador en un empleo acorde con sus aptitudes 
fisiológicas y psicológicas.   
 
Para ello, se propone (7): 
 
 Fomentar estilos de vida saludables, así como crear una cultura de higiene, 
seguridad y salud entre los trabajadores. 
 Propiciar la disminución de los factores de riesgos nocivos y peligrosos. 
 Lograr la participación activa de los trabajadores y directivos en la solución de 
los problemas de salud. 
 Implementar un programa de vigilancia de la salud de los trabajadores que 
garantice minimizar los riesgos para la salud. 
 Garantizar el incremento de la calidad de vida en el trabajo. 
 
En esta medida se asume que, además de evitar que en el trabajador se configuren 
situaciones y contingencias de orden profesional, se busca que el individuo pueda estar 
libre de cualquier tipo de enfermedad o dolencia no profesional de forma que esta 
persona alcance el más alto nivel posible de salud y productividad en el propósito de 
realizarse en el ámbito personal y social. Además, esta disciplina posibilita el diálogo 
entre las condiciones propias del puesto de trabajo, las características y funciones 
específicas que implica determinada actividad productiva y el perfil de habilidades del 
individuo con miras a encontrar ocupaciones que sean significativas para la persona, se 
24 
 
conviertan en fuente de salud y bienestar y le permitan al individuo optimizar todas sus 
potencialidades.   
   
Otro propósito al que debe responder la salud ocupacional es el de velar por la garantía 
de la salud de los trabajadores en el marco de los cambios y transformaciones que ha 
sufrido la actividad laboral a lo largo de la historia, que incluyen el desarrollo tecnológico 
y la emergencia de nuevas modalidades de trabajo, con la presencia de nuevos riesgos 
para la salud de las personas en su relación con las actividades productivas. Ante tal 
problemática la salud debe asumir el reto de transformarse para prevenir y controlar 
cualquier desviación que pueda presentar la persona que menoscabe su normal 
desempeño en el contexto globalizador en el cual se desarrolla la dinámica laboral.  
 
Acto seguido, se van a tomar definiciones en las cuales se hace mención a conceptos 
como salud laboral o salud en el trabajo que pueden ser asumidas como salud 
ocupacional, pero que se tratará de referir textualmente para evidenciar si existen 
divergencias entre las mismas.   
 
García y colaboradores (41) sostienen que la práctica de la salud laboral surge como 
respuesta al conflicto entre salud y condiciones de trabajo, y se ocupa de la vigilancia e 
intervención sobre las condiciones de trabajo y la salud de los trabajadores. Entonces, 
los principales propósitos de la salud laboral son reconocer, modificar o eliminar los 
factores relacionados con el trabajo que ejerzan un efecto perjudicial para la salud del 
trabajador, así como potenciar aquellos con un efecto beneficioso para el bienestar. Del 
mismo modo, se incluye la rehabilitación del trabajador que ha sufrido un problema de 
salud. 
 
Otro término que se toma como similar es el de medicina ocupacional o del trabajo el 
cual es presentado por la OPS (31) como un conjunto de actividades de las ciencias de la 
salud dirigidas hacia la promoción de la calidad de vida de los trabajadores, diagnóstico 
precoz y tratamiento oportuno, asimismo, rehabilitación y readaptación laboral, y, 
atención de las contingencias derivadas de los accidentes de trabajo y de las 
enfermedades profesionales u ocupacionales (ATEP o ATEO), a través del 
mantenimiento y mejoramiento de sus condiciones de salud. Es importante subrayar la 
importancia que se les da a los profesionales de todas las ciencias de la salud como 
portadores de conocimiento experto para favorecer la salud en el trabajo y la 
caracterización de los diferentes procesos que se realizan en esta disciplina pero oculta y 
restringe el ámbito de la participación de los trabajadores, empleadores y otras instancias 
competentes en el compromiso con el bienestar laboral.  
 
A partir de las diferentes concepciones presentadas en párrafos anteriores se puede 
notar que este concepto de salud ocupacional ha trascendido el enfoque centrado en la 
enfermedad que se concentraba en la vigilancia de las enfermedades infecciosas, no 
transmisibles, relacionadas con el trabajo y los accidentes, hacia otra visión más amplia 
que abarca los determinantes y los cambios en los niveles de salud a través del tiempo, 
en donde se incluyen condiciones de salud positivas como la nutrición, la higiene 
personal y de la vivienda. Este nuevo paradigma lleva a entender al trabajador como un 
ser bio-psico-social de 24 horas, que comparte con su familia, con el ambiente laboral y 
con el entorno que lo rodea por lo que una vida con calidad puede ser “la calidad de las 
vivencias que de la vida tienen en sus 24 horas de vida diaria” (35).  
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Este paradigma se muestra bastante interesante con respecto al futuro que puede tomar 
la salud ocupacional pues se concentra en observar a la persona como un ser íntegro y 
responde al compromiso de mejorar la calidad de vida del trabajador, lo cual implica el 
mejoramiento de los comportamientos negativos o nocivos de tipo extralaboral y la 
promoción de una adecuada dinámica familiar y social que le posibilite contribuir a su 
proceso de realización (3). Esto implica que la salud en el ámbito laboral vaya mucho 
más allá del escenario de una empresa y toca el núcleo de una sociedad tal y como se 
hace manifiesto en la figura 4.2.  
 
Figura 4.2: Salud laboral desde la perspectiva del trabajador como ser integro (3) 
 
 
 
4.2.1. Salud ocupacional en la perspectiva de la salud pública 
 
Como es posible evidenciar en las reflexiones consignadas en las líneas anteriores los 
problemas que emergen en la salud y seguridad de los trabajadores van más allá del 
ámbito empresarial y presentan amplias repercusiones sociales que se hacen patentes 
no sólo en los componentes de la comunidad productiva sino en general en todos los 
integrantes de la sociedad. En esta perspectiva poblacional, el ámbito de la salud y 
seguridad ocupacional se circunscribe al campo de la salud pública, siendo que la 
garantía de las mejores condiciones posibles para el desarrollo de la dinámica productiva 
se convierte en un asunto de interés para la sociedad ante el cual se espera la actitud 
comprometida de todos los actores involucrados en búsqueda de soluciones efectivas. 
26 
 
Partiendo de tal premisa en este apartado, se realizará un intento muy somero por 
representar la salud ocupacional desde el punto de vista de la salud pública como una 
visión que trasciende el enfoque centrado en los factores de riesgo del entorno laboral y 
de cuáles son las estrategias que el sector sanitario ha formulado para resolver los 
problemas en salud y trabajo. En esta medida, la primera necesidad que emerge es la de 
tratar de definir lo que se entiende por salud pública.  
 
Al respecto, vale la pena rescatar la reflexión que hace Pouvourville (42) quien señala 
que en el pasado al referirse a salud pública, se hacía mención a aquellas problemáticas 
de salud en las cuales se esperaba la acción comprometida del ente estatal y cuyas 
estrategias eran ejecutadas por los profesionales de la salud. En el contexto 
contemporáneo la asociación entre las nociones de “Salud” y “Público” es menos clara, 
reviste una mayor complejidad a partir de la extensión de todos los asuntos que se 
comprenden en este ámbito de salud pública y de los actores que intervienen en esta 
dinámica cuyo ejercicio ya no es de exclusividad estatal. En esa visión se mueve la 
acepción que plantea que la salud pública es la acción colectiva, no necesariamente 
estatal, que tiene por finalidad la promoción de la salud y la prevención de las 
enfermedades que afectan el bienestar de las poblaciones y de cómo es posible formular 
políticas efectivas en las cuales la salud sea el eje estructurador.    
 
Bresolw (43) comprende la salud pública como un campo de conocimiento el cual 
presenta como objeto de estudio la salud poblacional por lo que se concentra en el 
reconocimiento y adecuado control de todos los factores de riesgo que tienen la 
potencialidad de producir enfermedades, discapacidad, lesiones y muerte en el propósito 
de favorecer el bienestar y la calidad de vida de todos los elementos de la sociedad. A 
pesar de que esta acepción aparece como conveniente como un primer acercamiento 
conceptual, para el caso de la salud pública se hace extensiva la recomendación que se 
configuró en párrafos anteriores al referirse al fenómeno de la salud de los trabajadores y 
es la de trascender la visión centrada en los factores de riesgo y poner especial acento 
en los factores de tipo estructural en una visión de los determinantes que permitan 
caracterizar los fenómenos de salud-enfermedad de la población (42). Bien lo manifiesta 
“La Estrategia Mundial de la Salud Ocupacional para todos” (12) cuando manifiesta que 
la salud pública y la salud ocupacional han evolucionado de forma gradual desde el 
accionar fundamentado en el riesgo individual hacia una aproximación integral y 
multidisciplinaria que incluye el bienestar físico, mental, social en pro de favorecer el 
desarrollo personal y colectivo.    
 
La Organización Mundial de la Salud (44) se ha encargado de referir una serie de 
funciones esenciales de la salud pública que tienen como objeto la prevención de las 
epidemias y la propagación de las enfermedades, proteger la población contra los riesgos 
de tipo ambiental, prevenir los accidentes y dar respuesta a las situaciones de desastre y 
promover estilos y modos de vida saludables. En tal ejercicio académico y práctico se 
destaca a la salud ocupacional como una de tales funciones esenciales por lo que se 
entiende que la preocupación por los asuntos relativos a la seguridad y salud de los 
trabajadores, son de interés sanitario y de prioridad estatal y social.  
 
En esta posición conceptual se ubican visiones como la de Hernberg (45) que ven la 
salud ocupacional como un área de la salud pública dedicada a la prevención de las 
enfermedades y lesiones relacionadas con el trabajo. El autor citado establece que la 
salud ocupacional sienta sus bases en la epidemiología, para realizar la vigilancia de los 
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procesos y condiciones, describir los patrones de presentación de la enfermedad, 
identificar los factores de riesgo, adoptar las necesarias medidas de control y evaluar la 
eficacia de las intervenciones. Nieto (20) también se inscribe en la tendencia de 
comprender la salud laboral dentro del espectro de la salud pública por el talante 
esencialmente preventivo en el que antes de responder y reparar las consecuencias 
derivadas de las contingencias laborales se trata de evitar la configuración de tales 
infortunios y alcanzar el mayor grado de salud posible para el trabajador.  
 
En esta perspectiva es de obligatoria referencia los pronunciamientos efectuados por La 
Comunidad Andina como estamento que agrupa los países de la región (Bolivia, 
Ecuador, Perú, Venezuela, Chile y Colombia) y que se orienta por el propósito de 
estipular una serie de parámetros estándar de la manera cómo es posible encauzar la 
reglamentación laboral con marcada influencia en el ejercicio contemporáneo de la salud 
ocupacional en el país. Al respecto La Comunidad ha emitido el Instrumento Andino de 
Seguridad y Salud en el Trabajo, que se configura en primera instancia en la Decisión 
547 y que posteriormente se ve reemplazada por la Decisión 584 del Consejo Andino de 
Ministros de Relaciones Exteriores, incluyendo la definición de lo que se entiende por 
salud ocupacional al concebirla como una “rama de la salud pública que tiene como 
finalidad promover y mantener el mayor grado de bienestar físico, mental y social de los 
trabajadores en todas las ocupaciones; prevenir todo daño a la salud causado por las 
condiciones de trabajo y por los factores de riesgo; y adecuar el trabajo al trabajador, 
atendiendo a sus aptitudes y capacidades” (46), (47). 
 
Se convierte el problema de la salud en el trabajo en una preocupación esencial de la 
salud pública siendo que los riesgos de origen laboral no sólo afectan la salud de los 
trabajadores en su contacto directo con tales condiciones sino que tienen la posibilidad 
de que estos peligros lleguen a la población general a través de la polución del aire, la 
contaminación del agua, la transmisión de enfermedades sobrepasando las paredes de 
la organización empresarial e incrustándose en el núcleo del grupo social (26). En esa 
medida la salud ocupacional no sólo contribuye con la consecución de un objetivo social 
por excelencia que es el de alcanzar el más alto grado de salud de los trabajadores sino 
que favorece que los grupos restantes de la población puedan tener niveles de salud 
satisfactorios y consigan las metas de desarrollo social. Además esta disciplina, en su 
afán por favorecer el reconocimiento de los potenciales daños que pueden afectar al 
individuo en su dinámica ocupacional se ha encargado de plantear estudios e 
investigaciones que se convirtieron en los primeros antecedentes de la asociación 
existente entre los factores ocupacionales y cotidianos en el desarrollo de diferentes 
problemas de salud y que han podido ser extrapolados desde el contingente de 
trabajadores a la población general como lo ejemplifican los estudios de las sustancias 
cancerígenas (20).  
 
El impacto positivo que se observa en los componentes de la sociedad y en la calidad de 
vida de los trabajadores, las familias y la comunidad han llevado a que la salud 
ocupacional se convierta en un derecho humano (20). A continuación se muestran una 
serie de estrategias y acciones que han sido consignadas en los principales instrumentos 
de política y acuerdos internacionales que tienen como objetivo la promoción de la salud 
laboral desde una perspectiva sanitaria en la cual se comprometen instancias como la 
Organización Mundial de la Salud, la Organización Internacional del Trabajo, la Red 
Europea para la Promoción de la Salud en el lugar de Trabajo, los Ministerios de Salud 
Pública de algunos países, etc.  
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4.2.2. Estrategias de salud pública en la salud ocupacional   
 
 Entorno laboral saludable 
 
El cuidado personal no es un comportamiento suficiente para garantizar la salud y 
seguridad en el trabajo sino que esta conducta individual debe ir de la mano del cuidado 
de los entornos en los cuales se desarrollan las actividades laborales ya que no puede 
pensarse en autocuidado en ambientes insalubres, donde los instrumentos y 
herramientas sean fuente potencial de accidentes, y en los que la posibilidad de modificar 
dichos entornos se encuentre limitada por las políticas organizacionales inhibiendo el uso 
de las habilidades y potenciales de los trabajadores (48). En tal posición surge la 
preocupación por los entornos laborales siendo éstos entendidos como el “conjunto de 
cualidades, atributos o propiedades permanentes de un ambiente de trabajo concreto 
que son percibidas, sentidas o experimentadas por las personas que componen la 
organización empresarial y que influyen sobre su conducta, la satisfacción y la 
productividad” (49).  
 
La Organización Mundial de la Salud (24) en su trabajo “Ambientes de Trabajo 
Saludables: un modelo para la acción”  incluye una definición de lo que es un entorno de 
trabajo saludable como ese lugar en el que los trabajadores y los directivos implementan 
un proceso de optimización permanente dirigido a la protección y promoción de la salud, 
la seguridad y el bienestar de los trabajadores y la sostenibilidad de este ambiente de 
trabajo. La institución y establecimiento de entornos de trabajo saludables se logra a 
partir del mejoramiento progresivo del ambiente físico, psicosocial, económico y 
organizacional en concordancia con directrices e iniciativas de carácter global como las 
actividades de atención primaria ambiental, los municipios saludables, la salud 
ocupacional para todos, etc. (50). Casas (49) se manifiesta frente a la confusión existente 
que centra los esfuerzos para producir entornos saludables concentrándose únicamente 
en el ambiente físico, manifestando que esta estrategia también tiene como finalidad la 
promoción de buenas relaciones personales, el favorecimiento de una adecuada 
organización empresarial, el fomento de la salud emocional, el bienestar familiar y social 
para los trabajadores a través de la protección de riesgos, estimulando la autoestima y el 
control de su propia salud y del ambiente laboral.  
 
Este ambiente de trabajo también es un escenario propicio y cada vez es más común su 
uso para la promoción de iniciativas de salud pública cuyo objeto es el de prevenir no 
sólo los accidentes laborales y las enfermedades profesionales sino que también 
funcionan para evaluar y mejorar la salud general de las personas (24). En ese nivel, el 
entorno laboral provee oportunidades para implementar intervenciones tales como 
tratamientos de tuberculosis, inmunizaciones contra ciertas enfermedades infecciosas, 
control del tabaco, así como también la promoción de una dieta saludable, de la actividad 
física y del bienestar mental. Del mismo modo, este ambiente permite diseminar entre los 
trabajadores, sus familias, y vecindario mensajes importantes en salud pública para 
prevenir y controlar el VIH-SIDA, la malaria y otros asuntos de interés (14).   
 
Este concepto de entornos saludables es una invitación clara para rescatar el 
compromiso que tiene la organización en la cual trabaja de favorecer los escenarios 
propicios para que tenga un desarrollo óptimo ya que no es suficiente que el individuo 
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aislado luche por una situación más saludable sino que debe ser una meta de grupo, 
organizaciones y comunidades. Esta relación entre estilos de vida y entornos lleva a que 
ciertos comportamientos no saludables sean inhibidos por entornos saludables así como 
ambientes no saludables llevan a hábitos poco saludables (51).  
 
 Políticas saludables 
 
Como se ha insistido en apartados preliminares las problemáticas relacionadas con la 
salud y el bienestar de los trabajadores son de marcado interés social dadas las altas 
cifras que aún persisten en la actualidad de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales con un impacto significativo en la economía y el desarrollo social de los 
países. Tratándose este de un asunto en el que los Estados deben manifestar su 
posición se erige la formulación de políticas públicas como una directriz fundamental 
dirigida a proteger los derechos humanos y entre éstos la potestad que tienen todos los 
trabajadores de disfrutar de condiciones laborales que promuevan la salud y el bienestar 
y les provean de sentido de realización (52). 
 
No obstante, las políticas públicas que han sido enunciadas en el campo de la salud 
laboral se caracterizan por ser aproximaciones terapéuticas de corte clínico que adolecen 
de los mismos males que las directrices en salud pública en donde se han desviado 
recursos hacia iniciativas que no tienen el sello de las políticas públicas saludables, en 
las que predomina la atribución de la culpa a la víctima, en las que se ha realizado un 
acercamiento del estilo de vida a la política en salud en vez de una aproximación social  
a los estilos de vida saludables, respuestas que no contextualizan que los 
comportamientos perjudiciales presentan un condicionamiento cultural que produce que 
dichas conductas permanezcan en el tiempo, sin valorar la participación de los factores 
genéticos ni de los factores sociales y comportamentales y que en última instancia 
pueden resultar nocivas o incipientes para la población objetivo (36).  
 
Ante tal situación los diferentes autores han manifestado que las respuestas e iniciativas 
políticas en salud laboral tienen el desafío de trasladarse de los entornos laborales y 
dirigirse a los escenarios y contextos donde se encuentre el trabajador lo cual permitiría 
integrar dentro de la planificación a aquellas personas que se desempeñan en 
modalidades laborales que se salen de la lógica empresarial dependiente. Esta 
trasformación posibilitaría visibilizar el panorama por el que atraviesan las poblaciones 
laborales con mayor vulnerabilidad entre las que se hallan los pequeños agricultores, los 
mineros, los artesanos, las mujeres y los niños quienes no cuentan con programas 
fuertes que se ajusten a sus necesidades y que hayan tenido trascendencia en la 
optimización de las condiciones en las cuales desempeñan sus tareas productivas (53).  
 
Silva (54) señala que es esencial el replanteamiento de las políticas en salud pública de 
manera que se articulen con los preceptos emanados en salud de los trabajadores de 
modo que se puedan coordinar los servicios de salud en el trabajo y los sistemas 
comunitarios de salud. Sostiene el mismo autor que al abordar las problemáticas de 
salud poblacional junto con las dificultades derivadas de la dinámica laboral se estaría 
dando un gran paso para sacar de la marginalidad a la salud laboral con respecto a la 
salud pública. 
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Otro accionar que se convierte en trascendental para posicionar la salud laboral como 
componente y pilar primordial de la prosperidad es colocar los asuntos relativos al 
bienestar laboral como eje de las políticas nacionales de otros sectores sociales como el 
campo del empleo (temporalidad, inmigración, conciliación de la vida personal y laboral), 
las políticas industriales (competitividad, productividad, organización del trabajo), las 
estrategias de desarrollo sostenible, los preceptos para la reducción de la pobreza, las 
medidas en los ámbitos de comercio, protección ambiental y educación (37).  
 
Del mismo modo, se hace extensiva la recomendación en la que se ha venido insistiendo 
en estos párrafos y es la de elaborar políticas públicas en las que se supere el paradigma 
biomédico predominante que se ha concentrado en los problemas de salud desde el 
punto de vista del sector sanitario y se constituya como elemento esencial una visión 
basada en los determinantes sociales de la salud en la que se requiere de la 
participación comprometida de todos los actores sociales incluyendo los diferentes 
sectores gubernamentales y la participación del colectivo en términos de diseñar 
programas que vayan enfocados a las causas estructurales de las dificultades de salud y 
en el caso particular de las problemáticas relativas a la seguridad y bienestar laboral (36), 
(55). 
 
 Sistemas de notificación  
 
Se convierte en una tarea de marcado interés social el establecimiento de sistemas 
adecuados de información de modo que se pueda contar con datos confiables del 
verdadero impacto que tiene determinada problemática en el desarrollo de una sociedad 
como insumo básico a partir del cual se emitan respuestas oportunas para la solución 
efectiva de dicho predicamento. Tal como lo refiere Loewenson (56) la carencia de 
sistemas adecuados de vigilancia y notificación ha llevado a subestimar y encubrir la 
morbilidad ocupacional así como el conocimiento de los verdaderos costos sociales y 
económicos de la accidentalidad, por lo que el ámbito de la salud laboral no alcanza a ser 
comprendido en su verdadera dimensión traduciéndose en regulaciones legales y 
políticas endebles que no representan un impacto significativo. Uno de los grandes 
desafíos a los cuales debe apuntar el sector salubrista es el de favorecer la notificación 
de los siniestros laborales por parte de la población del sector informal quienes al ser 
marginados de los mecanismos de protección y seguridad social no tienen la oportunidad 
de reportar los infortunios y las situaciones peligrosas que afectan el normal desarrollo de 
su labor productiva (57). 
 Promoción de la salud ocupacional  
Otro concepto que surge como interesante y que se convierte en una premisa guía de los 
programas diseñados en el ámbito de la salud y la seguridad laboral es el de la 
promoción de la salud ocupacional. Esta noción ha sido contemplada en diferentes 
instrumentos de política internacionales por lo que se toma la invitación que se realizó en 
el marco de la Cumbre Mundial de Desarrollo Sostenible en la que se recomendó ligar la 
salud ocupacional con las directrices de promoción de la salud en concordancia con el 
propósito de mejorar la salud pública y la educación (58). Siendo la promoción de la 
salud el proceso a partir del cual las personas pueden mejorar su salud elevando el 
control sobre las condiciones que la determinan, la promoción de la salud ocupacional va 
más allá de la acción del sector sanitario y comprende el enfoque multisectorial y 
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multidisciplinario que tiene como finalidad dar respuesta a las necesidades de salud del 
contingente de trabajadores mediante el impulso de estilos saludables de trabajo, 
favoreciendo mayores niveles de bienestar y la participación activa de todos los grupos 
involucrados en el sector productivo (31). En sintonía con la idea de un proceso que 
implica la participación de diferentes sectores gubernamentales y sociales se halla la 
acepción señalada por Parkinson et al., citados por Conrad (59), quien define la 
promoción de la salud en el trabajo como la coordinación de actividades educacionales, 
organizacionales y ambientales, diseñadas para mejorar las conductas que conduzcan a 
la salud de los empleados y sus familias. En esta línea, se incluyen la educación para la 
salud y aquellas intervenciones para cambiar los comportamientos de riesgo de los 
trabajadores que lleven a una mejor salud.  
 
4.2.3. Historia de la salud ocupacional 
 
Según referencias de la Organización Panamericana de la Salud (31) se hace mención 
en  el siglo IV A.C a Hipócrates de Cos quien habla de las enfermedades que presentan 
los llamados “trabajadores de las canteras” que eran los mineros de ese entonces. 
Luego, en la era cristiana Plinio el Viejo, describió las enfermedades pulmonares entre 
los mineros y los envenenamientos por azufre y zinc, acuñando la denominación de 
“enfermedades de los esclavos” para referirse a dichas alteraciones. En el siglo II Galeno 
detalla las enfermedades ocupacionales entre los trabajadores del mediterráneo.  
 
Ya en el siglo XVI, George Agrícola, médico y naturalista sajón, en su principal obra, el 
tratado “De la Re Metálica” (De la Cosa Metálica) la cual fue publicada póstumamente en 
1556, menciona las enfermedades que afectan a los mineros como la Neumoconiosis. En 
ese mismo siglo, Paracelso escribe la primera monografía “Vonder Birgsucht Und 
Anderen BergranK Heiten”, que relaciona la acción de las sustancias usadas en el trabajo 
y la enfermedad en el trabajador, describe la toxicidad del mercurio y sus principales 
síntomas (31). 
 
Con el surgimiento de la Revolución Industrial, después de la mitad del siglo XVIII, es el 
momento histórico en el que más vivamente se puede vislumbrar el impacto en la salud 
humana de las condiciones de trabajo en las cuales se desenvuelven los trabajadores, 
por lo que emerge una preocupación esencial por indagar acerca de las enfermedades 
del trabajo y la toxicología (60).
 
Aparece el tratado “De Morbis Artificum Diatriba” (Tratado 
de las Enfermedades de los Artesanos), formulado en 1700 por Ramazzini, donde se 
revisan 52 oficios distintos, analizando sus riesgos y medidas de prevención. Es en este 
tratado donde por primera vez se menciona el significado económico de la salud (61). 
Básicamente esta obra se orienta por una pregunta simple pero fundamental que el autor 
recomienda tener en consideración: ¿Cuál es tu ocupación? (31) El primer estudio en el 
campo de la medicina ocupacional que se pudiera etiquetar de epidemiológico fue 
publicado en 1775 por Sir Percival, que llamó la atención sobre la elevada ocurrencia del 
cáncer de escroto entre los deshollinadores (60).  
 
García (21), afirma que en el discurso de la medicina anterior al siglo XVIII no se 
establece un nexo claro entre salud y trabajo y sólo en el capitalismo la medicina 
relacionará estos dos conceptos. Con todo esto, Cristina Laurell (62) asevera que la 
medicina ha abordado esta relación de forma empírica que no permite un análisis de la 
esencia de la díada trabajo-salud, ni tampoco identificar lo que determina el surgimiento, 
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el desarrollo, la transformación o la desaparición de conceptos médicos relacionados con 
el trabajo.  
 
En el siglo XIX, ocurren importantes cambios en la dinámica del mundo del trabajo, que 
aunque no corresponden de manera directa con la historia de la salud ocupacional si dan 
cuenta de transformaciones en la relación ser humano-trabajo y con implicaciones 
significativas en su salud. Esta etapa, cuya irrupción en el escenario de la historia tiene 
por prólogo las revoluciones europeas de 1848, la publicación del Manifiesto Comunista y 
los prolegómenos de los Estatutos de la Asociación Internacional de Trabajadores, 
corresponde a la vigencia del movimiento obrero organizado como portador y 
protagonista de un proyecto social alternativo al orden vigente. Para ese movimiento “el 
trabajo es la única fuente de toda riqueza, que si no revierte en beneficio de quienes la 
producen es sólo porque les es expropiada por los capitalistas. El obrero con conciencia 
de clase puede vivir en ese contexto como artífice del progreso y, si está desposeído, no 
es por una calamidad, sino por una injusticia” (8). 
 
Entrando a los albores del siglo XX, y con ocasión del “Tratado de Versalles” en su 
fracción XIII, se orienta la medicina ocupacional  a la prestación de primeros auxilios y 
hospitalización especializada, siendo estos acuerdos la antesala de la creación de la 
Organización Internacional del Trabajo (63) como el estamento internacionalmente 
reconocido que se ocupa de los asuntos relacionados con el trabajo y las relaciones 
laborales.  
 
El siglo XX se muestra como aquél en el cual se configuran logros significativos en la 
seguridad de los lugares de trabajo y de la salud ocupacional con reducciones 
substanciales de los accidentes de trabajo, atribuidos a riesgos de exposición laboral. 
Evans (64), demuestra un ejemplo de esta tesis al indicar que en un condado de 
Pensilvania, en 1907, murieron 526 trabajadores, de los cuales 195 trabajan en acerías, 
mientras que en 1997, apenas fallecieron 17 trabajadores de la industria del acero, en 
todo los Estados Unidos.  
 
Según De Souza (65), en el transcurso de los últimos dos siglos, los aspectos de la salud 
y la seguridad del trabajo han sido influenciados por innumerables factores económicos, 
políticos y sociales entre los cuales se destacan, entre otros, la estructura 
macroeconómica, el nivel de industrialización, la organización (y volumen) de las 
empresas y el grado de desenvolvimiento (socio-económico y cultural). Un asunto que se 
vuelve en primordial es el de elucidar cuáles son las transformaciones que se han dado 
lugar en el mundo del trabajo y en la disciplina de la salud ocupacional en el marco de las 
tendencias globalizantes.  
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4.3. Accidentes de trabajo  
En términos de contextualizar el panorama y el marco legislativo vigente en nuestro país, 
se toma como punto de partida la acepción manejada de la noción de accidente laboral, 
la cual se consigna en el Instrumento Andino de Seguridad y Salud en el Trabajo, que se 
materializa en la Decisión 584 del año 2005 emitida por El Consejo Andino de Ministros 
de Relaciones Exteriores que comprende este incidente como (47):  
 
todo suceso repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que 
produzca en el trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional, una 
invalidez o la muerte. Es también accidente de trabajo aquel que se produce 
durante la ejecución de órdenes del empleador, o durante la ejecución de una labor 
bajo su autoridad, aún fuera del lugar y horas de trabajo. Las legislaciones de cada 
país podrán definir lo que se considere accidente de trabajo respecto al que se 
produzca durante el traslado de los trabajadores desde su residencia a los lugares 
de trabajo o viceversa.  
 
La definición que se venía manejando en el marco legal colombiano se halla consignada 
en el artículo 9° del Decreto 1295 de 1994 (66) que establece que el accidente de trabajo 
“es un suceso repentino que sobreviene por causa o con ocasión del trabajo y que 
produce una lesión orgánica, una perturbación funcional, una invalidez o la muerte”. 
Otras definiciones que van en la misma vía de la otorgada por la legislación de nuestro 
país es la incluida en el “Manual de Salud Ocupacional” (31) que resalta los elementos 
anteriormente expuestos y dice además que este suceso es de carácter prevenible, lo 
cual da cuenta de que se trata de un evento previsible y no de un imprevisto como lo 
refería la legislación anterior. Lo que no se conoce es cuándo va a ocurrir el accidente, 
por eso el énfasis que hace la acepción presentada en la cualidad de que sea un suceso 
repentino, el cual sólo se configura al generarse una consecuencia en la integridad del 
trabajador, ya que a pesar de que alguien se encuentre ante un riesgo inminente de ver 
minada su condición de salud no puede hablarse de tal hasta que no ocurra (67).  
 
De igual modo, una precisión adicional que determina la normatividad es también que el 
accidente de trabajo es el evento que se produce durante el seguimiento de órdenes del 
empleador o durante la ejecución de una labor bajo su autoridad, aún fuera del lugar y las 
horas de trabajo, siendo estas situaciones a las que se refiere el marco legal cuando 
habla de accidentes ocurridos con ocasión del trabajo (67). Esta última aclaración es de 
vital trascendencia en términos legales cuando se busca determinar si un accidente es 
considerado como de origen laboral si ocurre fuera de las instalaciones de la empresa en 
la que labora la persona. 
 
Además, un caso que la legislación ha entendido que configura un accidente laboral es 
aquella circunstancia en la que el empleador suministra el transporte para el traslado del 
trabajador y ocurre un suceso que pone en riesgo la integridad de la persona, ya sea en 
el camino de la residencia al trabajo o viceversa (66).     
 
Una cuestión que ha despertado polémica con referencia a la definición de lo que es un 
accidente de trabajo, es cuando se produce una lesión orgánica, una perturbación 
funcional, la invalidez o la muerte durante el desarrollo de actividades recreativas, 
deportivas o culturales. Se señala que esta situación se entiende como accidente laboral 
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sólo cuando el empleado que sufre tal alteración actúa por cuenta o en representación 
del patrono y que de no ser así corresponde a una lesión común. Este punto se 
profundizará en líneas posteriores de este documento en donde se recurrirá a la literatura 
experta para tener elementos de juicio que nos permitan construir un concepto crítico al 
respecto.    
 
Para no quedarse en las definiciones planteadas por la legislación nacional y poner de 
relieve una visión más internacional del asunto se cita a Guerrero (7), quien establece 
algunos elementos que deben servir de orientación, para determinar si un evento es un 
accidente de trabajo: 
 
1. Hecho repentino. Consiste en la acción inesperada de determinantes externos que 
condicionan la ocurrencia del accidente, generándose una desviación abrupta y 
desfavorable del proceso normal de trabajo. 
2. Relacionado causalmente. Expresa el vínculo de causalidad que debe establecerse 
para que el hecho constituya un accidente del trabajo, exige que las circunstancias que lo 
determinan tengan su origen en el desempeño o cumplimiento de la dinámica 
ocupacional. 
 
Entonces, y tomando como base la relación o nexo causal con la actividad laboral, el 
accidente de trabajo es el que ocurre (68):  
 
a) En el puesto de trabajo o fuera de él, en el desarrollo de la labor asignada para la 
cual fue contratado o de tareas favorables a la empresa. En este sentido, se incluyen 
también los sucesos en la vía pública tanto al conducir vehículos, como pasajeros o 
peatón, en el desempeño de la actividad laboral. 
b) Al desarrollar fuera de las horas de trabajo una misión encomendada por un superior 
ya sea de forma remunerada o no. 
c) En el puesto de trabajo o fuera de él, por acciones realizadas en el desarrollo de las 
relaciones naturales de cooperación y ayuda mutua referente a la actividad laboral. 
d) Durante pausas o períodos de reposo incluidos en la jornada laboral, al ejecutar 
acciones habituales a estos fines o que se considere que no son ajenas al 
desempeño de la actividad laboral. 
 
Siendo que en las primeras líneas de este apartado se hace patente la preocupación por 
lo que efectivamente corresponde a un accidente de trabajo, a continuación se hace 
referencia a lo que no reúne los rasgos necesarios para ser considerado como tal. Entre 
los supuestos de lo que no se entiende por accidente de trabajo se encuentran (69), (70):   
 
 Suceso repentino que sobrevenga durante la ejecución de actividades diferentes a 
las labores para las que fue contratado el trabajador, tales como labores recreativas, 
deportivas o culturales, que produzcan en el trabajador una lesión orgánica, una 
perturbación en el trabajador, invalidez o muerte, cuando no actúa por cuenta o en 
representación del empleador. 
 Suceso repentino que suceda fuera de la empresa que produzca en el trabajador una 
lesión orgánica, una perturbación funcional, invalidez o muerte, cuando el trabajador 
se halle en uso de permiso remunerado. 
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 Suceso repentino que suceda fuera de la empresa, que produzca en el trabajador 
una lesión orgánica, una perturbación funcional, invalidez o muerte, cuando el 
trabajador se halle en uso de permiso no remunerado. 
 Suceso repentino que suceda fuera de la empresa, que produzca en el trabajador 
una lesión orgánica, una perturbación funcional, invalidez o muerte, cuando el 
trabajador se halle en uso de permiso sindical. 
 
Frente a las nociones anteriormente citadas el “British Medical Journal” (37) viene 
recomendando desde hace varios años no utilizar el término «accidente» (accident at 
work o work accident), por sus connotaciones de algo inevitable ya que este tipo de 
eventos son de naturaleza evitable. Por ello, esa revista propuso su sustitución por 
«lesión» (occupational injury) como un término que ha sido ampliamente aceptado. 
Benavides (37) acepta esta noción, pero argumenta que la mejor propuesta terminológica 
probablemente sea «lesión por accidente de trabajo», dado que el término accidente de 
trabajo está extensamente difundido en el entorno académico. 
 
El mismo autor asegura que las caídas, sobreesfuerzos, cortes, pinchazos, etc., no son 
más que una manera diferente de denominar el mecanismo de cómo tiene lugar la 
exposición (o contacto) entre los factores de riesgo y el trabajador que nos pueden 
orientar hacia las verdaderas causas, pero no son las causas en sí mismas. Frente a 
estas causa micro, las cuales son más visibles por su proximidad al momento de 
producirse la lesión, existen otros determinantes denominados estructurales o macro que 
actúan desde una mayor distancia, que se originan en las relaciones laborales (por 
ejemplo, un contrato temporal) o en la estructura productiva (la existencia de 
subcontratas), las cuales condicionan claramente las condiciones de trabajo (37). Esta 
consideración va más allá de lo que se entiende habitualmente como factores causales 
de los accidentes de trabajo ya que ubica una serie de determinantes que trascienden los 
espacios físicos del contexto laboral y que tienen relación directa con la generación de 
dichas perturbaciones en la integridad de los trabajadores.  
4.4. Enfermedades profesionales  
En primera instancia se recurre a la legislación de nuestro país que se encarga de definir 
dicha noción en el artículo 11 del Decreto 1295, al concebir la enfermedad profesional 
como “todo estado patológico, permanente o temporal, que sobrevenga como 
consecuencia obligada y directa de la clase de trabajo que desempeña el trabajador, o 
del medio en que se ha visto obligado a trabajar”, y que haya sido determinada como 
enfermedad profesional por el Gobierno Nacional (66). Al respecto, el profesor Gerardo 
Arenas (67) trata de desglosar y analizar uno por uno los elementos claves contenidos en 
este concepto. Lo primero que indica es que se trata de una patología que es una 
alteración de la salud que puede ser de carácter permanente o temporal. Que este 
detrimento surja  como consecuencia obligada del trabajo, implica que si una persona 
desarrolla en su actividad una enfermedad profesional relacionada con esa labor, debe 
considerarse que esta patología fue consecuencia imperativa de su trabajo. El tercer 
elemento a destacar es que esa enfermedad puede originarse también por el medio 
ambiente en el cual se desenvuelve el empleado.   
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Esta definición contenida en el marco legal es muy similar a la propuesta que realiza la 
OPS (31) en el “Manual de Salud Ocupacional” donde se hace alusión a varias 
formulaciones de este concepto las cuales son presentados a continuación:  
 
 Es todo estado patológico, permanente o temporal, que se relaciona de manera 
directa con la clase o tipo de trabajo que desempeña la persona o de las condiciones 
en las cuales se desenvuelve dicho trabajador.  
 Es la enfermedad contraída como consecuencia directa del ejercicio de una 
determinada ocupación, por la acción de un agente de riesgo, inherente al trabajo 
realizado. 
 Son las alteraciones en la salud ocasionados por las condiciones de trabajo de 
riesgos derivados del ambiente laboral y de la organización del trabajo. 
 
Asimismo, la reglamentación de los países establece en cuáles situaciones es plausible 
hablar de enfermedad profesional por lo que aquí se presentan dos ejemplos de la 
legislación de Chile y Cuba que amplían el panorama de lo que incluye esta concepción 
de enfermedad profesional.   
 
Para la Ley Cubana de Protección e Higiene del Trabajo, las enfermedades profesionales 
son las alteraciones de la salud bien definidas, en trabajadores que se exponen 
habitualmente a factores etiológicos, que se presentan en determinadas profesiones u 
ocupaciones (71). El factor más importante que se resalta de esta ilustración es que 
estas alteraciones de la salud se hallan bien definidas, es decir que es posible concretar 
una lista tentativa de las patologías que corresponden a enfermedades profesionales las 
cuales serán objeto de prestaciones asistenciales y económicas en el sistema de 
protección de riesgos laborales con que cuente cada país.      
 
En Chile, la Ley N° 16.744, que regula sobre accidentes del trabajo y enfermedades 
profesionales, establece: “es enfermedad profesional la causada de una manera directa 
por el ejercicio de la profesión o el trabajo que realice una persona y que le produzca 
incapacidad o muerte” (72). En este sentido no se observan diferencias manifiestas con 
respecto a lo contenido en la legislación colombiana.   
 
En cuanto a las características de este tipo de alteraciones se señala que estas 
enfermedades surgen como consecuencia de exposiciones laborales prolongadas a las 
condiciones de la actividad productiva y del lugar de trabajo, pero pueden tener un 
periodo de latencia bastante amplio. Muchas de éstas son de carácter progresivo, 
inclusive luego de que el trabajador haya sido retirado de la exposición al agente causal, 
de carácter irreversible y con una condición grave (31).  
 
Siguiendo las ideas de Robaina (73) hasta hace poco tiempo el concepto de enfermedad 
profesional denotaba un síndrome patológico clínico causado por un factor de riesgo 
específico a un tipo particular de trabajo en el ambiente laboral en una lógica 
enteramente unicausal. Empero, los estudios epidemiológicos han permitido develar la 
prevalencia e incidencia de algunas enfermedades generales que también están 
influenciadas por la ocupación y cuya etiología es multicausal. Estas innovaciones en el 
entendimiento de los procesos causales han hecho de la enfermedad profesional más 
universal, extendiéndose a colectivos que antes estaban aparentemente fuera de su 
espectro, y al mismo tiempo, sus manifestaciones han devenido más sutiles, dificultando 
así la identificación laboral que originó sus causas. 
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De acuerdo con Weil (74) las enfermedades ocupacionales son de carácter prevenible, 
siendo este un aspecto prioritario ya que estos eventos originan grandes pérdidas 
económicas relacionadas con disminución de la productividad y los altos costos de 
atención. En ese sentido, el autor sostiene que deben ser cuantificadas y caracterizadas 
adecuadamente como insumo básico para proponer las políticas para reducir su 
ocurrencia.  
 
Un asunto que se debe tener en mente relacionado con las enfermedades profesionales 
tiene que ver con que pueden originar o empeorar patologías comunes por la utilización 
de tecnologías novedosas y por la falta de condiciones ergonómicas en los puestos de 
trabajos y los cambios en la organización (diferentes modalidades de trabajo, extensión 
de la jornada laboral, entre otras) (32). En esa instancia, van apareciendo enfermedades 
cuya etiología es ocupacional, pero en un menor grado o aquellas dolencias cuyas 
manifestaciones se agravan o se exacerban debido a factores ocupacionales, 
considerándose estas últimas como enfermedades relacionadas con el trabajo (73). 
Según la definición de la OMS (75), las enfermedades relacionadas con el trabajo son 
procesos multifactoriales en los que la ocupación, el trabajo o los ámbitos de trabajo 
pueden ser uno de los muchos factores etiológicos. Las enfermedades ocupacionales 
clásicas se excluyen de este concepto.  
 
Tomando las palabras de Robaina (73), las enfermedades relacionadas con el trabajo 
comprenden una amplia gama de morbilidad, relacionada de un modo u otro, no 
necesariamente causal, con la ocupación, el trabajo o las condiciones del trabajo. Las 
enfermedades ocupacionales clásicas constituyen un extremo de un continuo, mientras 
que los trastornos cuya conexión con la ocupación es débil o incierta, se sitúan en el otro 
extremo: 
 
1. Enfermedad ocupacional.  
2. Factor de riesgo ocupacional.  
3. Enfermedad relacionada con la ocupación.  
4. Factores de riesgos no ocupacionales.  
5. Enfermedad común. 
4.4.1. Cifras de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales  
 
Para hacer patente el impacto que tiene la problemática de la accidentalidad laboral que 
la ubica como un grave problema de salud pública a nivel mundial nada más vale recurrir 
a las estadísticas sobre esta situación. Al respecto la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) (38), refiere que en el mundo se producen cada año 270 millones de 
accidentes de trabajo y 160 millones de enfermedades profesionales. De estos eventos 
laborales más de 350 mil tienen consecuencias fatales y junto con la carga de mortalidad 
que aportan las enfermedades profesionales se establece que son dos millones los 
hombres y mujeres que mueren por alteraciones relacionadas con el desarrollo de su 
actividad laboral (76).  
 
En la Región de América Latina el panorama es desalentador ya que ocurren más de 30 
millones de accidentes de trabajo al año, de los cuales 39 mil tienen un desenlace fatal y 
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que con las enfermedades relacionadas con el trabajo ascienden a 240 mil muertes (30).  
A pesar de que estas cifras parecen escandalosas, es muy factible que estas estadísticas 
sean todavía más significativas si se considera el subregistro de la accidentalidad laboral 
por parte de la economía informal. Esta siniestralidad laboral implica un costo humano, 
social y económico bastante alto que se aproxima al 10% del PIB de la Región, 3.5 veces 
más que en Europa y Estados Unidos (30).  
 
Ahora, un problema que toma dimensiones mundiales y al que no escapan ni siquiera los 
estados con un mayor nivel de desarrollo, es la situación de subregistro de los accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales que genera que no se cuente con estadísticas 
fieles que permitan poner en evidencia la verdadera dimensión de esta problemática. 
Nada más en Estados Unidos, la Oficina de Estadísticas de Trabajo reporta que del total 
de accidentes y enfermedades laborales, aproximadamente 10% no son registrados y los 
días de trabajo perdidos por lesiones y enfermedades de estos casos son 
aproximadamente 25% (77). Para América Latina, partiendo del hecho que más de la 
mitad de la población trabajadora está en el sector informal, sólo se declaran entre un 20 
y un 25% de los accidentes de trabajo de la Región y para las enfermedades 
profesionales de un 1 a 5% (30). Estos sistemas de información dependen en gran 
medida de la afiliación que tengan los trabajadores a los sistemas de riesgos 
profesionales, siendo esta cobertura bastante restringida en Latinoamérica ya que sólo el 
12% de los trabajadores se encuentran adscritos a algún régimen de protección frente a 
estas contingencias.       
 
Para Colombia, según reportes del Ministerio de la Protección Social (78) en el país se 
presentaron en el año 2008, 360.800 accidentes calificados como profesionales y 6.145 
enfermedades profesionales con 743 muertes por sucesos relacionados con el trabajo. 
Se debe considerar que esta información es la proporcionada por las Administradoras de 
Riesgos Profesionales (ARP), lo cual implica que se pierde una cantidad importante de 
información de aquellas personas que no se encuentran afiliadas al Sistema General de 
Riesgos Profesionales, que generalmente corresponden al segmento más vulnerable de 
la población laboral.    
4.5. Derecho del trabajo   
En esta instancia se va a acudir a la definición de Trueba Urbina (10)  en la cual se 
entiende el derecho del trabajo como el “conjunto de principios, normas e instituciones 
que protegen, dignifican, y tienden a reivindicar a todos los que viven de sus esfuerzos 
materiales o intelectuales, para la realización de su destino histórico: socializar la vida 
humana”. En esta acepción se parte del reconocimiento de que este ser humano, quien 
utiliza su trabajo para suplir necesidades básicas, contribuir con el progreso social, 
encontrar realización individual y construir una identidad social, se ve obligado a poner a 
disposición su fuerza de trabajo a un tercero quien se halla en una posición de 
hegemonía que le permite imponer las condiciones en las cuales tendrá que 
desenvolverse el individuo.  
 
Esta situación se da en el marco del modo de producción capitalista – industrial haciendo 
evidentes las diferencias entre una masa de desposeídos y un pequeño grupo de 
poseedores (79). Poseedor, que en ese vínculo laboral, presenta ventajas considerables 
en relación con el trabajador que han impactado el libre ejercicio de los derechos 
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fundamentales de que goza este último quien si tiene que poner en práctica los deberes 
de respeto, lealtad y obediencia a los que se encuentra obligado (80). Por eso mismo, 
estas iniciativas jurídicas se orientan hacia la búsqueda de un equilibrio entre la parte 
contratante y el trabajador para que cada uno pueda satisfacer sus intereses particulares 
y en donde se definan de forma precisa los derechos y obligaciones para unos y otros 
(81).  
 
Este conjunto de normas, regulaciones e instituciones tienen como fin último que este 
equilibrio entre las partes de la relación laboral sea un incentivo para lograr la justicia 
social (10) y el socializar la vida en el sentido de que sea respetada la dignidad de todo 
ser humano y su derecho al trabajo. Siendo el trabajador la parte más débil de esta 
relación requiere de una protección especial por lo que emerge el actor estatal como 
garante del mejoramiento de las relaciones entre empresarios y empleados (10). De 
acuerdo a Ermida (82), la protección propia del derecho del trabajo se puede llevar a 
cabo de dos formas; heterónomamente o desde afuera de las partes de la relación 
laboral cuando interviene el Estado; autónomamente cuando es ejercida por la propia 
parte que necesita la protección, o sea el trabajador. 
 
Vega indica que en el derecho del trabajo no sólo se pretende compensar la debilidad 
contractual sino que esto lleva a facilitar la disposición de la fuerza de trabajo como 
recurso productivo lo cual permitiría aumentar la eficiencia (81). Por lo mismo, el autor 
citado apunta a la idea de articular el progreso económico con el respeto a unos 
derechos básicos de protección indispensables, que al tiempo promuevan tanto el 
desenvolvimiento de la empresa como la realización de este ser humano en su rol de 
trabajador (81). 
 
Entre estos mínimos indispensables, a los cuales se hacía referencia en el párrafo 
anterior, el derecho laboral ha tenido logros significativos en la fijación de jornadas de 
trabajo justas, en el reconocimiento del derecho a constituir sindicatos, a la negociación 
colectiva y a la huelga. Al respecto, se advierte que este derecho del trabajo, además de 
referirse a la protección de los trabajadores, también intenta promover mecanismos 
adecuados para su participación en los beneficios empresariales y en la negociación de 
las circunstancias en las cuales las personas deben realizar su trabajo (83). Del mismo 
modo, dentro del marco de esta rama de las ciencias jurídicas, se ha plantado la semilla 
de lo que es la seguridad social, como aquella protección frente a las contingencias que 
puedan afectar la vida del individuo desde su nacimiento hasta su muerte, y como una 
red de protección que apareció ligada al trabajo asalariado y bajo régimen contractual 
(aunque en muchas latitudes todavía este siga siendo el criterio fundamental) (84).  
 
Ahora, se debe tener en mente que el trabajo que regula esta rama del derecho es 
aquella actividad laboral realizada por una persona de manera voluntaria, por cuenta 
ajena, bajo la organización y subordinación de un tercero y que presenta un carácter 
retributivo (85). Esta visión, que ha sido calificada por algunos como limitada y 
restringida, es la que predomina en la mayor parte de la doctrina de esta disciplina y en 
las legislaciones entendiendo que el derecho laboral sólo regula las actividades laborales 
prestadas por trabajadores al servicio de patronos (86).  
 
En ese sentido, dentro del campo particular de actividades protegidas por estos 
ordenamientos no se incluyen modalidades de trabajo independiente o por prestación de 
servicios en las cuales no se identifican con claridad los elementos que caracterizan el 
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trabajo que se encarga de ordenar el derecho laboral. Ante tal perspectiva, en el 
siguiente apartado se va a realizar una revisión de los principios y elementos que 
configuran la visión particular del derecho del trabajo y de las situaciones específicas que 
se encarga de regular para conocer con mayor detalle sus posibilidades y restricciones 
en el marco de proteger los derechos de los trabajadores. 
 
4.5.1. Principios del derecho del trabajo  
 
En esta sección se intentará develar algunos de los principios que los expertos en la 
materia han resaltado como fundamentales y caracterizan el objeto de estudio que se 
encarga de regular este campo del saber, como lo es el trabajo humano. Porque es 
precisamente este el primer elemento a resaltar: que es una persona la que se involucra 
en estas dinámicas laborales, investida con una dignidad que debe ser garantizada en el 
ejercicio de su derecho al trabajo. En este sentido, no se considera dentro de los 
ordenamientos jurídicos el esfuerzo de los animales o las máquinas pero si el accionar 
humano ya sea este de carácter físico o intelectual (87).  
 
Se habla de que este trabajo es un derecho, pero también una obligación social. Es un 
derecho pues da cuenta de la facultad que tiene la persona de emplear su fuerza laboral 
en una ocupación u oficio que le permita ganarse la vida y nadie puede impedir el 
efectivo ejercicio del mismo. El otro principio, la obligatoriedad, parte del hecho de que 
esta actividad es socialmente obligatoria pues se convierte en la manera como el 
individuo contribuye al progreso social. Según Isaza (10), esta es una fórmula 
contestataria al individualismo recalcitrante ya que se trata de que la sociedad favorezca 
las condiciones necesarias para el efectivo desarrollo de ese deber social para el 
individuo en donde pueda suplir sus necesidades básicas y las de su familia, así como 
aportar al grupo social al que pertenece.      
 
Otro criterio, que ha orientado las construcciones teóricas y legales de esta disciplina, es 
la libertad como aquella posibilidad que tienen los seres humanos de escoger el oficio 
que deseen y la garantía de que nadie les impida el libre ejercicio de la alternativa por la 
que han optado (10). Aun cuando esto aparece como un ideal lo que se manifiesta en la 
realidad es la dependencia de los trabajadores a los designios de un empleador, que en 
una posición jerárquica más ventajosa, toma parte de la libertad que las personas han 
decidido resignar para suplir sus necesidades económicas (88). Ese es precisamente el 
punto en que el derecho del trabajo emerge como respuesta jurídica para favorecer una 
mayor justicia en las relaciones laborales ante la desigualdad en que se hallan las partes.  
 
Otro pilar rector, que trata de rescatar el derecho laboral, es la igualdad, esa cualidad que 
establece que todos los trabajadores son iguales ante la ley, y gozan de la misma 
protección y derechos por lo que no se puede generar ninguna distinción legal entre ellos 
en razón del carácter intelectual o material de la labor, su forma o retribución. En este 
párrafo, se reconoce la igualdad entre los trabajadores, pero no se abarca esa posible 
igualdad entre el patrón y el empleado que supuestamente configura el contrato de 
trabajo, sin embargo esta situación no se corresponde con la realidad (10).  
De acuerdo a la opinión de la Corporación Colectivo de Abogados (79) existen una serie 
de aspectos esenciales que se constituyen en los principios generales aceptados por la 
Constitución Política y en la legislación colombiana los cuales se citan a continuación:    
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a) Que no existe igualdad entre las partes de la relación laboral ya sea esta de carácter 
individual o colectivo. 
b) Partiendo de tal carencia de igualdad, la ley trata de brindar su protección al 
trabajador ya que se evidencia como la parte más débil en tal relación. 
c) Esta protección se hace patente a través de preceptos que buscan promover el 
efectivo ejercicio de los derechos de la clase trabajadora y el cumplimiento de las 
obligaciones impuestas al patrono.  
 
En líneas anteriores se ha realizado un intento bastante superficial por resaltar algunos 
de los preceptos primordiales que le dan su especificidad a esta rama del derecho y 
sobre los cuales ha edificado su ser y hacer. No obstante, el trabajo objeto de las 
regulaciones propias de esta disciplina, es uno en particular y no cualquier modalidad 
laboral en la cual se comprometan los individuos. En este contexto, en seguida se 
referirán los principales rasgos distintivos de esta dinámica laboral reglamentada por el 
derecho del trabajo tratando de dilucidar el tipo de trabajadores que podía acceder a los 
beneficios defendidos por tal doctrina.    
Al respecto, se señala la subordinación como el primer elemento a resaltar, siendo el que 
mayor atención ha despertado entre los expertos de la literatura consultada. Básicamente 
describe la situación en la cual el trabajador se ve obligado a seguir las directrices de su 
empleador lo cual implica resignar autonomía a un tercero quien tiene una posición 
jerárquica superior la cual se configura a partir de la figura del contrato de trabajo (79). 
Siendo que esta vinculación jurídica se basa en la dependencia del uno hacia al otro, se 
convierte en instrumento que hace fehaciente la desigualdad entre las partes 
involucradas en la relación laboral por lo que el legislador busca reducir esta brecha entre 
el empresario y el trabajador a partir de medidas regulatorias (79). 
Históricamente se tiene como antecedente la definición de Ludovico Barassi, quien en su 
obra “Il Contratto di Lavoro nel Diritto Positivo Italiano” de 1901, definió la subordinación 
como la sujeción plena y exclusiva del trabajador al poder directivo y de control del 
empleador (83). Esto implica que desde los comienzos de la disciplina siempre se ha 
considerado el asunto de la dependencia como determinante que permite caracterizar el 
trabajo codificado por el derecho social.     
El marco normativo de nuestro país también toma posición frente al tema de la 
subordinación en el literal b del artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo (subrogado 
por el literal b del artículo 1° Ley 50 de 1990) (89) en donde se asume la subordinación o 
dependencia como la facultad que tiene el patrono de exigirle a su empleado el 
cumplimiento de las órdenes impartidas por éste en cuanto al modo, tiempo o cantidad 
de trabajo, como una característica que se extiende a lo largo de la duración del contrato 
de trabajo. Este precepto legal sostiene que esta potestad del empresario no puede 
pasar por encima de los derechos y protecciones mínimas consagradas en la ley para los 
trabajadores.  
Hernández (83), en su obra “El derecho mercantil y el derecho del trabajo: fronteras y 
espacios de concurrencia”, sostiene que la legislación laboral latinoamericana ha puesto 
la subordinación como elemento esencial el cual configura la relación de trabajo regulada 
desde el campo del derecho laboral. Esta tendencia se puede demostrar en Argentina 
(L.C.T. Arts. 21, 22, 23, 25), Brasil (Art. 3 C.L.T.), Costa Rica (C.T. Arts. 5, 18,) Chile 
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(C.T. Arts. 3 y 7), Ecuador (C.T Art. 8), El Salvador (C.T Art. 17), Guatemala (C.T Art. 18), 
Honduras (C.T. Arts. 19 y 20), México (L.F.T. Art. 20), Panamá (C.T Art. 62, 64, 65, 
Paraguay (C.T. Art. 18), Perú (Ley de Productividad y Competitividad Laboral, Art. 4), 
República Dominicana (C.T Art. 1), Uruguay y Venezuela (L.O.T. Art. 39 y 67).  
 
El acto de contratación laboral promueve una posición de igualdad ente las partes, desde 
un punto de vista jurídico, pero en la efectiva realización de las labores contenidas en el 
contrato de trabajo la subordinación, como la sumisión del trabajador al poder directivo 
del empleador, aparece como el punto distintivo que lo diferencia de los contratos civiles 
y mercantiles en donde si se hace efectiva la igualdad entre las partes (79), (83), (90).  
 
Partiendo de lo expuesto en líneas anteriores se comparte la visión de Ackerman (88) 
quien indica que a pesar de que en los marcos legislativos o en los acuerdos individuales 
o colectivos se contemple la existencia de derechos y deberes de cada una de las partes 
de la relación laboral, el hecho de reconocer el poder personal del empleador sobre el 
trabajador rompe la lógica contractual de igualdad de las partes y plantea serias 
dificultades para el ejercicio de la libertad del trabajador dependiente.       
   
Otra noción fundamental que se muestra como particular del tipo de trabajo que se 
encarga de regular el derecho laboral es la ajenidad es decir, la situación en que el 
trabajador presta sus servicios por cuenta de otro, el patrono. Esto conlleva a que los 
productos derivados del esfuerzo que desarrolla  la persona no le pertenecen a él sino a 
su patrono, quien como cabeza de la actividad laboral a la que se dedica su empresa 
también asume todos los riesgos generados en la ejecución del trabajo (83). Esta 
premisa va a tener una repercusión significativa a lo largo del presente documento ya 
que nos acerca a la noción de responsabilidad por la salud de los trabajadores y por los 
riesgos profesionales como un ámbito que estuvo ligado en sus inicios al derecho del 
trabajo, pero que va encontrando especificidad con el transcurrir del tiempo. Además, el 
trabajo regulado por el derecho social es aquella actividad voluntaria, remunerada y no 
sujeta a exclusiones contenidas en los ordenamientos legales (83).  
 
En ese sentido, se excluyen el trabajo forzoso en el cumplimiento de condenas penales y 
el trabajo gratuito cuando se trata de voluntariados que no tienen como finalidad última la 
consecución de una remuneración. De la misma manera, no se consideran dentro del 
ordenamiento de esta rama del derecho los trabajos que hayan sido excluidos de la 
normativa legal aun cuando reúnan las características propias de subordinación, 
ajenidad, voluntariedad y carácter retributivo (83). En el caso particular del trabajo 
autónomo o por cuenta propia, como modalidades que no reúnen los preceptos básicos 
en los cuales se enmarca el derecho del trabajo, su regulación quedará bajo el amparo 
de la reglamentación del derecho civil o del derecho comercial (84).  
 
4.5.2. Contrato de trabajo  
 
Siendo la forma legal bajo la cual se sustenta el vínculo establecido entre el trabajador y 
el empleador en la modalidad de trabajo dependiente, reviste una importancia capital el 
presentar algunas definiciones de lo que se entiende por contrato de trabajo, demostrar 
algunas de sus cualidades que lo diferencian de otro tipo de arreglos legales y dar cuenta 
de la relación laboral que se encarga de sistematizar. Ante tal desafío, se acude al 
Código Sustantivo del Trabajo (89), el cual en su artículo 22 declara que el contrato de 
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trabajo “es aquel por el cual una persona natural se obliga a prestar un servicio personal 
a otra persona natural o jurídica, bajo la continuada dependencia y subordinación de la 
segunda y mediante contraprestación”. En esta perspectiva el primer factor que vale la 
pena distinguir, es el carácter bilateral de este vínculo legal donde cada una de las partes 
se compromete a respetar unas normas del juego preestablecidas así como los derechos 
y deberes de la contraparte en términos del efectivo desarrollo de una actividad laboral. 
No obstante se hable de una relación entre dos voluntades, estas no tienen una libertad 
absoluta para fijar las condiciones de la dinámica laboral ya que el Estado aparece como 
garante de que este acuerdo se realice en el marco de la legalidad (91).  
 
Este contrato de trabajo permite formalizar la relación laboral que se suscita entre el 
empleador y sus trabajadores y se convierte en el eje estructural a partir del cual se ha 
construido el conjunto normativo propio del derecho social que ya ha sido descrito en 
líneas anteriores (92). En esa medida es oportuno definir lo que se quiere decir cuando 
se hace referencia a la relación laboral como una vinculación entre un sujeto natural, 
denominado trabajador que se obliga a prestar determinados servicios, a cambio de una 
remuneración, a una figura natural o jurídica denominada empleador y en donde el 
Estado toma un papel activo a través de la legislación para preservar los intereses de la 
parte más débil, impidiendo la explotación de los asalariados (93), (94). Como se puede 
observar en esta relación emergen dos partes interesadas que son las que dan 
celebración al contrato de trabajo: el trabajador como la persona que desarrolla una labor 
productiva bajo la subordinación de otra y el empleador que es aquel que recibe dicho 
servicio, lo remunera y cuyo interés principal tiene que ver con que su negocio alcance 
altos niveles de productividad (95), (96). Siendo la empresa el escenario en el cual se 
hace efectiva esta relación, muchas veces la persona del empleador tiene mayores 
ventajas para hacer valer sus intereses por encima de los de sus empleados lo cual le da 
un rasgo de conflictividad a dicho vínculo laboral. 
 
Varios autores han manifestado que el contrato de trabajo y la subordinación subyacente 
al mismo ya es una manifestación de conflictividad. La posición marxista supone que la 
condición de asalariado es conflictiva en sí misma, ya que da cuenta de la estructura 
productiva que se encarga de usufructuar el trabajo humano (97).  
 
De acuerdo al Código Sustantivo del Trabajo, en su artículo 23, se determinan los 
elementos para que sea posible hablar de contrato laboral donde se señala que cuando 
se da la prestación personal del servicio por parte del trabajador (realizada por sí mismo), 
la subordinación o dependencia de la persona respecto a un empleador y una retribución 
como pago por la labor desarrollada se está en presencia de una relación laboral que 
supone la existencia del acuerdo legal (98). Con respecto al mismo tema, la 
reglamentación también indica que cuando una situación reúna estos tres elementos, se 
entiende que hay contrato de trabajo sin importar las denominaciones que se le puedan 
dar o las condiciones bajo las cuales haya sido establecido sin que sea un requerimiento 
que este acuerdo se haya formalizado por escrito (81), (99). Lo que prima es la situación 
real que se expresa entre las partes de la relación laboral y no del acto formal celebrado 
entre tales partes. Como se evidencia estos elementos aquí reseñados se corresponden 
con los rasgos particulares que caracterizan el trabajo regulado por el derecho social, 
siendo el contrato de trabajo el instrumento que da fundamento a dicha doctrina.           
 
Ahora, este acuerdo legal ostenta una serie de particularidades que lo hacen diferente de 
otras modalidades contractuales, las cuales van a ser detalladas a continuación (79):    
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 Consensual. Este rasgo indica que el contrato de trabajo es un acuerdo, el 
consentimiento de los implicados acerca de los derechos y deberes que cada uno se 
compromete a respetar en pro de una relación laboral armónica.  
 Sinalagmático. Esto significa que existe una relación de correspondencia y 
reciprocidad entre una parte que se compromete a prestar un servicio a cambio de 
una remuneración (trabajador) y su contraparte que adquiere una obligación 
retributiva con el empleado en consonancia y equivalencia con el trabajo 
desarrollado. Esta dependencia de una parte sobre la otra caracteriza la relación 
laboral ya que la inexistencia de cualquiera de estos actores establece un vínculo 
diferente.    
 Oneroso o gravoso. Señala como cada uno de los involucrados en dicho acuerdo 
experimenta un sacrificio.    
 Conmutativo. Ya que cada cual puede dar cuenta de los beneficios o restricciones 
que este contrato genera, siendo las prestaciones que se debe cada parte 
inmediatamente ciertas. 
 De ejecución continuada o periódica. Este carácter supone que para la realización de 
los compromisos adquiridos por los interesados se requiere de una contratación 
continuada por un período determinado de tiempo.     
 De naturaleza personal en su realización y patrimonial en su contenido. Siendo que 
se erige como aquel que licencia el trabajo como la actividad principal de la persona 
para ganarse la vida y suplir sus necesidades básicas.   
 Principal.  En cuanto este instrumento legal puede  existir por sí solo, sin depender de 
ningún otro, pero pudiendo concurrir con otros.  
 
Otro punto que vale la pena destacar es la no existencia de un único prototipo de 
contrato laboral sino que se han desarrollado una serie de modalidades legales que 
despliegan unos caracteres particulares según sea su forma, contenido o duración. En 
este contexto, se acude al pensamiento de Blanco (99) quien expone una propuesta 
interesante de clasificación que considera primero la forma del contrato, siendo ésta de 
carácter verbal o escrito. En cuanto al contenido de este acuerdo se establece que 
inclusive cuando sea verbal las partes interesadas deben llegar a un consenso acerca del 
tipo de trabajo, el sitio en el que se va a desenvolver la persona y el salario que percibirá 
el trabajador por su labor. Otro criterio de categorización, que es el que más atención ha 
recibido por la literatura, es el de duración que puede ser por tiempo determinado, a 
término indefinido, por la duración de una obra  o labor contratada o para ejecutar un 
trabajo ocasional, accidental o transitorio.  
 
Algunas de estas modalidades contractuales emergen con mayor fuerza en los últimos 
años en los que a partir de la dinámica económica globalizante se evidencia el 
surgimiento de relaciones de trabajo atípicas que se hallan fuera del ámbito de regulación 
del derecho laboral. Por ejemplo, se hallan contratos en los que la relación comercial no 
se establece directamente entre el patrono y el trabajador, sino que surge una tercera 
parte llamada empresa de servicios temporales que pone a disposición de una empresa 
cliente la fuerza de trabajo de la persona por un período de tiempo determinado. Otras 
clases de contratos de trabajo son referenciadas por Forero (100), quien habla de 
contratos de solidaridad los cuales tienen como objeto aumentar el empleo a partir de la 
concesión de beneficios fiscales o los contratos de formación en los que se trata de 
conjugar el binomio trabajo-estudio.  
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4.5.3. Desarrollo histórico del derecho del trabajo  
 
El desarrollo histórico del derecho laboral está relacionado directamente con la historia 
de las transformaciones que ha sufrido la actividad productiva a lo largo de todas las 
épocas, de la forma como este ser humano ha evolucionado partiendo del trabajo como 
actividad fundamental para su existencia y también de las conquistas que han alcanzado 
los trabajadores en defensa de sus derechos primordiales del poder de los empleadores 
particulares y hasta del mismo Estado. En esta medida, desde ese mismo momento 
cuando se concibe el trabajo como una pesada carga, y hasta un castigo, impuesto por 
Dios ante la desobediencia humana, pasando por la actividad productiva de carácter 
fordista-taylorista que toma la subordinación como el elemento clave para definirlo, hasta 
la actualidad en donde la actividad laboral se ve enmarcada en un contexto de 
globalización en el que gran parte de la población mundial se halla instalada en el 
mercado de la economía informal se presentan caracteres particulares que valen la pena 
referenciar para construir una versión histórica de esta rama del derecho (79).  
 
En ese contexto, se asume como punto de partida las sociedades esclavistas donde los 
esclavos no tenían la calidad de ciudadanos, sino que eran considerados objetos y que 
por lo tanto no tenían derecho. Existen referencias de una figura de arrendamiento de 
cosas, o la confección de obras, conocida como la locatio rei, operis, y operarum que se 
mostraría como una primera aproximación de contrato regulador de este tipo de 
relaciones laborales aunque enmarcada en el derecho de tipo civil (101).  
 
En la Edad Media, que se ve caracterizada por el predominio del modo de producción 
feudal, en el cual la posesión de la tierra adquiere un valor trascendental, aun cuando los 
desposeídos ganan cierto reconocimiento en la dignidad que los define como seres 
humanos, de todas formas esta clase se ve forzada a trabajar como siervos de la gleba 
para los señores feudales quienes se encargan de garantizar la seguridad de sus 
vasallos. Aún en este entorno algo restrictivo, los siervos van ganando derechos aunque 
no se puede hablar de una regulación de carácter estatal que vaya dirigida a su 
protección y dignificación. Vale la pena citar que en este período se conforman 
corporaciones que, como las de artesanos, tienen el propósito de controlar cierta rama 
productiva y garantizar a sus afiliados unos niveles de vida dignos. Una estructura 
organizativa que contempla en orden jerárquico a maestros, oficiales y aprendices de 
esta actividad y quienes ostentan tales lugares de acuerdo a su grado de experticia.          
 
Si  bien estos antecedentes son de relevancia en términos de ubicar el momento histórico 
en el cual surge la preocupación por los derechos de los trabajadores, es en el modo de 
producción capitalista en donde la actividad productiva alcanza tal grado de complejidad 
que se erige como un problema de orden político y social (102). Una sociedad burguesa 
que se encuentra cimentada en la declaración de la libertad individual como bandera y 
llevando a  afirmar definitivamente la diferenciación entre una clase de poseedores de los 
medios de producción y aquellos que no poseen más que su fuerza de trabajo para 
garantizar su subsistencia; un sistema de libertad del trabajo que parte de una supuesta 
igualdad entre las partes y que conduce al hecho de que cada persona tenga que 
negociar de manera individual las condiciones bajo las cuales va a prestar un 
determinado servicio a un patrono.  
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Sin embargo, en un escenario en el que abunda la mano de obra y en el que los puestos 
de trabajo no son numerosos, el empleador tiene el poder de poner de manera unilateral 
los requerimientos que más le convengan y ejercer una superioridad efectiva sobre aquel 
subordinado que necesita del empleo para sobrevivir (86). Este es el contexto, en el que 
la máquina se impone por encima del valor humano, en el que las soluciones del 
mercado basadas en la ley de la oferta y la demanda son las más válidas, es la época de 
las revoluciones industriales cuando las personas laboran en escenarios infrahumanos, 
en jornadas excesivas, en la que se emplea de manera indiscriminada a niños y mujeres 
y que instituye la clase social de aquellos sin ninguna protección que les garantice el 
ejercicio de sus derechos básicos (87).  
 
Como ejemplo de las reglamentaciones en las cuales se fundamenta el talante liberal de 
la sociedad, se puede referir la ley Chapellier de 1791 en la cual se prohíbe el derecho de 
asociación y se da libre derecho a las personas para desempeñar cualquier actividad, se 
impone la fórmula de la contratación de servicios personales apoyados en la ley de la 
oferta y demanda que no ofrecían protección social a las personas involucradas en este 
tipo de acuerdos (101).   
 
Emerge una clase social de proletarios, aquellos que representan el trabajo asalariado y 
quiénes son los que se ven expuestos a los diferentes riesgos que implica la actividad 
laboral impuestos por los propietarios del capital. En el seno de este conflicto propio del 
capitalismo industrial entre capital y proletariado, se origina la preocupación social por 
dignificar las condiciones de vida de los trabajadores, como porcentaje mayor de la 
población y se evidencia como las respuestas emanadas desde la normativa del derecho 
civil, que se cimentan en la premisa de la igualdad jurídica entre las partes,  resultan 
insuficientes para dar cuenta de este fenómeno social (81), (84), (86), (103).  
 
En esta instancia lo que se advierte es una marcada asimetría entre el contratante y los 
trabajadores, que requiere de la intervención estatal como promotor de regulaciones que 
tratarán de generar cierta justicia social a partir de la protección de la parte más débil de 
la relación laboral y de la garantía de ciertos mínimos vitales para esta clase proletaria 
(84). En este escenario de la gran industria del siglo XVIII y XIX surge propiamente el 
derecho del trabajo, como rama jurídica ligada a la situación de la clase más 
desfavorecida que se identifica con los trabajadores asalariados, como respuesta 
normativa que busca producir algún equilibrio entre las partes de la relación laboral que 
presentan una asimetría notoria en un sistema de libertad de trabajo y que deja las 
soluciones sociales a la ley de la oferta y la demanda (86), (103). Esta rama legal que al 
desarrollarse en el entorno de la organización empresarial de carácter fordista-taylorista, 
se encarga de regular la modalidad tradicional de trabajo que se caracteriza por la 
subordinación laboral del empleado hacia un patrono, con regularidad en la duración de 
las jornadas de trabajo y cuyo contrato se establece a término indefinido (84).  
 
Aun cuando el surgimiento del derecho del trabajo pareciese ser el resultado del carácter 
altruista del Estado en su preocupación por la situación de los asalariados y que se 
muestra como la materialización de las luchas obreras, La Corporación Colectivo de 
Abogados expresa en su artículo “Derecho al Trabajo” (79), que esta solución vino desde 
la sociedad burguesa y tuvo como motivación primordial mantener el orden establecido 
de dominación capitalista a través de la institucionalización del conflicto entre capital y 
trabajo que evite posibles levantamientos revolucionarios.  
 
47 
 
Una norma en la cual se instituye  de manera fehaciente la protección de las personas en 
el ejercicio de sus actividades laborales, es la “Declaración de Derechos de la 
Constitución Francesa de 1793”, en la cual se estipula, entre otros asuntos, que ninguna 
ocupación u oficio debe ser prohibido a los ciudadanos. Igualmente se condena el estado 
de servidumbre por lo que no puede venderse a sí mismo ni ser vendido, que cada cual 
puede disponer el arbitrio tanto de su tiempo como de su servicio y que en el vínculo 
entre el trabajador y el empleador, sólo debe primar un comercio entre servicios 
prestados y remuneración percibida.      
 
Díaz (101) reseña que Alemania y Francia son las naciones pioneras en la 
reglamentación propia del derecho del trabajo, siendo que a mediados del siglo XVIII 
formularon normativas con un verdadero alcance laboral, que hacen visible la 
intervención que el Estado comienza a tener en el proceso de contratación laboral para 
promover la justicia en la relación laboral. 
  
Algunos autores (104) han destacado la figura de Owen como un personaje fundamental 
en términos de hacer de la reglamentación laboral un asunto internacional a partir de la 
comunicación al Congreso de Soberanos donde invita a los gobernantes a limitar las 
jornadas laborales y a humanizar las prestaciones para los obreros en todo el mundo. La 
primera reunión internacional dedicada al derecho del trabajo se lleva a cabo en 1886 en 
la cual se invita a regular la situación de los trabajadores en todos los países y se 
desarrollan tratados internacionales para reglamentar esta situación (104).  
 
Uno de los hitos de obligada referencia en un escrito que trate de plasmar el proceso 
evolutivo del derecho laboral, es la Encíclica Rerum Novarum, la cual fue expedida en 
1891 y recoge la opinión que la iglesia tiene con respecto a la situación de los 
trabajadores en el mundo. Esta carta parte de reconocer el trabajo como medio de 
dignificación del hombre por lo que debe ser efectuado en las mejores condiciones 
posibles para suplir las necesidades propias de cada ser humano y de su familia, 
abogando por el establecimiento de jornadas de trabajo justas y por la introducción de 
beneficios sociales para los obreros y sus seres más cercanos (101).  
 
En esta perspectiva histórica, el derecho laboral va consolidando lo que será su cuerpo 
disciplinar a finales del siglo XIX y principios del XX donde los gobiernos proponen 
normativas que tienen como objeto reglamentar algunas situaciones de índole laboral, 
pero sin seguir un plan establecido. En este marco se hace alusión al “Tratado de 
Versalles”, que fue adoptado el 28 de Junio de 1919, y que en su sección II, parte XII, 
artículo 427, expresa textualmente lo siguiente (87): “El principio rector del Derecho 
Internacional del Trabajo consiste en que el trabajo no debe ser considerado como una 
mercancía o artículo de comercio”. Del mismo modo, dicho acuerdo también precisó los 
principios que debían caracterizar dicha actividad laboral entre los que se destacan la 
libertad de asociación, una jornada de ocho horas, eliminación del trabajo infantil, salario 
justo e igual para ambos sexos por el mismo trabajo, descanso dominical, derecho 
colectivo,  intervención estatal a favor del trabajador e igualdad de las partes en la 
relación laboral (87).  
 
Esta declaración es de vital importancia para el destino de los trabajadores de todo el 
mundo durante el siglo XX, ya que es el antecedente de la formación de la Organización 
Internacional del Trabajo como aquélla entidad encargada de promover en el ámbito 
internacional las mejores condiciones posibles para el desarrollo de las actividades 
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laborales (87). Cerón (104) indica que además de la búsqueda de mejores condiciones 
de protección para los trabajadores, la constitución de esta organización tuvo un carácter 
político pues el creciente descontento de la clase trabajadora por la situación paupérrima 
que vivenciaban en sus ámbitos de trabajo podía llevar a un conflicto social y hasta a una 
revolución que pusiera en jaque la paz y armonía mundiales.      
 
Con el advenimiento de fórmulas estatales intervencionistas en las cuales el Estado 
busca regular los mercados como medio para promover el bienestar económico y social 
de los ciudadanos, se da una negociación más activa entre trabajadores y empleadores 
acerca de las condiciones bajo las cuales va a ser desarrollado dicho vínculo laboral. 
Este período se distingue por una producción importante de legislaciones laborales que 
consagran los principios del derecho del trabajo, llegando a acuerdos sobre cuestiones 
esenciales como lo son la estabilidad laboral, los salarios, la jornada  de trabajo así como 
la seguridad e higiene industrial (92).  
 
A pesar de esto, las transformaciones que está sufriendo la dinámica laboral en el 
contexto de la globalización, han llevado a que se asista en los últimos tiempos al 
desmonte y desreglamentación de la legislación laboral que había sido edificada a lo 
largo del siglo XX. Se plantea como fórmula el regreso a la reglamentación del derecho 
civil, que parte del supuesto de la igualdad efectiva entre las partes del contrato laboral y 
que la mejor protección para el obrero es la autotutela (105). Muchos países, como los 
latinoamericanos, emprendieron reformas sustanciales a su normativa laboral con el 
pretexto de eliminar rigideces que impedían producir más empleo y que iban en contravía 
de la integración económica de las empresas al contexto mundial (81). Aunque este no 
es el objeto ni el propósito de la presente investigación, en líneas posteriores se mirará 
cómo las reformas de tipo económico propuestas en el marco de la apertura en nuestro 
país, tienen un impacto significativo en la situación de los trabajadores colombianos y de 
cómo las reformas emprendidas en el Sistema General de Seguridad Social (SGSS) 
tienen esta influencia neoliberal.      
4.6. Mecanismos de previsión social   
Como se pudo reseñar en líneas anteriores, las actividades productivas en las cuales se 
compromete el ser humano tienen una trascendencia significativa pues se convierten en 
la posibilidad que ostenta el individuo de satisfacer sus necesidades básicas así como las 
de su grupo familiar en esa búsqueda por una calidad de vida digna. Entiéndase las 
necesidades como la carencia de aquellos elementos que posibilitan la conservación de 
nuestra vida y de cómo se vuelve deseable la satisfacción de estas cosas que nos son 
escasas (106). 
 
A pesar de ello existen situaciones de riesgo que menoscaban la capacidad de la 
persona para desarrollar una ocupación como pueden ser la enfermedad, la maternidad, 
el desempleo, los accidentes laborales, la invalidez, la vejez y hasta la muerte que 
producen una pérdida de los ingresos laborales necesarios para suplir sus 
requerimientos fundamentales y que conllevan a que este individuo, así como las 
personas que dependen de él, a una condición de marcada vulnerabilidad (107), (108). 
Esta situación convierte a ciertas poblaciones en económicamente débiles las cuales 
además de presentar un nivel de ganancias insuficiente para vivir dignamente se tiene 
que ver enfrentada  a condiciones sanitarias limitadas, una educación de mala calidad, 
49 
 
una vivienda deteriorada que réplica el círculo de la pobreza y sin la posibilidad de 
superar esta situación.   
 
En este contexto, aparecen las modalidades de previsión social como aquellas 
respuestas de la sociedad ante el riesgo que presentan los individuos de ver vulneradas 
sus condiciones básicas de vida y su facultad para ganarse la vida a través de su trabajo; 
instituciones y fórmulas de carácter social que buscan ser un auxilio para aquellas 
personas más vulnerables y que consideran las contingencias que puede sufrir el 
humano “desde la cuna hasta la muerte”;  este es el sentido de la seguridad social. Aun 
así, la seguridad social emerge después de un desarrollo histórico de otras formas de 
previsión social las cuales serán revisadas a continuación para entender el contexto de 
su surgimiento y lo que es hoy en día.        
 
Al respecto se señala por parte de Arenas (109) que la asistencia es la manera más 
primitiva de promover la satisfacción de las necesidades sociales a partir de fórmulas de 
carácter caritativo de unos individuos hacia otros. A lo largo de la evolución histórica esta 
noción de asistencia, ha pasado diferentes modalidades entre las que se halla la familiar, 
privada hasta llegar a la asistencia pública. En esta última, los recursos y  auxilios 
financieros, corren por cuenta del tesoro público, buscando llegar a las poblaciones 
económicamente más débiles quienes no pueden acceder a otro sistema de previsión 
social para suplir sus requerimientos más sentidos (110). 
 
Como un dispositivo más complejo de superación de necesidades sociales emerge la 
previsión, que se basa en el principio de ver anticipadamente posibles contingencias que 
tiene la posibilidad de sufrir el ser humano en el futuro y estar preparados para ellas.  Se 
hace distinción entre los mecanismos de previsión individual de los cuales el más popular 
es el ahorro, y los mecanismos de previsión colectiva que son el mutualismo y el seguro 
privado (109). Goñi Moreno (111) indica que estos sistemas de previsión se orientan a 
proporcionar herramientas a los seres humanos para “atemperar, reparar o compensar” 
las situaciones de vulnerabilidad que puedan generar la aparición de ciertas 
contingencias. Es tal la importancia que se le da a la previsión que algunos señalan que 
es la verdadera esencia de la seguridad social y se erige como uno de los componentes 
fundamentales de los sistemas de seguro social. Esta modalidad de previsión social 
presenta un campo vastísimo de acción que incluye medidas preventivas de salud, 
reservas en caso de desempleo, medidas de higiene y de salud ocupacional, hasta las 
cuotas para la cobertura de las contingencias en los seguros sociales.  
 
Posteriormente, emerge la noción de seguro social como aquella que trasciende la idea 
de seguro privado, donde el Estado participa de manera comprometida en su 
establecimiento lo que hace que prime el sentido social en dicha iniciativa (109). En este 
caso es la comunidad productiva en pleno la que aporta para consolidar este mecanismo 
de protección social, por lo que los patronos, los trabajadores y el mismo Gobierno, 
contribuyen para suplir los requerimientos de aquellos que ven mermada su capacidad 
para participar en el mercado laboral. Estos seguros son obligatorios para el conjunto de 
individuos que hacen parte del mercado de trabajo formal, tienen un origen legal en el 
que establecen el tipo de individuos motivo de su protección ya sea el trabajador o sus 
económicamente dependientes. Se plantea que los sujetos asegurados son los que 
trabajan bajo la subordinación de un tercero y hacen parte del contingente de 
trabajadores formales, siendo que para el funcionamiento de dicho sistema se requiere la 
importante cooperación de los empleadores como responsables de la actividad laboral 
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que llevan a cabo sus empleados y como garantes de una parte de las cotizaciones para 
suplir las contingencias que pueda sufrir esta población activa del país.  
 
Algunas características de este tipo de seguro incluyen el hecho de que sus fundamentos 
y dispositivos sean los mismos de los seguros privados por lo que aparecen principios 
como el de la dispersión de riesgos, las técnicas actuariales y la exigibilidad jurídica, que 
es una modalidad que además de proteger a los contribuyentes (trabajadores, 
empleadores) también llega a terceros. Igualmente el ámbito de este seguro es un asunto 
de interés público lo cual se expresa en una reglamentación fuerte en términos de 
afiliaciones, cotizaciones y prestaciones haciendo parte de la esfera del derecho público 
y que el seguro social no se orienta por fines de lucro sino que busca hacer primar el 
interés general (109).   
 
Comparando el seguro social con otros mecanismos de protección social como la 
asistencia pública, se encuentran similitudes tales como que ambas parten de un papel 
activo del Estado y buscan a partir de la solidaridad atender las necesidades sociales de 
sus miembros. Empero, la asistencia social es gratuita, aleatoria, dirigida a poblaciones 
que no tienen ninguna forma de suplir sus necesidades y depende de los recursos 
destinados para dichos programas por el Gobierno en sus políticas sociales por lo que no 
alcanza a cubrir todas las contingencias. Mientras tanto el seguro social es contributivo, 
responde a un cálculo claro sobre las necesidades cubiertas y las prestaciones recibidas 
y se exige como derecho por las cotizaciones realizadas por la persona asegurada. 
Además, para reclamar al seguro las prestaciones propias del mismo es suficiente con la 
comprobación de que el asegurado ha sido objeto de infortunio de enfermedad, vejez, 
accidente, desocupación, muerte, etc., (112). De hecho, en algunas reglamentaciones 
basta con que el acontecimiento ocurra para que se active la relación protectora por lo 
que interesa el evento objeto de protección y sus consecuencias por lo que se supera la 
idea de riesgo y de daño por la de necesidad ya que el seguro más que remediar daños 
atiende necesidades (113). 
 
Así como el seguro social demostró ser un dispositivo de protección social que logró 
llegar a un número considerable de personas y cubrir una serie de contingencias 
bastante importante, especialmente en la masa de trabajadores formales de los 
diferentes países, este mecanismo cuenta con una serie de restricciones que vale la 
pena reseñar. Lo primero es destacar el carácter restringido que tienen este tipo de 
seguros ya que consideran dentro de su amparo a los trabajadores, especialmente 
aquellos que tienen un carácter dependiente y de éstos los que mayores restricciones 
económicas presentan. De acuerdo con Rengifo (111) este se convierte en la extensión 
del sistema prestacional derivado de las relaciones de trabajo reguladas por contratación, 
y que aunque es cierto que se acepta la presencia de independientes, éstos presentan 
limitaciones para su afiliación; esto lleva a que amplios sectores de la sociedad no tengan 
ningún tipo de protección. 
 
Otra crítica que se les ha perpetrado a los seguros sociales, es la situación de que sólo 
cubren una porción de los riesgos naturales de la vida relacionados con la enfermedad y 
algunos riesgos económicos, pero en sí, no garantizan el libre ejercicio de los derechos 
sociales del individuo y no le permiten alcanzar condiciones de bienestar, siendo que sólo 
responden a las contingencias de un tipo de riesgos; aquellos derivados de la 
industrialización y que tienen que ver con el ámbito del trabajo productivo formal (114).  
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Estos desperfectos en el seguro social, especialmente el carácter limitado de su 
protección, han llevado a considerar otro tipo de respuestas más amplias y que cumplan 
con el principio de la universalidad. En ese contexto surge la seguridad social como el 
mejor sistema que se haya creado para dar respuesta a las contingencias sociales que 
presentan los individuos desde el nacimiento hasta su muerte (109). En próximas líneas 
se revisarán algunas definiciones de diferentes autores sobre esta noción, las diferencias 
primordiales con el sistema de seguros sociales así como los principios que sustentan 
este sistema de protección social.   
4.7. Seguridad social  
Varios autores consideran esta fórmula como el ideal de protección frente a las 
contingencias que pueda presentar el individuo desde su nacimiento hasta su muerte, y 
que por su condición de ser humano, sea merecedor de las prestaciones asistenciales y 
económicas cuando sea víctima de infortunios que pongan en riesgo su bienestar y 
calidad de vida. Se trata de un instrumento de satisfacción de necesidades sociales, pero 
entonces “¿cuál es el rasgo fundamental que lo diferencia de las otras modalidades de 
previsión social”?. En esta instancia en la cual ya se han revisado tales mecanismos de 
previsión social como la asistencia pública, las prestaciones patronales y el seguro social 
hay quienes sostienen que estos métodos pertenecen a un ámbito mayor denominado 
seguridad social. En este sentido, la asistencia pública sería la seguridad social de 
responsabilidad exclusiva del Estado; las prestaciones sociales es la seguridad social en 
cabeza de los empleadores responsables de la actividad productiva y el seguro tiene 
como responsables los patronos y trabajadores como miembros de la comunidad 
productiva (107). A pesar de esto, otros autores plantean divergencias entre tales 
propuestas las cuales serán revisadas más adelante.  
 
Esta fórmula de satisfacción de necesidades sociales tiene como soporte la capacidad de 
previsión de las personas y parte de la solidaridad como valor ya que busca socorrer a 
los miembros de la sociedad que mayor vulnerabilidad presentan. No es un instrumento 
que pretenda eliminar o reemplazar el esfuerzo individual en la satisfacción de los 
requerimientos vitales, pero si se convierte en un apoyo deseable en caso de necesidad 
(109).  
 
Aun cuando se destaquen estas características básicas del concepto, se determina que 
se trata de una noción que implica una complejidad importante y un tratamiento detallado 
siendo que ha tenido diferentes interpretaciones tanto en la teoría como en la práctica. Al 
respecto Gerardo Arenas indica que esta expresión de seguridad social ha sido y sigue 
siendo empleada en tres sentidos (109): 
      
 En un sentido limitado como aquella acepción identificada con el sistema de seguro 
social donde la protección se dirige a reparar las consecuencias derivadas de los 
riesgos sociales.  
 Con una visión amplia y universalista que tiene a la seguridad social como un 
mecanismo de protección frente a todas las posibles contingencias que puedan 
afectar la calidad de vida de todos los individuos, sobrepasando la preocupación por 
el bienestar físico y pensando hasta en la salud moral y espiritual. Se sostiene que 
esta perspectiva no sería financieramente sostenible porque exige unos recursos, que 
la sociedad no está en capacidad de producir.    
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 La perspectiva “contributiva” de la seguridad social que tiende a desligarse de los 
seguros sociales y acercarse a la seguridad social en sentido ideal, pero dependiente 
de las restricciones presupuestarias. En esta propuesta se mantiene la financiación a 
través de contribuciones, aunque existen también instrumentos de asistencia y de 
cotizaciones subsidiadas.  
 
Se enunciará una clasificación de las definiciones proporcionadas por la literatura de 
modo que se enmarquen dentro de la perspectiva de los sentidos de la seguridad social. 
Se comenzará con el análisis del término de seguridad social desde la perspectiva más 
restringida en donde este mecanismo de previsión se preocupa por las necesidades de la 
población económicamente activa y de cómo diferentes contingencias sociales como la 
enfermedad, los accidentes, la maternidad, el desempleo, la invalidez, la vejez o la 
muerte ponen en detrimento su capacidad para adquirir los medios necesarios para vivir 
con calidad (115).  
 
En tal enfoque, la seguridad social es el elemento complementario del trabajo humano en 
la satisfacción de los requerimientos básicos, por lo que no sólo le preocupa la prestación 
de servicios asistenciales que vayan encaminados a la recuperación de la facultad para 
trabajar, sino que también tiene en cuenta prestaciones económicas que sustituyan el 
ingreso que percibía el trabajador en el desarrollo de su ocupación (116). Isaza (117) 
sostiene que los fines de un sistema que entienda la seguridad social desde este punto 
de vista son los de cuidar la salud del obrero, para que pueda conservar su ocupación así 
como ayudar al trabajador y sus familiares en situaciones infortunadas de enfermedad, 
accidentes y muerte así como en los estados de invalidez, vejez y desempleo en que 
incurran.     
 
Algunos legisladores, entre ellos los de nuestro país, han asumido esta corriente teórica y 
suelen entender el ámbito de la seguridad social como la garantía de los sistemas de 
pensiones, salud y riesgos profesionales para las personas que se hallan inmersas en 
una relación contractual, lo cual aparece como una visión restringida de todas las 
posibilidades que tiene la seguridad social como sistema de protección social (118).  
 
Como se hizo alusión en párrafos preliminares, esta noción de seguridad social ostenta 
un carácter más amplio en el que se intenta ir más allá de la protección de las clases 
obreras y llegar a los grupos poblaciones más vulnerables y económicamente débiles de 
la sociedad, como un desafío del Estado garante de tal derecho para sus ciudadanos 
(117). Al respecto se citan definiciones de diferentes autores (110), (112), (118), en las 
que enuncian que esta protección debe trascender a todos los individuos de un país, sin 
distinguir por categorías ocupacionales o clases sociales para acceder a los beneficios 
propios de dicho sistema de protección. En cuanto al sujeto del que provienen estas 
iniciativas y de quién debe garantizar este tipo de prestaciones, se encuentra en varias 
acepciones que es el Estado (111), (112) y otros dan cuenta de que es la sociedad en su 
conjunto (119), pero lo que ninguno niega es la participación significativa del ente público 
en este mecanismo de previsión. Todos llegan al acuerdo de que se trata de esas 
acciones previsivas que propenden proteger al individuo frente a las contingencias que 
generan un detrimento en la calidad de vida de esta persona y su familia desde la cuna 
hasta su muerte.   
 
Además, enumeran algunas de las contingencias que puede sufrir la persona nombrando 
la enfermedad, la maternidad, la desocupación, los accidentes profesionales, la invalidez, 
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la vejez y la muerte que son las que mayor relieve y trascendencia han recibido en las 
legislaciones de los países. Aun con esta tendencia, Zúñiga (110) menciona que este 
sistema debe buscar que las personas tengan unas condiciones mínimas de comodidad, 
salud, educación y recreación y preocuparse por la salud mental. Afanador (118) habla 
de que este es un instrumento de la política social de un país y que debe considerar 
adecuadas medidas de asistencia pública, servicios públicos, educación y vivienda. 
Vanegas (112) señala que para conjurar esos riesgos que asedian a los miembros de la 
sociedad, el sistema de seguridad social contiene medidas de tipo preventivo, de 
reparación y rehabilitadoras.  
 
En esta misma línea, es conveniente citar en este espacio la opinión que ha tenido la 
Organización Internacional del Trabajo, como aquella entidad internacional que ha 
promovido la defensa de los derechos básicos tanto de los trabajadores como de la 
sociedad en su conjunto. En el documento de “Introducción a la Seguridad Social” (119) 
se define este concepto de la siguiente manera: 
 
En lo esencial puede interpretarse como la protección que la sociedad proporciona 
a sus miembros, mediante una serie de medidas públicas, contra las privaciones 
económicas y sociales que de otra manera derivarían de la desaparición de o de 
una fuerte reducción de sus ingresos como consecuencia de enfermedad, 
maternidad, accidente del trabajo o enfermedad profesional, desempleo, invalidez, 
vejez y muerte, y también la protección en forma de asistencia médica y de ayuda a 
las familias con hijos…. 
 
Se advierte, como no se limita únicamente a delimitar como protegidos por el sistema de 
seguridad social a los trabajadores, sino que habla de los miembros de la sociedad por lo 
que este asunto tiene un carácter público. Asimismo, es posible hallar en esta definición 
la enumeración de las contingencias típicas que han cubierto los sistemas de seguros 
sociales; lo cual aparece como restringido dentro del pensamiento de una protección 
integral contra todas las contingencias que puede presentar este individuo a lo largo de 
su vida.  
 
Pese a esta referencia en otro informe de la OIT titulado “La seguridad social en la 
perspectiva del año 2000”, se parte de una posición con un mayor alcance al afirmar que 
no se trata únicamente de dar respuesta a las necesidades que presentan los individuos, 
sino que implica comenzar por prevenir los riesgos y ayudar a las personas a adaptarse 
ante esa nueva situación de contingencia o incapacidad cuando no se haya advertido. 
Esta noción involucra pensar en calidad de vida y de cómo este bienestar sufra lo menos 
posible ante el surgimiento de una contingencia social o económica por lo que además 
de prestaciones monetarias, se requeriría un complejo importante de servicios (120).     
 
Rengifo (111) manifiesta que esas medidas tomadas tienen como objeto que el ser 
humano tenga la posibilidad de liberarse de los estados de necesidad producidos por la 
ocurrencia de ciertos eventos para de esta forma brindarle paz y bienestar. Esta 
seguridad social a la que se refiere el autor citado, abarca un campo extenso que 
involucra desde la preocupación por el salario vital, la previsión, los servicios médicos y 
la protección de los económicamente dependientes cuando la persona muere. Marti (112) 
entiende que la seguridad social es un derecho contra las adversidades que le puedan 
ocurrir al individuo, y que el hecho de existir ya configura tal potestad porque este 
derecho está ligado directamente con la propia vida. Esta visión se corresponde con la 
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opinión de Alonso (121) que refiere que la condición humana es el elemento central de la 
seguridad social, por lo que cada uno de nosotros tiene derecho al cubrimiento de las 
fatalidades que puedan sobrevenir en la vida y que además se deba garantizar los 
medios para que nos realicemos como individuos e integrarnos de manera efectiva en 
nuestra comunidad.     
 
Ya que han sido expuestas las diferentes acepciones que ha tenido el término de 
seguridad social, que van desde propuestas de tipo restrictivo hasta teorías con una 
visión más amplia, lo que se realizará en los próximos párrafos es detallar los principios o 
valores pilares en los que se basa la Seguridad Social. Al respecto, este documento se 
apoya en el libro “La Seguridad Social en Colombia”  donde se citan los siguientes (122):  
 
 Principio de universalidad. Que por su condición humana todas las personas de la 
sociedad reciban protección.   
 Principio de la integridad de las prestaciones. Las prestaciones sean cada vez más 
completas y respondan de manera integral a las posibles contingencias que pueda 
presentar el individuo a lo largo de su vida.   
 Principio de la solidaridad en la financiación. Cada cual aporta en la medida de lo 
necesario para financiar las contingencias sociales que se puedan presentar a los 
miembros de la comunidad. 
 Principio de la unidad de gestión. Implica la coordinación de todos los entes gestores.  
 Principio de internacionalidad. Tiene que ver con el respeto que se debe tener a los 
tratados y acuerdos internacionales suscritos entre los Estados y de cómo las 
protecciones otorgadas por la Seguridad Social deben trascender las fronteras y no 
ser vulneradas cuando la  persona cambie su país de residencia.  
 
El principio de universalidad, que considera a todos los individuos de la sociedad y no a 
la población de trabajadores dependientes, la noción de solidaridad que implica la 
participación no sólo de los asalariados sino de toda el grueso de la población y la 
participación del Estado como garante del bienestar general de la sociedad y con 
especial atención a los más necesitados, hace que la noción restringida de seguridad 
social que se expuso anteriormente no tenga validez a la luz de estos principios (123). 
Como bien lo señala Vanegas (112) en su artículo “Algunos Conceptos sobre Seguridad 
Social”, si un sistema de seguridad social se limita a proteger sólo a un segmento de la 
población, es un sistema trunco que va contra los postulados universales de la misma 
seguridad social. 
 
En cuanto al tema de los eventos que son objeto de protección por parte de los sistemas 
de previsión social, lo primero que vale la pena destacar es la concepción de seguridad 
social que trasciende la idea de riesgo, característica de los seguros privados, para pasar 
a la idea de contingencia que indica las circunstancias bajo las cuales se produce la 
protección (113). Las necesidades sociales que han sido objeto de protección y que se 
consideran generalmente en los marcos normativos incluyen (113):   
 
 El detrimento de la salud derivado de un riesgo profesional (accidentes de trabajo y 
enfermedad profesional) o por un riesgo común (accidente no laboral, enfermedad 
común y maternidad), pues provoca una necesidad asistencial y en ocasiones 
conlleva al exceso de gastos en pro de una curación.  
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 La incapacidad laboral, que al alterar temporal o definitivamente la facultad para 
percibir ingresos implica una vulnerabilidad económica. Este tipo de incapacidades 
pueden ser de origen común o profesionales.    
 La muerte, que implica gastos funerarios por encima de la capacidad económica de la 
familia y como defecto de ingresos para aquellos que dependían económicamente 
para su sustento de la persona fallecida.  
 La vejez, que puede ir acompañada de falta de recursos, siendo que la persona por 
razones biológicas ya no tiene la capacidad de ejercer una ocupación remunerada.  
 El desempleo, cuando el individuo no cuenta con una actividad laboral a partir de la 
cual devengar ingresos.  
 La familia, cuyos miembros dependen de una cabeza de familia para suplir sus 
necesidades básicas.   
 
Aun cuando estas han sido típicamente las contingencias protegidas por los sistemas de 
seguridad social se refiere que, ante los cambios en la sociedad, han emergido otro tipo  
de necesidades que llevan a considerar en una nueva forma de concebir la seguridad 
social que integre los servicios tradicionales con servicios de acción formativa, empleo, 
vivienda, ahorro, crédito, recreación y todos los que sean necesarios para la promoción y 
bienestar humano (121). 
 
En términos generales, se han revelado los rasgos particulares que permiten construir 
una idea de lo que significa la noción de seguridad social. En esta revisión se observan 
varios puntos de confluencia con el sistema de seguros sociales por lo que en algún 
punto se es susceptible de caer en confusión. En primer lugar, se indica que los seguros 
sociales sólo cubren una porción bien delimitada de los riesgos que tiene una persona de 
hallarse en situación de necesidad, mientras que la seguridad social apunta a responder 
a todas las posibles contingencias que pueda presentar este individuo a lo largo de su 
vida. En segunda instancia, los seguros sociales históricamente han estado asociados 
con la protección de la población asalariada en actividades laborales de tipo formal, 
mientras que la seguridad social trata de extender su brazo protector a todo el conjunto 
de la sociedad. Como tercera diferencia se tiene que los seguros sociales requieren el 
pago de cotizaciones, las cuales van en relación con las prestaciones a que se tiene 
derecho, mientras que la seguridad social se basa en el mecanismo de la solidaridad a 
través de la redistribución de la renta general (109).  
4.8. Derecho de la seguridad social  
A lo largo de esta revisión que se ha efectuado referente de los temas del derecho del 
trabajo y ahora el de seguridad social, se querían hacer manifiestos los mecanismos de 
protección que han ideado los seres humanos para hacer frente a las contingencias que 
acontecen en sus vidas, en este caso particular, durante el desempeño de sus dinámicas 
productivas y de cómo este amparo tiene unas características particulares que le permite 
extender su acción hasta cierto punto convirtiéndole en más deseable para los propósitos 
de la sociedad. Se puede observar que ambos, tanto el derecho del trabajo como la 
seguridad social, tienen como objetivo primario la satisfacción de las necesidades 
sociales que ponen en riesgo el bienestar y calidad de vida del individuo; esto trata de 
reivindicar la desigualdad existente entre los miembros más débiles de la sociedad y 
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aquellos que poseen una posición más privilegiada en la escala de clases por lo que se 
asume que ambos instrumentos se orientan a generar una mayor justicia social (83).  
 
Si se considera la seguridad social de manera restringida como aquella noción que parte 
de la protección del obrero en la ejecución de sus actividades laborales y que ha sido 
implementada en la práctica a través del mecanismo de los seguros sociales, se hace 
visible un gran espacio de confluencia con las normativas y regulaciones propias del 
derecho del trabajo ya que el sujeto al cual dirigen su protección sería el mismo: el 
trabajador asalariado que se halla en el marco del mercado laboral formal. La manera de 
entender estas dos nociones ha ocasionado que históricamente, hayan estado 
fuertemente vinculadas y que se hable de seguridad social en el marco del derecho del 
trabajo como una rama más de este ordenamiento legal.     
 
En la perspectiva más vanguardista de la seguridad social, que se basa en el principio de 
desplegar la protección a todos los miembros de la sociedad y en la que es inaceptable la 
segregación de cualquier grupo poblacional por su condición laboral, se nota una 
diferencia trascendental con respecto al sujeto protegido por el derecho laboral que es el 
trabajador que se halla bajo la subordinación de un tercero llamado empleador. En el 
derecho del trabajo intervienen los sujetos de la comunidad productiva formal, es decir 
empleadores y trabajadores mientras que la seguridad social considera la participación 
de los asalariados, los independientes, los que no pueden desarrollar una actividad 
laboral por su condición de salud (personas con discapacidad) o su edad (los menores y 
las personas de la tercera edad) y en general a todos los miembros del conjunto social 
(124). 
 
En cuanto a la extensión de esa protección en la seguridad social se ha promovido de 
manera insistente la premisa “de la cuna hasta la muerte” lo cual da cuenta de que este 
mecanismo trasciende los períodos en los que se considera al ser humano como 
económicamente activo, mientras que el derecho del trabajo resguarda sólo desde el 
momento en el que se configura un contrato laboral a aquel asalariado que trabaja bajo 
una relación de dependencia, y muchas de sus protecciones se dan por terminadas en el 
momento en que se suspende el vínculo legal que une la partes (123).     
 
Se precisa que para el derecho del trabajo el objeto o actividad que merece protección es 
el trabajo humano subordinado, en el cual existe una desigualdad entre el empleador y 
aquel que presta su fuerza de trabajo por lo que se requiere crear un cuerpo normativo 
que promueva la justicia social en la relación que suscriben estas dos partes. En la 
seguridad social, el objeto de protección son todas las situaciones que ponen en riesgo el 
adecuado desarrollo del potencial humano durante todas las etapas de la vida y que 
causen detrimento a su bienestar y calidad de vida (123). En este sentido, Valdés (116) 
sugiere una especie de complementariedad entre estas dos ramas ya que según el autor, 
el derecho del trabajo se ocupa del amparo de aquellos que desarrollan el trabajo como 
actividad vital, y entre tanto la seguridad social cobija a los que no tienen acceso o están 
al margen de tal elemento. Aun cuando, esta afirmación aparezca como cierta teniendo 
en consideración el objeto que protege una y otra noción, la universalidad de la que parte 
la seguridad social no debería excluir a los sujetos regulados por el derecho laboral en un 
régimen aislado sino establecer mecanismos de coordinación y articulación para que esa 
población sea un componente del todo como política social de un Estado. 
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En cuanto a los fines propios del derecho del trabajo se plantea que su quehacer va 
orientado a la protección del trabajo y la regulación de las relaciones de trabajo 
subordinado; en contraste la seguridad social lo que busca es lograr que la sociedad 
goce de seguridad económica y que todos sus miembros tengan protección al respecto 
(124).    
 
En un contexto en el que han estado vinculados históricamente, y ante la intención de 
desligarse del talante laboral en la que ha estado sumergida la seguridad social se 
produce el concepto de Derecho de la Seguridad Social el cual hace referencia a un 
cuerpo normativo que promueve los principios que regulan este mecanismo estatal de 
protección social y las relaciones de orden jurídico que se establezcan en estas 
regulaciones (106). Según Rivero Lemus (112), en este ordenamiento se hace la 
delimitación y cobertura de las contingencias sociales protegidas y de cómo la 
administración pública debe garantizar este derecho a los ciudadanos que se hallen en 
estado de necesidad.  
 
Tales definiciones ponen de manifiesto el esfuerzo que se ha dado en los últimos tiempos 
por desligar el campo de la seguridad social con el del derecho del trabajo y de ganar 
terreno como un ordenamiento autónomo. No obstante, autores como Almansa Pastor 
(106) apuntan a que esta “deslaborización” de la seguridad social no ha sido completa, 
siendo que una parte está conectada connaturalmente al derecho del trabajo y otra es 
ajena a tal disciplina.  
 
A pesar de que parece que esta fractura con lo laboral no se ha finiquitado, si es claro 
que debe buscarse una autonomía en términos de llevar la protección a aquellos que han 
sido excluidos de los beneficios sociales garantizados por las ramas del derecho, que 
como el derecho del trabajo sólo considera un segmento de la población laboral. Una 
seguridad social que ampare a este ser humano en sus contingencias sociales a lo largo 
de la vida y que promueve las herramientas para que este individuo tenga un pleno 
desarrollo (123).       
4.9. Responsabilidad por riesgos profesionales  
En el ejercicio de las dinámicas productivas que el individuo realiza para suplir sus 
necesidades básicas y aportar al progreso social, existe la probabilidad de que pueda ver 
afectada su salud por la exposición a condiciones perjudiciales del ambiente, de la tarea 
o por factores de tipo individual como la genética o los estilos de vida. En esta instancia, 
este trabajador está sujeto a que se configure un evento con connotaciones perjudiciales 
para su bienestar hasta el punto que estas condiciones son capaces de poner en peligro 
su vida. Aparece la noción de riesgo como aquella probabilidad de que se presente una 
situación adversa que produzca alteraciones funcionales en ese ser humano, siendo un 
objetivo socialmente deseado evitar este tipo de incidentes o por lo menos garantizar que 
el impacto sufrido sea el menor posible. Riesgos profesionales si se considera que es 
precisamente durante la ejecución de las labores propias de la ocupación que decidió 
desarrollar y que pueden vulnerar la capacidad de esta persona para seguir 
desempeñando su rol laboral y con ello la facultad para ganarse la vida con su esfuerzo.    
 
En la legislación nacional no se hace referencia a una probabilidad de ocurrencia de un 
evento sino al evento en sí, lo cual se evidencia en el artículo 8° del Decreto 1295 de 
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1994 en el que se entiende por riesgos profesionales “el accidente que se produce como 
consecuencia directa del trabajo o labor desempeñada, y la enfermedad que haya sido 
catalogada como profesional por el Gobierno nacional” (66). En este caso, la situación ya 
se hizo realidad con las consecuencias para la persona del trabajador quien ve mermada 
su capacidad mental y física y que requeriría que se le prestaran una serie de servicios 
asistenciales para mejorar su condición de salud y unas prestaciones de orden 
económico para no entrar en estado de necesidad mientras no puede desarrollar una 
ocupación remunerada. En ese contexto surge el cuestionamiento de “¿quién es el 
responsable por la garantía de esas prestaciones sociales a favor del trabajador cuando 
se origina un accidente de trabajo o una enfermedad profesional?”. Para responder esta 
pregunta necesariamente se tiene que llevar a cabo un recorrido histórico para entender 
cómo ha sido abordado el tema y de cuáles han sido las fórmulas ideadas para dar una 
solución satisfactoria tanto al trabajador que sufre el percance como a toda la comunidad 
productiva, incluyendo el Estado.  
 
En este caso, la doctrina legal ha desempeñado un papel bastante activo siendo que la 
garantía de estas prestaciones se convierte en un problema de orden jurídico que ha 
tenido diferentes acepciones según sea el momento histórico en el cual se da la 
situación. Al respecto, se han formulado por el campo del derecho una serie de teorías 
en las cuales se trata de explicar quién debería ser el responsable por la reparación de 
los daños sufridos por el trabajador en un accidente de trabajo o enfermedad profesional. 
En esa perspectiva a continuación se presentan varias de esas doctrinas las cuales 
representan el orden evolutivo que ha seguido la materia de la reparación por accidentes 
de trabajo hasta llegar a las formas más modernas de compensación a través de los 
sistemas de Seguridad Social.   
 
4.9.1. Doctrina de la culpa 
 
Esta teoría tiene sustento en la normativa civil del derecho romano en la cual se parte 
que de que nadie tiene la culpa de un daño a tercero a menos que se compruebe su 
culpa o negligencia (16). En el caso puntual de los accidentes de trabajo, el trabajador 
que sufría una alteración de su salud derivada del trabajo tenía derecho a que se le 
reconociera indemnización siempre y cuando pudiera probar que el patrono había 
incurrido en falta y que el evento se había presentado por su culpa y/o negligencia (125), 
(126). Este obrero debía intentar probar el nexo de causalidad existente entre el daño 
que sufrió y la conducta culposa o negligente de su empleador quien ante su 
irresponsabilidad presenta la obligación de resarcir los perjuicios (125). Es posible 
atribuirle este compromiso al patrono por faltas en el adecuado cuidado de las 
instalaciones, en la organización del trabajo, en la vigilancia industrial, etc. (16).  
 
Si el empleado no era capaz de comprobar la relación de causalidad, el patrono quedaba 
eximido de toda responsabilidad lo cual era una situación común pues el empleador se 
zafaba fácilmente de la culpa atribuyéndola al caso fortuito o a la fuerza mayor (112), 
(126), (127). En este escenario, una gran cantidad de personas que ven mermada su 
salud y su capacidad para ganarse la vida a través de su trabajo, se hallan sin ninguna 
protección frente a los infortunios y más en un contexto de industrialización donde los 
accidentes son cada vez más numerosos. En ese sentido, se hace notable la necesidad 
de idear otras formas para resarcir los perjuicios derivados de los accidentes de trabajo 
sin recurrir a las fórmulas de carácter civil de inculpación patronal.  
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4.9.2. Doctrina de la responsabilidad contractual 
 
Ante los problemas ya referidos que implicaba la aplicación de la doctrina de la culpa, 
surge en la penúltima década del siglo XIX “la teoría de la culpa contractual” la cual parte 
del fundamento de que es el empleador quien debe responder ante la ocurrencia de un 
accidente de trabajo, ya que éstos son los responsables de garantizar que la actividad 
laboral sea llevada a cabo en condiciones seguras (127). De acuerdo con Cabanellas 
(128) esta doctrina se basa en la inversión de la prueba pues ahora es el empleador 
quien debe probar que no incumplió sus obligaciones en la salud y seguridad del sitio de 
trabajo y que el suceso tuvo origen en la causa fortuita, en la fuerza mayor o hasta en la 
culpabilidad del trabajador. Sainctelette y Sauzet fueron los principales exponentes de 
dicha teoría y sostenían que todo accidente que le sucediera al trabajador en su actividad 
laboral era responsabilidad del empleador, siempre y cuando no demuestre  lo contrario 
(128).  
 
Lo de contractual tiene su explicación en el hecho de que esta teoría parte del 
establecimiento de un contrato de trabajo, un acuerdo legal, que permite conocer los 
derechos y obligaciones de cada una de las partes de la relación laboral. Dentro de las 
exigencias más prioritarias para el empleador está precisamente el tomar todas las 
medidas necesarias para que no ocurra ningún percance así que si se configura un 
evento indeseable con consecuencias catastróficas, se entiende que el patrono ha 
faltado a su compromiso (16), (129).   
 
En estas doctrinas que han sido revisadas se observa que se concentran en un elemento 
central: la culpa y el establecer quién es el responsable de resarcir los daños derivados 
de un accidente de trabajo. Estas teorías se pueden agrupar en una categoría llamada 
“subjetiva” ya que atribuyen la responsabilidad a un factor psicológico que es el dolo o la 
culpa el cual depende del comportamiento o una actuación del individuo (130). Ante la 
dificultad que implica el acreditar que el accidente se había producido por actos 
atribuibles a una persona, este elemento subjetivo se va desplazando hacia el terreno de 
la responsabilidad objetiva. Este tipo de teorías se funda en el principio de la ocurrencia 
del hecho o situación sin determinar la responsabilidad de las partes (130). Revisemos 
estas teorías con más detenimiento.  
 
4.9.3. Doctrina de la responsabilidad objetiva  
 
Como se anotó con antelación en este tipo de doctrina prevalece la ocurrencia de un 
hecho material y objetivo por encima de las consideraciones de carácter subjetivo de sí 
se puede atribuir la culpa sobre alguien para convertirlo en responsable del evento y de 
la reparación de daños (127). Aplicado a la cuestión de los accidentes de trabajo, la 
persona del empleador es quien debe responder por las consecuencias del accidente de 
trabajo, sin importar si ha tenido la culpa en la generación del mismo, ya que lo que se 
pone de manifiesto es la ocurrencia objetiva del evento (131). La responsabilidad 
empresarial se comprueba únicamente con el establecimiento del nexo de causalidad 
entre la actividad laboral desempeñada por el trabajador y los daños que ha sufrido como 
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consecuencia del accidente siendo el empleador quien se hace responsable simplemente 
por ser el propietario de la empresa (127).   
 
4.9.4. Doctrina del riesgo profesional 
 
Esta doctrina, que tiene su lugar dentro de las teorías de tipo objetivo, encuentra asiento 
en el derecho civil, en donde se establece que el daño causado por los objetos debe ser 
reparado por sus dueños sin importar consideraciones subjetivas de culpa o dolo (127). 
En la circunstancia puntual de los accidentes de trabajo se determina que cuando una 
persona decide emprender la creación de una empresa parte del principio de que la 
actividad desarrollada engendra unos riesgos particulares que tienen la potencialidad de 
producir perjuicios a las personas que se hallen bajo su servicio, por lo que debe incluir 
en sus cálculos los posibles daños a sus trabajadores (16), (112), (132). El asalariado se 
halla expuesto a una serie de riesgos que entraña la misma actividad laboral por lo que el 
responsable de la dinámica empresarial, el patrono debe ser quien responda ante 
cualquier contingencia (126). Por ejemplo, si  se origina un accidente que tenga como 
causa la interacción de un operario con alguna maquinaria del puesto de trabajo, el 
empresario se debe hacer responsable siendo éste el dueño y quien se lucra del objeto 
que ha creado el riesgo (127).  
 
En el proceso legal de exigir una reparación, el demandante sólo debe plantear el nexo 
de causalidad entre el objeto y el daño producido, para exigir la indemnización 
correspondiente mientras que la responsabilidad de exonerarse recae sobre el 
empleador quien tiene que probar que el evento fue una situación de fuerza mayor, una 
acción imputable al trabajador o una caso fortuito (16), (133), (134).  
 
Los principales avances de esta doctrina fueron realizados en Francia, destacando el 
papel de figuras como Nadaud y Raspial quienes trataron de plasmar estas nociones en 
un proyecto de ley que planteaba la responsabilidad del empleador aun cuando no 
cometiera acto culposo (127). Varios autores (113) destacan que con esta teoría se da 
origen de manera sistemática a las prestaciones por accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales dentro de la disciplina del derecho del trabajo.   
 
Una situación favorable que se resalta de esta teoría es la de presionar a los empresarios 
para que adopten las recomendaciones de seguridad necesarias para que las personas 
que laboran en la empresa no vean amenazada su vida o afectada su condición de salud 
durante la ejecución de su trabajo y que, si se configura un evento de características 
catastróficas, por lo menos tengan la tranquilidad de que sus prestaciones serán 
garantizadas por la parte contratante que fue la que originó el riesgo (112), (134). 
 
Como dificultades de la aplicación de este sistema de responsabilidad patronal, inspirado 
en la teoría del riesgo profesional, se hallan que la definición de lo que es un accidente 
de trabajo es bastante limitada en comparación con aquellas que se consignan en los 
marcos legales contemporáneos que consideran situaciones como la del cumplimiento de 
órdenes por fuera del sitio de trabajo y la del transporte (113). Otra limitación tenía que 
ver con la forma de indemnización, la cual se concretaba en un pago único cuando 
muchas veces las consecuencias de los accidentes de trabajo se extendían en el tiempo 
y dejaban en el largo plazo sin protección al trabajador o a sus dependientes (113). 
Algunos expertos también han señalado que el hecho de hacer responsables a los 
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patronos por actos en los que no tienen ninguna culpa, promueve una condición de 
privilegio para los trabajadores lo cual ha aumentado el número de accidentes de trabajo 
en vez de reducirlos (127). 
 
El patrono de la actividad laboral, al prever las consecuencias catastróficas que pueden 
ocurrir al trabajador en los accidentes de trabajo y partiendo del hecho de que es el 
responsable de reconocer dichas prestaciones, recurre al aseguramiento privado para 
poder traspasar los riesgos que se generan en el contexto laboral a una entidad privada. 
Este seguro se encargará de garantizar las posibles prestaciones, tanto asistenciales 
como económicas, a las que tiene derecho el trabajador al sufrir un detrimento de su 
salud derivado de un evento catastrófico en el lugar de trabajo y permite que el 
empleador no vaya a caer en insolvencia al tratar de reparar los daños sufridos por el 
obrero.    
 
Posteriormente va emergiendo la idea de que siendo el trabajo un motor o vehículo del 
progreso de la sociedad en su conjunto, no era un asunto de responsabilidad de una sola 
persona o entidad sino una cuestión que interesaba a todos los miembros de la 
colectividad. El Estado adopta un papel más activo en la regulación de la 
responsabilidad, no sólo de los accidentes de trabajo, sino de todas las posibles 
contingencias que pueden ocurrir al individuo en el desarrollo de sus labores productivas 
lo cual da sustento a la idea del seguro social.     
 
4.9.5. Doctrina de la compensación social 
 
Entonces se sugiere que el asunto de la accidentalidad laboral es una cuestión que 
impacta profundamente tanto al individuo como a aquellos que hacen parte de su medio 
social, siendo que se pierde el aporte particular de esta persona a la colectividad. En esta 
ocasión, el trabajo de una persona no se concibe de beneficio exclusivo para un 
empleador o una empresa, sino que da cuenta de la contribución particular a la industria 
y la economía que al final serían las responsables de la generación de los riesgos 
laborales (18), (127). En tal perspectiva, es un tema de interés general por lo que ante la 
incapacidad del trabajador de suplir sus necesidades, la sociedad debe apoyar a este 
miembro que ha caído en desgracia a raíz del infortunio en su trabajo (16), (18). 
 
En este contexto surge lo que se denomina como riesgo social, que supera la noción de 
riesgo profesional individual donde las consecuencias de las lesiones y deterioros en la 
salud de los trabajadores caen sobre toda la comunidad productiva y la sociedad en 
general más que sobre una empresa particular. Es más, muchas veces las empresas 
hacen esfuerzos considerables por evitar que se configuren este tipo de infortunios, pero 
se debe tener en cuenta que toda actividad humana conlleva unos riesgos implícitos 
(127). Bajo el entendimiento de este paradigma no interesa hallar el nexo de causalidad 
entre el daño sufrido por el obrero y su posible motivo sino que basta con que se 
presente la situación de necesidad, para establecer que requiere de un apoyo por lo que 
no interesa la responsabilidad particular de una empresa. Se despliegan los sistemas de 
seguro social, los cuales tienen un carácter obligatorio para la población asalariada, y 
que basados en la solidaridad social de los miembros de la colectividad, buscan 
responder a las contingencias que les acontezcan a los componentes de la comunidad 
productiva de la sociedad (127). 
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Esta teoría del riesgo social no se localiza en contravía ni es sustitutiva de la teoría del 
riesgo profesional expuesta anteriormente sino que tiene como objetivo complementarla, 
para favorecer mejores respuestas en términos de la prevención y reparación de 
accidentes (127). Así se llega a la doctrina de la seguridad social, cuyos principios 
rectores han sido expuestos con antelación en el documento, pero que en el caso 
particular de la reparación de los accidentes de trabajo ostenta las particularidades que 
serán expuestas en el próximo apartado.   
 
4.9.6. Doctrina de la solidaridad social 
  
Este paradigma se orienta por la liberación de la necesidad humana desde el nacimiento 
hasta la muerte por lo que parte del principio de proteger al individuo basado en su 
existencia. Aquí no interesa si aquella persona tiene un contrato de trabajo formal que le 
garantice el acceso a un seguro que le cubre sólo determinados riesgos sino que se trata 
de responder a las necesidades del ser humano a partir de los principios de solidaridad 
intergeneracional, de integración de las prestaciones, de unidad de contingencias, de 
participación estatal que vaya más allá de los seguros bismarckianos (16).       
 
Arenas (113), ha planteado su punto de vista al respecto tratando de dar varias  
justificaciones del por qué las prestaciones derivadas de los riesgos profesionales deben 
enmarcarse dentro de un sistema de seguridad social. En primera instancia, resalta el 
hecho de que cuando la protección por infortunios laborales se plantea en un sistema de 
seguridad social las nociones de accidente laboral y enfermedad profesional son más 
amplias lo cual lleva a resolver los puntos dudosos a favor del lesionado. Del mismo 
modo, la asistencia médica por percances de tipo laboral es más extensa que aquella 
que se imparte de manera común considerando inclusive mecanismos de rehabilitación 
profesional para aquellas personas afectadas por accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales. Otro rasgo significativo que señala el autor citado, es que en la estructura 
de un sistema de seguridad social, el tema de la prevención de los riesgos profesionales 
adquiere una relevancia mayúscula.        
 
La tendencia a futuro y el reto que plantean organizaciones como la OIT es llevar estos 
principios de universalidad y cobertura a la práctica pues tradicionalmente este tipo de 
protección contra los riesgos laborales ha estado asociada al sector asalariado, 
quedando un segmento significativo de la población sin ningún tipo de apoyo.  
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5. Antecedentes Normativos 
Internacionales en Salud Ocupacional 
En el presente espacio se realizará mención a los antecedentes internacionales de tipo 
normativo que dan cuenta de las disposiciones, directrices y acuerdos que son comunes 
a la mayoría de los Estados en el contexto mundial y que se convierten en el fundamento 
de las legislaciones nacionales que sobre el tema de salud ocupacional desarrollan los  
países. Al respecto, se hace mención al Tratado de Versalles, antecedente que da 
fundamento al establecimiento de la Organización Internacional del Trabajo y que 
materializa la decisión de las naciones por darle un nuevo rumbo a este mundo que 
acaba de salir de una guerra devastadora. En el ámbito particular de la dinámica laboral 
este pacto recoge en el artículo 23 la sentencia de que los Estados suscribientes tienen 
que implementar esfuerzos para favorecer la salud y seguridad de las personas durante 
la ejecución de sus labores productivas en condiciones de justicia y que este derecho 
debe tener plena aplicación a partir de la instauración de organizaciones internacionales, 
que como la OIT, luchan por generar mejores condiciones de vida para los trabajadores 
del mundo en términos de promover la igualdad, de evitar las injusticias y las privaciones 
(135). Este acuerdo contiene en su estructura una serie de cláusulas laborales que vale 
la pena citar como referente que va a guiar mucho del pensamiento legal del siglo XX en 
la materia (104):  
 
1. El trabajo no es una mercancía ni un bien que se pueda comerciar.  
2. Los trabajadores y los patronos tienen derecho a la libre asociación. 
3. Los obreros tienen derecho a un salario justo en contraprestación al servicio que 
desarrollan que les permita tener una calidad de vida adecuada.  
4. Se establece que la jornada debe tener una duración de ocho horas diarias o de 
cuarenta ocho horas a la semana.  
5. Además, se resalta el hecho de que es obligación dedicar un día al descanso 
semanal y, en lo posible, este día será el domingo.  
6. Se prohíbe el trabajo de los niños y se erige como una preocupación fundamental la 
generación de un marco regulatorio de las labores llevadas a cabo por los jóvenes, de 
modo que no interrumpa su educación ni su adecuado desarrollo físico y mental.  
7. Un salario igual por igual trabajo sin distinciones de género.  
8. Tratamiento equitativo para todas las personas que se hallan en la fuerza activa de 
trabajo y que ejerzan sus funciones en el marco de la legalidad.  
9. Cada país debe crear e implementar un servicio de inspección para vigilar el 
cumplimiento de la normativa relacionada con la protección de los trabajadores.  
 
En este sentido, han cobrado relevancia las acciones y propuestas difundidas por la 
Organización Internacional del Trabajo como organismo comprometido con el ejercicio de 
las actividades laborales a partir de directrices políticas que van dirigidas a los diferentes 
Estados. Se trata de normas en forma de convenios o recomendaciones siendo los 
primeros tratados internacionales que deben ser ratificados para tener vigencia en un 
determinado país mientras las recomendaciones son instrumentos no vinculantes (136). 
Este organismo ha establecido 180 convenios y 185 recomendaciones de los cuales 
muchos abordan asuntos generales de interés para la salud laboral como lo son el tema 
de la salud y seguridad de los trabajadores, el medio ambiente de trabajo, los servicios 
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de salud laboral y otros describen asuntos que tienen que ver con riesgos o sectores de 
la actividad  más específicos como la agricultura o la construcción (136). 
 
La primera referencia normativa emitida por la OIT, que aborda el tema de los accidentes 
de trabajo, es el Convenio 12 del 12 de Noviembre de 1921 que regula la condición de 
los trabajadores de la agricultura y les hace extensivos algunos beneficios establecidos 
en otras ramas productivas como la industria. Otro antecedente que tiene relevancia con 
el tópico de estudio de la salud y seguridad en el trabajo es el Convenio 17 de 1925, 
relativo a la indemnización por accidentes de trabajo, que incluye asuntos de relevancia 
mayúscula como por ejemplo la garantía de la asistencia médica, quirúrgica, 
farmacéutica y de rehabilitación a las personas que sufran un evento catastrófico siendo 
el empleador o las instituciones de seguro a las que se encuentre afiliado el mismo las 
que deben responder ante tal situación. De la misma forma, se determina que se pagará 
la indemnización en forma de renta cuando el accidente se configure en consecuencias 
fatales o en incapacidad permanente, aunque se estipula la condición que cuando se 
asegure un uso razonable de la indemnización está puede ser retribuida en forma de 
capital. Otra cuestión que aborda dicho convenio es la situación de incapacidad temporal 
cuya indemnización se sufragará a partir del quinto día después del infortunio y la idea de 
un pago complementario para aquellas personas que tengan necesidad constante de 
alguien más para suplir sus necesidades (137).  
 
En 1925 se emite el Convenio 18, relativo a la indemnización por enfermedades 
profesionales,  incluye un cuadro de las posibles alteraciones funcionales derivadas de la 
actividad laboral en donde cita intoxicaciones con elementos potencialmente riesgosos 
como plomo y mercurio y da cuenta de las profesiones en las cuales existe una mayor 
probabilidad de adquirir estas condiciones de salud. El Convenio 19 de 1925, es otro 
reglamento que regula el ámbito de la salud laboral, al emprender la igualdad de trato en 
materia de accidentes de trabajo a los extranjeros y a los nacionales, sin limitación de 
residencia obligatoria y que rescata la cooperación mutua entre los Estados para llevar la 
protección sin límites nacionales (137).  
 
El 16 de Junio de 1927 se publica la Convención relativa al seguro contra enfermedades 
de los trabajadores de la industria, del comercio y del servicio doméstico, en el Convenio 
24 que instituye el derecho de la persona a percibir una indemnización cuando no se 
halle en condiciones de ocuparse en una actividad laboral por su condición de salud, se 
estipulan las situaciones en las cuales se debe suspender dicho pago, se refieren las 
características que le corresponde garantizar a una institución para administrar un seguro 
de enfermedad y se señalan precisiones acerca de la forma como debe ser prestada la 
asistencia médica. El Convenio 25 trabaja un ámbito similar al anterior pero hace la 
extensión a los trabajadores agrícolas.       
 
Un momento histórico trascendental en la trayectoria que ha seguido la salud laboral a lo 
largo del siglo XX es la Declaración de Filadelfia del 10 de mayo de 1944, en la que se 
sugiere que las grandes injusticias que se evidencian en el mundo del trabajo entrañan 
una amenaza para la paz y la prosperidad mundial por lo que se cimentan los objetivos y 
principios tanto de organización como de funcionamiento de la Organización 
Internacional del Trabajo. Se resaltan varios de los fundamentos ya enunciados en el 
Tratado de Versalles como el hecho de que el trabajo no es una mercancía, la garantía 
de la libertad de asociación, los peligros que entraña la pobreza y la necesidad de 
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generar una respuesta internacional que implique la participación de todos los actores de 
la comunidad productiva en busca del bienestar general.         
 
Posterior a esta Declaración se muestra como referencia el Convenio 81, C81, de 1947 
(138) en el que se aborda la cuestión de la inspección del trabajo. En esta normativa se 
habla del sistema de inspección del trabajo el cual debe velar por que en todos los 
establecimientos industriales se cumplan las disposiciones legales que buscan la 
protección de los trabajadores en el ejercicio de su trabajo en términos de horas de 
trabajo, remuneración, seguridad, higiene y bienestar, empleo de menores, etc. De la 
misma manera, se refieren otras funciones de este sistema de inspección entre las que 
se hallan el manejo de información técnica y la asesoría a empleadores y trabajadores 
para adoptar las disposiciones legales y la comunicación con las autoridades 
competentes acerca de las fallas en que incurre la organización frente a la 
reglamentación establecida. Esta vigilancia debe estar bajo el control de una autoridad 
central o federal según sea el tipo de Estado en el cual se desarrolle tal convenio.          
 
Un hecho cardinal que da cuenta de la importancia del ámbito de la salud laboral en la 
dinámica internacional es la inclusión en la Declaración Universal de los Derechos  
Humanos (aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1948) la cual 
estipula en su artículo 23 el derecho de toda persona al trabajo, a la libre elección de su 
actividad laboral, a condiciones equitativas y satisfactorias en el desarrollo de sus labores 
en términos de la remuneración y de la protección social (31). Desde entonces, los 
Tratados Internacionales en materia de derechos humanos han entendido el derecho a la 
salud de los trabajadores como una directriz primordial.  
 
En 1948 se celebra la Conferencia de Bogotá en la que se origina la Carta    
Internacional americana de garantías sociales, en la que se consagra la protección 
especial del Estado de que goza el trabajo, la garantía de las mejores condiciones 
posibles para los trabajadores en el desarrollo de sus labores sin discriminar el tipo de 
labor ejercida, una retribución igual sin entrar a discriminar por razones de sexo, credo o 
nacionalidad y la extensión de estas potestades a todas las personas de un país ya sean 
nacionales o extranjeros (104). 
 
En este afán de la OIT de ampliar el campo de aplicación del régimen de protección, se 
llega a la norma mínima con que se denomina el Convenio 102 de Seguridad Social 
aprobado en la reunión de 1952, cuyos criterios son los siguientes (137):  
  
1. La obligatoriedad de los países de cumplir determinadas partes del convenio, 
consideradas, desde luego, como fundamentales, y especificándolas en su 
ratificación.  
2. La existencia de excepciones para países insuficientemente desarrollados, pero 
con la obligación de señalarlas específicamente y de efectuar todos los años 
una declaración en la que digan las razones de seguirlas manteniendo. 
3. La posibilidad de ir progresivamente aceptando nuevas obligaciones de las 
partes no especificadas en la ratificación.  
4. Compromiso de otorgar las prestaciones previstas al porcentaje de personas 
cuya protección se asume.  
 
En el año de 1953 se presenta una Recomendación que busca plantear disposiciones en 
torno a la protección de la salud de los trabajadores, R97 (139). En tal precepto se 
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efectúa la invitación a las legislaciones de las diferentes naciones a incluir de manera 
clara los métodos para prevenir, reducir o eliminar los riesgos para la salud presentes  en 
los escenarios laborales. Al respecto, propone algunas medidas entre las que se pueden 
listar la sustitución de sustancias, operaciones o procedimientos peligrosos por otros 
menos nocivos; la protección de los trabajadores de las radiaciones nocivas; la ubicación 
de los trabajos que revisten mayores riesgos en locales o edificios separados ocupando 
el menor número de personas; la utilización de aparatos  herméticos que eviten el 
contacto personal con elementos inseguros; la captación mecánica de los polvos, humos, 
gases, nieblas o vapores nocivos y; la provisión de ropa y equipos de seguridad a los 
individuos para protegerlos frente a los agentes de riesgo. Además, la recomendación 
aborda contenidos como los índices máximos permisibles de sustancias peligrosas, la 
manera de realizar los análisis a los lugares de trabajo, los exámenes médicos al 
personal, la notificación de las enfermedades profesionales y la parte de los primeros 
auxilios que deberían proveerse en los lugares de trabajo frente a la ocurrencia de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.  
 
En 1966 la Asamblea General de las Naciones unidas adopta el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el cual reconoce el derecho de toda 
persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias (Art. 7º). El Pacto 
indica que se deben asegurar al trabajador circunstancias de existencia dignas tanto para 
ellos como para sus familias, un salario equitativo por trabajo de igual valor sin 
distinciones de ninguna clase (por ejemplo género), la seguridad y la higiene en el 
trabajo, igual oportunidad de ascender a una categoría superior de empleo, el descanso, 
el disfrute del tiempo libre, la limitación de las horas de trabajo y las vacaciones pagadas. 
Del mismo modo, el artículo 12 determina que se requiere del mejoramiento de todos los 
aspectos de la seguridad e higiene en el trabajo y del medio ambiente, así como la 
prevención y tratamiento de enfermedades profesionales para que una persona pueda 
disfrutar del más alto nivel de salud física y mental (31).  
 
La Organización Mundial de la Salud, como el estamento global por excelencia que tiene 
como foco de atención el mejoramiento de la salud de la población, también contempla 
en el artículo 2 de su Constitución la función de mejorar las condiciones de trabajo y otros 
aspectos relacionados con la higiene ambiental. En los años 70, La Asamblea Mundial de 
Salud, el cuerpo supremo de la OMS, enfatizó el hecho de que la salud ocupacional es 
parte de la salud pública y el modo en que los servicios de salud ocupacional deben ser 
desarrollados a futuro (Resoluciones WHA 25.63 y 28.73). Además, la Asamblea instó a 
los Estados miembros a estudiar los problemas de salud de los trabajadores, organizar 
capacidad infraestructural, monitorear y proveer cuidado especial a los grupos 
vulnerables y mejorar el reporte de las enfermedades ocupacionales (Resolución 
WHA29.57). La 33 Asamblea Mundial en salud, llevada a cabo en 1980, estableció un 
programa global de acción para apoyar la salud de los trabajadores en los países en 
desarrollo así como para facilitar la transferencia de conocimientos y experiencias desde 
las naciones industrializadas hacia el mundo en desarrollo. De la misma forma, se 
estudiaron ejemplos diversos del rol de los diferentes ministerios en la salud ocupacional 
y en la inspección de los lugares de trabajo (Resolución WHA 33.31) (14).  
 
En el año de 1981, se emite otro convenio de gran relieve para el tema de estudio que 
aquí nos ocupa y es el 155 sobre seguridad y salud de los trabajadores (140). En este 
estatuto se exhorta a los Estados a formular e implementar políticas públicas coherentes 
con la optimización de la salud y seguridad en el medio ambiente de trabajo, buscando 
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prevenir los daños y accidentes de trabajo que tienen como origen el desarrollo de las 
tareas propias de la actividad laboral. Tal política debe considerar diferentes esferas de 
acción entre las que se pueden citar textualmente:  
 
a) Diseño, ensayo, elección, reemplazo, instalación, disposición, utilización y 
mantenimiento de los componentes materiales del trabajo (escenarios de trabajo, 
medio ambiente, herramientas, maquinaria y equipo; sustancias y agentes 
químicos, biológicos y físicos; operaciones y procesos); b) relaciones existentes 
entre los componentes materiales del trabajo y trabajadores y adaptación de la 
maquinaria, del equipo, del tiempo de trabajo, de la organización del trabajo y de 
las operaciones y procesos a las capacidades físicas y mentales de los individuos; 
c) formación, calificaciones y motivación de las personas que intervienen para que 
se alcancen niveles adecuados de seguridad e higiene; d) comunicación y 
cooperación a niveles de grupo de trabajo y de empresa y a todos los niveles 
apropiados hasta el nivel nacional; e) la protección de los trabajadores y de sus 
representantes contra toda medida disciplinaria resultante de acciones 
emprendidas justificadamente por ellos.  
 
Asimismo, la política debe contener de manera explícita las funciones, responsabilidades 
y compromisos de las diferentes partes implicadas como lo son las autoridades públicas, 
los trabajadores, los empleadores y todas las personas interesadas. Otro asunto que se 
menciona en la reglamentación es la necesidad de generar un marco normativo 
suficiente que sirva como escenario para la implementación de dichas iniciativas 
políticas, vigilando su correcta aplicación a través de un sistema de inspección adecuado.   
 
En el artículo 14 del Convenio 155 se contempla el tema de la inclusión de los asuntos 
relativos a la salud y seguridad laboral en todos los niveles de enseñanza, tanto en la 
educación superior técnica, médica y profesional buscando satisfacer las necesidades de 
formación de todos los trabajadores. Igualmente, esta resolución incita a la formulación 
de acciones en el ámbito empresarial para garantizar la seguridad en los lugares de 
trabajo, la maquinaria, el equipo y las operaciones evitando la exposición a riesgos que 
puedan afectar la salud del trabajador.    
 
A mediados de la década de los ochenta, la Organización Internacional del Trabajo se 
pronuncia a través del Convenio 161 sobre los servicios de salud en el trabajo, 1985 
(141), ordenando que este tipo de servicios se orientan a funciones esencialmente 
preventivas y son encargados de asesorar al empleador, a los trabajadores y a sus 
representantes en la empresa acerca de los requerimientos para promover un ambiente 
laboral seguro y sano que favorezca la salud física y mental y en la adaptación del 
trabajo a las capacidades de los individuos, en consideración con su nivel de salud física 
y mental. 
 
Se estipula que los Estados miembros tienen el compromiso de instaurar 
progresivamente servicios de salud en el trabajo para todos los trabajadores, incluidos 
los del sector público y los miembros de las cooperativas de producción, en todas las 
ramas de actividad económica y en todas las empresas, adaptando las disposiciones a 
los riesgos específicos que prevalecen en cada organización. Además, este convenio 
incita a traducir las disposiciones sobre servicios de salud en el trabajo en políticas 
nacionales y a definir los mecanismos para su evaluación periódica.    
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En el Artículo 5 de dicha regulación se definen las funciones que los servicios de salud 
en el trabajo deben ejercer entre las que se encuentran:  a) identificación y evaluación de 
los riesgos que puedan deteriorar la salud en el lugar de trabajo; b) vigilancia de los 
factores de riesgo en el ambiente de trabajo y de las prácticas de trabajo que puedan 
afectar a la salud de los trabajadores; c) asesoramiento sobre la planificación y la 
organización del trabajo, incluido el diseño de los entornos laborales, la selección, el 
mantenimiento y el estado de los equipos y sobre las substancias implicadas en el 
proceso productivo; d) participación en el desarrollo de proyectos para favorecer las 
prácticas de trabajo, así como en las pruebas y la evaluación de nuevos dispositivos; e) 
asesoramiento en materia de salud, de seguridad y de higiene en el trabajo y de 
ergonomía, así como en materia de equipos de protección individual y colectiva; f) 
vigilancia de la salud de los trabajadores en relación con el trabajo; g) fomento de la 
adaptación del trabajo a los trabajadores; h) asistencia en pro de la adopción de 
parámetros y directrices de rehabilitación profesional; i) colaboración en la divulgación de 
informaciones, en la formación y educación en materia de salud e higiene en el trabajo y 
de ergonomía; j) organización de los primeros auxilios y de la atención de urgencia; k) 
tomar parte en el análisis de los accidentes del trabajo y de las enfermedades 
profesionales. 
 
Igualmente, se expresa en el documento que los servicios de salud en el trabajo tienen 
un carácter multidisciplinar y que la composición de este equipo depende del tipo de 
tareas que deban ejecutarse. Otra de las cuestiones llamativas del Convenio es la 
obligación de los servicios de salud en el trabajo y de los empleadores de informar a los 
trabajadores de los riesgos que para la salud representa su trabajo. 
 
También en 1985 y como medida para complementar el convenio anteriormente 
referenciado se formula la Recomendación R171 (142) sobre los servicios de salud en 
el trabajo en donde se expresa algo que ya había sido tocado con antelación y es que 
estos presentan una función esencialmente preventiva. El punto número 4 determina que 
el programa de actividades del servicio de salud en el trabajo tiene que estar en 
correspondencia con la empresa y los problemas específicos en cada una de las ramas 
de la actividad económica. En este apartado se habla de un concepto que no se había 
abordado lo suficiente en el Convenio anterior y es el de la vigilancia del medio ambiente 
de trabajo la cual debería comprender la identificación y valoración de los factores de 
riesgo en el entorno laboral que puedan deteriorar la salud de los trabajadores; la 
evaluación de las condiciones de higiene de trabajo y de los factores de la organización 
del trabajo que puedan engendrar riesgos para la  salud de los individuos; la valoración 
de los medios de protección colectiva e individual; la estimación de la exposición de los 
trabajadores a los elementos nocivos, mediante métodos de control válidos y la 
verificación de los sistemas de control destinados a eliminar o reducir la exposición. 
 
En el punto 8 se ponen a manera de recomendación algunas acciones que los servicios 
de salud en el trabajo deberían seguir entre los que se hallan la vigilancia de la 
exposición de los trabajadores a los riesgos, la supervisión en la disposición de las 
instalaciones sanitarias que utilizan los trabajadores, la asesoría experta referente a las 
posibles incidencias de la utilización de tecnologías en la salud individual, la participación 
en la selección de los elementos de protección individual de los trabajadores contra los 
riesgos profesionales, la colaboración en el análisis de los puestos de trabajo y en la 
organización del trabajo, a fin de garantizar una mejor adaptación a la actividad laboral 
por parte de los trabajadores y la participación en los análisis de los accidentes del 
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trabajo y de las enfermedades profesionales, y en los programas de prevención de 
accidentes. 
 
Igualmente, en esta pauta legal se nombran las valoraciones que son prioritarias al 
pensar en la protección salud de los trabajadores resaltando el valor de evaluar antes de 
la asignación de las tareas específicas de un determinado empleo, durante el desarrollo y 
adaptación del individuo a su rol laboral, después de la reanudación de su labor ante una 
ausencia prolongada por motivos de salud y posterior a la asignación de puestos de 
trabajo que representen riesgos importantes para su bienestar.  
 
La Comunidad Económica Europea, en el año de 1989 adoptó la Directiva Marco 
89/391/CEE, en la cual se proponían medidas para mejorar la seguridad y la salud de los 
trabajadores. Tal iniciativa respondía a los principios contemplados en el Tratado de 
Roma, artículo 118 A, y surge frente a la necesidad de armonizar la legislación laboral de 
los Estados miembros en el escenario de mercado único propuesto por la UE. Esta 
directiva incluye los principios generales de la acción preventiva en la empresa, incluidos 
los derechos y deberes básicos de empresarios y trabajadores y fue la inspiración de 
variadas normativas referidas a riesgos más específicos y a sectores de la economía 
determinados (136). 
 
En el mismo año, concretamente el 30 de Noviembre de 1989, el Consejo de las 
Comunidades Europeas determina a partir de la Directiva Marco 89/654/CEE (143) las 
disposiciones mínimas de seguridad y de salud en los lugares de trabajo, resaltando en 
primera medida una definición que indica que estos espacios son “lugares destinados a 
albergar puestos de trabajo, situados en los edificios de la empresa y/o del 
establecimiento, incluido cualquier otro lugar dentro del área de la empresa y/o del 
establecimiento al que el trabajador tenga acceso en el marco de su trabajo”. En la 
sección II se describen las funciones de los empresarios en la que se destacan la 
disposición adecuada de las vías de circulación para utilizar salidas de emergencia en 
todo momento, el mantenimiento técnico de los lugares de trabajo así como de las 
máquinas y dispositivos, la limpieza oportuna de los escenarios en los que se desarrolla 
la dinámica laboral, etc. De la misma manera, se señala que los trabajadores deben estar 
al tanto de todas las medidas implementadas en los lugares de trabajo. En los anexos se 
maneja de forma mucho más amplia las recomendaciones técnicas que se promueven a 
través de la implementación de la normativa, encontrando asuntos relativos a la 
estabilidad y solidez de las edificaciones, las instalaciones eléctricas, las vías y salidas 
de emergencia, la detección y lucha contra incendios, la ventilación de los lugares 
cerrados, la temperatura, iluminación, suelos, paredes y tejados, entre otros.  
 
La 49ª Asamblea Mundial de Salud, celebrada en el año 1996, dio fuerza a la Estrategia 
Global en Salud Ocupacional Para Todos siendo este el marco político de acción de la 
Organización Mundial de la Salud en el terreno de la salud ocupacional (Resolución WHA 
49.12). Básicamente lo que busca esta iniciativa es incitar a los Estados Miembros a 
generar políticas públicas y fomentar intervenciones que vayan en concordancia con la 
protección y promoción de la salud en el trabajo (14).   
 
En Johannesburgo, año 2002, se reúne la Cumbre Mundial de Desarrollo Sostenible, 
la cual hace la invitación a fortalecer y fomentar el programa de la OMS que tiene como 
propósito la reducción de las muertes, accidentes y enfermedades que tienen un origen 
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laboral, resaltando como fundamental la conexión entre salud ocupacional y promoción 
de la salud como medio para la promoción de la salud pública y la educación (58).   
 
Siguiendo con las reglamentaciones que la Organización Internacional del Trabajo ha 
emitido con el fin de proteger la salud de los trabajadores alrededor del globo, en el 2002, 
se impulsa el protocolo relativo al Convenio sobre seguridad y salud de los 
trabajadores (144), en el que se muestran algunas definiciones que se corresponden 
con temas prioritarios en el ámbito de la salud laboral (artículo 1). Entonces, se 
puntualiza sobre el término accidente del trabajo expresando que tal noción designa los 
eventos ocurridos durante el transcurso del trabajo o en relación con el trabajo que 
ocasionen lesiones mortales o no mortales; la enfermedad profesional es aquella 
contraída por la exposición a factores de riesgo relacionados con la actividad laboral; otra 
idea que se incluye en el protocolo es la de suceso peligroso para hablar de las 
situaciones que, según su definición en la legislación nacional, pueden causar lesiones o 
enfermedades a las personas en su trabajo o al público en general; accidente de trayecto 
son aquellos que se presentan en el recorrido entre el lugar de trabajo y el lugar de 
residencia del trabajador, el sitio en el que el individuo come o el espacio en el que cobra 
su remuneración y que pueden producir la muerte o lesiones corporales significativas.  
 
En este precepto también se abordan otros asuntos de trascendencia para la salud 
laboral como las características de los sistemas de registro y notificación de los eventos 
citados anteriormente, detallando las responsabilidades y compromisos que al respecto 
tienen las autoridades competentes y los empleadores. Además, se refieren  los 
requisitos y requerimientos para llevar a cabo el proceso de notificación, la información 
que debe incluir este registro así como la necesidad de los Estados miembros de publicar 
estadísticas nacionales basadas en las notificaciones.   
 
El 15 de Junio de 2006, La Conferencia General de la Organización Internacional del 
Trabajo adopta el Convenio-C187 (145) sobre el marco promocional para la 
seguridad y salud en el trabajo en el que se tiene como asunto prioritario el programa 
nacional de seguridad y salud en el trabajo. Este programa es aquel que incluye objetivos 
que deben alcanzarse en un plazo determinado, así como las prioridades y medios de 
acción destinados a mejorar la seguridad y salud en el trabajo, y los medios para evaluar 
los progresos realizados. En el artículo 2 de la presente reglamentación se expresa que 
todo los Estados miembros que ratifiquen el Convenio deben propender por mejores 
condiciones de salud y seguridad en el trabajo a partir del desarrollo de una política, un 
sistema y un programa nacionales que vayan orientados a la reducción de las lesiones, 
enfermedades y muertes relacionadas con la actividad laboral. Está política tiene que 
estar en concordancia con algunos principios básicos entre los que se pueden listar la 
evaluación de los riesgos y peligros del trabajo, el control en su origen de los riesgos o 
peligros del trabajo y el desarrollo de una cultura nacional de prevención en materia de 
seguridad y salud que abarque información, consultas y formación. Entre las 
características que debe comprender este programa nacional se tienen que sea 
elaborado y reexaminado sobre la base del análisis de la situación nacional de seguridad 
y salud en el trabajo, que señale de manera clara los objetivos, metas e indicadores de 
progreso y que sea apoyado por otros planes y programas nacionales de carácter 
complementario.   
 
Al mencionar un sistema nacional de seguridad y salud en el trabajo se está hablando de 
la infraestructura que conforma el marco principal para la implementación de la política y 
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los programas nacionales de seguridad y salud en el trabajo. Entonces, tal sistema 
debería incluir a) la legislación, los convenios colectivos y cualquier otro instrumento 
pertinente en materia de seguridad y salud en el trabajo; b) una autoridad u organismo 
responsables de la seguridad y salud en el trabajo, designados de conformidad con la 
legislación y la práctica nacionales; c) mecanismos para garantizar la vigilancia del marco 
legal nacional, incluidos los sistemas de vigilancia, y d) disposiciones para promover en 
el ámbito de la empresa la cooperación y coordinación entre los diferentes actores 
implicados en la dinámica productiva (la dirección, los trabajadores y sus representantes) 
como elemento esencial de las medidas de prevención relacionadas con los entornos 
laborales.  
 
El mismo día en que se emitió el anterior Convenio, la OIT desarrolló la Recomendación 
R197, sobre el marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 que 
complementa el C187 (146). En este sentido, se tomarán los elementos que no habían 
sido considerados de manera extensa en el Convenio y que en esta normativa se 
trabajan para hacer referencia a los mismos. Por ejemplo, en el punto número 3 se habla 
de la función del sistema nacional de propender por la protección de todos los 
trabajadores pero se hace hincapié en aquellas personas que laboran en actividades de 
alto riesgo y en la vulnerabilidad de los individuos que se desempeñan en el sector 
informal de la economía, los migrantes y los jóvenes. Asimismo, en otro apartado se 
indica que es prioritario desarrollar iniciativas para la protección de la seguridad y la salud 
de los trabajadores de ambos sexos, incluida la protección de su salud reproductiva. 
En cuanto al programa nacional de seguridad y salud en el trabajo se determinan otros 
rasgos que el mismo debería manejar entre los que se cuentan que se fundamente en los 
principios de evaluación y gestión de los peligros y riesgos, que determine las prioridades 
de acción a reexaminar y actualizar periódicamente y que se coordine con otros 
programas y planes nacionales como los de salud pública y desarrollo económico. Otro 
asunto que surge en la Recomendación es el del perfil nacional de la situación de 
seguridad y salud en el trabajo el cual contiene información sobre la legislación 
correspondiente al tema de seguridad y salud en el trabajo, las autoridades responsables 
de este ámbito, los mecanismos de vigilancia y sistemas de inspección, las disposiciones 
para promover la cooperación entre los empleadores y los trabajadores, el órgano 
consultivo tripartito de nivel nacional, los servicios de información y asesoramiento en la 
materia, la formación y educación al respecto, los servicios de salud en el trabajo, la 
investigación en seguridad y salud en el trabajo, el mecanismo para la recopilación y el 
análisis de los datos de las lesiones y enfermedades profesionales y sus causas, las 
disposiciones de colaboración con los regímenes pertinentes de seguro o de seguridad 
social y los mecanismos de apoyo para la mejora progresiva de las condiciones de 
seguridad y salud en el trabajo en las microempresas, en las pequeñas y medianas 
empresas y en la economía informal.  
En el año 2007, La 60 Asamblea Mundial de Salud expresa su preocupación ante el 
hecho de que a pesar de que se han realizado esfuerzos importantes con miras al 
mejoramiento del contexto laboral de las personas todavía persisten diferencias 
significativas en los estatus de salud de los trabajadores entre y dentro de los países lo 
cual se expresa en una exposición diferencial a los riesgos ocupacionales y en su acceso 
a los servicios de salud ocupacional. Ante tal problemática, en el marco de esta 
Asamblea se aprueba el Plan Global de Acción sobre la Salud de los Trabajadores 2008-
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2017 el cual expresa de manera enfática que la salud de los trabajadores es un 
prerrequisito esencial para el progreso económico y productivo (Resolución WHA60.26) 
(14).  
Este plan provee un nuevo marco de política de acción concertada para proteger, 
promover y mejorar la salud de las personas en su ámbito laboral incluyendo todos los 
aspectos de la salud laboral, entre los que se hallan la prevención primaria de todos los 
riesgos ocupacionales, la protección y promoción de la salud en el trabajo, las 
condiciones de empleo y el mejoramiento de la respuesta de los sistemas de salud de los 
trabajadores. Las prioridades del Plan de Acción Global son: 1) Diseñar e implementar 
instrumentos de política para la salud de los trabajadores; 2) proteger y promover la salud 
en el sitio de trabajo; 3) mejorar el desempeño y el acceso a los servicios de salud 
ocupacional; 4) generar y comunicar evidencia para la acción y la práctica; y 5) incorporar 
la salud de los trabajadores dentro de otras políticas (14). De esta manera las acciones 
de la OMS sobre la salud de los trabajadores se presentan en sintonía con la agenda de 
salud global orientada hacia la seguridad en salud, los cambios climáticos y los Objetivos 
para el Desarrollo del Milenio. Unas metas globales que para hacerse realidad se vuelve 
en prioritario romper el círculo vicioso entre pobreza, condiciones riesgosas de trabajo y 
mala salud, eliminación de labores peligrosas para los niños, promoción de la salud de la 
mujer y protección de la salud reproductiva en el trabajo, así como combatir VIH SIDA, 
Malaria y  otras enfermedades en los lugares de trabajo (14).  
 
Uno de los objetivos era incitar a los Estados miembros a diseñar y poner en marcha 
políticas y planes nacionales concertados con los trabajadores, empleadores y sus 
organizaciones buscando la cobertura de todas las personas, incluyendo los de la 
economía informal, las empresas medianas y pequeñas, los agricultores y trabajadores 
migrantes con intervenciones primordiales y servicios básicos de salud ocupacional para 
prevención primaria de enfermedades y accidentes relacionados con las actividades 
laborales. Del mismo modo, se hizo un llamado a tener en consideración los efectos para  
la salud y el ambiente de las actividades industriales y a incorporar las cuestiones 
relativas a la salud y seguridad en el trabajo en las políticas de desarrollo sostenible, 
reducción de la pobreza, empleo y educación (14). Esta última recomendación es un 
incentivo para articular los programas nacionales de salud que sean relevantes para la 
salud de los trabajadores entre los que se presentan los de salud ocupacional, 
enfermedades transmisibles y crónicas, promoción de la salud, salud mental, salud 
ambiental y desarrollo de sistemas de salud.  
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6. Metodología 
 
El trabajo de grado planteado en las presentes líneas se ajusta a la metodología de 
investigación documental siendo que se trata de la recopilación metódica, ordenada y 
sistemática de información relacionada con el tema de estudio tomando como insumo 
primordial el material bibliográfico de libros, revistas, archivos físicos y electrónicos, 
leyes, etc., de manera que se extraiga de tales escritos los principales aportes para 
analizarlos y presentarlos coherentemente.  
 
Entre estos documentos el principal referente es la legislación emitida en materia de 
seguridad social, riesgos profesionales y salud ocupacional construyendo una 
recopilación de las leyes, resoluciones, decretos, acuerdos, etc., desde la Constitución de 
1886 hasta las reglamentaciones que mantienen vigencia hasta nuestros tiempos y que 
cimentan el Sistema General de Riesgos Profesionales. Así mismo se hizo una 
exploración en medios físicos y electrónicos en los que se identificaron artículos, ensayos 
y opiniones acerca de esta normativa emitida resaltando información sobre lo que es la 
salud ocupacional, los riesgos profesionales, accidentes de trabajo, enfermedades 
profesionales, derecho del trabajo, seguridad social y de las posibles interpretaciones  
que se le dieron a este marco normativo desde la perspectiva de diferentes autores 
especializados. El esquema que servirá de guía para entender la progresión de las fases 
implicadas en el proceso de investigación documental se exponen a continuación a partir 
de la presente figura. 
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Figura 6-1: Etapas de la investigación documental (147) 
 
Seleccionar el tema 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Rechazar Replantea
rarara 
Precisar y analizar el tema 
Seleccionar o construir el plan de trabajo 
Conocer las fuentes de información y su organización 
Recolectar y seleccionar el material bibliográfico 
Elaborar las fichas bibliográficas 
Revisar y Organizar las fichas 
Lectura profunda de los materiales bibliográficos 
Elaborar las fichas de Trabajo 
Revisar, Organizar y Clasificar las fichas de trabajo 
Replantear 
Elaborar el índice de temas 
Redactar el borrador 
Revisar y corregir la calidad del contenido  
Elaborar conclusiones, Recomendaciones, Introducción, Bibliografía 
Corrección redacción, formato, estilo y ortografía 
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Esta indagación comenzó con una pesquisa en medios electrónicos en la Scientific 
Electronic Library Online (SCIELO) y en la base de datos J-STOR empleando los 
términos en español salud ocupacional, salud en el trabajo, relación de trabajo, derecho 
del trabajo, responsabilidad social empresarial, seguridad social, accidente de trabajo, 
seguro social, Colombia, riesgos profesionales, con sus respectivas combinaciones. 
Posteriormente se lleva a cabo la búsqueda en google académico  manejando los 
mismos vocablos de indagación y teniendo como propósito la identificación del material 
electrónico más acorde para la realización del proyecto. Igualmente se recurre a sitios 
oficiales de entidades tanto nacionales como internacionales especializadas en el terreno 
de los riesgos profesionales y la salud ocupacional como son la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), Organización Panamericana de la Salud (OPS), 
Organización Iberoamericana de Seguridad Social (OISS), la Asociación Internacional de 
Seguridad Social (AISS), el Ministerio de Protección Social rescatando los documentos 
que mayor utilidad presenten. De estas búsquedas se selecciona el material que se 
acopla de manera más precisa al objeto de estudio de acuerdo al título efectuando un 
listado de las referencias más importantes. Si bien se reconoce que los elementos de la 
bibliografía que ostentan una aproximación más exacta a la presente propuesta se hallan 
en archivo físico, las referencias electrónicas se muestran como válidas y resultan útiles 
para formular un panorama que permitirá determinar la pertinencia de los documentos 
que se hallan en la red. Ante estas listas se opta por leer los abstracts (resúmenes) para 
los artículos científicos o el prólogo o descripciones de los libros  para determinar si su 
contenido se acerca al propósito de este trabajo y se seleccionan los que serán tomados 
para una lectura más profunda.         
 
Consecutivamente se efectúa la búsqueda en los catálogos bibliográficos de la Biblioteca 
Central de la Universidad Nacional de Colombia sede Bogotá, la Biblioteca Luis Ángel 
Arango, la Biblioteca Pública Virgilio Barco, la Biblioteca Pública Manuel Zapata Olivella 
(El Tintal), la biblioteca especializada del Colegio de Abogados del Trabajo y la 
Hemeroteca Nacional empleando para la pesquisa los vocablos que ya han sido 
sugeridos para la indagación virtual. Se sigue la misma dinámica emprendida con los 
documentos electrónicos formalizando una lista de los escritos con mayor trascendencia 
y siendo que en la mayor parte se trata de libros, se hace una lectura superficial del 
prólogo y la lista de contenidos para establecer que se trata de una contribución valiosa 
al objeto de estudio. En esta perspectiva sobresalen obras que cobran gran significado 
las cuales fueron consultadas en su totalidad como “La Seguridad Social en Colombia” 
de Jesús María Rengifo, El “Código de Salud Ocupacional” del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social (Instituto de Seguros Sociales, 1990), “El Derecho Colombiano de la 
Seguridad Social” de Gerardo Arenas Monsalve, “Derecho Laboral Aplicado” de Germán 
Isaza Cadavid y “El Derecho del Trabajo y La Seguridad Social” del Colegio de Abogados 
del Trabajo. De otros textos sólo se tomarán los capítulos que tienen alguna relevancia 
con referencia al ámbito de salud ocupacional y riesgos profesionales en la estructura de 
la seguridad social.  
 
Se procedió a la revisión completa de la Revista Actualidad Laboral, desde el primer 
número hasta el número 99, ya que es una de las publicaciones más representativas 
formuladas en el contexto colombiano en derecho laboral, seguridad social y riesgos 
profesionales, incluyendo artículos publicados desde el año de 1984 seleccionando los 
más importantes para tomarles fotocopia; este mismo proceso se hace extensivo hacia 
otro medio de circulación de gran trayectoria como lo es la Revista de Derecho Social 
producida por el Colegio de Abogados del Trabajo teniendo la oportunidad de examinar 
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todos sus números desde el primero hasta el número 55. Se vuelve a realizar el proceso 
de selección considerando el título de los mismos como estándar de calificación y la 
posterior lectura del resumen por lo que se eligen a los que se les realizará un proceso 
de lectura profunda.  
 
Al listado de las referencias obtenidas de los diferentes medios electrónicos y físicos se 
les perpetra un proceso de lectura exploratoria para establecer la claridad de las 
contribuciones y determinar si vale la pena incluirlos en el listado definitivo de los 
documentos que harán parte del cuerpo de bibliografía que servirá de base para formular 
el documento final. Estas recomendaciones también se prolongan al conjunto de 
normativas recopiladas en seguridad social, riesgos profesionales y salud ocupacional 
siendo que se busca estipular las que trabajan de manera textual este campo 
materializando un listado definitivo de las mismas.     
 
Se continúa con la etapa de lectura más profunda, reflexiva y analítica tanto de las 
normativas compiladas como de los textos (electrónicos y físicos) señalando los datos e 
ideas más relevantes mediante la técnica de subrayado. Con base en tales referencias 
visuales se construye lo que será el resumen de cada texto que se consigna en la ficha 
bibliográfica de manera que cada escrito tenga la información básica consignada en este 
tipo de instrumentos.   
 
Estas fichas bibliográficas se manejaran por medio del software Mendeley que es un 
programa gratuito de manejo de referencias a partir del cual es posible organizar de 
manera sistemática los textos que se han seleccionado como cuerpo bibliográfico para 
realizar la investigación propuesta. Para registrar la información básica de cada 
documento, el formato del software incluye una pestaña en la cual es posible seleccionar 
el tipo de texto al que se le formulará la ficha entre artículo de revista, libro, capítulo de 
libro, estatuto, etc. En las fichas de los libros se incluyen datos básicos de la obra como 
el título del libro, los autores del mismo, el año en el cual fue publicado, las páginas del 
texto, el resumen, las palabras claves, ciudad, edición, editores, el Uniform Resource 
Locator (URL) y el International Standard Book Number (ISBN) completando los campos 
correspondientes. Para las revistas se comprende primero el nombre del artículo, el autor 
o autores del mismo, el nombre de la revista o periódico, el año de publicación, el 
volumen y el número del material, un espacio para el abstract, las etiquetas y las 
palabras claves y cuando se trata de una publicación electrónica se coloca el URL de la 
página correspondiente. Para las leyes o estatutos también existe una pestaña que 
sugiere los espacios que debe contener dicha ficha entre los que se enumeran el nombre 
de la ley, los proponentes de la normativa, el año de publicación, un espacio para el 
resumen, las palabras claves y las etiquetas, una zona para colocar el número que 
identifica la ley, país y el Código URL para reglamentaciones consultadas y descargadas 
de internet. Además del área para colocar la información básica de los textos 
introducidos al software, existe una pestaña denominada notes la cual es de libre 
utilización para colocar los apuntes que se crea necesarios, que en esta ocasión se 
utilizó para registrar las citas textuales más importantes de este escrito, el resumen de 
algunos puntos y temáticas trabajadas dentro del texto y las opiniones que el investigador 
crea convenientes para retomar en el documento final.  
 
Las reglamentaciones y estatutos revisados serán analizados considerando el elemento 
o materia principal que se encarguen de regular relacionado con la materia de los riesgos 
profesionales o la salud ocupacional, si tales preceptivas incluyen los referentes 
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conceptuales de accidente de trabajo y enfermedad profesional, si se encuentra alguna 
referencia a la prevención de tales contingencias laborales en la ley, las 
responsabilidades y competencias de las instancias gubernamentales así como de los 
diferentes componentes de la sociedad en la garantía del cumplimiento de lo dispuesto 
en la normativa, la existencia de un sistema de respuesta ante los riesgos profesionales 
que contemple las consecuencias derivadas de tales infortunios, las prestaciones 
asistenciales y económicas a que tienen derecho los trabajadores y los responsables de 
garantizar dichos beneficios prestacionales.     
 
Teniendo la enunciación de las principales ideas y conceptos incluidos en las fichas 
bibliográficas, se procedió a la elaboración de las fichas de contenido las cuales se 
construyeron tomando como base los tópicos específicos que se trabajarían en la 
estructura del documento final integrando todos los aportes hallados acerca de una 
materia de estudio.  En este caso no se hace un límite en la extensión de estas fichas 
sino que depende de la cantidad de material encontrado, manejando en su contenido 
tanto comentarios personales, citas textuales tomadas de los libros, revistas, archivos 
físicos y electrónicos así como resúmenes de algunos fragmentos de las obras en los 
que se hace una interpretación personal de lo que el autor quiso expresar. Se lleva a 
cabo la lectura cuidadosa de tales fichas de trabajo con la finalidad de identificar los 
datos redundantes y eliminarlos así como reconocer los vacíos que existen en la 
información necesaria para plantear el trabajo final con el fin de completarlos.   
 
Cuando se cuenta con la información suficiente y necesaria en las diferentes temáticas 
planteadas se ordenan las fichas de contenido y se le da una estructura coherente en el 
apartado de desarrollo que para este trabajo es la evolución normativa en riesgos 
profesionales y salud ocupacional desde el punto de vista del derecho del trabajo, la 
seguridad social y la salud pública. Este último acápite del desarrollo contempla como eje 
estructural las etapas por las cuales ha atravesado la seguridad social colombiana como 
marco contextual de la legislación social emitida en dichos períodos por lo que se 
organizará cada uno de los referentes normativos en forma cronológica comenzando, por 
las contribuciones más antiguas hasta llegar a las que mayor cercanía tienen con nuestro 
tiempo presente. Estas etapas, que se convertirán en los subcapítulos propuestos en el 
trabajo son las siguientes:  
 
 PERÍODO DE DISPERSIÓN que va desde el nacimiento de la República hasta 
1945.  
 PERÍODO DE ORGANIZACIÓN DEL SISTEMA DE SEGUROS SOCIALES: Desde 
1945 Hasta 1967.  
 PERÍODO DE EXPANSIÓN DE LOS SEGUROS SOCIALES: Desde 1967 hasta 
1977.  
 PERÍODO DE CAMBIOS, RECTIFICACIONES Y CRISIS: Desde 1977 hasta 1990. 
 PERÍODO DE REFORMAS ESTRUCTURALES: Desde 1990 hasta nuestros días.  
 
Cada etapa de la seguridad social se convierte en un apartado que se halla dividido en 
dos secciones una que se denomina características de esta etapa, que incluye un 
análisis de los cambios institucionales y las reformas que se presentaron en el ámbito 
nacional en la dinámica de la legislación social y la seguridad social y de cómo estas 
transformaciones se ven reflejadas en la respuesta normativa formulada en el terreno de 
los riesgos profesionales y la salud ocupacional. La otra sección se designa referencia a 
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la parte de salud laboral donde se analizan de manera profunda cada una de las 
reglamentaciones propuestas en el tema de estudio, presentando sus principales 
características y realizándole una lectura crítica al objeto de estudio al cual se dedican.  
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7. Desarrollo histórico en la normativa 
referente  a Riesgos Profesionales y 
Salud Ocupacional desde el Derecho 
del Trabajo, la Seguridad Social y la 
Salud Pública 
En su artículo “Riesgos laborales y Salud Ocupacional”, el profesor Gerardo Arenas (148) 
refiere una fórmula que se convierte en eje de la propuesta expuesta en las siguientes 
líneas al señalar que el estudio del desarrollo legislativo de la salud ocupacional debe 
tomar como punto de partida la identificación de la secuencia lógica de la materia. Esta 
invitación es la motivación principal para realizar el siguiente trabajo siendo que el 
reconocimiento de aquellos referentes que van a dar forma a lo que hoy se entiende 
como salud ocupacional y que son base para la estructuración de un Sistema General de 
Riesgos Profesionales responsable de garantizar condiciones óptimas para los 
trabajadores nacionales, genera la posibilidad de hacer un juicio más autorizado sobre el 
contexto contemporáneo partiendo de las formas y métodos que han sido ensayados a lo 
largo de la historia en nuestro país sobre el tema de estudio. Lo histórico nos permite 
poner de relieve que esta preocupación por la salud laboral no es un asunto de la 
actualidad sino que siempre ha estado dentro de las preocupaciones del ser humano, 
quien tiene al trabajo como base de la sociedad en la que vive y como eje estructurador 
de su evolución como especie y su adaptación al entorno en el que se desenvuelve.  
 
La legislación se convierte en ese mapa de ruta que da cuenta de las cuestiones y 
problemáticas sociales que emergen en determinado período de tiempo y que son 
consideradas por el legislador como fundamentales por lo que este marco normativo 
fórmula respuestas orientadas a solucionar tal dinámica, define los responsables de 
llevar a cabo determinadas acciones y estipula las consecuencias de incumplir las 
conductas socialmente aceptadas. Normativa que en el caso de la salud ocupacional se 
remite desde los comienzos del siglo XX y que llega hasta el período actual con el 
Sistema General de Riesgos Profesionales como materialización de toda esa trayectoria 
histórica la cual es necesario conocer para determinar que tanto se ha avanzado y si esta 
fórmula contemporánea efectivamente responde al propósito de garantizar las mejores 
condiciones posibles de trabajo para los trabajadores colombianos. En este contexto 
también es posible observar la forma como el Estado ha entendido el asunto en cuestión 
y hasta qué punto llega su responsabilidad considerando que se trata de aquel ente 
encargado de que los integrantes de la sociedad tengan un nivel de bienestar óptimo en 
su dinámica no sólo laboral sino social.  
 
En esta medida, y pensando en la construcción de este devenir temporal, no tendría 
ningún sentido describir o citar las referencias normativas más importantes tales como la 
Ley 9 de 1979, el Decreto 614 de 1984, la Resolución 1016 de 1989 o el Decreto 1295 de 
1994 si no se estudia el proceso por el que transitó en Colombia el tema de los riesgos 
profesionales y de la salud ocupacional para configurarse en estos hitos. Por eso, en este 
caso se optará por trabajar dichas nociones desde una perspectiva histórica en donde se 
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vuelve referencia obligada los esquemas derivados del derecho del trabajo y las 
propuestas desde el punto de vista de la seguridad social, siendo que esta problemática 
fue abordada dentro del marco de estos mecanismos de satisfacción de necesidades 
sociales. De hecho, es en el derecho del trabajo y posteriormente en la seguridad social 
donde se nota esa preocupación inicial  por cubrir las contingencias que pueden sufrir las 
personas en el desarrollo de sus actividades laborales y que pueden limitar su capacidad 
para ganarse la vida con su propio esfuerzo. Es en estas estructuras donde se comienza 
a hablar de prevención como paradigma de lo que debe ser un sistema de riesgos 
profesionales en los que antes que reparar, la preocupación debe centrarse en la no 
ocurrencia de aquellos infortunios laborales que tienen consecuencias catastróficas tanto 
a nivel individual así como para el conjunto de la sociedad.   
 
Esta proximidad entre el ámbito de la salud laboral con los cánones del derecho social   
ha originado que la normativa haya tenido tradicionalmente como objeto de protección el 
trabajo asalariado, en el contexto empresarial formal, en el cual el trabajador se halla 
bajo la subordinación de un empleador y que tiene al contrato de trabajo como la 
plasmación de la relación laboral existente entre las partes. Aunque esta visión ha sido la 
predominante, han sido formuladas otras iniciativas desde campos como la salud pública 
que se configuran en normativas como la Ley 9 de 1979, que tienen como punto de 
partida una concepción más amplia de lo que debe ser la salud ocupacional y que tratan 
de llevar dichos principios a todos los espacios laborales para favorecer la salud y el 
bienestar de los trabajadores en actividades del sector tanto formal como informal. 
 
Entonces, en las siguientes líneas se tratará de construir un escenario en el que sea 
factible observar cómo surgió a nivel nacional la preocupación por el tema de la 
prevención de los riesgos profesionales, como ha ido mutando este entendimiento a lo 
largo del tiempo en el país, cuando se puede hablar de salud ocupacional propiamente y 
quiénes son los actores implicados desde el punto de vista de la responsabilidad. Del 
mismo modo, se realizará una discriminación entre aquella normativa emanada desde el 
punto de vista del derecho del trabajo y la legislación que sigue un espíritu más salubrista 
para marcar las similitudes y diferencias fundamentales entre cada enfoque, observar 
cuál fue la noción predominante en determinado momento histórico y como se convierten 
en antecedentes de lo que va a configurar el Sistema General de Riesgos Profesionales. 
Por último, la revisión planteada busca producir un concepto crítico acerca del Sistema 
General de Riesgos Profesionales y de si verdaderamente es la mejor fórmula histórica 
ideada para responder a las necesidades en salud ocupacional que tienen los 
trabajadores en nuestro país.  
 
Considerando el hecho que una parte importante de la legislación emanada que se 
ocupa del ámbito de la seguridad y salud en el trabajo y de los riesgos profesionales ha 
surgido en el contexto y ha tenido un desarrollo conjunto con las etapas seguidas por la 
seguridad social, se va a tomar la propuesta del profesor Jesús María Rengifo y las ideas 
de Gerardo Arenas para presentar los principales hitos normativos en riesgos 
profesionales y en salud ocupacional dentro del esquema de los períodos de la seguridad 
social que ellos contemplan en sus obras. Entonces, esta presentación comprenderá la 
información relativa al marco normativo tomando como base los siguientes 
períodos(120), (122), (137), (149):   
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 PERÍODO DE DISPERSIÓN que va desde el nacimiento de la República hasta 
1945.  
 PERÍODO DE ORGANIZACIÓN DEL SISTEMA DE SEGUROS SOCIALES: Desde 
1945 Hasta 1967.  
 PERÍODO DE EXPANSIÓN DE LOS SEGUROS SOCIALES: Desde 1967 hasta 
1977.  
 PERÍODO DE CAMBIOS, RECTIFICACIONES Y CRISIS: Desde 1977 hasta 1990. 
 PERÍODO DE REFORMAS ESTRUCTURALES: Desde 1990 hasta nuestros días.  
 
Este arsenal normativo, al que se hará referencia en las siguientes líneas, incluye la 
reglamentación relacionada con la seguridad e higiene industrial en la cual se trabajan 
las nociones de prevención de riesgos que buscan evitar la ocurrencia de accidentes 
laborales y enfermedades profesionales en los lugares de trabajo. En las normas sobre  
la cuestión de salud en el trabajo también se hallan principios y recomendaciones que 
van encaminadas a la identificación y atención de los infortunios que se desencadenen 
en el lugar de trabajo cuando aquellos preceptos preventivos no son capaces de evitar la 
materialización del riesgo y es necesario garantizarle a la persona prestaciones 
asistenciales de calidad en términos de que su integridad sea conservada. Del mismo 
modo, la legislación en la materia también aborda la cuestión de la reparación de las 
consecuencias, temporales o definitivas, de los accidentes y enfermedades laborales 
como compensación que intenta retribuir las limitaciones en la capacidad laboral que 
sufra el individuo después de un acontecimiento catastrófico relacionado con su labor 
productiva (148).  
 
La diferenciación que se propone con respecto al sentido que tienen las acciones 
propuestas en la normativa de salud en el trabajo conlleva a que se puedan atribuir 
obligaciones particulares para los actores implicados en la dinámica productiva, quienes 
desde su lugar particular, tienen que asumir ciertos compromisos en pro de favorecer la 
salud ocupacional del conjunto de trabajadores de la sociedad. Por ejemplo, las 
cuestiones relacionadas con la prevención de los riesgos derivados de la actividad 
laboral han sido asignadas tradicionalmente al dueño de la actividad laboral (patrono) 
siendo que este personaje es aquel que dirige la dinámica productiva al interior de la 
empresa. En caso de que se configure un riesgo y se presente la ocurrencia de un 
accidente o de una enfermedad profesional, la legislación adjudica esa carga a la entidad 
de seguridad social a la que se encuentre afiliado el trabajador, excepto cuando no exista 
tal inscripción en donde el compromiso recaería sobre el ente empresarial; igualmente la 
responsabilidad por la reparación de las secuelas y daños derivados del infortunio laboral 
se adjudica a la entidad de seguridad social a la que se halla adscrita la persona aunque 
este compromiso puede extenderse cuando se comprueba la culpa patronal en el suceso 
desafortunado (148). 
 
La labor estatal es la de garantizar que el marco normativo propuesto sea cumplido a 
cabalidad en términos de promover las mejores condiciones posibles para los 
trabajadores que ese Estado defiende. Para lograr el compromiso de todos los actores 
sociales en el ámbito de la salud laboral, se promulga una normatividad con un carácter 
heteronómico ya que se impone sobre la voluntad de los destinatarios de la misma 
siendo que prevalece el interés social de proteger la salud de los trabajadores para 
ayudar a disminuir los costos asociados a reparaciones por infortunios laborales, 
optimizar la productividad laboral y favorecer un clima adecuado en las relaciones 
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laborales en la empresa como motores de progreso tanto nacional como internacional 
(135). 
 
Teniendo en mente las características citadas con antelación, se arrancará esta 
exposición con el primer período de la seguridad social referido por Rengifo y Arenas, el 
cual se va a denominar período de Dispersión y que se extiende desde el nacimiento de 
la República hasta el año de 1945. Posteriormente se seguirá un esquema similar al 
planteado en la figura 7.1 en la cual se toman las etapas de la seguridad social como eje 
ordenador de la legislación en riesgos profesionales y salud ocupacional.  
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Figura 7-1: Periodización propuesta de la legislación en riesgos profesionales y salud 
ocupacional.  
 
 
PERÍODO DE 
DISPERSIÓN 
(Fundación República-
1945) 
•Constitución de 1886 
•Ley 57 de 1915 
•ley 129 de 1931 
•Decreto 2350 de 1944 
 
 
PERÍODO DE 
ORGANIZACIÓN 
DEL SISTEMA 
(1945-1967) 
 
•Ley 6 de 1945 
•Ley 90 de 1946 
•Código Sustantivo del Trabajo 
•Decreto 3169 de 1964 
•Decreto 3170 de 1964 
PERÍODO DE 
EXPANSIÓN DE S.S 
(1967-1977) 
•Decreto 3135 de 1968 
•Decreto 1848 de 1969  
•Decreto-ley 433 de 1971  
PERÍODO DE 
CAMBIOS Y CRISIS 
(1977-1990) 
•Decreto 1650 de 1977  
•Ley 9 de 1979 
•Resolución 2400 de 1979 Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
•Decreto 586 del 25 de Febrero de 1983  
•Decreto 614 de 1984  
•Resolución 2013 de 1986  
•Resolución 1016 de 1989 
 
 
PERÍODO DE 
REFORMAS 
ESTRUCTURALES 
(1990-Hasta 
nuestros días) 
 
•Ley 50 de 1990 
•Constitución Política de 1991 
•Ley 100 de 1993 
•Decreto 1295 de 1994 
• Decreto 205 de 2003  
•Ley 776 de 2002 
•Decreto 2800 de 2003 
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7.1. Período de dispersión: hasta 1945  
7.1.1. Características de esta etapa  
 
En primera instancia, y en términos de facilitar la comprensión del contexto en el cual se 
producen los desarrollos legislativos en el tema de nuestro interés, se efectuará una 
descripción superficial de los rasgos característicos que ostentó este período, como 
aquel antecedente primario de lo que va a constituir la seguridad social colombiana, para 
concentrarse después en el surgimiento de la legislación inicial en riesgos profesionales 
que va a dar pie a todos los desarrollos normativos a lo largo del siglo y que van a 
configurar lo que se entiende por salud ocupacional y la forma como ha sido 
implementada en nuestro país.   
 
Siendo que esta etapa se extiende desde el mismo nacimiento de la República es allí 
donde se debe dirigir la mirada en primera instancia para encontrar ese origen de lo que 
va a constituir la seguridad social, por lo que varios autores (137), (150), le otorgan el 
crédito a Simón Bolívar de haber acuñado el término y promueven que esta fue la 
primera insinuación de lo que será este sistema de previsión social en el futuro. En el 
discurso que el libertador impartió en el Congreso de Angostura en 1819 señalaba que 
“el sistema de gobierno más perfecto es el que comporta mayor cantidad de bienestar, de 
seguridad social, y de estabilidad política”. Aun cuando las palabras empleadas pueden 
ser las mismas, lo que el caudillo quería reseñar era una seguridad de tipo militar y 
policial y no la concepción que se maneja en el tiempo presente que habla de la 
seguridad social como un mecanismo de protección que va dirigido a satisfacer las 
necesidades sociales de todos los miembros de la sociedad, desde su nacimiento hasta 
su muerte, y en la que la participación estatal cobra un papel relevante (137).  
 
En ese proceso de consolidación de lo que es el Estado colombiano, emerge la 
preocupación pública por sistematizar y engendrar normativas que vayan encaminadas a 
la protección de lo que son sus ciudadanos y, en este caso particular, en términos de la 
salvaguardia frente a las contingencias que puedan llevarlo a estados de necesidad. 
Efectivamente se elaboran estatutos que van en concordancia con esta noción de 
seguridad social pero estas primeras producciones no tienen una articulación ni 
responden a un proyecto planificado sino que son respuestas estatales que surgen de las 
coyunturas económicas, políticas y sociales de la época ya que ni siquiera existen entes 
especializados en la materia para desarrollar los programas propuestos (117), (149), 
(151).  
 
Como bien lo referencia Arenas (149), en este estadio, ante la ausencia de un esquema 
de planificación estatal, son los gremios y asociaciones particulares los que toman la 
batuta en la formulación de beneficios sociales, sobresaliendo la colectividad de los 
militares quienes crean compensaciones y pensiones para las familias de aquellos 
miembros que fallecieran en el ejercicio de su labor por actos heroicos. Una combinación 
de beneficios asistenciales y prácticas mutuales que restringen la protección social a 
grupos específicos y que le confieren a esta primera etapa una naturaleza esencialmente 
castrense. En tal perspectiva, no sorprende que la primera entidad de seguridad social 
formalmente organizada en el país haya sido la Caja de Sueldos de Retiro de las Fuerzas 
Militares como un esfuerzo estatal por garantizar en forma permanente prestaciones a 
favor de los miembros de la organización militar (Ley 75 de 1925).      
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Subsiguientemente, este esbozo primario de legislación social comienza a incorporar 
dentro de su protección a los trabajadores civiles del sector oficial y con el tiempo va 
dando paso a la reglamentación de los asalariados representados en ciertos gremios 
artesanales y organizaciones obreras (149). La normativa propuesta toma como objeto 
de protección el trabajo asalariado por lo que las regulaciones tienen el sello del derecho 
laboral ya que van orientadas hacia ese trabajador que se halla bajo la subordinación de 
un tercero, que labora por cuenta ajena y que está comprometido con una organización 
empresarial por un contrato laboral.  
 
Esta circunstancia da cuenta del carácter limitado y restrictivo de la legislación emitida 
durante este período siendo que, en un primer momento, su protección únicamente se 
brindaba a los miembros productivos del sector oficial y posteriormente sólo alcanza a 
llegar a los trabajadores asalariados, dejando por fuera de su amparo a una cantidad 
significativa de personas que desempeñan actividades diversas en el contexto de la 
informalidad y que están sujetos a contingencias sociales que pueden limitar tanto su 
capacidad laboral como su calidad de vida. Este antecedente es una muestra del talante 
estratificado y fragmentario que ha tenido la seguridad social colombiana a lo largo de su 
historia y que, aún en nuestros días, podemos comprobar por lo que toma valor identificar 
estos puntos neurálgicos para cambiar este devenir que ha afectado y sigue afectando a 
millones de colombianos que no tienen ningún tipo de auxilio. Para ejemplificar este 
argumento, se hace patente la tendencia de varios preceptos legales, como las leyes de 
auxilio por enfermedad, por distinguir categorías de trabajador entre empleados y obreros 
siendo que los beneficios sociales y laborales sólo se extendían a los primeros (149), 
(152).  
 
Como bien se indicó en líneas anteriores, en esta fase se realizan los esfuerzos iniciales 
por formular e implementar leyes en temas como pensiones, maternidad, sindicatos, 
riesgos profesionales, salarios durante la incapacidad, etc., para grupos poblacionales 
específicos como los enfermos de lepra, los trabajadores de los ferrocarriles, tranvías, 
funiculares y cables aéreos, los trabajadores petroleros y de la construcción y los 
trabajadores de las comunicaciones con la creación de la Caja de Previsión de 
Comunicaciones (Caprecom) (120). Es un marco legal que surge tanto de las luchas 
obreras que se orientan hacia la reivindicación social del trabajador en el marco del 
trabajo industrial como del accionar humanitario del Estado quien comienza a atender a 
las voces de los ciudadanos a los que defiende como garante del interés social (149).     
 
Sin embargo, y partiendo de la carencia de entidades especializadas en la gestión y 
administración de este tipo de mecanismos de protección a los que se refería el marco 
normativo, es el empleador o el dueño de la actividad empresarial el sujeto a quien se le 
atribuye la responsabilidad por todas las contingencias que sobrellevase el trabajador en 
el desarrollo de su dinámica laboral (116). En este contexto, se hace manifiesto que esa 
seguridad social primitiva toma como punto de apoyo el derecho laboral ya que requiere 
de la figura de un empleador para garantizar las prestaciones asistenciales y económicas 
que requeriría el trabajador cuando ve mermada su capacidad laboral, lo que le da el 
carácter de privado a esta protección siendo que la intervención estatal se ve restringida 
a emitir un marco regulador que muchas veces no tiene ninguna aplicación en el ámbito 
empresarial. 
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En sintonía con lo anterior y como parte de una política social más amplia y ambiciosa 
con la cual garantizar a los miembros de la sociedad la posibilidad de hacer frente a las 
contingencias sociales que pueden aquejarlos, surge la iniciativa de crear una institución 
de previsión social en la cual recaigan las cuestiones relativas al tema de la seguridad 
social (116). Esa preocupación se manifiesta más o menos desde 1928 con iniciativas 
que buscan articular todos los beneficios sociales que la legislación había ido formulando 
y materializarlos en un sistema de seguros sociales como una fórmula que había sido 
implementada con éxito en diferentes contextos en el escenario mundial (149). 
 
Entonces se comienzan a presentar a partir de dicho año, proyectos de ley como el de la 
caja de seguros del trabajo que tienen como objetivo la estructuración de un sistema que 
permitiese la protección para los trabajadores frente a los riesgos y contingencias que 
pueden limitar su capacidad laboral (137). En 1929, se pone a consideración otro 
proyecto que propone como meta el constituir la Caja de Indemnizaciones Obreras para 
garantizar el servicio de indemnizaciones por accidentes de trabajo y seguro colectivo de 
modo que se facilitase esta labor para el patrón y para el obrero (137). En 1931 también 
se propone la iniciativa de estructurar bajo la dependencia del Ministerio de Industrias el 
Fondo de Previsión Social en donde participan en su formulación importantes figuras 
como Restrepo Jaramillo, Jorge Eliécer Gaitán, José L. López, Guillermo Rodríguez, 
entre otros (137). Si bien estos proyectos no germinan de la forma esperada, entre 1930 
y 1945 se evidencia el empeño por ampliar la protección y mejorar la legislación emitida 
en años anteriores, y aunque todavía esta legislación sufre de falta de articulación y de 
conectividad, estos pasos van a ser trascendentales para la estructuración en la siguiente 
etapa del Instituto Colombiano de Seguros Sociales (ICSS) (91).  
 
7.1.2. Referencia a la parte de salud laboral 
 
En los párrafos anteriores se realizó un intento muy somero por referir los rasgos más 
importantes de la legislación social que surgió en el período de formación de lo que es la 
seguridad social en Colombia. En tal medida, seguidamente se citarán algunas 
referencias puntuales de la normativa que se formuló en esta fase por lo que se convierte 
en trascendental la mención de la norma de normas, es decir de la Constitución Nacional 
de 1886 sobre el tema de trabajo, seguridad social y si en algún apartado se alude a la 
parte de riesgos profesionales.  
 
Este documento recibió varias reformas a lo largo del siglo XX a partir de actos 
administrativos que buscaban incluir los asuntos que no fueron tenidos en cuenta en la 
versión original y que revisten interés para la temática trabajada por este escrito. Sin 
embargo, y tomando como premisa el hecho de ajustarse en lo posible a la metodología 
propuesta en la cual se tratara de reseñar en forma histórica los detalles más importantes 
del marco normativo en salud ocupacional, se iniciará por señalar aquellos artículos del 
documento original de la Constitución de 1886 (153) que expresen puntualmente 
cuestiones relativas al tema del trabajo, la seguridad social o los riesgos profesionales.  
 
En ese sentido, se toma el artículo 44 del documento original de 1886 el cual indica que 
las personas tienen derecho a desempeñarse en cualquier tipo de oficio o profesión sin la 
necesidad de pertenecer a ningún gremio de maestros y/o doctores (153). Este precepto 
que defiende la libertad individual de seleccionar la ocupación con la cual cada persona 
desea ganarse la vida, es propuesto en un contexto que por el contrario tiene al trabajo 
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subordinado como aquel que recibe el guiño estatal para ser el imperante por lo que este 
derecho no tiene real ejercicio en la puesta en escena del proceso de contratación laboral 
en donde el trabajador debe negociar con el empleador las condiciones bajo las cuales 
va a desempeñar su actividad laboral imponiéndose siempre la voluntad del más fuerte. 
Aunque en este artículo no se expresa literalmente que las agremiaciones estén 
prohibidas, tampoco se menciona el derecho de asociación que tienen los trabajadores 
para defender sus derechos a través de la figura del sindicato por lo que esta posición 
liberal sugiere que es cada persona en su condición particular quien tiene la libre elección 
de ajustarse o no a las condiciones que le impone este mercado laboral.   
 
En este mismo artículo, líneas más abajo, se define el papel que tendrán las autoridades 
quienes deben inspeccionar que en cada industria se cumplan los preceptos de 
moralidad, seguridad y salubridad públicas. En este espacio, vale la pena destacar la 
evocación que se hace a la idea de seguridad y de la responsabilidad de los entes 
estatales en garantizar las mejores condiciones posibles para las personas en el 
desempeño de su dinámica laboral como una aproximación a la noción de salud 
ocupacional que es la que se está rastreando en este texto. Este párrafo hace alusión a 
la “Salubridad Pública” y aunque no se estipula claramente el sentido y significado que se 
le da a esta noción, se puede interpretar de dos maneras: la primera es que la salud 
pública es un asunto que trasciende los espacios asistenciales y que tiene también 
presencia en el ámbito domiciliario, comunitario y laboral por lo que el Estado tiene la 
intención de garantizar que la persona tenga bienestar en el ejercicio de su dinámica 
laboral; la segunda interpretación es que las empresas y en general la comunidad 
productiva tienen un compromiso esencial y una responsabilidad social con la salud de 
las poblaciones en las cuales se localizan y no deben generar detrimentos en la salud de 
los pueblos durante el desarrollo de su labor productiva. La discusión acerca de la noción 
que se tenía en esta época acerca de la salubridad pública será retomada en párrafos 
posteriores cuando se haga referencia a la ley 30 de 1886, siendo aquella por la cual se 
instaura la Junta Central de Higiene donde predomina la visión del salubrista de finales 
del siglo XIX y principios del XX, que relaciona la salud pública con las prácticas de 
higiene individuales y los escenarios en los que se desempeñan los individuos.   
 
El 27 de agosto de 1918, el Congreso de Colombia promulga el Acto legislativo Nº 1 
(154), en el cual se sustituye el artículo 44 de la Constitución de 1886, aunque los 
fragmentos reseñados anteriormente no sufren ninguna modificación sino que se 
adjuntan recomendaciones para las empresas públicas de transporte, para las 
profesiones médicas y de abogado. Lo mismo se hace en el artículo 15 del acto 
legislativo 1 de 1936.  
 
En el Acto legislativo Nº 1 de 1936 (155), se plantean nuevas modificaciones al estatuto 
constitucional cobrando especial relevancia los artículos 16 y 17 de este precepto. En el 
primero de ellos se hace notar el esfuerzo del Estado colombiano por incluir mecanismos 
de previsión social que vayan enfocados a la protección de los nacionales con mayores 
necesidades sociales. La fórmula seleccionada es la asistencia pública como una función 
del ente estatal que debe ser prestada a aquellos que se hallen físicamente 
incapacitados para trabajar y que esta situación produzca un déficit en los medios de 
subsistencia en tales individuos (117), (156). Como bien se anotó anteriormente la 
asistencia se convierte en un mecanismo bastante precario de protección social ya que 
depende de la actitud caritativa del Estado, es aleatoria pues no precisa de manera clara 
cuáles serán los beneficiarios de su protección, se halla condicionada a la disposición 
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presupuestaria de la nación y no presenta un sistema estructurado para responder a la 
variedad de contingencias que aquejan al ser humano.  
 
Asimismo, llama la atención la citación que se hace a la expresión “físicamente 
incapacitados” probablemente sugiriendo las situaciones en las cuales se supone que 
una persona no es capaz de desempeñar una actividad laboral como por ejemplo cuando 
presenta una discapacidad física pero sin entrar en más detalles de que otras 
condiciones son impedimentos para ejercer un oficio productivo y ser merecedor de tal 
asistencia. Resulta sorprendente el hecho de no hacer mención a un régimen de 
seguridad social cuando en Alemania ya hacía varias décadas que se estaba ensayando 
esta fórmula y en Colombia se habían hecho varios intentos con proyectos de ley que 
tenían como objetivo la instauración de un régimen de seguros sociales. Esta 
materialización en la Constitución colombiana de la asistencia no quiere decir que antes 
del año de 1936 no se llevarán a cabo actividades de este tipo por parte del órgano 
estatal, resaltando preponderantemente el papel del general Uribe Uribe, quien con su 
propuesta de Socialismo de Estado buscó organizar este mecanismo de previsión (151). 
 
“El trabajo es una obligación social y gozará de la especial protección del Estado” 
determinaba el artículo 17 de este mismo acto legislativo (155). Aunque parece ser una 
descripción algo simple si se piensa en la importancia capital que tiene el trabajo para 
una sociedad como eje estructurador de la misma, se resalta el hecho de que se hable 
en genérico de trabajo y no de una categoría o modalidad especial, como por ejemplo 
trabajo asalariado, lo cual implica que la protección a este objeto social debe ser llevada 
a todos los espacios laborales en los que se desenvuelven tanto trabajadores 
dependientes como independientes (157). Si bien este estatuto aparecía como 
promisorio, en la realidad fue otra la situación que se configuró ya que la mayor parte de 
la reglamentación ha privilegiado al trabajo dependiente bajo los cánones establecidos 
por el derecho laboral. Igualmente, la sugerencia de una especial protección del Estado a 
la actividad laboral es algo imprecisa ya que no se determina en qué consiste dicha 
salvaguardia.  
 
Autores como Torres (158) han señalado que el Acto legislativo 1 del 36 ostenta un 
significado mayúsculo ya que marca el tránsito hacia una normatividad del trabajo 
desligada del derecho civil y con una marcada influencia del derecho público aunque el 
objeto de protección igual se centra en el trabajo dependiente como rasgo que se va a 
mantener hasta la actualidad.  
 
Fernando Uribe (159) realiza un panorama de lo que significó esta Constitución de 1886 
desde el punto de vista laboral señalando que estos preceptos carecen de coherencia y 
presentan debilidad, pues no hacen referencia a la seguridad social y si insisten en  una 
asistencia social que ha sido superada en muchas latitudes desde hace décadas, que los 
derechos de asociación y de huelga quedan en manos de la voluntad del legislador, que 
dichas normas son anacrónicas al hacer referencia a la proscripción de la esclavitud 
viendo que esta etapa ha sido superada hace mucho tiempo, que tales reglamentos 
guarden silencio frente a las nuevas modalidades de trabajo forzoso y que no busquen 
generar correctivos a la acción indeterminada del ámbito empresarial y del Estado. 
 
Ahora, en este punto en que ya se ha indagado en la Constitución Nacional del 86 por 
pistas que nos permitan encontrar ese rasgo de lo que es la preocupación por la salud de 
los trabajadores, en las siguientes líneas se presentará, en orden cronológico, la 
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normativa específica que abordó el tema de interés durante esta etapa de dispersión 
hasta el año de 1945. En primera instancia, y partiendo del propósito de rescatar la 
directriz constitucional que invita a favorecer el papel estatal en la garantía de las 
mejores condiciones posibles para el desempeño del individuo en los diferentes 
escenarios de su cotidianidad entre los cuales se hallan los espacios industriales en los 
que se involucra en su dinámica productiva, orientándose por los criterios de moralidad, 
seguridad y salubridad pública se entiende esta referencia como la primera mención de la 
salud laboral desde una perspectiva en la que predomina la visión sanitarista por lo que 
se convierte en un requerimiento primordial para este documento la revisión de la 
preceptiva que instituye la formulación de la Junta Central de Higiene; la Ley 30 de 1886. 
 
Esta reglamentación tiene como punto de partida tanto la disposición centralista que 
asume el ente estatal ante la estructuración del nuevo marco jurídico estipulado por la 
Constitución que lleva a que se conciba la salubridad pública como un asunto de interés 
gubernamental, así como la marcada influencia que tienen los higienistas colombianos 
como burocracia en el campo de la salud. Estos primeros salubristas  se orientan por una 
ideología en la que se asume como etiología de las enfermedades que aquejan a la 
población tanto las inadecuadas prácticas de higiene que adoptan los individuos como 
las circunstancias de los entornos en los que se desempeñan estas personas (160). La 
Junta de Higiene Central se constituye en la primera organización estatal para abordar 
las problemáticas de salud de la población colombiana y fue instaurada como una 
entidad adscrita al Ministerio de Fomento de la época con una composición que incluía la 
participación de tres médicos y un profesor de ciencias naturales (160), (161). 
 
Contemplando la trascendencia que reviste esta institución sanitaria en el abordaje de las 
situaciones de salud de finales del siglo XIX y principios del XX se erige como objeto de 
interés el reflejar si los problemas de salud laboral fueron contemplados dentro de los 
propósitos iniciales de la Junta por lo que se recurre al reglamento de esta entidad 
emitido el 21 de marzo de 1907, indicando dentro de los asuntos prioritarios a los que 
debe responder la Comisión Tercera la higiene de las profesiones y la salubridad de las 
industrias (162). Sin embargo, el funcionamiento de la Junta de Higiene se produjo en un 
contexto de precariedad económica que lleva a que el país priorice los recursos en otras 
áreas de política y dejando las cuestiones relativas a la salud en un lugar secundario por  
lo que las decisiones de esta entidad no presentan la fuerza para convertirse en 
preceptos reglamentarios (160). 
 
Otra normativa publicada antes de la finalización del siglo XIX es la Ley 50 de 1886 
(163), la cual si bien su asunto principal era el de reglar el tema de pensiones, su 
contenido incluye una aproximación a la cuestión de las pensiones por invalidez cuando 
indica que los empleados oficiales tienen derecho a este beneficio cuando se ven 
inutilizados en el servicio y no presentan los medios para procurarse la subsistencia (art. 
11); tal prestación tiene como condicionamiento el haber permanecido en la labor durante  
cierto período de tiempo de trabajo, 20 años, y el presentar un comportamiento ético y 
político correcto durante los años de su labor (124). En esta oportunidad se piensa que la 
regulación entiende que la salud del trabajador así como sus aptitudes físicas, mentales, 
sociales, emocionales, etc., se van viendo mermadas con el tiempo y, que en algún 
momento, las características del puesto de trabajo en el que se desempeña pueden 
superar sus posibilidades por lo que se ve inutilizado en el servicio y es merecedor de un 
beneficio que materialice el esfuerzo realizado en sus años de trabajo.  
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Retomando la acción del Estado y de su inquietud por la salubridad pública y como 
estrategia para instaurar una estructura similar a la Junta Central de Higiene, se 
promulga en el año de 1913 la Ley 33 como aquella por la cual se crea el Consejo 
Superior de Sanidad como una institución dependiente del Ministerio de Gobierno y que 
es asesorada por la Academia Nacional de Medicina. En la misma preceptiva se hace 
alusión a las Juntas Departamentales de Higiene, las Juntas de Salubridad y las 
Comisiones Sanitarias como organismos especializados en la organización y gestión de 
la salud poblacional de comienzos del siglo XX (161). Empero, y ante el transcurso de un 
año de operación de este Consejo de Sanidad se proclama la Ley 84 de 1914 siendo 
aquella normativa por la que se restituye la Junta Central de Higiene pero esta vez con 
adscripción al Ministerio de Gobierno. Con la participación de cuatro médicos graduados, 
se pone en cabeza de esta corporación la dirección, reglamentación y vigilancia de las 
problemáticas de salud de la población colombiana buscando implantar con carácter 
obligatorio todas las pautas y directrices surgidas en su interior siendo este el intento del 
Gobierno por manifestar su actitud de compromiso con las cuestiones relativas al 
bienestar de sus conciudadanos (161), (162).  
 
Sin lugar a dudas, durante esta etapa de surgimiento de la legislación social colombiana 
adquiere relevancia absoluta el estudio de la Ley 57 de 1915 como aquella alusión más 
valiosa al tema de los riesgos profesionales y de la salud laboral. Uno de los promotores 
más fuertes de esta iniciativa legal fue el General Uribe Uribe quien desde 1904 
manifestaba: “No considero prematuro legislar sobre accidentes de trabajo. Si por 
descuido del empresario se hunde el socavón de una mina y aplasta o asfixia a sus 
obreros, ¿puede el Estado mirar el siniestro con indiferencia? Si de un andamio mal 
hecho, cae y se mata el albañil, ¿debe quedar sin sanción el responsable? Ya en Europa 
se les obliga a indemnizar el daño causado” (164). En este fragmento de su discurso, el 
General invita a revitalizar el papel que debe tener el Estado frente a la ocurrencia de los 
siniestros laborales a partir de la emisión de una legislación orientada hacia la reparación 
de los daños sufridos por el trabajador en el ejercicio de sus labores en donde se tiene al 
empresario como el principal responsable del cubrimiento de las contingencias surgidas. 
Esta ley se convierte en homenaje para su defensor siendo que cuando es asesinado en 
el Capitolio Nacional el 15 de Octubre de 1914, Uribe Uribe llevaba consigo el proyecto 
de ley de la normativa sobre accidentes de trabajo.  
 
Varios autores entre los que se puede citar a Giraldo (107) manifiestan que esta ley no 
sólo configura el inicio de la legislación social en materia de riesgos profesionales sino 
que es el antecedente de la reglamentación en seguridad social, razón por la que toma 
una relevancia aún mayor.  
 
Lo primero que es conveniente analizar en términos de entender cuál es el elemento 
central al cual se dirige esta normativa es revisar la definición de accidente de trabajo  
propuesta por la ley indicando que se trata de “un suceso imprevisto y repentino 
sobrevenido por causa y con ocasión del trabajo, y que produce en el organismo de 
quien ejecuta un trabajo por cuenta ajena una lesión o una perturbación funcional 
permanente o pasajera, todo sin culpa del obrero” (165). Tomando como punto de partida 
tal acepción vale la pena hacer mención a varios elementos que pueden ayudar a 
determinar la conveniencia de dicha definición en términos de la protección de la salud 
de los trabajadores nacionales. En primera medida, se señala que se trata de un evento 
imprevisto como un rasgo que sugiere que esta situación no es posible de prever ni 
prevenir, lo cual hace manifiestos los limitados progresos que se tenían en la disciplina 
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de la salud ocupacional en esa época y que en la actualidad permiten la identificación de 
los factores de riesgo que son capaces de producir infortunios laborales si no se toman 
los correctivos necesarios. El carácter de repentino tiene que ver con que esta 
circunstancia desafortunada se puede configurar en cualquier momento ya que el 
trabajador se halla expuesto permanentemente a los riesgos derivados de su actividad 
laboral.   
 
Es notable el segmento que indica que sólo se considera en esta acepción al trabajador 
por cuenta ajena como aquel merecedor de la protección que esta ley promueve, 
evidenciándose la cercanía con las reglamentaciones emitidas desde el trabajo que 
regula el derecho laboral, en concordancia con las ideas primarias que sobre seguros 
sociales se estaban imponiendo en el mundo y limitando la participación de vastos 
sectores de la población en dicha protección entre los que se hallan los independientes, 
quienes también sufren este tipo de situaciones imprevistas en el desarrollo de sus 
oficios. Cuando se observa con detenimiento el concepto que incluye la normativa, se 
alcanza a divisar que se alude a que este suceso imprevisto es sobrevenido por causa o 
con ocasión del trabajo pero el legislador no explica de manera clara qué es lo que quiere 
decir al hacer tal precisión y no se manifiesta en torno a acontecimientos que suscitan 
controversia como por ejemplo la ocurrencia de siniestros fuera de las instalaciones de la 
empresa o durante el transporte desde y hacia su lugar de trabajo.   
 
La última parte del enunciado también motiva análisis detallado al referir que para que 
sea calificada una situación como accidente laboral no debe existir culpa del obrero pues 
se entiende como una conducta mal intencionada orientada a obtener una serie de 
beneficios asistenciales y económicos sin importar el daño que este trabajador produzca 
en su persona.  
 
Esta ley sobre reparaciones por accidentes de trabajo trata de establecer la protección 
contra el riesgo de los accidentes de trabajo ubicando en la persona del empleador la 
responsabilidad por la cobertura de los mismos (165). Esta atribución a los patronos se 
sustenta en la teoría objetiva del riesgo profesional la cual profesa que sin importar el 
dolo que tiene el empresario en la ocurrencia del siniestro laboral, debe existir una actitud 
reparadora por parte de éste siendo que se trata del dueño de la actividad productiva y 
tiene que asumir los riesgos derivados de dicha tarea para las personas que se 
involucran en ella. Además, se sugiere que de comprobarse culpa de ese patrono en el 
accidente de trabajo se pueden interponer procedimientos legales de tipo civil sobre 
aquél que se vio responsable del incidente como un accionar que se sale de la 
reglamentación que promulga esta ley que tiene un corte más de derecho social. Esta 
normativa exime la responsabilidad del empresario únicamente cuando dicha situación 
sea culpa del trabajador, al obrar la fuerza mayor en imprudencias o descuidos del 
operario, en caso de que se presente ataque súbito de enfermedad o cuando el obrero 
infrinja el reglamento empresarial.  
 
Básicamente la obligación empresarial de la que se ocupa la normativa es la de brindar 
asistencia de tipo médica y farmacéutica a los trabajadores accidentados y de garantizar 
prestaciones económicas al momento de configurarse una discapacidad o la muerte 
(150). Si bien esta ley ostenta un carácter humanitario al entender las circunstancias a 
las que se expone el trabajador en el cumplimiento de su dinámica laboral, su actitud es 
enteramente reparadora (como su mismo nombre lo indica) ya que parte de la ocurrencia 
del siniestro para configurar la relación protectora por parte del empleador (166). Ejemplo 
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de este talante compensatorio de la preceptiva aquí expresada se muestra el  artículo 5 
el cual enuncia las consecuencias que puede sufrir una persona de un accidente de 
trabajo las cuales se señalan a continuación (165):     
 
 Incapacidad temporal cuando la alteración funcional es de carácter transitorio y se 
tiene un pronóstico de recuperación completa.  
 Incapacidad permanente parcial es aquella que produce un detrimento permanente 
de la capacidad funcional de la persona accidentada que se manifiesta en la facultad 
de dicho individuo para laborar.  
 Incapacidad permanente total, es la situación en la que el individuo se ve 
imposibilitado para llevar a cabo cualquier tipo de trabajo industrial.  
 Muerte del trabajador.  
 
En líneas subsiguientes se confrontará esta información de las consecuencias de los 
accidentes laborales con la manera como conciben el asunto reglamentaciones 
posteriores en las que antes que listar o concretar una serie de condiciones diagnósticas 
limitantes de la capacidad laboral lo que prima es una valoración de la capacidad 
funcional de este individuo, estableciendo porcentajes para conocer el grado de deterioro 
y si efectivamente esta persona puede desarrollar o no la actividad laboral.    
 
Así como esta norma asimila el tópico de las secuelas que los infortunios laborales 
originan en la capacidad laboral de las personas también reflexiona acerca de las 
indemnizaciones a que tienen derecho los individuos cuando se ven aquejados por estas 
circunstancias. Al respecto se indica que para la incapacidad temporal se pagará al 
trabajador la asistencia médica necesaria y las dos terceras partes del salario devengado 
al momento del incidente; cuando lo que se configure sea una incapacidad permanente 
parcial igual se le paga toda la atención médica así como la totalidad de su salario, 
estableciendo un período de mínimo noventa días y un máximo de ciento cuarenta días, 
según el grado de incapacidad sufrida. Para la incapacidad permanente total se costeará 
toda la asistencia médica y una suma igual al valor del salario correspondiente a un año 
partiendo del sueldo semanal que ganaba el obrero. Por la muerte del trabajador se 
pagará una indemnización igual al jornal entero en un año, a los herederos determinados 
por la ley. Una normativa que aparece como curiosa es la posibilidad que tiene el patrono 
de emplear a los beneficiarios de una indemnización por muerte, en el mismo oficio que 
desarrollaba la persona fallecida relevando la responsabilidad empresarial por el pago de 
la compensación.  
 
En el artículo 7º de este precepto legal se ofrece la posibilidad de que el patrono pueda 
sustituir la obligación de reparar los accidentes de trabajo cuando suscribe a sus 
empleados a un seguro privado que asume la carga de proteger a los obreros de los 
riesgos derivados de dichos accidentes, garantizando prestaciones iguales o superiores a 
las que corresponderían al patrono en caso de indemnización (165). Este aseguramiento 
privado de los riesgos se vuelve en un antecedente de la función futura del seguro social, 
el cual adopta las técnicas actuariales propias del seguro particular, pero con un espíritu 
social orientado hacia el interés común de todos los miembros de la sociedad.  
 
En el artículo 10 se enumeran las industrias o empresas a las cuales llega esta 
protección y en las que se aplican los preceptos enunciados en esta reglamentación en 
donde se refieren las empresas de alumbrado público; las empresas de acueductos 
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públicos; las empresas de ferrocarriles y de tranvías; las fábricas de licores; las fábricas 
de fósforos; las empresas de arquitectura o construcción y de albañilería en que trabajan 
más de quince obreros; las minas y las canteras; las empresas de navegación por 
embarcaciones mayores; las empresas industriales servidas por maquinaria con fuerza 
mecánica; y las obras públicas nacionales (165). Esta es una prueba del carácter 
restringido de la protección emitida en este precepto legal  ya que únicamente se incluye 
un cierto número de industrias, de hecho las más representativas del país en dicho 
momento histórico, y se aísla una cantidad substancial de actividades empresariales así 
como a las personas que se desempeñan en tales oficios.  
 
Así mismo, esta regla legal indica que en el procedimiento de reporte de los infortunios 
laborales la autoridad competente para resolver dichas situaciones son los jueces lo cual 
revela no sólo la escasa visibilidad que tenía el sector salud en la temática sino que hace 
ver la restringida participación que tenían los entes estatales en el asunto. Para la 
muestra se puede anotar la inexistencia de un cuerpo de referencia al cual reportar estos 
siniestros como un apoyo necesario que hubiera permitido la construcción de estadísticas 
fieles para conocer el impacto de esta problemática y promover medidas de política 
pública que hubieran ayudado a paliarla.        
 
Como es posible advertirlo en líneas preliminares, en esta reglamentación no aparece de 
forma explícita el tema de la prevención de los riesgos profesionales y de la salud laboral 
sino que se asume que el legislador, al colocar sobre las empresas la responsabilidad 
por la reparación por dichos incidentes, tácitamente está sugiriendo que los patronos 
tienen la autonomía para determinar cuáles son las acciones necesarias para evitar que 
se configuren estas situaciones. Se trata de una actitud eminentemente reparadora que 
funciona exclusivamente cuando los riesgos laborales tienen como desenlace un 
siniestro y la ley es un mapa orientador que posibilita el conocimiento de las 
consecuencias derivadas de los accidentes de trabajo, cuáles son  las prestaciones e 
indemnizaciones derivadas de dichos infortunios y quién es el responsable por la 
garantía de las mismas así como que procedimientos se deben seguir para reclamar 
dicha protección. En esta lógica de inmediatismo y en la que se privilegia un esquema 
causal unidireccional de causa-efecto-reparación, no sorprende que el ámbito de las 
enfermedades que tienen como origen la actividad laboral no haya sido abordado dentro 
de la reglamentación como un asunto que en posteriores reglamentaciones aparecerá 
junto con los accidentes de trabajo con el ribete de riesgos profesionales.  
 
Posterior a esta normativa tan preponderante se emiten otros reglamentos que aun 
cuando no trabajan directamente el tema de los riesgos profesionales y de la salud 
laboral, si contienen disposiciones y fragmentos que deben ser tomadas como 
referencias para el tema de estudio en cuestión. En tal perspectiva y partiendo del 
panorama cambiante derivado de los esfuerzos estatales por organizar una estructura 
fuerte que se haga cargo de la higiene y salubridad pública de los habitantes del país, en 
el año de 1918 es enunciada la Ley 32 como aquella por la que se trasforma a la Junta 
Nacional en la Dirección Nacional de Higiene como dependencia del Ministerio de 
Instrucción Pública. No obstante, el Decreto 266 de 1920 hace de esta organización una 
entidad adscrita al Ministerio de Agricultura y Comercio como una medida bastante 
interesante para lo que será el desarrollo de la salud laboral en el período de Dispersión 
ya que se asocian las nociones de higiene con los campos productivos más 
representativos para la época que son la agricultura y el comercio como una tendencia 
que se hace patente años más adelante cuando el manejo de la salud sea adscrito al 
94 
 
Ministerio de Trabajo en la década del treinta (161). Ahora, con la publicación de la Ley 
31 de 1923 se dispone el Ministerio de Instrucción y Salubridad Pública como un ente 
estatal de mayor jerarquía que la Dirección Nacional de Higiene, intuyendo que los 
problemas de higiene pública guardan una estrecha relación con la educación de ese 
individuo, quien precisamente es aquel encargado de poner en práctica en su vida 
cotidiana los hábitos de salud aprendidos (162).          
 
Con un talante más laboral se promueven en estos años reglamentaciones como las 
leyes 37 de 1921 y la Ley 32 de 1922 que formulan recomendaciones acerca del seguro 
colectivo obligatorio y que se ocupan de las indemnizaciones por accidentes de trabajo 
como normas de naturaleza reivindicativa que ponen de relieve las negociaciones 
colectivas de los años 20 y las demandas que el movimiento de trabajadores le hace al 
Estado en pro de mejorar sus condiciones laborales (150). En la misma línea aparece en 
1923 la Ley 83, por la que se crea la Oficina General del Trabajo como dependencia del 
Ministerio de Industrias que se encarga de las cuestiones que surgen en el ejercicio de la 
relación laboral entre patronos y trabajadores en cuestiones tan importantes como el 
salario, los seguros individuales y colectivos, los trabajadores de la tierra, el trabajo de 
mujeres y niños y también el tema de la salud en el trabajo y lo referente a los accidentes 
de trabajo (91).    
 
En el mismo año que la ley que instituye la Oficina General del Trabajo, se cristaliza la 
ley 86 la cual tiene como objeto de protección al empleado oficial que por consecuencia 
de la actividad laboral que ejerza en instituciones de carácter nacional adquiera una 
condición patológica que le imposibilite continuar en el ejercicio de su labor por lo que se 
estipula un beneficio prestacional equivalente a la mitad del sueldo mensual devengado 
hasta por seis meses (167). 
 
La Ley 15 de 1925 se torna en una normativa de obligada referencia para este período 
en la medida que configura el accionar de la Dirección Nacional de Higiene y Asistencia 
Pública prescribiendo medidas y parámetros acerca del abordaje de la tuberculosis y las 
enfermedades venéreas, sobre la ordenación de los hospitales con énfasis en la creación 
de servicios de obstetricia y pediatría, la obligación de la atención de emergencias para 
las ciudades, la organización de servicios médicos y sociales para la población escolar 
así como la determinación de los requisitos para ejercer las profesiones de médico y 
farmacéutico (162). En correspondencia con el tema de estudio del que se ocupa este 
texto, es posible remitir esta normativa como una de las formulaciones pioneras de lo que 
se convertirá la salud ocupacional en nuestro país siendo que contiene reglamentos de 
trabajo y normas de higiene y salubridad laborales que dan cuenta de la inquietud estatal 
por el bienestar de los trabajadores colombianos (150). 
 
El Congreso de Colombia, en 1931 genera la Ley 129 (168) mediante la cual se 
aprueban varios convenios y recomendaciones adoptadas por la Organización 
Internacional del Trabajo en sus sesiones plenarias, incluyendo el proyecto que tiende a 
limitar a ocho horas diarias y a cuarenta y ocho horas semanales el tiempo de trabajo en 
los establecimientos industriales, la convención por accidentes de trabajo en la 
agricultura, la convención sobre el seguro contra enfermedades de los trabajadores 
agrícolas, la iniciativa de igualdad en el tratamiento a los trabajadores extranjeros y 
nacionales en materia de reparación por accidente de trabajo, la convención sobre 
reparación de enfermedades resultantes del trabajo y aquella relativa al seguro contra 
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enfermedades de los trabajadores de la industria, del comercio y de los sirvientes 
domésticos.  
 
Otra reglamentación a la cual se debe prestar especial atención es la Ley 133 de 1931, la 
cual reafirma el señalamiento expresado en la ley 57, apuntando que el dueño de la 
empresa es quien debe hacerse cargo de todas las responsabilidades indicadas en las 
leyes del trabajo e instauró la noción de contratista independiente. Según Arboleda (91) 
esta nueva figura suscitó dudas sobre lo que se entiende por dueño de la empresa y 
sobre quién es el responsable por las prestaciones para la protección de los 
trabajadores. Igualmente otros autores (149), (152) indican que esta normativa tiene el 
mismo vicio de su predecesora, ley 57/15, y es la de extender la protección únicamente a 
un grupo limitado de industrias que son las que el legislador concibe que son las que 
representan mayores riesgos.      
 
En 1938 se produce la Ley 96 (169) que crea el Ministerio de Trabajo, Higiene y 
Previsión Social que se encarga de formular iniciativas orientadas hacia la protección de 
los trabajadores como los “Centros Mixtos de Salud” que tienen una financiación tripartita 
en las entidades privadas, los departamentos y el Estado. Tal como lo manifiesta el 
documento formulado con ocasión de los 100 años de la OPS denominado “La 
Organización Panamericana de la Salud y el Estado Colombiano” (170), con el 
establecimiento de la instancia gubernamental de Trabajo e Higiene se concreta la 
aspiración de los salubristas del país quienes tenían como móvil que se realizara la 
integración de los servicios preventivos y curativos adoptando las recomendaciones de 
los cuerpos internacionales destinados a la protección de la salud.       
 
El Decreto 2350 de 1944 también toma posición frente al trascendental tema de los 
riesgos profesionales al reafirmar la responsabilidad de los empleadores en la 
indemnización por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aunque da 
cuenta de la intención de que esta carga sea transitoria, pensando en la estructuración 
de un seguro social obligatorio que reemplazara al patrono en este compromiso (171). 
Este decreto citado se convierte en el antecedente de lo que será la ley 6ª de 1945 como 
aquella reglamentación que marca la transición hacia una nueva etapa de la seguridad 
social en nuestro país.  
7.2. Período de organización del sistema: desde 
1945 hasta 1967 
7.2.1. Características de esta etapa  
 
El espacio de tiempo comprendido entre 1945 y 1967 se constituye en aquel período en 
el cual se materializa lo que será el intento por constituir un sistema de previsión social 
como política de Estado a partir de la estructuración del Instituto de Seguros Sociales 
(ISS). Del mismo modo, esta etapa se caracteriza por la emisión de normativa social que 
busca regular la dinámica laboral de los trabajadores nacionales cobrando gran vigencia 
el tema de los riesgos profesionales e incluyendo algunas nociones de lo que será en el 
país la salud ocupacional. Frente a tal perspectiva en los siguientes párrafos se 
continuará con un esquema similar al manejado para analizar el período de Dispersión en 
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donde primero se hace mención a los rasgos propios de esta fase de la seguridad social 
y ulteriormente se procede a la profundización en el componente específico de salud 
laboral.      
 
La propuesta original del profesor Rengifo la denominó como la etapa de las 
Prestaciones patronales y los seguros sociales diversificados, una denominación que 
podría suscitar algo de confusión si se refiere a ésta de manera textual ya que podría dar 
lugar a pensar que en este período lo que se hizo fue reafirmar el régimen de 
responsabilidad empresarial y producir desde la legislación una serie incontable de 
beneficios sociales sin ninguna articulación como se hizo en la etapa de Dispersión. Se 
reflexiona que lo que intentó indicar el autor tiene que ver con esa garantía de las 
prestaciones necesarias para suplir las necesidades sociales que sobresalten el 
bienestar del trabajador mientras se realizaba la transición hacia un sistema de seguros 
sociales que relevaría a la empresa en tal responsabilidad y que considera la atención de 
riesgos de diversa índole los cuales fueron asumidos por la Institución de manera 
progresiva.        
 
Evidentemente esta propuesta tuvo un desarrollo importante en la legislación emitida 
durante estos años convirtiéndose en el marco normativo que no sólo se encargó de 
promover la garantía de los beneficios propios de un sistema de seguridad social sino 
que aborda todas las cuestiones relativas a la situación del trabajador y de las relaciones 
laborales por lo que el derecho del trabajo también encuentra campo fértil para su 
desenvolvimiento (149). Un cuerpo reglamentario más formal y uniforme, que se vuelve 
en el intento de articular la dispersa legislación social emitida en el pasado con nuevas 
propuestas como la de los seguros sociales con implicaciones evidentes en la dinámica 
laboral de los colombianos durante la segunda mitad del siglo XX.   
 
Esto tiene concordancia con la opinión de Torres (158) quien señala que normas como la 
ley 96 de 1938 (funda el Ministerio del Trabajo, Higiene y Previsión Social) o la ley 1ª de 
1940 (crea la jurisdicción especial del trabajo), que son propias del período de dispersión 
de la seguridad social, son compatibles con normativas como la ley 6ª de 1945  
(prestaciones sociales para los trabajadores), la ley 90 de 1946 (seguro social obligatorio) 
o el Código Sustantivo del Trabajo como preceptivas que formalizan la legislación laboral 
de nuestro país y que dan cuenta del papel estatal en dicha dinámica.  
 
En la cita preliminar el autor se ha encargado de presentar algunos de los hitos más 
representativos de este período los cuales van a ser referidos brevemente en próximas 
líneas para describir sus particularidades y serán retomados en el apartado especial de 
salud laboral para conocer lo que respecto al tema rezan dichos preceptos. 
 
La Ley 6ª de 1945 es una reglamentación que según algunos expertos (91) se convierte 
en el eje que permitió articular la legislación laboral dispersa que se remontaba desde 
1915 y se erige como el núcleo de toda la reglamentación formulada ulteriormente sobre 
el tema. Esta ley formula concepto con respecto a varias cuestiones de interés propias de 
la dinámica laboral entre las que se incluyen las convenciones de trabajo, las 
asociaciones profesionales, los conflictos de trabajo y la jurisdicción especial de trabajo. 
Para la materia de estudio de este documento se tiene consideración especial en la 
sección II y III como aquellas que tienen mayor relevancia ya que hacen mención a las 
prestaciones patronales y las prestaciones oficiales respectivamente. 
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Lo que deja ver la denominación que se le dio a estos capítulos es la bifurcación 
establecida por esta ley entre las prestaciones para los trabajadores del sector particular  
y aquellos empleados y obreros de tipo público diseñando regímenes diferentes según se 
pertenezca a uno u otro de estos contingentes (137). En el artículo “Una Política de 
Integración de la Seguridad Social para Colombia”, Rengifo (120) realiza la exposición 
del abanico prestacional promovido desde esta ley explicando que para los trabajadores 
particulares se continuará con el régimen de prestaciones patronales hasta que se 
estructure una entidad de previsión social que los reemplace en tal obligación mientras 
que para los empleados y obreros nacionales se piensa en la Caja Nacional de Previsión 
como el ente que se encargará  de la protección de estas personas.  
 
Partiendo de esta discriminación el artículo 12 de esta disposición es la representación 
del régimen particular esbozado al precisar que “mientras se organiza el seguro social 
obligatorio” el empleador debe asumir las prestaciones sociales necesarias para suplir los 
estados de necesidad derivados de accidentes de trabajo, enfermedad profesional, 
enfermedad de origen común, invalidez y muerte así como auxilios de cesantías y 
vacaciones (107), (149), (172). Si bien en este precepto se efectúa una diferenciación 
entre la condición de empleado u obrero, las prestaciones indicadas con antelación se 
hacen extensivas a ambos grupos superando disposiciones anteriores que establecían 
beneficios separados para unos y otros. 
 
La sección III de la normativa revisada se ocupa de la cuestión de las prestaciones 
oficiales definiendo en el artículo 17 este tipo de beneficios para los trabajadores 
nacionales, entre los que se pueden enumerar la pensión vitalicia de jubilación, pensión 
de invalidez, seguro por muerte, auxilio por enfermedad no profesional, asistencia médica 
y hospitalaria y gastos indispensables de entierro. Para garantizar el efectivo 
reconocimiento y salvaguardia de dichos privilegios se formula el proyecto de estructurar 
una Caja de Previsión Social de los Empleados y Obreros Nacionales cuya 
responsabilidad recae sobre el Gobierno Nacional (artículo 18). De la misma manera la 
reglamentación da vía libre a este tipo de entidades de previsión social que se 
encontraban en funcionamiento para continuar con su operación, ya sea al fusionarse 
con la Caja o como organismos independientes, y le otorga a los espacios 
departamentales y municipales la facultad de generar cajas de previsión.    
 
Como réplicas ante la formulación de esta normativa se han expresado varios conceptos 
críticos que distintos autores han hecho desde su entendimiento y que son puntos a 
considerar para hacer un análisis más concienzudo de esta reglamentación. La primera 
observación que se nota es la marcada preocupación que se registra en la sección I por 
dar cuenta del contrato laboral, de sus características y de colocar este instrumento como 
elemento central de las protecciones y disposiciones surgidas en esta ley. Aunque se 
trate de trabajadores del sector oficial o de aquellos empleados y obreros particulares, el 
trabajo que es tomado como objeto de salvaguardia es el de la actividad laboral 
asalariada, bajo la subordinación de un tercero, bien sea un empleador privado o los 
estamentos estatales, como rasgo que caracteriza el campo del derecho del trabajo. Esto 
produce que se siga con la tendencia a marginar a un conjunto importante de la 
población trabajadora que desarrolla actividades de manera independiente como una 
marca que continúa presente desde el período anterior de dispersión de la seguridad 
social y que se hace patente con la estructuración del Sistema de Seguros Sociales el 
cual únicamente alcanza a llevar su brazo protector a una clase industrial que se 
convierte en privilegiada con respecto al resto de la población general de nuestro país.  
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Otra objeción que cobra valor es la que han sostenido algunos expertos (120), (149) 
quienes aseguran que el gran vicio que se deriva de la aplicación de este estatuto es la 
división que se produce en el régimen prestacional entre los sectores privado y público 
cuando lo que se debió hacer fue plantear un sistema unificado de previsión social tanto 
para los trabajadores nacionales como para los particulares. Esta bifurcación es la 
resultante de la ubicación de las prestaciones sociales en la persona del empleador como 
una protección que procede directamente de la legislación propia del derecho laboral que 
llega a los trabajadores privados mientras que por el lado de lo público se tiene a las 
cajas de previsión social como entidades encargadas de los beneficios sociales por lo 
que cada régimen determinó normativas diferenciadas para los dos sectores. Como bien 
anota Valdés (116) las prestaciones propias de lo que se denomina seguridad social se 
vincularon estrechamente con las obligaciones de los empleadores, tanto del sector 
privado como de la esfera de lo público, con rezagos que se mantienen hasta nuestros 
días y que se hacen visibles en la legislación del trabajo y la de la seguridad social.   
 
Otra circunstancia que se desencadenó a raíz del contenido de esta norma, en la que se 
autorizaba la constitución de cajas de previsión, fue la de la exagerada creación de este 
tipo de entidades pero sin responder a ningún plan ni ninguna articulación, sin tener en 
cuenta estudios técnicos administrativos y que en el futuro le traerá graves problemas a 
estas instituciones y a la seguridad social de los trabajadores nacionales (137). En otros 
casos, ante la imposibilidad de afiliar a sus empleados a un régimen como el de los 
seguros sociales, fueron los patronos oficiales los que tuvieron que asumir las cargas 
prestacionales lo cual generará déficits extremos para estas entidades públicas (173). Si 
bien varias de las consecuencias señaladas en el apartado anterior no se hicieron 
manifiestas en este período sino años más adelante, vale la pena establecer el origen 
puntual de dichas dificultades futuras y de cómo mutaron en el tiempo de decisiones 
legales a problemas insalvables.  
 
Esta cardinal referencia que se hizo en líneas anteriores se convierte en el antecedente 
primario de la que es la reglamentación más importante en términos de ubicar 
históricamente el inicio de un régimen estructurado de la seguridad social colombiana: la 
Ley 90 de 1946. Al respecto vale la pena citar la exposición de motivos que hizo el 
entonces ministro de Trabajo, Higiene y Previsión Social Adán Arriaga Andrade, siendo 
que se trata de una de las piezas más preciosas de lo que será la legislación social del 
siglo XX en Colombia. Esta figura se expresa acerca de la aplicación del régimen de 
seguros sociales en otras latitudes indicando que  
 
“esas experiencias nos dicen que el sistema de seguros sociales tiene sobre el de 
prestaciones sociales, que es el adoptado por el legislador colombiano desde hace 
cuarenta años, ventajas indiscutibles”, ante lo que comienza a enumerar tales 
beneficios como la no dependencia de la solvencia del empleador; la posibilidad de 
que los trabajadores de las pequeñas empresas disfruten también los beneficios 
del sistema; la ausencia de cargas excesivas para las empresas, comparada con 
las prestaciones a su cargo; el efecto ético sobre el trabajador, que en el régimen 
de prestaciones “exige sin medida porque nada le cuesta”, aparte de que “se 
habitúa a la desmoralizadora gratuidad de los servicios”, mientras que en el seguro 
social “el trabajador paga, en cotizaciones, un servicio que exige como derecho y 
no recibe como dádiva generosa”; “finalmente, en las prestaciones patronales no se 
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asegura a quienes sirven a varios empresarios y a otros grupos de asalariados, y 
en el seguro social todos quedan igualmente protegidos” (149).  
 
Efectivamente el 26 de diciembre de 1946 se expide la ley 90 (174) como aquella por la 
cual se establece el seguro social obligatorio y se crea el Instituto Colombiano de 
Seguros Sociales para los trabajadores particulares y sus beneficiarios. Esta entidad se 
encuentra diseñada estratégicamente para reemplazar a los empleadores en el 
reconocimiento de las prestaciones sociales a que tienen derecho las personas en el 
desarrollo de su dinámica laboral (149), (150), (174) . Si bien este proyecto se instituyó 
en el año de 1946 el real funcionamiento de dicho estamento se remonta a 1949 cuando 
se asumen las prestaciones económicas y asistenciales propias del riesgo de 
enfermedad común y de maternidad en ciertas regiones de la geografía colombiana, 
liberando las anteriores cargas laborales que se hallaban en cabeza de los empleadores 
(107), (171). 
 
Una de las facultades más apreciables que se le reconocen a este reglamento es el de 
haber integrado de manera coherente muchos de los aspectos regulados por la 
legislación social que lo precedió y de cómo muchas expresiones de lo que se pensaba 
que constituían la seguridad social quedan comprendidas en su estructura para ser 
desplegadas por el Instituto que reemplaza las prestaciones patronales (137). No 
obstante, el seguro propuesto distaba mucho de una visión amplia de la seguridad social 
como la de Beveridge no sólo en cuanto a la integridad de las prestaciones y de los 
riesgos cubiertos sino también porque su brazo protector no llega a todas las personas 
(universalidad) restringiendo su campo de aplicación a favor de los trabajadores 
dependientes, de algunos autónomos económicamente débiles, de los del servicio 
doméstico, y de algunos trabajadores del campo (122). Lo que parece primar para tener 
derecho a la protección derivada de estos seguros es la existencia de un contrato laboral 
y la prestación de un servicio bajo la subordinación de otro por lo que sólo se está 
pensando en la salvaguardia del sector asalariado de la fuerza de trabajo como un rasgo 
que ya se había resaltado al hacer referencia a la ley 9/45. Aun cuando varios expresen 
que la intención de este esquema prestacional fue la de incorporar al sector 
independiente cuyos ingresos normales no excedan de mil ochocientos pesos 
($1.800.00) anuales, estos preceptos en la realidad no tuvieron el impacto esperado.  
 
Este planteamiento de una seguridad social que tiene como base la reparación de las 
consecuencias que los riesgos sociales pueden ocasionar en los miembros de la 
comunidad productiva tiene que ver con el modelo adoptado por el país para configurar 
su seguro social que es la fórmula que Bismarck implementó en la Alemania de finales 
del siglo XIX y la cual había sido extendida exitosamente en varios países del globo. Esta 
seguridad social que emana desde la ley 90 no se proyecta en sus inicios como una 
ciencia independiente sino que nace como un mecanismo de implementación de 
beneficios sociales a favor de la población laboral y de ahí su cercanía con el derecho 
laboral (116), (175). En ese sentido, sería conveniente reflexionar en las presentes líneas 
el por qué se decidió seleccionar dicho modelo de seguridad social para nuestro país y 
más teniendo en cuenta que la propuesta universalista de Beveridge ya era conocida en 
esos tiempos. Tomando la opinión de Arenas (149) existen dos razones poderosas para 
justificar dicho comportamiento; la primera de ellas se relaciona con la fuerte creencia 
que existía en las bondades que traería la industrialización a los países de la región y 
específicamente en el campo de la seguridad social por lo que se consideraba que la 
gran mayoría de la población terminaría sometida al régimen de trabajo asalariado.  
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La segunda justificación que se podría percibir tiene origen financiero ya que el hecho de 
que la protección vaya dirigida a los trabajadores dependientes implica que existe toda 
una comunidad productiva en la cual se pueden repartir las cargas económicas para 
sustentar este tipo de estructura de previsión social. Las restricciones para el acceso de 
la población general a la salvaguardia del régimen de seguros sociales, lleva a que los 
hogares de los beneficiarios sean privilegiados con respecto a los de sus conciudadanos, 
que estos se hallen ubicados en las principales ciudades y que tengan mejores niveles 
de vida y mayores posibilidades que los que no pueden acceder a este mecanismo de 
previsión social (115).  
 
Como se hizo alusión en párrafos preliminares el seguro inició su funcionamiento con los 
seguros de salud (enfermedad-común y maternidad) por lo que posterga la entrada en 
vigencia de los riesgos económicos (riesgos profesionales e invalidez, vejez y muerte). 
Estas últimas contingencias eran de gran atractivo para la junta directiva del Instituto pero 
ante las dificultades administrativas y financieras de esos primeros años, se decide sólo 
adoptar los seguros de reparto de enfermedad y maternidad pues posibilitaban un 
accionar menos complejo y eran los que mayores posibilidades tenían de llegar a otras 
regiones (149). En cuanto a las prestaciones y la adopción de los riesgos la normativa 
posterior logra comprender todos aquellos de los que se ocupa la ley 90 entre los que se 
destacan las enfermedades no profesionales, la maternidad, los accidentes de trabajo, 
las enfermedades profesionales, invalidez, vejez y muerte (IVM) (176).  
 
En términos de los mecanismos de financiación para el sistema de seguros sociales se 
involucra a la comunidad productiva en pleno, es decir se tiene una participación tripartita 
con los patronos, los trabajadores y el Estado y cada uno de los seguros adoptados por 
los riesgos asumidos maneja diferentes estrategias por lo que el seguro de enfermedad-
maternidad funciona como un sistema de reparto, los riesgos profesionales adoptan el 
reparto con capitales de cobertura mientras que los riesgos de invalidez, vejez y muerte 
asumen un sistema denominado prima media escalonada (171). 
 
Una crítica que Puyana (175) hace al régimen de seguros sociales que establece la ley 
90 es que no conoce las razones ni las causas por las que los gobiernos postergaron 
tanto la aplicación efectiva de lo dispuesto en esta normativa y que durante los siguientes 
20 años se haya procedido de manera tan lenta en la substitución de los patronos en sus 
obligaciones prestacionales como una situación que afectó profundamente la comunidad 
productiva.  
 
En el año de 1950 aparece el estatuto de mayor relevancia desde el punto de vista 
laboral como ese código que se orienta a lograr la justicia en las relaciones entre 
empleadores y trabajadores dentro de un espíritu de coordinación económica y equilibrio 
social. El Código Sustantivo del Trabajo es una reglamentación bastante amplía que se 
ocupa de asuntos tan diversos que en esta instancia únicamente se tomarán aquellos 
apartados que mayor conveniencia tengan para nuestro objeto de estudio. Por ejemplo 
se convierte en una necesidad el retomar la definición que se consigna en el artículo 5º 
sobre lo que se entiende por trabajo en esta reglamentación señalando que se trata de 
toda actividad humana libre, material o intelectual, permanente o transitoria, de carácter 
personal, consciente, dependiente y remunerada que excluye todas las demás formas de 
trabajo, en especial, la independiente o por cuenta propia (89), (99). Nada más en este 
precepto ya se excluyen las actividades laborales que no responden al esquema del 
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trabajo asalariado y se deja por fuera de la protección que emana este Código y las 
reglamentaciones que en éste se basan a una cantidad significativa de ciudadanos 
nacionales. Esta es la materialización por excelencia de los principios propios del 
derecho del trabajo y dentro de esta estructura también queda supeditado el nuevo 
esquema de seguridad social que se estaba promoviendo.  
 
En este código se reafirma en el artículo 193 el mismo principio que se había anotado en 
las dos reglamentaciones anteriores según el cual las prestaciones sociales para suplir 
los estados de necesidad que puedan sufrir los trabajadores estarán transitoriamente a 
cargo de los empleadores hasta que los riesgos sean asumidos por el Instituto 
Colombiano de Seguros Sociales (89).    
 
Posterior a la expedición del Código Sustantivo del Trabajo, se muestra como esencial el 
hacer alusión a la coyuntura política que se presentó entre 1958 y 1974 en la cual se da 
la coalición y alternancia en el poder de liberales y conservadores (Frente Nacional) 
(149). Dentro de las banderas promovidas por esta alianza se halla el compromiso de 
expandir la seguridad social en el país por lo que entran a consideración la adopción de 
los seguros de pensiones y de riesgos profesionales emitiéndose legislación referente al 
tema la cual será revisada con mayor detenimiento en la próxima sección de salud 
laboral de acuerdo a nuestro objeto de estudio.   
 
Como un detalle valioso que reviste utilidad para describir esta etapa de la seguridad 
social se menciona el inicio del régimen de subsidio familiar y de las primeras cajas de 
compensación familiar así como del Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) siendo 
esta última institución aquella que se orienta hacia la instrucción de los trabajadores 
nacionales en el marco de la dinámica del mercado laboral. Esta fase de la seguridad 
social tiene su fin en el año de 1967 cuando el Instituto de Seguros Sociales (ISS), 
asume definitivamente la conducción del Sistema de Seguridad Social colombiano.  
 
La reglamentación emitida en este período de organización del sistema de seguridad 
social instaura que los empleados y obreros privados estarán protegidos por el Instituto 
Colombiano de Seguros Sociales mientras los servidores públicos tendrán a la Caja de 
Previsión Social como garante de sus prestaciones, por lo que este mecanismo de 
previsión planteado se concentra en los trabajadores asalariados dependientes y 
particularmente en los riesgos de salud que pueden sufrir éstos. Isaza (117) ha 
manifestado que esta condición de los seguros sociales en Colombia produce una 
distinción que margina a las poblaciones que mayores necesidades sociales tienen y, a 
quienes el Estado debería considerar como aquellas merecedoras de una atención más 
urgente, las cuales deben acudir a la caridad de los estamentos públicos para satisfacer 
sus necesidades, cuando ya se han visto las limitaciones que presenta la asistencia 
pública. 
 
Algunos autores como por ejemplo Uribe (11) han señalado que en términos de la 
unificación de la normativa emitida en este período lo ideal era plantear un Código del 
Trabajo y de la Seguridad Social, ya que según el autor, algunas prestaciones de 
carácter fundamental que habían sido consideradas en el Código salieron de éste para 
hacer parte de un sistema autónomo diferente.    
 
 
102 
 
7.2.2. Referencia a la parte de salud laboral 
  
Se trató de un ejercicio fundamental el describir los rasgos más relevantes de la 
legislación emitida en la etapa de organización de los seguros sociales para de esta 
manera contextualizar la situación particular en el asunto de los riesgos profesionales y 
de la salud ocupacional. En este período germinan importantes referentes que van dando 
cuenta del establecimiento formal de un sistema de respuesta ante la ocurrencia de este 
tipo de infortunios laborales que va a reemplazar al empleador en las prestaciones 
asistenciales y económicas a que tienen derecho los trabajadores después de estos 
sucesos. De la misma manera, aparece de forma fehaciente la preocupación por la 
prevención de estos riesgos que amenazan la integridad física de las personas en el 
ejercicio de sus ocupaciones con la formulación de reglamentos de higiene y seguridad 
industrial los cuales contienen de una manera detallada algunas recomendaciones e 
indicaciones para mantener la salud y el bienestar del trabajador. Con esta claridad se 
dará comienzo a la siguiente exposición con la primera referencia normativa a la que se 
aludió en la sección anterior; la Ley 6ª de 1945.  
 
Al respecto la primer nota que hace mención a la idea de la salud laboral es aquella 
contenida en el artículo 3º que señala que en las labores que impliquen una 
vulnerabilidad alta para la seguridad y salud de las personas es posible reducir la jornada 
laboral de ocho horas al día y de cuarenta y ocho semanales de acuerdo a estudios 
técnicos que se hagan de la inconveniencia de laborar en estas condiciones (172). En 
este precepto pareciera que aquel que formula la ley tiene la noción de que la exposición 
prolongada a ciertos factores de riesgo aumenta las probabilidades de desarrollar una 
condición patológica o de sufrir un accidente que ponga en riesgo la vida y genere 
detrimento en el bienestar del trabajador, siendo esta una medida preventiva que se 
podría considerar del abanico de posibilidades que ofrece la disciplina de la salud 
ocupacional aunque no se puede concluir que el legislador lo haya hecho consciente de 
todas las implicaciones. Esta última observación surge del hecho de que este texto 
aparece en el artículo que regula la duración de la jornada laboral como un ítem que se 
desprende de la sección de contrato de trabajo y que en ninguna otra sección de la 
reglamentación se comprende el ámbito de la prevención de los riesgos profesionales.  
 
El artículo 12 es el que hace una mención más directa a la cuestión de los riesgos 
profesionales al indicar las indemnizaciones y prestaciones que corresponderían al 
trabajador por parte del patrono mientras se organizaba el régimen de los seguros 
sociales. En este apartado se propone una definición de accidente de trabajo como una 
“lesión orgánica o perturbación funcional que afecte al trabajador en forma transitoria, 
permanente o definitiva, motivada por un hecho imprevisto y repentino, que sobrevenga 
por causa o con ocasión del trabajo, siempre que la lesión o perturbación no sea 
provocada deliberadamente, o por falta grave o intencional de la víctima” (172). 
 
Si se compara con la definición contenida en la ley 57 de 1915, como el precepto de 
referencia de la etapa de Dispersión de la seguridad social, se comparten algunos rasgos 
como el hecho de que se indique que se refiere a una situación imprevista y repentina, 
que se tome la actividad laboral como la causa primaria de dicho infortunio, que este 
evento provoque una lesión orgánica o una perturbación funcional y que para ser 
calificado como tal no intervenga la intención del obrero accidentado. Ante tales 
semejanzas vemos que se mantiene la tendencia a pensar en el accidente de trabajo 
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como ese suceso imprevisto como una idea que desconoce que este tipo de 
acontecimientos pueden ser advertidos y controlados a tiempo si se toman las medidas 
preventivas del caso.   
 
Sin embargo, se marcan algunas diferencias como por ejemplo que en la ley 57/1915 se 
entiende al accidente como el suceso mientras que en la ley 6ª se trata de la lesión o 
consecuencia que genera esa situación imprevista y repentina aunque no se piensa que 
se trate de una idea basada en otro paradigma de los riesgos profesionales sino que más 
bien corresponde a otra manera de plantear básicamente lo mismo. Asimismo en la 
reglamentación de principios de siglo se refiere de manera textual que sólo se considera 
accidente de trabajo aquel que sufren quienes ejecutan un trabajo por cuenta ajena 
mientras que la norma de 1945 no hace tal distinción al respecto. Aunque se podría 
pensar que esta última referencia es una normativa mucha más amplia y ambiciosa en 
términos de su protección y que no restringe de antemano la participación de otros 
trabajadores diferentes a los dependientes, se debe recordar que este precepto se haya 
contenido en la sección de prestaciones patronales en la cual sólo se incluye aquellas 
disposiciones específicas para los trabajadores del sector particular como extensión de 
los beneficios que se establecen en el derecho laboral para los obreros y empleados 
dependientes. Entonces, básicamente el objeto de protección de ambas normativas es el 
mismo por lo que se sigue con la tendencia a dejar por fuera de las protecciones por 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales a aquellos que no laboran bajo las 
estrictas leyes del contrato laboral y del trabajo asalariado. 
 
Frente a la ocurrencia de un infortunio laboral este artículo indica que el trabajador tiene 
derecho a la asistencia médica, hospitalaria, quirúrgica y farmacéutica necesaria y que 
las indemnizaciones por estos accidentes dependen del grado de alteración sufrido y de 
las tablas de valuaciones que al respecto se generen por parte de los estamentos 
gubernamentales.  
 
También se comprende en este artículo, apartado b), lo que atañe a las enfermedades 
profesionales definiéndolas como “un estado patológico que sobreviene como 
consecuencia obligada de la clase de trabajo que ha desempeñado el individuo, o del 
medio en que se haya visto obligado a trabajar, bien sea determinado por agentes 
físicos, químicos o biológicos” (172). En esta acepción se hace palpable la adopción de 
un paradigma de causalidad bastante lineal que no da pie para considerar estados 
patológicos como las enfermedades relacionadas con el trabajo o las patologías 
comunes agravadas por la actividad laboral y que es el que ha perdurado en la 
legislación por muchos años. Además el hecho de reconocer que los factores físicos, 
químicos y biológicos tienen el potencial de provocar la aparición de enfermedades 
durante la ejecución de las labores productivas invita a pensar en que la identificación, 
control y corrección de los mismos evitará la aparición de estos estados patológicos. 
También se establece la misma asistencia médica, terapéutica, quirúrgica y hospitalaria 
para aquellos que se ven aquejados por estas enfermedades y se mencionan las 
indemnizaciones a que da lugar la ocurrencia de estos eventos refiriendo que son “en 
proporción al daño sufrido y hasta por el equivalente al salario en dos años” (172).  
 
El mismo artículo indica que con base en las definiciones anteriormente presentadas, el 
Gobierno Nacional formulará  la tabla de valuación de incapacidades por accidentes de 
trabajo y otra de enfermedades profesionales por lo que su análisis permite conocer 
cuáles son los límites y posibilidades que ofrecen tales acepciones. Si bien estas 
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disposiciones se hallan basadas en el paradigma del riesgo, donde sin importar la culpa 
patronal se activa la responsabilidad protectora de este último por ser el dueño de la 
actividad laboral, esto no exime que cuando se compruebe la culpa del empleador sea 
posible levantar acciones legales contra éste por la reparación completa de los daños.   
 
Ya se ha dicho que esta normativa hace una diferenciación entre los trabajadores del 
régimen particular y aquellos de carácter público por lo que para estos últimos tiene en la 
sección III el lugar en el cual desarrolla las disposiciones para los empleados y obreros 
nacionales. En la cuestión que atañe a este capítulo se hace mención al numeral c) del 
artículo 17 el cual determina como beneficio la pensión de invalidez para aquellos que no 
puedan seguir desempeñándose en una ocupación productiva y que esta indemnización 
equivale a la totalidad del último sueldo o salario devengado, sin bajar de cincuenta 
pesos ni exceder de doscientos pesos (172).  
 
Como se hizo evidente en las anteriores líneas, la actitud que asume el legislador es 
eminentemente reparadora ya que parte de la configuración de los riesgos profesionales 
de accidentes de trabajo y enfermedad profesional para tener derecho a las prestaciones 
asistenciales y económicas consignadas en esta normativa. Las acepciones en las que 
se basa, los responsables de las prestaciones y la población a la que llega su protección 
no difieren mucho de la que se trataba en la ley 57 de 1915 pero aparece como una 
legislación prometedora al perfilar un seguro social que vendrá a reemplazar la 
responsabilidad patronal y configurará un esfuerzo estatal articulado en el tema de la 
seguridad social y los riesgos profesionales. 
 
En 1946 se instituye el Ministerio de Higiene a partir de la Ley 27 (177), que materializa la 
intención estatal de separar los asuntos relativos a la salubridad pública y la asistencia 
social de las cuestiones tanto laborales como de seguridad social que quedan bajo la 
responsabilidad del Ministerio del Trabajo (170). En esa medida varios autores (160) 
indican que este es el empujón definitivo para darle jerarquía y nivel a la higiene pública 
colombiana cuyo espectro había sido opacado históricamente por la carencia de recursos 
económicos y voluntad política pues nunca había contado con la autonomía necesaria 
para hacer valer su aporte en el progreso de la sociedad. Este estamento incluye en su 
estructura una dependencia especializada en salud ocupacional la cual se basa en las 
orientaciones del Servicio Cooperativo Interamericano de Salud Pública. En el año de 
1952 el Decreto 984 de 1953 da lugar a que esta entidad se transforme en el Ministerio 
de Salud Pública.  
 
Y viene la Ley 90 de 1946 como aquella normativa por excelencia que configura la 
institucionalización del sistema de seguros sociales en nuestro país y que se convierte  
en el eje central que permite hablar de esta etapa de organización de la seguridad social 
colombiana. En cuanto al contenido por excelencia que aquí nos reúne, que es el de la 
salud ocupacional y la estructura de respuesta ante los riesgos profesionales, se 
considera en el punto c) del primer artículo de dicha ley este seguro social obligatorio 
extiende su protección contra los riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales que casi después de 20 años se convertirá en el seguro de ATEP aunque 
esta normativa será revisada con posterioridad.   
 
El artículo 5º de esta reglamentación, aunque no trabaja propiamente el asunto de los 
riesgos profesionales, si realiza una consideración especial al decir que el seguro social 
también llegará a los independientes con mayores necesidades económicas (aquellos 
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cuyos ingresos normales no excedan de mil ochocientos pesos ($1.800 por año), como 
un concepto que supuestamente vence las protecciones que hasta el momento había 
definido la legislación social la cual sólo había llevado su campo de aplicación al 
trabajador asalariado (174). Aunque parecía un ámbito bastante prometedor esto en la 
realidad no tuvo el impacto esperado y la gran mayoría de los trabajadores afiliados lo 
hicieron por medio de un empleador en la estructura del trabajo dependiente y los 
independientes fueron más la excepción que la regla al tenerlos como asegurados 
facultativos.   
 
El capítulo IV de la preceptiva, que hace alusión a los riesgos y prestaciones 
contemplados por este régimen de seguros sociales, incluye como disposiciones 
generales en el artículo 35 que los individuos que gocen de una prestación por accidente 
de trabajo tienen el compromiso de someterse a revisiones y exámenes por parte de los 
facultativos del Instituto para conocer su verdadera condición y que de no hacerlo puede 
ver suspendido su derecho a dicho beneficio (174).     
 
La sección cuarta de este capítulo es aquella dedicada de forma más detallada a los 
accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales desde el artículo 51 al 57, siendo 
el primero de éstos el que hace referencia a los beneficios que tiene el asegurado en 
caso de presentarse alguna de estas contingencias. Esencialmente se indica que la 
persona que sufra algún infortunio laboral debe recibir la asistencia médica, quirúrgica, 
farmacéutica y terapéutica necesaria así como también un subsidio diario por 
incapacidad temporal el cual equivale a los dos tercios del salario, hasta por ciento 
ochenta días. Se trata del mismo contenido encontrado en el artículo 12 de la ley 6ª de 
1945 aunque en esta ocasión se señala que el responsable de las prestaciones es el 
seguro de ATEP mientras que en la primera normativa se le daba esta responsabilidad al 
patrono mientras se instituía el Seguro Social.   
 
En los artículos 52 y 53 de esta sección se habla de las indemnizaciones de las que 
tendrá que encargarse el seguro en la circunstancia de que el accidente o la enfermedad 
produzcan alteraciones permanentes en el individuo advirtiendo que estas prestaciones 
dependen del grado de afectación del sujeto, el salario base de cotización y la tabla de 
valuación respectiva para la situación específica. El artículo 54 se expresa acerca de la 
pensión para los sobrevivientes de un accidente de trabajo o enfermedad profesional 
estipulando los beneficiarios de dicha prestación y cuáles son los porcentajes que le 
corresponden a cada uno según su grado de filiación con el fallecido. El artículo 56 
instituye que las prestaciones para este seguro de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales son de cargo exclusivo del patrono siendo éste quien es el dueño de la 
actividad laboral que desempeña el trabajador y responsable legal de los riesgos 
generados en el ámbito de trabajo como premisas que se corresponden con la teoría del 
riesgo profesional (174). Aun cuando es cierto que es la empresa el lugar en el cual se 
configuran los riesgos profesionales que afectan la salud y bienestar del individuo, al 
establecer la prestación en cabeza del empleador el Estado parece desentenderse del 
asunto pues ante la trascendencia del objeto trabajo para el progreso de una sociedad se 
pensaría que el ente gubernamental debería tener participación económica en la 
financiación de este seguro de ATEP.     
 
El mismo artículo enumera las circunstancias y reglas que se tienen en cuenta al 
momento de fijar las cuotas de cotización para este seguro por parte de las empresas las 
cuales son clasificadas para determinar la clase y el grado de riesgo que implica la 
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actividad principal llevada a cabo en dicho establecimiento. Entre las pautas a considerar 
se hallan que la asignación de un grado de riesgo a las empresas se realiza de acuerdo 
al peligro relativo que presenten dividiendo estas entidades en grupos o clases de 
riesgos, que esta clasificación en categorías surge de las estadísticas de riesgos 
profesionales del centro de trabajo y será hecha por el Instituto partiendo de las medidas 
tomadas para prevenir que se configuren los infortunios laborales y que dicha distribución 
será revisada cada 5 años para dar cuenta de los esfuerzos empresariales por mejorar 
su clasificación.   
 
El artículo 57, reafirma la responsabilidad del empresario con el aseguramiento del 
trabajador al seguro ATEP ya que de no hacerlo es él quien debe correr con los gastos 
derivados y las prestaciones a que tiene derecho la persona al configurarse un riesgo 
profesional y que si el Instituto es el encargado de prestar dicha asistencia igual debe 
reponer a la entidad la cantidad correspondiente (174). En ninguno de estos artículos se 
hace alusión directa a la temática de la salud ocupacional y de la prevención de los 
riesgos profesionales y lo único que tendría alguna referencia al respecto es el estímulo 
para los patronos de ser catalogado en una mejor clase de riesgo a partir de la toma de 
medidas para la prevención de las contingencias laborales y de cómo el Instituto realiza 
una vigilancia periódica para volver a categorizar dichos centros de trabajo (aunque no 
define todavía cuál es la dependencia del Instituto encargada de tal labor).  
 
En la sección de disposiciones finales, que corresponde al capítulo VI, se manifiestan 
algunas directrices aplicables a todos los asuntos abordados en esta ley resaltando el 
artículo 72 el cual indica la transitoriedad del régimen de prestaciones patronales 
mientras se organiza cada uno de los seguros contemplados y de cómo el Instituto irá 
asumiendo estas obligaciones progresivamente. A pesar de esto, si es del gusto del 
patrono este puede continuar con el régimen de las prestaciones anteriores pero sin 
causar ningún detrimento en las prestaciones para los trabajadores (174). Si bien se trata 
de una legislación más amplia que la anterior, la cuestión de los riesgos profesionales 
sólo aparece de una manera tangencial ya que el desarrollo normativo específico en el 
tema sólo aparecerá con los decretos 3169 y 3170 de 1964 los cuales serán revisados 
más adelante.  
 
Como ya se anotó con antelación, el año de 1950 es de fundamental referencia siendo 
que en este se estructura el Código Sustantivo del Trabajo el cual se ocupa de trabajar 
en varios de sus artículos la cuestión de la prevención de los accidentes laborales y las 
enfermedades  profesionales así como de la salud ocupacional. Varios autores sostienen 
la posición de que este es el nacimiento y la inclusión formal del tema de la salud laboral 
en la legislación social siendo que antes la normativa existente presentaba un carácter 
enteramente reparador y no demostraba, o por lo menos no hacía textual, el interés por 
la higiene y seguridad en el trabajo mientras que el CST contiene disposiciones al 
respecto y un capítulo especial en torno a esta materia. En el ejercicio aquí propuesto se 
intentará rastrear aquellos apartados de este Código que tengan mayor relevancia en 
términos del objeto de estudio por lo que se comenzará con el artículo 34 el cual aborda 
la cuestión de los contratistas independientes en donde se indica que estas figuras 
naturales o jurídicas, que hacen uso de la prestación de los servicios de trabajadores en 
beneficio de terceros, asumen todos los riesgos por la obra que desarrollen las personas 
a su cargo. Del mismo modo, se señala que el dueño de la obra o beneficiario del trabajo 
asumirá también la responsabilidad por los salarios, prestaciones e indemnizaciones que 
tengan las personas que se hallen al servicio de la labor encomendada incluyendo 
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obligaciones de tipo asistencial y económico por los accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales que puedan ocurrirle al individuo en ejercicio de sus tareas 
(89). 
 
El capítulo V del Título I (Contrato Individual de Trabajo) se denomina ejecución y efecto 
del contrato e incluye el artículo 56 que hace alusión a las obligaciones de las partes en 
lo que sería la relación laboral señalando que por parte del empleador se tiene el 
compromiso de abogar por la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores 
mientras que las personas a su cargo tienen obligaciones de obediencia y fidelidad para 
con la organización empresarial. El artículo 57 también se incluye dentro de la misma 
sección y es más específico en cuanto a las obligaciones especiales del patrono por lo 
que el numeral 2 de dicho apartado apunta que en la ejecución de las actividades 
productivas se debe procurar que se haga en instalaciones adecuadas y que se le 
suministren los elementos de protección personal a las personas como medio para evitar 
la ocurrencia de infortunios laborales que minen la salud y seguridad de estos individuos. 
En el mismo artículo, el siguiente numeral indica como responsabilidad especial del 
empleador la prestación de los primeros auxilios en caso de configurarse un accidente de 
trabajo o una enfermedad profesional por lo que en las empresas con más de diez 
trabajadores debe mantenerse lo necesario para llevar a cabo esta atención inmediata 
(89).  
 
En cuanto al trabajador el estatuto también considera una serie de deberes que tiene que 
cumplir para garantizar el efectivo ejercicio de la relación laboral entre los que se anotan 
prestar apoyo al presentarse un evento desafortunado o de un riesgo que ponga en 
peligro a las personas o las instalaciones de la empresa y también el compromiso de 
seguir con el mayor cuidado y apego posible las normas de seguridad que tengan como 
fin la prevención de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales (art. 58). Como 
se hace evidente en la anterior sección, toda esta propuesta de derechos y obligaciones 
de cada una de las partes se hace dentro de la estructura de un contrato de trabajo, es 
decir en la dinámica del trabajo asalariado que es de la que se ocupa el Código como 
expresión de las directrices que promueve el derecho laboral individual.  
 
Un ejemplo de tal tendencia es el artículo 62 el cual aborda la situación para la 
terminación del contrato por justa causa tanto por parte del empleador como del 
trabajador. En cuanto al primero de estos sujetos se dice que el patrono puede dar por 
terminada la relación contractual ante la renuencia sistemática por parte de la persona a 
seguir con las recomendaciones de higiene y seguridad industrial que se orientan hacia 
la prevención de contingencias en el desempeño de las tareas propias del rol laboral. Es 
una justa causa para que el trabajador dé por finalizada la relación laboral cuando la 
empresa lo coloque en situaciones que pongan en riesgo su integridad y seguridad  y que 
no haya sido posible de prever al momento de celebrar el contrato. Si bien esta figura del 
contrato lleva consigo la bandera de una aparente igualdad entre las partes para 
negociar las condiciones en las cuales se llevará a cabo la labor contratada, la efectiva 
desigualdad entre el empleador y el obrero conduce a que este último se vea abnegado a 
aceptar las circunstancias que de manera unilateral impone el representante empresarial 
y más si tenemos en cuenta un contexto caracterizado por la pobreza y el desempleo 
como lo ha sido históricamente el país.  
 
El Título IV de la primera parte del estatuto se denomina reglamento de trabajo y 
mantenimiento del orden en el establecimiento y tiene como objetivo la determinación de 
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las recomendaciones que se deben respetar al momento de construir el instrumento de 
medidas reglamentarias para las organizaciones empresariales. En sintonía con este 
propósito, se pronuncia el artículo 108 que enumera las disposiciones que tal reglamento 
debe comprender entre las que se destacan el tiempo y la forma en que los trabajadores 
tienen que ceñirse a los servicios médicos suministrados por el empleador, las 
indicaciones de orden y seguridad que es necesario seguir dentro de la empresa, las 
medidas y recomendaciones para evitar que se presenten riesgos profesionales que 
pongan en peligro la vida de la persona así como directrices para prestar los primeros 
auxilios en caso de contingencia y normas específicas para cada una de las ocupaciones 
de manera que se consiga desarrollar la labor en las mejores condiciones de higiene y 
seguridad. Si bien este reglamento incluye dentro de sus preocupaciones lo referente a la 
prevención de riesgos profesionales y algunas recomendaciones de higiene y seguridad 
industrial, su contenido es limitado y no alcanza a satisfacer las expectativas que frente a 
este fundamental asunto se plantean siendo que el mismo CST propone la formulación 
empresarial de un reglamento especial de higiene y seguridad el cual será revisado más 
adelante.  
 
El artículo 161, que hace alusión a la jornada laboral en la cual se involucran los 
trabajadores en el ejercicio de sus tareas, señala que en ocupaciones que representen 
riesgo para la seguridad de la salud y el bienestar de las personas es aceptable reducir la 
jornada de ocho horas diarias y cuarenta y ocho semanales (89). Se puede advertir que 
este precepto coincide con el artículo 3º de la ley 6ª de 1945 en términos de pensar que 
la reducción de la exposición a labores que implican riesgos para la integridad de la 
persona, disminuye las probabilidades de adquirir una condición limitante de la capacidad 
laboral como un accidente de trabajo o enfermedad profesional aunque en el Código se 
nota una mayor intencionalidad en pensar en la cuestión de la salud laboral porque en su 
estructura se hace una mención permanente en varias de sus disposiciones como algo 
que no hace la ley de 1945.  
 
El Título VIII de la primera parte del CST se denomina prestaciones patronales comunes 
y en su capítulo II contiene el ámbito de los accidentes de trabajo y enfermedades  
profesionales comenzando desde el artículo 199 hasta el 226. El primero de ellos es 
aquél que contiene la definición de lo que se entiende por accidente de trabajo al 
considerarlo como “todo suceso imprevisto y repentino que sobrevenga por causa o con 
ocasión del trabajo y que produzca al trabajador una lesión orgánica o perturbación 
funcional permanente o pasajera, y que no haya sido provocado deliberadamente o por 
culpa grave de la víctima” (89). En tal exposición no se encuentran diferencias 
significativas con lo que se venía planteando en la legislación social desde el año de 
1915 en que emergió la primera ley de accidentes de trabajo (ley 57/1915), integrando en 
su estructura las recomendaciones que se hicieron en la ley 6ª del 45, de que este 
evento no debe ser provocado intencionalmente ni debe intermediar falta grave o 
intencional de la víctima.    
 
En cuanto a la acepción de lo que este cuerpo legal considera como enfermedad 
profesional se dice que se trata de “todo estado patológico que sobrevenga como 
consecuencia obligada de la clase de trabajo que desempeña el trabajador o del medio 
en que se ha visto obligado a trabajar, bien sea determinado por agentes físicos, 
químicos o biológicos” (89). Es la misma definición que se adopta en la ley 6ª de 1945 
hasta en la anotación de que las enfermedades endémicas y epidémicas de una región 
sólo se concebirán profesionales cuando los encargados de hacerles frente las 
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adquieren. Se van encontrando concordancias en las acepciones y disposiciones  
trabajadas en las diferentes normativas lo cual permite hacer manifiesto un carácter más 
articulado entre las reglamentaciones surgidas como un aspecto a rescatar en este 
período de organización. 
 
El artículo 201 realiza una propuesta de las enfermedades que se estiman como 
profesionales en las cuales se halla un nexo causal evidente entre las exposiciones que 
dichas labores implican y las condiciones patológicas que sufren las personas 
involucradas en tales actividades por lo que era complicado que condiciones por fuera de 
esta lista fueran calificadas como profesionales. Con el paso de los años está lista se irá 
actualizando y ampliando pues con el conocimiento de la ciencia médica y la contribución 
de disciplinas como la salud ocupacional y la epidemiologia se ha podido comprobar la 
influencia que determinados factores del trabajo tienen en la salud de las personas. 
 
Este título de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales se ocupa también 
de las consecuencias originadas por estas contingencias laborales en la persona que le 
acontecen y que es de vital importancia para la derivación de las prestaciones que le 
corresponden a dicho individuo. Fundamentalmente se conservan las categorías 
estipuladas en la ley 57 de 1915 donde se señalaban la incapacidad temporal, la 
incapacidad permanente parcial, la incapacidad permanente total y la muerte del 
trabajador y las acepciones al respecto guardan los rasgos fundamentales por lo que se 
pensaría que hacen mención a lo mismo. Lo novedoso del Código es incluir la categoría 
gran invalidez la cual remite a la situación cuando el trabajador no sólo queda 
incapacitado para llevar a cabo cualquier actividad de tipo productivo sino que ve 
comprometida su facultad para ser independiente en las funciones esenciales de su vida 
por lo que requiere del apoyo de otro para suplir sus necesidades básicas.  
 
Las prestaciones a que se tiene derecho ante la ocurrencia de los riesgos profesionales 
de accidente de trabajo y enfermedad profesional son contempladas en el artículo 204 
del mismo capítulo destacando en primer lugar las prestaciones asistenciales de tipo 
médico, farmacéutico, quirúrgico y hospitalario que requiere el obrero para su 
recuperación (89). Esta disposición es mucho más específica que aquella que reseña el 
artículo 51 de la ley 90/46 pues coloca un límite de tiempo  de dos años para ser 
merecedor de dicha atención y describe de forma detallada los servicios 
complementarios que puede recibir la persona accidentada como exámenes, consulta de 
especialistas, fisioterapia, transfusiones y el suministro de medios terapéuticos y ayudas 
tecnológicas como aparatos ortopédicos y prótesis. El carácter pormenorizado de este 
artículo es muy valioso desde el punto de vista legal ya que lo que se encuentra 
estipulado en la ley generalmente es lo que es reconocido por las instancias 
responsables y permite no entrar en elucubraciones de qué fue realmente lo que se quiso 
decir.  
 
En el numeral 2 del artículo reseñado se aborda lo que respecta a las prestaciones 
económicas a que tienen derecho las personas que sufren el rigor de un infortunio en su 
capacidad para trabajar por lo que para la incapacidad temporal se tiene derecho al pago 
del salario ordinario completo (y no de 2/3 como establecía la legislación anterior) hasta 
por seis meses, cuando se trata de incapacidad permanente parcial se le concede una 
suma de dinero que va en proporción al daño sufrido de acuerdo a la tabla de valuación 
de incapacidades y que no será inferior a un mes ni superior a veintitrés meses de 
salario. Cuando la incapacidad es de carácter permanente y es total, el accidentado tiene 
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la facultad de percibir una suma de 24 meses de salario y cuando la situación lleva 
consigo la condición de gran invalidez serán 30 los meses a indemnizar. También en este 
numeral se considera la indemnización en caso de muerte del asalariado, que 
corresponde a 24 meses de salario y se indican los beneficiarios de dicha indemnización 
y los porcentajes asignados a cada uno (89). El ámbito de las prestaciones económicas 
que contempla el CST se diferencia del régimen trabajado en la ley 90 de 1946, en que 
las indemnizaciones del primero consisten en un pago único por los daños sufridos que 
de algún modo ayude a paliar las consecuencias negativas del infortunio laboral pero no 
tiene en mente la situación futura de este trabajador y descarga su responsabilidad al 
realizar tal compensación mientras que en la ley de los seguros sociales se habla de una 
renta mensual, es decir de una pensión que se irá pagando de manera progresiva al 
afectado por la contingencia, lo cual prolonga la relación protectora a través del tiempo y 
demuestra mayor interés por el destino que tomará la vida de ese que se ha visto  
afectado por un riesgo profesional.        
 
Los artículos 205 y 206 hablan respectivamente de los primeros auxilios y de la 
asistencia inmediata que es menester prestarle al afectado por un accidente de trabajo o 
por una enfermedad profesional aun cuando el incidente se deba a culpa grave de la 
víctima. Para tal asistencia de urgencias en la empresa se tiene que contar con los 
elementos y medicamentos necesarios para realizar la atención inicial de acuerdo a lo 
dictaminado por la Oficina Nacional de Medicina e Higiene Industrial.  
 
El artículo 216 del precepto que aquí revisamos reflexiona acerca de la situación cuando 
se comprueba la culpa patronal en la ocurrencia del incidente laboral obligando al 
empleador a la indemnización total y ordinaria por perjuicios y, siendo que se supone que 
este dolo se deriva del incumplimiento de las obligaciones estipuladas por las partes 
suscribientes del contrato de trabajo, se podría pensar que existe culpa por el 
incumplimiento de las normas de prevención de riesgos profesionales aunque en este 
artículo no se realizan aclaraciones frente al asunto. De hecho este artículo en la 
actualidad conserva vigencia siendo que no se halla dentro de las derogatorias que se 
hicieron al CST en el estatuto de riesgos profesionales del año de 1994 (decreto 
1295/94).  
 
Frente a la posible ocurrencia de estos riesgos que ponen en riesgo, no sólo la vida e 
integridad del trabajador sino también la capacidad económica del empleador para 
responder a las prestaciones que dichos incidentes originan, se cita el artículo 219 que 
es la situación cuando la empresa contrata una compañía de seguros que responda por 
la satisfacción de las necesidades derivadas de la contingencia, pero aún en esa 
circunstancia, es el patrono el responsable directo por las prestaciones establecidas en el 
capítulo de accidentes de trabajo y enfermedad profesional (89).    
 
Ya en otras disposiciones, que se encuentran por fuera del capítulo destinado a los 
riesgos profesionales, se destaca la que trabaja un tema que no había sido abordado por 
ninguna reglamentación de las revisadas y es el ámbito de la recuperación o reeducación 
para los trabajadores que han sufrido daños a su salud producto de los infortunios 
laborales invitando a ubicar a estas personas en oficios compatibles con sus habilidades 
y competencias de modo que pueda obtener una remuneración que vaya en 
concordancia con aquella que recibían anteriormente. Esta noción es bastante 
interesante desde el punto de vista del análisis de las ocupaciones y de cómo lograr la 
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mejor adaptación posible del humano a la tarea y de la tarea al humano la cual constituye 
una preocupación primordial de la salud ocupacional.         
 
Como se sostuvo en párrafos anteriores este Código es el primero en contener una 
sección especializada en la parte de higiene y seguridad en el trabajo que corresponde al 
título XI de la primera parte del estatuto. En su capítulo único, que va desde el artículo 
348 al 352, se hacen algunas observaciones respecto a los locales y equipos, al 
reglamento especial de higiene y seguridad así como la vigilancia y control por parte de 
las entidades estatales en el cumplimiento de las disposiciones propias en salud 
ocupacional. En el artículo 348, el primero de éstos, se le impone al patrono la obligación 
de tener en condiciones adecuadas locales y equipos de trabajo de modo que se 
garantice la seguridad y la salud de aquellas personas que se comprometen diariamente 
en sus labores.  
 
En este sentido se indica que cuando el establecimiento tenga más de diez personas 
permanentes a su cargo es menester el elaborar un reglamento especial de higiene y 
seguridad industrial que contenga disposiciones e indicaciones sobre la protección e 
higiene personal de los trabajadores; la prevención de accidentes y enfermedades;  los 
servicios médicos, y de sanidad del establecimiento, y salas cunas según el caso; la 
prohibición de facilitar alojamiento en edificios de industrias peligrosas o insalubres; la 
provisión de sillas para empleados de tiendas, boticas, fábricas, talleres y 
establecimientos similares; las condiciones que deben reunir los locales y los elementos 
de protección para las personas que laboren con soldadura eléctrica; las normas 
especiales para empresas mineras y petroleras; las medidas de seguridad en las 
compañías de energía eléctrica, en los depósitos de explosivos de materias inflamantes y 
demás elementos peligrosos; la higiene en las empresas agrícolas, ganaderas y 
forestales (artículos 349 y 350).  
 
Asimismo, este capítulo determina que la Oficina Nacional de Medicina e Higiene 
Industrial, como dependencia del Ministerio de Trabajo, es aquella que se encargará de 
validar el reglamento especial de seguridad e higiene, realizar la vigilancia de que estos 
preceptos se estén cumpliendo en las empresas, atender las reclamaciones de los 
empleadores y trabajadores sobre el no cumplimiento de sus indicaciones e imponer 
sanciones para aquellos que trasgredan lo que se ha acordado en términos de la salud y 
seguridad de las personas en el desempeño de sus actividades laborales (89).      
 
Si bien en este Código se materializa un primer intento por abarcar el asunto de la 
higiene y seguridad industrial en la legislación social de nuestro país, se nota la 
tendencia que se ha hecho patente a lo largo de este estatuto y es la de dirigir su mirada 
protectora hacia un tipo particular de actividad económica, la industrial como aquella 
expresión por excelencia de lo que es el trabajo dependiente asalariado en donde la 
figura del empleador aparece como el responsable de los riesgos profesionales 
ocasionados en su actividad laboral por lo que también se asume que será él quien se 
comprometa a prevenir que estas contingencias se configuren. Además vale la pena fijar 
la mirada sobre los contenidos que debe incluir el reglamento especial de higiene y 
seguridad para darse cuenta del talante infraestructural y locativo de estas primeras 
aproximaciones a la salud ocupacional, en donde el trabajador sigue apareciendo como 
un ente pasivo sin una participación fundamental en la prevención de los riesgos del 
Trabajo. Igualmente, la vigilancia de la Oficina Nacional de Medicina e Higiene Industrial 
aparece como lejana considerando el número de empresas a las que tendría que llevar a 
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cabo la vigilancia del cumplimiento de las indicaciones en el tema de seguridad y más si 
no se cuenta con un cuerpo empresarial encargado de la promoción de las medidas 
protectoras como más adelante lo serán los Comités Paritarios.             
 
Como se manifiesta en la ley 90 de 1946, el ICSS sentó el compromiso de asumir el 
seguro de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, el cual fue reglamentado 
por los Decretos 3169 y 3170 de 1964 y adoptado de manera efectiva el 1º de julio de 
1965 (107), (171). Como bien se ha anotado a lo largo de la exposición de este período, 
el seguro de ATEP tenía como destinatarios la fuerza laboral del sector privado, 
especialmente en las zonas urbanas del país, orientado por el espíritu de esa seguridad 
social restringida al ámbito asalariado y que es la extensión del régimen de prestaciones 
patronales. El Instituto gozó de cierta autonomía para la formulación y reglamentación de 
este seguro prescribiendo sus propios reglamentos, aunque se tenía como requerimiento 
que el Gobierno los aprobará en la forma de decretos como es el caso del Decreto 3169 
y 3170 de 1964.  
 
El Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Seguros Sociales, el día 3 de Junio de 
1964, emite el Acuerdo 169 de 1964, que se convertirá en el Decreto 3169 de 1964 
(178), que es aquel por el que se aprueba el reglamento de inscripción y clasificación de 
las empresas según el grado de riesgo y que busca determinar los aportes que estos 
establecimientos deben pagar al seguro de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales.  
 
En el primer artículo de dicho decreto se hace mención al primer contingente o grupo de 
trabajadores que será adscrito de manera obligatoria al seguro de ATEP que se está 
instituyendo que, como no es de extrañar, serán aquellos que tengan la afiliación al 
régimen de los seguros de enfermedad no profesional y maternidad únicamente en las 
regiones donde el seguro social tenga cobertura (178). Si bien es cierto que lo que el 
artículo expresa es que los obreros y empleados que tengan el seguro de enfermedad no 
profesional y maternidad serán el primer grupo de afiliados, más no el único, en este 
mismo apartado no se expresa cuál será la progresión en la cual se piensa ir 
incorporando a los demás trabajadores del sector asalariado ni se manifiesta la intención 
de afiliar a las personas que laboran en el sector independiente por lo que la protección 
que establece este mecanismo de protección aparece como restringida. Esta misma 
limitación se hace patente desde el punto de vista geográfico ya que este seguro sólo 
llegará a las regiones en las cuales se tenga cobertura siendo esta una de las dificultades 
más fuertes que enfrentó el régimen de seguros sociales para extenderse más allá de los 
centros urbanos a lo largo de todo el territorio nacional.   
 
En los artículos 3º, 4º y 5º se estipulan los requisitos que las empresas deben seguir para 
poder incorporarse a este seguro de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
haciendo hincapié en el suministro de toda la información necesaria y en el seguimiento 
de las normas específicas que al respecto establezca el Instituto. Es de fundamental 
trascendencia el tener claro los mecanismos de inscripción al seguro de ATEP ya que las 
prestaciones que este define sólo podrán ser válidas una vez la persona se encuentre 
inscrita antes de sufrir el accidente de trabajo y/o cuando los médicos del Instituto 
califiquen una enfermedad como profesional.   
 
El artículo 12 del presente decreto es la transcripción del artículo 57 de la ley 90 de 1946, 
determinando que si un empleador tiene la obligación de afiliar a sus trabajadores al 
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seguro de ATEP pero no lo lleva a cabo y se presenta un infortunio laboral, el patrono 
debe pagar al Instituto el capital de las rentas y prestaciones que se le otorguen a la 
persona y estar sujeto a las sanciones que se le impongan. La situación referida en estas 
líneas es la representación del tránsito entre el antiguo régimen patronal, en el que la 
responsabilidad por las prestaciones derivadas por accidentes de trabajo recaía sobre la 
persona del empleador, y el nuevo sistema de seguros sociales en el cual el compromiso 
de la empresa es afiliar al trabajador para que el seguro le ayude a responder de manera 
efectiva en las obligaciones prestacionales que surjan en este proceso.  
 
El capítulo II es el encargado de contener la propuesta mediante la cual se realizará la 
clasificación de las empresas y como se precisarán los grados de riesgo por lo que 
reviste especial atención el artículo 19, como desarrollo del artículo 56 de la ley 90 de 
1946, el cual explica la categorización de los centros de trabajo en las siguientes 
categorías (178):  
 
 Clase I. Riesgo ordinario de la Vida. 
 Clase II. Riesgo Bajo.  
 Clase III. Riesgo Medio.  
 Clase IV. Riesgo Alto.  
 Clase V. Riesgo Máximo.  
 
Para efectuar tal ordenamiento se tienen en consideración los grados de riesgo que 
representa la actividad empresarial desempeñada en cada establecimiento por lo que el 
mismo artículo propone una tabla en la que se indican los límites inferior y superior de los 
intervalos que definen determinada clase de riesgo de acuerdo con tal actividad 
económica. La clasificación se realiza partiendo de varios fundamentos entre los que se 
hallan: a) tener en cuenta la actividad principal de la empresa; b) la facultad de catalogar 
diferentes centros de trabajo con distintos grados de peligrosidad aunque se trate de la 
misma empresa, y; c) que dicha tipificación tenga como base las estadísticas sobre la 
ocurrencia y severidad de los riesgos acontecidos y el cumplimiento de las obligaciones 
en términos de seguridad e higiene en el trabajo (178). En el último caso se habla de la 
vigilancia que efectuarán las Oficinas de Salud Ocupacional del Instituto para revisar las 
condiciones de higiene y seguridad de las empresas y examinar las medidas de 
prevención de riesgos aunque, como se indicó en líneas anteriores, se pone en cuestión 
la capacidad del Instituto para estar al tanto de las condiciones de higiene y seguridad de 
todas las empresas que se esperaba que se afiliarán al seguro de ATEP y más sin contar 
con una instancia empresarial que controlara el cumplimiento de este propósito. La 
categorización de empresas será responsabilidad de una Comisión que estará integrada 
por el jefe de la sección de Salud Ocupacional del Instituto y dos miembros más que 
serán designados según el reglamento que el Instituto dictamine frente a este asunto. 
 
La parte más llamativa del Acuerdo la contiene el artículo 26 el cual tiene como objetivo 
el de proponer una discriminación de diferentes actividades económicas según la clase 
de riesgo que implican para aquellos que se comprometen en este tipo de tareas. En esta 
propuesta se evidencia que se tomaron en consideración principios de la metodología de 
análisis de actividad ya que se parte de la identificación de los factores a los que puede 
verse expuesta la persona que se desenvuelve en determinada labor y de cómo estas 
condiciones de trabajo son capaces de producir un detrimento en su capacidad funcional 
y afectar su salud y bienestar por lo que es posible establecer las ocupaciones que 
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mayor riesgo representan para la población de trabajadores colombianos. Obviamente no 
aparecen todas las posibles actividades económicas que podrían ser desarrolladas y se 
tiene el sesgo de dirigir la atención a las labores de tipo dependiente e industrial siendo 
que el objeto de protección de este seguro son los asalariados, pero el artículo 27 señala 
que de no figurar en la lista presentada, el Instituto determinará la clase de riesgo de 
cierta ocupación con fundamento en la similitud por actividad, por peligrosidad o por los 
sistemas de trabajo empleados.  
 
El artículo 28 dispone las circunstancias que se deben configurar para la modificación de 
los grados de riesgo en donde uno de los planteamientos para lograr dicho fin es haber 
mejorado las medidas preventivas de riesgos como estímulo para disminuir dicha 
clasificación; esta se convierte en una perspectiva interesante para el desarrollo en 
nuestro país de la disciplina de la salud ocupacional aunque el móvil principal para 
adoptar las medidas sanitarias en los puestos de trabajo debería tener que ver con la 
mejoría de la calidad de vida para los trabajadores y no con una clasificación de 
empresas para pagar cuotas más económicas. El mismo artículo apunta a que si la 
empresa no cumple con las disposiciones en materia de seguridad e higiene laboral, las 
oficinas de salud ocupacional del Instituto deben pronunciar un concepto de las 
recomendaciones para disminuir el grado de riesgo presente en dicho establecimiento 
comercial.     
 
El capítulo III toca lo referente a los aportes que se saldarán al seguro por lo que incluye 
definiciones de quien es la persona del empleador, que es el salario y que beneficios 
incluye, así como la categorización de los sueldos para el seguro de ATEP partiendo de 
que las prestaciones se realizan teniendo en consideración el salario de base de la 
respectiva categoría.  
 
En el artículo 33 de dicho precepto se formula la acepción de lo que es un patrono como 
una expresión del tipo de población a la que llega la protección de este seguro que es 
aquella que se encuentra bajo la subordinación de un empleador, quien se asume como 
responsable de los riesgos que implique la actividad económica que desarrolla por lo que 
también es el garante de las cotizaciones para el seguro de riesgos profesionales. Según 
esa lógica, en otras actividades que no se hallen bajo la etiqueta del trabajo dependiente 
la figura del empleador se transfigura y es difícil ubicar el responsable de las 
prestaciones siendo que en ocasiones el trabajador accidentado y el patrono 
corresponden a la misma persona. Conforme con la clase y el grado de riesgo en que se 
clasifique la empresa, el artículo 39 del Acuerdo expone la tabla de aportes para el 
seguro de riesgos profesionales refiriendo algunas advertencias para pagar dichas 
cotizaciones.      
 
En el objeto de estudio que aquí nos ocupa reviste capital trascendencia el profundizar 
sobre el reglamento general del seguro social obligatorio de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales el cual es formulado por el Consejo Directivo del Instituto 
Colombiano de Seguros Sociales en su Acuerdo 155 de 1963 y aprobado por el Decreto 
3170 de 1964 y corresponde al desarrollo de la parte de riesgos profesionales que 
contenía la ley 90 de 1946. Como se había indicado en la ley general de los seguros 
sociales mientras se organizaba el régimen para atender a las necesidades derivadas de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, las obligaciones prestacionales 
seguían a cargo de los empleadores por lo que con este Decreto se configura el traslado 
de estos compromisos asistenciales y económicos hacia el Instituto Colombiano de 
115 
 
Seguros Sociales (166). Indiscutiblemente se trataba de un sistema de previsión 
novedoso en el país y que requería una organización progresiva y bien hecha para 
garantizar éxitos futuros, pero queda el cuestionamiento del por qué tomó un período tan 
extenso, de casi 20 años, para organizar este seguro de accidentes de trabajo y 
enfermedades cuando se supone que configura una preocupación social por excelencia.  
 
Como se ha procedido con los anteriores reglamentos, en primera medida se expondrán 
las definiciones de lo que comprenden los riesgos profesionales comenzando por la 
acepción de accidente de trabajo la cual, según el artículo 2º, es “todo suceso imprevisto 
y repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca una 
lesión orgánica o perturbación funcional” (179). Hasta este punto pareciese tratarse de la 
misma definición consignada en el artículo 199 del Código Sustantivo del Trabajo 
manteniendo sus caracteres particulares de ser un evento imprevisto y repentino pues se 
entiende que no es posible prever en qué momento ocurrirá (aunque si se es capaz de 
establecer que se está en riesgo de la ocurrencia de un infortunio laboral), que es aquel 
que sobreviene con causa o con ocasión del trabajo (sin embargo la legislación anterior 
nunca ha explicado que quiere decir con el término con ocasión y a qué tipo de 
situaciones se refiere) y que esta situación debe producir en el afectado una lesión 
orgánica o perturbación funcional (de hecho para la ley 6ª el accidente de trabajo es la 
lesión más que el evento causante de tal detrimento en la salud del trabajador). Empero, 
y en términos de tener una visión más amplia de lo que constituye el accidente laboral, 
que va más allá de la insípida perspectiva hasta ahora presentada, el artículo 3 enumera 
una serie de situaciones en las cuales también se configura esta contingencia (179):  
 
a) En el seguimiento de órdenes del empleador o en la prestación de un servicio bajo su 
autoridad sin importar que se esté fuera del espacio y el horario de trabajo.  
b) Durante una interrupción o pausa laboral si el afectado se encuentra en las 
instalaciones de la empresa, o en su puesto de trabajo.  
c) Por la acción de un tercero o por acto intencional del patrono o de un compañero de 
trabajo, durante la ejecución de este, y por causa o con ocasión del trabajo.  
d) El ocurrido en el trayecto del trabajo a su domicilio o viceversa, cuando el transporte 
se haya efectuado por cuenta del patrono, en un vehículo propio o contratado 
expresamente por este.    
 
Se nota la ampliación del concepto de accidente laboral a una serie de situaciones que 
permitirían tener un entendimiento más cercano de lo que quiere decir la definición 
primigenia cuando señalaba que este evento catastrófico era con causa u ocasión del 
trabajo. En esta circunstancia particular el elemento central para establecer si se está en 
presencia de este tipo de contingencia es la subordinación laboral ya que el trabajador 
puede estar fuera de las horas y del espacio físico del establecimiento pero desde que 
esté en cumplimiento de las órdenes de un patrono se configura un accidente laboral. 
Pareciese que esta acepción amplía el concepto de accidente de trabajo para incluir 
algunas situaciones que en el pasado eran discutibles pero sólo lo hace para un grupo 
poblacional: los asalariados, aquellos que se hallan en una relación contractual que da 
cuenta de su carácter dependiente. Esta definición no podría ser aplicable para aquellas 
actividades económicas que no se encuadren dentro de esta estructura del trabajo 
dependiente por lo que no se estaría pensando en ningún momento en incluir dentro de 
las protecciones que determina esta ley, para los accidentes de trabajo, a los 
independientes ni a las ocupaciones que se salgan de esta lógica empresarial formal. 
 
116 
 
 A menos que se hubiese cambiado esta definición, que de principio ya establece cuál es 
su objeto de protección, se podría pensar en incluir otras modalidades de trabajo pero 
con esta acepción se confirma la influencia del derecho laboral y el carácter restringido 
que tiene el mecanismo de previsión social que se estaba promoviendo en nuestro país. 
El artículo 4º realiza las mismas claridades que la legislación predecesora en términos de 
excluir de la calificación de accidente de trabajo a las circunstancias en las cuales se 
compruebe culpa grave de la víctima (por ejemplo por el incumplimiento de las 
disposiciones del reglamento de higiene), el provocado deliberadamente por el afectado y 
el que se deba a fuerza mayor.  
 
El mismo reglamento se encarga de otorgar el significado de lo que concibe como 
enfermedad profesional al indicar que se trata de “todo estado patológico que 
sobrevenga como consecuencia obligada de la clase de trabajo que desempeñe el 
asegurado, o del medio en que se haya visto obligado a trabajar, bien sea determinado 
por agentes físicos, químicos o biológicos” (179). Como podemos observar es la misma 
que se halla en el artículo 200 del Código Sustantivo del Trabajo o la del artículo 12º de 
la ley 6ª de 1945, sólo que aquí se indica que quien sufre esta condición es el asegurado 
al régimen de seguros sociales.  
 
En el capítulo II, del campo de aplicación, no sorprende lo que ya se ha venido 
insistiendo que quienes están sujetos de manera obligatoria al seguro de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales son los trabajadores, que en virtud de un contrato 
de trabajo, presten sus servicios a un patrono particular, a entidades de derecho público 
semioficiales o descentralizadas o a un sindicato para la ejecución de un contrato 
sindical. Como bien se advierte el elemento redundante es el contrato laboral como aquel 
que configura responsabilidades entre las partes del mismo, por lo que la parte 
contratante tiene la obligación de suscribir al seguro de ATEP para delegar este 
compromiso en otro ente que se hará cargo de las prestaciones que anteriormente le 
correspondían a la empresa. En el parágrafo del artículo 7º se indica que los trabajadores 
independientes, los del servicio doméstico, los trabajadores a domicilio, y los 
trabajadores agrícolas de empresas no industrializadas se afiliarán de manera obligatoria 
al ICSS cuando se emitan los reglamentos al respecto, pero esta promesa no tuvo el 
desarrollo que se esperaba y se quedó como una perspectiva muy interesante (179).  
 
Las prestaciones asistenciales y económicas que formula este reglamento son trabajadas 
en los artículos 9 a 14 del mismo, indicando que se tiene derecho a “la necesaria 
asistencia médica, quirúrgica y hospitalaria y al suministro de los medicamentos y demás 
medios terapéuticos que se requiera” (179). Este fragmento va en correspondencia con lo 
que señalan el artículo 51 de la ley 90 de 1946 y el Código Sustantivo del Trabajo, 
aunque la descripción que realiza el Código de las posibilidades diagnósticas y 
terapéuticas que puede recibir el individuo accidentado es más amplia. No obstante, en 
este reglamento se le otorga mayor importancia al tema de las ayudas tecnológicas al 
sugerir que se poseerá la facultad de que sean provistos, reparados y renovados los 
aparatos de prótesis y ortopedia necesarios para la recuperación de la persona.  
 
También el estatuto se pronuncia con referencia a las incapacidades y de las 
prestaciones a que da lugar determinada disminución en la capacidad funcional. El 
artículo 9º declara que cuando el trabajador no se encuentre en posibilidad de 
desempeñarse en su actividad laboral por causa de una lesión derivada de accidente de 
trabajo o enfermedad profesional, y que no haya sido proclamada la situación de 
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incapacidad permanente, el asegurado tendrá derecho a percibir un subsidio diario que 
consiste en el salario de base de la categoría de cotización hasta por ciento ochenta 
días. Si después de transcurrido este período no se ha establecido la incapacidad 
permanente se otorgará una prestación de las 2/3 partes del valor anteriormente 
enunciado como subsidio de incapacidad temporal (179). Como es posible anotar, la 
prestación que implanta este reglamento de riesgos profesionales por incapacidad 
temporal durante los primeros ciento ochenta días es mayor que la que determina la ley 
90/46 y el Código Sustantivo del Trabajo ya que en los dos últimos casos no llega al 
salario completo. Los casos de incapacidad temporal después de los seis meses son 
abordados en cada reglamentación de manera diferente y ya han sido referidos con 
anterioridad en las secciones correspondientes.  
 
Se propone desde lo conceptual la diferenciación entre la incapacidad permanente 
parcial y la total siendo la primera de éstas la producida por alteraciones orgánicas o 
funcionales que no tienen perspectivas de recuperación  o que presentan una duración 
que no es posible estimar, las cuales limitan la capacidad para ganarse la vida a través 
de una actividad laboral; entretanto la incapacidad total es aquel estado de alteración que 
impide al asegurado desempeñar su trabajo habitual u otro similar compatible con sus 
aptitudes y formación profesional. Esta incapacidad total se entiende como absoluta 
cuando imposibilite al sujeto el ejercicio de cualquier clase de trabajo remunerado. Otra 
consecuencia derivada de estas contingencias laborales es la gran Invalidez la cual 
coloca al individuo en la circunstancia de requerir de otra persona para movilizarse o para 
realizar las funciones esenciales de la vida (179).  
 
Esta categorización de los estados de capacidad funcional es de trascendental desde el 
punto de vista de las prestaciones económicas a que se puede acceder por lo que la 
persona que tenga una incapacidad permanente parcial debe recibir una pensión 
proporcional a la que le hubiere correspondido en caso de que su incapacidad hubiera 
sido total y de acuerdo con el porcentaje de valuación de la incapacidad. Para la 
incapacidad permanente total se tiene derecho a una prestación mensual del 60% del 
salario mensual base de cotización. Para los que presentan como consecuencia de un 
accidente de trabajo o enfermedad profesional una incapacidad permanente absoluta, el 
porcentaje sobre el salario de base para calcular la pensión mensual es de 70%. La 
persona que sea calificada como gran inválido percibirá una pensión equivalente al 85% 
del salario mensual de base (artículo 21). Si se compara con las reglas estipuladas en los 
artículos 52 y 53 de la ley 90 de 1946, este acuerdo es más específico y exacto en 
colocar los valores o porcentajes que le corresponden al asegurado accidentado al 
presentar cualquiera de las condiciones de salud descritas mientras que si se mira en 
contraste con el CST, en el cual predomina una visión compensatoria a partir del pago de 
una suma única de dinero, lo que se concibe en el seguro de ATEP es una renta mensual 
como extensión del beneficio a lo largo del tiempo y en donde el Instituto no se deshace 
del compromiso con la persona como si ocurre en el régimen de prestaciones patronales. 
En este principio se asemeja a lo que bien defiende la seguridad social de llevar su brazo 
protector desde el nacimiento hasta la muerte aunque recordemos el carácter 
estratificado de la propuesta de previsión social que se impuso en el país.   
 
Si bien el Instituto asume el compromiso por la garantía de las prestaciones de carácter 
asistencial y económico que se deriven de la ocurrencia y configuración de un riesgo 
profesional, esto no exime al empleador de la obligación de prestar los primeros auxilios 
ante la ocurrencia de determinado evento catastrófico por lo que tiene que poseer 
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personal adiestrado y tener los elementos e instrumentos del caso para atender dicha 
urgencia.  
 
En cuanto a los recursos y el financiamiento del seguro de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales se conserva lo estipulado en el Acuerdo 169 de 1964 
(Decreto 3169 de 1964) indicando que son los patronos los que deben cubrir las 
cotizaciones correspondientes a este seguro y se enumeran los procedimientos para 
determinar los grados de riesgo, la clasificación de las empresas según categorías de 
riesgo, los responsables de dicha categorización, el establecimiento de las cuotas de 
cotización como una reproducción de lo que ya se había reseñado en el Decreto 3169.  
 
Para el asunto que aquí nos ocupa es menester hacer referencia obligada al capítulo X 
que trata de la prevención de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y de la 
seguridad e higiene industrial por lo que el primer artículo de este apartado (artículo 77) 
estipula que partiendo de la trascendencia del asunto el Instituto organizará           
servicios de prevención de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 
Asimismo el ICSS tiene la facultad de exigir a las empresas la adopción de las normas de 
prevención de riesgos profesionales y puede pedir la solidaridad de las autoridades 
laborales en términos de la vigilancia de que estas medidas sean efectivamente 
adoptadas. El artículo 81 del Acuerdo manifiesta la necesidad de generar estrategias 
efectivas para la divulgación de los métodos de prevención de los riesgos profesionales y 
de las recomendaciones de seguridad e higiene industrial lo cual parecería una idea muy 
interesante desde el punto de vista de salud pública y como iniciativa que beneficiaría no 
sólo a los trabajadores afiliados sino al gran contingente de la masa laboral del país. 
Pese a esto el artículo deja claro que al seguro y al Instituto sólo les interesa vigilar esta 
acción sobre el grupo de sus asegurados restringiendo el ámbito de una propuesta con 
bastante proyección. El artículo 82 indica, como disposición común a todas las 
normativas revisadas con anterioridad, que ante la omisión de las obligaciones del 
empleador para con el Instituto es esta figura empresarial quien debe hacerse cargo de 
los perjuicios causados al trabajador por lo que en esta última referencia aparecería el 
régimen de prestaciones patronales y la reglamentación correspondiente para proteger a 
esta persona (179). 
 
Con base en las regulaciones que han sido expuestas, que configuran la adopción del 
seguro de ATEP por parte del Instituto Colombiano de Seguros Sociales (Decretos 3169 
y 3170 de 1964) Gerardo Arenas (166) sugiere que esta normativa tiene la propensión a 
considerar de forma más amplia la protección de las personas en el ejercicio de su 
dinámica ocupacional ya que, antes que producir compromisos y obligaciones de 
carácter reparador y compensatorio, el aseguramiento de los riesgos conduce a la 
implementación de medidas encaminadas hacia la prevención de los riesgos y se 
defienden los derechos  asistenciales y económicos de las personas que tengan que 
padecer dichos infortunios laborales.  
 
En el último año de esta etapa de la seguridad social, 1967, se publica por parte del 
Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Seguros Sociales el Acuerdo Número 241 
(180) que tiene como fin la formulación del reglamento de prevención de riesgos 
profesionales. En el primer artículo de dicho precepto se estipula el ámbito de aplicación 
de este dictamen, señalando claramente que se comprende únicamente a las empresas 
adscritas al seguro de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que como ya 
se hizo mención son predominantemente las actividades económicas de grandes 
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empresas industriales en las que se da cuenta del carácter de subordinación del 
asalariado frente a un empleador y que son la representación por excelencia del trabajo 
dependiente.  
 
El artículo 4º contiene en su estructura las obligaciones que corresponden a los 
empleadores en lo referente al mantenimiento de las mejores condiciones posibles para 
el ejercicio de la dinámica laboral, enumerando algunas acciones para alcanzar tal 
objetivo tales como la de contar con la patente de sanidad y con el reglamento de higiene 
y seguridad industrial del establecimiento que representan, seguir las normas especiales 
consignadas en este reglamento así como las recomendaciones que les haga el Instituto 
a través de las Oficinas de Salud Ocupacional, mantener las instalaciones en las cuales 
se lleva a cabo la labor en una situación óptima en cuanto a la higiene y seguridad 
locativa, implementar campañas para la prevención de los riesgos profesionales, notificar 
a los trabajadores de los riesgos a los que están expuestos así como de las medidas 
apropiadas para protegerse de los mismos y mantener equipos de primeros auxilios a 
cargo de personal entrenado. 
 
En la relación laboral también surgen compromisos para la parte contratada en relación 
con la prevención de los riesgos profesionales los cuales son consignados en el artículo 
5º del Acuerdo denotando que los asalariados deben cumplir con las disposiciones que 
promueve  el reglamento de higiene y seguridad industrial del establecimiento en el que 
se desempeñan, estar al tanto de las indicaciones particulares para desarrollar el tipo de 
trabajo que le corresponde, usar correctamente los equipos de protección personal, 
mantener en operación los dispositivos de seguridad, informar al patrono sobre las fallas 
o el deterioro de los equipos de protección, de los sistemas de seguridad o de los riesgos 
que presencie en su puesto laboral, realizar en forma responsable y seria sus tareas 
evitando actuar con descuido y brusquedad, abstenerse de operar maquinaria sin la 
autorización requerida y solicitar la inmediata prestación de los primeros auxilios ante la 
circunstancia de un infortunio laboral informando a los superiores de la empresa (180).  
 
Partiendo de la idea particular que se tiene de la empresa afiliada al seguro de ATEP la 
preocupación de este reglamento y el aporte más importante que realiza es el de 
describir de manera detallada las recomendaciones desde el punto de vista locativo que 
debe seguir la industria para garantizar las mejores condiciones posibles de seguridad e 
higiene por lo que se realizan observaciones de iluminación, ventilación, escaleras, pisos, 
e instalaciones sanitarias. Asimismo se proporcionan consideraciones en cuanto a la 
presencia y adecuado control de agentes de tipo químico, mecánico, físico, eléctrico 
como una de las regulaciones más detalladas al respecto de todas las que han sido 
revisadas hasta ahora en el tema de la prevención de los riesgos profesionales. De la 
misma manera se emiten algunas advertencias acerca del almacenamiento y transporte 
de sustancias y materiales peligrosos, de la prevención de incendios y sobre los 
elementos de protección personal.  
 
Como se anotó con antelación este reglamento es la evidencia de la visión instrumental 
que predominaba en aquella época sobre la salud ocupacional ya que hace gala de una 
preocupación fuerte por el ámbito locativo y el carácter infraestructural pero no se 
considera la presencia y participación de los trabajadores por lo que se dejan de lado 
recomendaciones de tipo pedagógico de cuál es su intervención para hacer el puesto de 
trabajo más seguro. En ninguna instancia se refiere un ente de control empresarial o 
dependencia en la cual reposen las responsabilidades en torno a la cuestión de la salud 
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laboral, como lo serán más adelante los comités paritarios, por lo que el patrono tiene la 
autonomía de determinar cómo va a proceder para hacer cumplir las disposiciones de los 
reglamentos de prevención de riesgos profesionales. Siendo que no se cuenta con una 
dependencia en el ámbito empresarial que asuma el control de esta cuestión se percibe 
una vigilancia estatal lejana.    
 
Otra normativa que vale la pena referir es el Acuerdo Número 258 de 1967 (181) por el 
cual se adopta la tabla de valuaciones de incapacidades originadas por lesiones por 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales la cual contiene por cada segmento 
corporal las posibles alteraciones que se pueden sufrir por parte de los trabajadores y los 
límites, inferior y superior, de pérdida funcional que producen dichas limitaciones, como 
sustrato para determinar las prestaciones asociadas a dicha pérdida. Para esta 
clasificación se tiene en cuenta el daño físico originado, la influencia sobre la actividad 
del trabajador, las posibilidades de rehabilitación, la edad y la disminución de la 
capacidad adquisitiva de empleo. 
 
De acuerdo con Rodríguez (182) desde la entrada en funcionamiento del seguro de 
riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales se tuvieron resultados 
prometedores que se pueden evidenciar en el número de inscritos al mismo así como en 
los ingresos y las reservas que generó la implementación de éste. Al iniciar operación en 
el año de 1965 se contaba con una cantidad  de 485.889 trabajadores los cuales van a 
pasar a 783.658 en 1970 observándose un crecimiento destacado. Los ingresos del 
primer año llegaron al orden de $21.170.561, mientras que los gastos fueron de 
$9.891.865 lo cual origina una reserva de $11.278.685 que al cabo de cinco años 
representa más del 37% de los ingresos. En este sentido se hace manifiesta la 
conveniencia de la implementación de este seguro para el Instituto y para aquellos a 
quienes llega su protección pero no oculta el carácter restringido de su protección en 
términos de cobertura para el resto de la población trabajadora colombiana.      
7.3. Período de expansión de los seguros sociales: 
desde 1967 hasta 1977   
7.3.1. Características de esta etapa  
 
Como su denominación nos indica, este período, que comprende desde 1967 hasta 
1977, tiene como bandera la extensión de los beneficios y prestaciones de la seguridad 
social, la ampliación del campo de aplicación hacia otras poblaciones diferentes a las 
típicamente protegidas y la de llevar este apoyo a lo largo de la geografía nacional para 
lograr una mayor cobertura. Como expresión del crecimiento que tienen los beneficios 
sociales para los trabajadores colombianos aparece el fortalecimiento de las cajas de 
compensación familiar las cuales van diversificando su actividad en términos de mejorar 
la protección para sus afiliados.    
 
Durante este espacio de tiempo se configuran las disposiciones contenidas en la ley 90 
de 1946, que de ser promesas pasan a ser realidades a partir de la puesta en marcha del 
seguro de invalidez, vejez y muerte. Citando la opinión de Rodríguez (182), el seguro de 
IVM da cuenta del papel del Estado no sólo en la consolidación de la seguridad social 
sino como racionalizador de la actividad económica. En esta medida los estamentos 
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gubernamentales toman una posición más activa con respecto a los seguros sociales en 
la medida que intentan articular este mecanismo de previsión dentro de la política oficial.  
 
En sintonía con este propósito de lograr una mayor armonía entre las prestaciones 
definidas para el sector público y las del régimen privado se busca la integración de estos 
dos sistemas de previsión los cuales habían tomado caminos diferentes a partir de la 
expedición de la ley 6ª de 1945. En la búsqueda de la unificación normativa y de la 
tecnificación del sistema prestacional oficial se produce la reforma administrativa de 1968 
que se materializa en el decreto-ley 3135 de 1968, y su Decreto Reglamentario 1848 de 
1969, los cuales serán descritos a continuación en sus rasgos más significativos.   
 
El primero de éstos, el Decreto 3135 de 1968, presenta como propósito comprender en 
un único cuerpo normativo las prestaciones a que tienen derecho los empleados públicos 
y los trabajadores oficiales del nivel nacional partiendo de que anteriormente la 
legislación que regulaba la situación de este contingente laboral se hallaba bastante 
dispersa. Lo primero que plantea el citado precepto es la imposición de la Presidencia de 
la República de realizar un estudio técnico a la Caja Nacional de Previsión Social y a las 
demás entidades económico-asistenciales de los empleados públicos y trabajadores 
oficiales del orden nacional en donde se pueda conocer un panorama de la situación 
financiera de cada institución, la procedencia de sus recursos, el valor de las 
prestaciones y servicios a su cargo, el origen de los beneficios estipulados en la medida 
de que éstos hayan sido creados por normas legales o por convenciones laborales, la 
comparación de las prestaciones, entre otros aspectos. Esta información serviría de 
sustrato para realizar un diagnóstico fiel sobre los servicios económico-asistenciales que 
reciben los trabajadores públicos y mejorar la perspectiva de cómo se puede llevar a 
cabo la citada unificación e incorporación a las directrices del Instituto Colombiano de 
Seguros Sociales (183).  
 
El Capítulo II, es el relacionado con las prestaciones sociales de las que gozan los 
servidores públicos por lo que es importante determinar cuáles son las personas que se 
consideran dentro de esta categoría. En esa instancia, el artículo 5º propone la 
diferenciación entre los empleados públicos y los trabajadores oficiales siendo los 
primeros de estos las personas que laboran en los ministerios, departamentos 
administrativos, superintendencias y establecimientos públicos. Entretanto los segundos 
son los trabajadores de la construcción y sostenimiento de obras públicas así como 
aquellos que prestan sus servicios en las empresas industriales y comerciales del Estado 
(183).  
 
En el artículo 14 se hace mención a las prestaciones y beneficios que las entidades de 
previsión social deben reconocer a los trabajadores oficiales y empleados públicos en 
donde se alude al derecho a la asistencia médica, obstétrica, farmacéutica, quirúrgica y 
hospitalaria necesaria; el servicio odontológico; auxilio por enfermedad no profesional; 
auxilio de maternidad; indemnización por accidente de trabajo; indemnización por 
enfermedad profesional; pensión de invalidez; pensión vitalicia de jubilación o vejez y 
seguro por muerte (183). En esta medida se observa que se trata de las mismas 
prestaciones que la reglamentación predecesora había establecido para los trabajadores 
del sector privado y supera las consignadas en el artículo 17 de la ley 6ª de 1945 para los 
servidores públicos pues en el precepto de mediados de siglo no se incluían como 
prestaciones el servicio odontológico, el auxilio de maternidad, la indemnización por 
accidente de trabajo y/o enfermedad profesional. El mismo apartado hace alusión a la 
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situación de los pensionados ya sea por invalidez, jubilación o vejez quienes tienen 
potestad de exigir la asistencia médica necesaria, el auxilio funerario y la sustitución de la 
pensión a favor de los beneficiarios en caso de fallecer. En la circunstancia de que el 
trabajador no se encuentre afiliado a una entidad de previsión social es la empresa 
estatal empleadora la que debe responder por los beneficios consignados en las líneas 
anteriores como ocurría con los empleadores particulares como extensión del régimen de 
prestaciones patronales.  
 
El Decreto Reglamentario 1848 de 1969 es aquel por el cual se reglamenta el Decreto 
3135 de 1968 por lo que comprende en su contenido una exposición más amplia de los 
temas que fueron trazados de manera tangencial en la reglamentación de 1968. De tal 
manera que se vuelven a enunciar las consideraciones para diferenciar entre los 
empleados públicos y los trabajadores oficiales y se profundiza en tópicos como las 
prestaciones para enfermedad común, enfermedad profesional, accidentes de trabajo, 
auxilio de maternidad, vacaciones remuneradas, prima de navidad, seguro por muerte, 
auxilio funerario, pensión de invalidez, pensión de jubilación, pensión de retiro por vejez y 
la protección del salario.   
 
Además de evidenciarse la crisis financiera que se está desencadenando en el sector 
oficial, este período es testigo del compromiso burocrático y administrativo del Seguro 
Social por lo que emergen medidas reglamentarias que se orientan hacia la solución de 
tales dificultades. En ese sentido, se presenta el Decreto-Ley 433 de 1971 como aquel 
por el cual “se reorganiza el Instituto Colombiano de Seguros Sociales” desde el punto de 
vista institucional y administrativo (184). Este precepto, que parte de una visión más 
amplia del seguro social que la contemplada en la ley 90/46, busca llevar los beneficios 
sociales de este mecanismo de previsión social hacia todas las personas que hagan 
parte de la fuerza laboral trascendiendo la visión basada en el trabajo dependiente que 
defendía el reglamento original de 1946 (176).  
 
En el artículo 1º de este Decreto se manifiesta el carácter público de la seguridad social y 
de cómo este servicio es orientado y dirigido por el Estado por lo que define que deben 
adscribirse de manera obligatoria no sólo los trabajadores que se hallen por contrato de 
trabajo en subordinación laboral por parte de un patrono sino también los empleados 
públicos y obreros oficiales que presten sus servicios en una entidad de carácter 
nacional, los trabajadores independientes y los autónomos o pequeños patronos, los 
individuos que presten servicio para la ejecución de un contrato sindical y en general 
todos aquellos individuos de la población económicamente activa que no se hallen 
adscritos a ninguna entidad de previsión social (184). La idea de llevar la protección 
hacia los trabajadores de las diferentes modalidades laborales, y no únicamente a los 
asalariados, debió ser la premisa básica del régimen de seguros sociales desde su 
creación pues a pesar de que este decreto busca la integración de todo el contingente de 
la población económicamente activa al mecanismo de previsión social, la reglamentación 
antecesora que fue formulada a lo largo de 20 años, tenía que ser modificada o 
reformulada para que fuera posible el acceso de aquellos que habían sido excluidos en 
primera instancia del sistema.  
 
Aún con esta limitación, que imponía la elaboración de una nueva reglamentación para 
regular la situación de los grupos incorporados recientemente al sistema de los seguros 
sociales, es una intención bastante valiosa el hacer conciencia de una gama amplia de 
actividades económicas y modalidades ocupacionales que se salen de la lógica del 
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trabajo asalariado y reconocer que tales labores implican una alta vulnerabilidad de ver 
limitada la capacidad para desempeñarse en una actividad productiva por lo que es 
primordial el apoyo de los instrumentos para responder a las contingencias sociales. El 
artículo 3º extiende las prestaciones de carácter médico asistencial que otorga el Instituto 
a la familia del afiliado en concordancia con el propósito de llevar la protección del 
Seguro Social a los sectores más necesitados de la población y en articulación con los 
programas de atención médica que promueva el Ministerio de Salud (184).    
 
Aunque es cierto que el sistema alcanza un carácter más amplio en su protección, la 
seguridad social colombiana tiene como punto de apoyo al trabajo y a la persona que se 
desempeña en tal dinámica productiva como su objeto de salvaguardia cuando en otras 
latitudes ya se está ensayando la fórmula de la universalidad donde basta con demostrar 
la calidad de ciudadano para tener acceso a los beneficios de una seguridad social con 
un enfoque más amplio.  
 
En el Capítulo II del Decreto expuesto se hace la enumeración de los riesgos que cubre 
el Seguro Social Obligatorio incluyendo (184); a) enfermedad no profesional y 
maternidad; b) accidentes de trabajo y enfermedad profesionales; c) invalidez, vejez y 
muerte; d) asignaciones familiares. Como es posible advertir queda por fuera de esta 
estructura la cobertura del riesgo de desempleo y otras contingencias que actualmente 
cubren los sistemas de seguridad social pero se mantienen los que típicamente han 
hecho parte de las protecciones consignadas en la reglamentación. El capítulo III incluye 
el desarrollo de las cuestiones relativas a la organización y administración del régimen de 
seguros sociales por lo que se pronuncia en cuanto a las funciones del Instituto, la 
conformación del consejo directivo de la entidad, las obligaciones y compromisos del 
director general del ICSS, la naturaleza y las funciones de las Cajas Seccionales de los 
Seguros Sociales, la conformación de la junta directiva de las cajas, entre otras 
cuestiones. 
 
El reglamento contiene una sección que busca describir la manera cómo se va a financiar 
el seguro, las sanciones y las inversiones del mismo así como el control fiscal al que 
estará sometido. Algunos autores han indicado que en este título se halla una de las 
modificaciones más importantes propuestas por este precepto siendo que se modifica la 
relación del Estado con el seguro social al determinar que la contribución ya no será de 
carácter tripartito sino bipartito (trabajadores-empleadores) y que el Gobierno ya no 
apoyará como cotizante sino con un aporte anual del presupuesto nacional.   
 
Esta última consideración se encuentra en sintonía con lo dispuesto por el Decreto 1935 
de 1973 el cual reza en su artículo 2º que:   
 
la cotización a las diversas ramas del seguro social será bipartita, o sea 
empleadores y trabajadores, con excepción hecha del seguro de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales, cuyo sostenimiento será únicamente a cargo 
de los primeros. Además, el Estado contribuirá a la extensión del seguro social 
obligatorio, mediante un aporte anual, que incluirá necesariamente en el 
presupuesto  de gastos o ley de apropiaciones de la nación, en la cuantía señalada 
en el artículo 8ª de este decreto (185).  
 
Con esta declaración el Gobierno se libera del compromiso que había adquirido al crear 
el ICSS de contribuir con el 25 por ciento del presupuesto y se rehúsa a pagar una deuda 
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acumulada de 9.000 millones de pesos. Además de la anterior cita, el Decreto aquí 
presentado tiene como fin el establecimiento de un régimen financiero en el que pueda 
disponer de los recursos de los Seguros Sociales de IVM y de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales para responder ante la insuficiencia económica de cualquier 
otra rama del Seguro Social Obligatorio previendo los posibles compromisos financieros 
que tendrá que afrontar más adelante.    
 
Como ya se anotó con antelación se tenía como objetivo fundamental la extensión de los 
beneficios sociales defendidos por el Seguro Social hacia las familias de los afiliados por 
lo que el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Seguros Sociales aprueba el 
Acuerdo número 536 de 1974 (aprobado por el Decreto-Ley 770 de 1975) que es el 
reglamento general del seguro de enfermedad general y maternidad. Esta ampliación de 
la cobertura hacia los parientes más cercanos del trabajador se efectúa por medio de un 
sistema conocido con la denominación de medicina familiar y va en concordancia con lo 
establecido en otras reglamentaciones como el Decreto 433/71 (107).  
 
Otra normativa que se pronuncia en este período y que presenta trascendencia para 
caracterizar esta etapa es el Decreto Ley 148 de 1976 (186) por el cual se vuelve a 
reorganizar el ICSS. Señala este precepto que el régimen de los seguros sociales tiene 
como propósito la extensión de la seguridad social tanto en el ámbito urbano como rural y 
que en tal perspectiva busca entregar protección contra los riesgos biológicos y 
económicos derivados de la actividad laboral. Esta normativa restringe la aplicación del 
seguro a los trabajadores asalariados, a los independientes, sean o no empleadores, y a 
sus respectivas familias y es por el cual se transforma al ICSS en un establecimiento 
público, adscrito al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (176).    
 
Para terminar es importante reseñar que es durante esta fase de la seguridad social que 
se formula la creación del Sistema Nacional de Salud como un esfuerzo de las instancias 
estatales por configurar los deberes asistenciales en salud a los que se refiere la 
seguridad social. Se sostiene que esta iniciativa aunque alcanzó a mejorar la atención en 
salud de la población en general no logra integrarla del todo. Se rescata el papel del 
Fondo Nacional Hospitalario, como aquel que hace manifiesto el aporte del sistema de 
seguridad social a la ampliación de la cobertura de la atención de salud en el territorio 
colombiano.  
 
7.3.2. Referencia a la parte de salud laboral 
 
Este período presenta como característica el intento por llevar los beneficios, que ya 
habían sido determinados para el sector particular, hacia los servidores públicos y en el 
caso de las prestaciones sociales por accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales se configuran preceptivas como el Decreto 3135 de 1968 y el 1848 del 69 
que corresponden a los primeros esfuerzos en riesgos profesionales y en salud 
ocupacional para los trabajadores oficiales y empleados públicos (166). En este sentido, 
se cita el artículo 14 del Decreto 3135 (183) que refiere en su numeral e) y f) que las 
entidades de previsión social tendrán a su cargo las indemnizaciones por accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales como garantías que no habían sido reconocidas 
para los trabajadores públicos por normativas como la ley 6ª de 1945, como si este 
contingente laboral no tuviera vulnerabilidad a este tipo de incidentes catastróficos 
posiblemente pensando en que sus labores son más en cargos administrativos y 
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pasando por alto que en la categoría de lo público también se incluye a los trabajadores 
de las empresas comerciales del Estado.   
 
El artículo 18 propone una diferencia entre la incapacidad para trabajar producida por 
una enfermedad de carácter profesional y cuando tiene origen en una patología común  
por lo que se define para la primera de estas circunstancias el pago del salario completo 
durante ciento ochenta días por parte de la entidad de previsión a la cual se encontrase 
afiliado (183). Esta prestación se corresponde con la que estipula el Decreto 3170 del 64 
para los trabajadores particulares y produce algo de inquietud la situación de que al 
tratarse de una patología de origen común se disminuyan los beneficios económicos a 
que tiene derecho la persona siendo que igual se está configurando la misma dificultad 
que ante una enfermedad profesional de ganarse la vida por medio de la capacidad 
laboral.    
 
La cuestión de las indemnizaciones por accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales es abordada en el artículo 22 del 3135/68 indicando que el trabajador, al 
sufrir uno de estos eventos que limiten de manera permanente pero parcial su capacidad 
para trabajar, tiene derecho a recibir una indemnización en correspondencia con el daño 
sufrido por éste. Este apartado es similar al encontrado en el Código Sustantivo del 
Trabajo (el cual también define que la indemnización en ningún caso será inferior a un 
mes ni superior a veintitrés meses) que tiene en mente la compensación de la pérdida 
funcional originada antes que la prolongación de la relación protectora a partir de una 
pensión como lo entiende el Decreto 3170/64. Esta coincidencia entre las dos 
reglamentaciones hace evidente el esfuerzo realizado por incluir dentro de la lógica 
prestacional estructurada para el régimen asalariado a los servidores del sector público 
quienes siempre habían tenido beneficios específicos en regímenes diferenciados.   
 
En cuanto a los riesgos profesionales que conlleven pérdidas de la capacidad laboral 
mayores al 75% se tiene la potestad de exigir una pensión de invalidez la cual se otorga 
con base en el último sueldo mensual de acuerdo a las siguientes circunstancias (183):  
 
a) El cincuenta por ciento cuando la pérdida de la capacidad laboral sea del 75 por 
ciento. 
b) El setenta y cinco por ciento cuando la pérdida de la capacidad laboral exceda 
del 75 por ciento y no alcance al 95 por ciento. 
e) El ciento por ciento cuando la pérdida de la capacidad laboral sea superior al 95 
por ciento. 
 
En este apartado no se realiza el mismo empeño que en reglamentaciones anteriores por 
categorizar las consecuencias de la configuración de los riesgos profesionales en los 
rótulos de incapacidad permanente parcial, total, absoluta o gran inválido sino que se 
parte de definir la cuantía de la prestación con base en el porcentaje de pérdida de la 
capacidad funcional para el trabajo. Se separa del Código Sustantivo del Trabajo al 
estipular que el beneficio concedido se trata de una pensión y no de una indemnización 
por lo que se prevé la revisión en el tiempo del estado de invalidez por parte de la entidad 
de previsión para determinar si la condición de salud de la persona ha mejorado o 
agravado.  
 
Por último, el artículo 35 se pronuncia con relación a la circunstancia de muerte de un 
empleado público o trabajador oficial durante la ejecución de sus labores por accidente 
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de trabajo o enfermedad profesional por lo que se pagará a los beneficiarios del fallecido 
una compensación de veinticuatro meses del último sueldo obtenido tal y como reza el 
CST (183). Como es factible percibir a lo largo del texto de la normativa revisada no se 
halla ninguna referencia específica que se preocupe por la prevención de los riesgos 
profesionales a los cuales están expuestos los trabajadores oficiales y los empleados 
públicos por lo que hereda el carácter reparador y compensatorio de las 
reglamentaciones que establecieron las mismas prestaciones para el sector privado.         
 
Como bien se anotó es un ejercicio necesario la revisión del Decreto 1848 de 1969 ya 
que al ser el reglamentario del Decreto 3135/68, en este se denota de forma mucho más 
amplia lo que tangencialmente se tocó en la reglamentación de 1968. Lo primero es 
apuntar que resulta algo sorpresivo la situación de que se haya trabajado en capítulos 
distintos las disposiciones para accidentes de trabajo y para enfermedades profesionales 
cuando en la gran parte de las reglamentaciones revisadas se comprende este tema 
dentro del título de riesgos profesionales y más si se hace una revisión de los contenidos 
ahondados en cada capítulo los cuales presentan coincidencias evidentes.  
 
El capítulo IV es aquel que emprende la cuestión de las enfermedades profesionales y 
las caracteriza como “todo estado patológico que sobrevenga paulatinamente como 
consecuencia inevitable, obligada y necesaria de la clase de trabajo desempeñado por el 
empleado oficial, o del medio en que se haya desarrollado su labor, determinado por 
agentes físicos, químicos o biológicos” (187). Como es posible advertir, la acepción 
manejada es básicamente la misma que conciben el Código Sustantivo del Trabajo y el 
Decreto 3170 de 1964, aunque en esta reglamentación se le agrega el término 
paulatinamente para denotar de que este estado patológico responde a una temporalidad 
que no es de carácter inmediato y que además de ser consecuencia obligada es también 
una consecuencia inevitable y necesaria de la clase de trabajo desempeñado por la 
persona que en este contexto es un trabajador oficial. La referencia a que este evento 
patológico sea una consecuencia inevitable de la actividad laboral invita de nuevo a 
pensar que no existía una conciencia de las posibilidades que ofrece la prevención de los 
riesgos profesionales y la adopción de medidas en salud ocupacional lo cual resulta 
extraño ya que estas medidas ya estaban siendo promovidas por el ICSS en el sector 
privado. El parágrafo presentado por el artículo 11 es muy esclarecedor con referencia a 
una hipótesis que habíamos manejado en líneas anteriores al hacer referencia a las 
definiciones que de enfermedad profesional se entregaron en otras normativas, indicando 
que tales acepciones no comprendían la situación de las enfermedades relacionadas con 
el trabajo como patologías comunes que tenían mayor predisposición entre personas que 
se desempeñaban en determinadas ocupaciones por lo que las prestaciones que se 
contemplan en este decreto no se extienden a tales condiciones de salud.   
 
La articulación que se quiere hacer entre el régimen de prestaciones para los 
trabajadores privados y la estructura propuesta para los servidores públicos se hace 
manifiesta en el artículo 12 del Decreto al señalar que la misma tabla de enfermedades 
profesionales en el artículo 201 del Código Sustantivo del Trabajo será la que aplique 
para los empleados oficiales (187). Si frente a la falta de especificidad de las 
consecuencias derivadas de los riesgos profesionales se había realizado una crítica al 
Decreto 3135/68, en la reglamentación expuesta se hace dicho esfuerzo en el artículo 13 
refiriendo las categorías de incapacidad temporal, incapacidad permanente parcial, 
incapacidad permanente total, gran invalidez y muerte del empleado con definiciones 
cercanas a las comprendidas en el Código Sustantivo del Trabajo (187). Si se compara 
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con la tipificación realizada en el Decreto 3170 del 64 se nota que no se tiene presente la 
categoría incapacidad permanente absoluta y que las acepciones manejadas en el 
reglamento general del seguro de ATEP son más detalladas que las que aquí se 
consignan.  
 
En cuanto a las prestaciones a que tiene derecho el servidor público, ya sea empleado 
público o trabajador oficial, al presentar una enfermedad profesional se estipula que 
puede recibir un beneficio económico a partir del pago de un subsidio en dinero 
equivalente al último salario mensual devengado o por el promedio mensual al ser 
variable el salario durante un término de ciento ochenta días en los que se halle 
incapacitado para trabajar lo cual es coherente con lo que se definía en el Código 
Sustantivo del Trabajo, el Decreto 3170 de 1964 y el Decreto 3135 de 1968. No se hace 
alusión a la situación que se plantea en otras reglamentaciones en la cual se hubiere 
cumplido el plazo de ciento ochenta días sin lograr la recuperación del trabajador 
enfermo y mientras no se declare la incapacidad permanente. También se tiene como 
prestación el ámbito asistencial ante el cual la normativa es tan específica como el 
Código Sustantivo del Trabajo el cual fue alabado en este sentido pues permitía conocer 
a cabalidad los servicios asistenciales incluidos en este beneficio. Se enumeran servicios 
médicos, farmacéuticos, quirúrgicos, de laboratorio y hospitalarios, procedimientos 
diagnósticos como radiografías, consulta de especialistas, transfusiones, fisioterapia y el 
suministro de los aparatos de ortopedia y prótesis necesarios (187).   
 
El artículo 16 de este Decreto es la transcripción del artículo 22 del Decreto 3135 de 
1968 al indicar que cuando el empleado oficial se vea ante la situación de una 
incapacidad permanente parcial derivada de una enfermedad profesional, el afectado 
recibirá una indemnización en proporción al daño sufrido y tomando como base el salario 
de base devengado como una prestación enteramente compensatoria.  
 
El Capítulo V, en los artículos 19 a 25, es el que se dedica exclusivamente a la cuestión 
de los accidentes de trabajo por lo que su primera preocupación es la de entregar una 
definición de lo que entiende por estos acontecimientos al concebirlos como “todo suceso 
imprevisto y repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo y que 
produzca al empleado oficial una lesión orgánica o perturbación funcional permanente o 
pasajera, siempre que no haya sido provocado deliberadamente o por culpa grave de la 
víctima” (187). Como se puede advertir esta descripción es primordialmente la misma 
que se maneja en la legislación desde el año de 1915 con la ley 57 y ni siquiera incluye 
las situaciones que se mencionaron en el artículo 3º del reglamento general del seguro 
social obligatorio de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales (Decreto 
3170/1964) para formular una mejor propuesta conceptual.  
 
El artículo 20 señala las consecuencias posibles que le pueden acontecer a una persona 
que sufra un accidente de trabajo aunque son las mismas que las que cita el artículo 13 
del mismo Decreto para la situación de una enfermedad profesional (incapacidad 
temporal, incapacidad permanente parcial, incapacidad permanente total, gran invalidez y 
la muerte) por lo que queda el cuestionamiento del por qué no se hizo un único artículo 
para trabajar esta noción. Una circunstancia similar ocurre con los artículos 21 y 23 los 
cuales regulan las prestaciones a que da lugar el accidente de trabajo y la indemnización 
por esta contingencia laboral los cuales coinciden con el artículo 14 y 16 del capítulo 
dedicado al tema de las prestaciones por enfermedades profesionales que ya han sido 
referidos con antelación. 
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El Decreto contiene un capítulo en el que recoge los aspectos comunes a la enfermedad 
no profesional, a la profesional y al accidente de trabajo en donde se incluye el artículo 
27 el cual trabaja la cuestión de las prestaciones en casos de incapacidad permanente 
total indicando que ante la imposibilidad de desempeñarse en la actividad a la que se 
dedicaba se tendrá derecho a la pensión de invalidez (187). Lo interesante de este 
precepto es que no se interesa por establecer un régimen diferenciado para las 
circunstancias de incapacidad permanente total derivada de riesgo profesional o de 
enfermedad común sino que ante la gravedad de la condición de la víctima su 
preocupación se dirige hacia brindar este auxilio a la persona afectada. Una idea 
resaltable, que no había sido expresada en reglamentaciones anteriores, es la de que a 
pesar de que se haga constancia de la presencia de entidades patológicas anteriores al 
accidente de trabajo o enfermedad profesional, esto no exonera o disminuye las 
prestaciones a que tiene derecho la persona que sufre dichos infortunios laborales 
(aunque se pone en cuestión si en la dinámica real del mundo laboral esta situación 
ocurre o es simplemente un formalismo). 
 
Ya en otro capítulo, el X sobre seguro de muerte se entiende que esta protección es una 
indemnización equivalente a veinticuatro mensualidades del último salario devengado 
cuando la causa del deceso sea la configuración de un riesgo profesional de accidente 
de trabajo o enfermedad profesional la cual será pagada a los beneficiarios de la persona 
fallecida como ya se había indicado en el Decreto 3135/68. En este apartado también se 
señala que cuando existe culpa imputable a la entidad empleadora estos son los 
responsables de responder por la indemnización total y ordinaria de perjuicios aunque 
estos procedimientos corresponden más a la rama civil de la justicia.   
 
La normativa presentada aborda en un capítulo particular el tema de la pensión de 
invalidez partiendo de la definición que se contempla en el artículo 61 de tal condición de 
salud en la cual se pierde un porcentaje mayor al 75% de la capacidad para continuar 
desempeñándose en la actividad laboral en la cual se es más diestro y que la persona ha 
seleccionado como vocación. Para calificar esta situación como invalidez se asume que 
no interesa si la causa tiene origen común o laboral pero, lo que si se advierte en el 
precepto, es que no haya intervenido culpa de la víctima por ejemplo ante la transgresión 
de los reglamentos de previsión entre los cuales se asume que se encontrara el 
reglamento especial de higiene y seguridad industrial. En términos de la cuantía de dicha 
prestación económica se concretan los mismos porcentajes de los que ya se daba cuenta 
al hacer referencia a este apartado en el artículo 23 los cuales llegan desde el 50% hasta 
el 100% del último salario devengado antes de sufrir del infortunio (187).      
 
La norma por la cual “se reorganiza el Instituto Colombiano de Seguros Sociales” que 
toma la forma del Decreto-Ley 433 de 1971, comprende algunas disposiciones que son 
de capital trascendencia para el tema de estudio planteado en el presente documento. 
Siguiendo tal objetivo se presenta el artículo 20, el cual habla de las funciones de las 
Cajas Seccionales de los Seguros Sociales y las Oficinas Seccionales del Instituto las 
cuales tienen la obligación de implementar en el territorio de su jurisdicción el seguro de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales por lo que se harán cargo de la 
recaudación de los recursos así como el reconocimiento de las prestaciones 
contempladas en la normativa para el seguro de ATEP ante una eventual contingencia 
laboral (184). El artículo 46, que se incluye dentro de un capítulo denominado 
inversiones, estipula que los ingresos del seguro de riesgos profesionales no podrán ser 
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empleados en ninguna circunstancia para los gastos de las otras ramas del seguro social 
aunque con el Decreto 1935/1973 se instaura un régimen financiero en el que se da vía 
libre a la disposición de estos recursos para cubrir los déficits de cualquiera de los 
seguros sociales.          
 
El artículo 63 de esta preceptiva se pronuncia en torno a la situación de las personas en 
condición de incapacidad permanente total definiendo esta circunstancia como aquella en 
la cual la persona “haya perdido en forma permanente o por un tiempo de duración no 
previsible, la capacidad para procurarse, mediante un trabajo proporcional a sus fuerzas, 
a su formación profesional y a su ocupación anterior, una remuneración equivalente a la 
mitad, por lo menos, de la remuneración habitual que en la misma región recibe un 
trabajador sano, de fuerzas, formación y ocupación análogas” (184). Desde el punto de 
vista conceptual se advierte que esta definición es mucho más específica y conveniente 
que la que contiene el mismo reglamento del seguro de ATEP pues coloca un límite en la 
remuneración que puede percibir el trabajador para ser considerado inválido y lo 
compara con la situación supuestamente normal que es la de una persona sana que 
desempeñe una ocupación análoga en términos de la formación, las fuerzas y los 
requerimientos ocupacionales. También se precisa la condición de incapacidad 
permanente absoluta e invalidez en donde los significados coinciden con lo estipulado en 
el capítulo IV del Decreto 3170 de 1964. El artículo siguiente, el 64, hace mención a la 
incapacidad permanente parcial la cual tendrá derecho a indemnización cuando la 
pérdida de la capacidad laboral derivada del accidente de trabajo o enfermedad sea 
mayor al 5% y que no exceda el 75% pues esta última circunstancia se refiere a una 
incapacidad permanente total.    
 
El  Acuerdo número 539 de 1974 (188) emitido por el Consejo Directivo del ICSS tiene 
como fin derogar la tabla de clasificación de enfermedades para el seguro de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales que había determinado el Acuerdo 191 de 1965 
por lo que implanta una serie de condiciones diagnósticas que se clasifican en grupos 
según sean causadas por polvos minerales, polvos vegetales o por compuestos 
químicos, señalando las sustancias específicas pertenecientes a cada uno de estos 
grupos y que aparecen de manera recurrente en las actividades económicas 
desarrolladas por los colombianos.   
 
Para finalizar la referencia a esta etapa de la seguridad en la cuestión de salud laboral se 
hace alusión al Decreto Ley 062 de 1976 (148), (189), el cual reorganiza el  Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social colocando bajo la responsabilidad de este estamento la 
formulación, adopción, ejecución y valoración de las políticas de índole laboral en los 
campos de empleo, productividad y tecnología, seguridad social, sindicalismo y 
recreación social de los trabajadores. Para cumplir este objetivo el cuerpo gubernamental 
enumera en el artículo 3 las funciones que debe ejercer el Ministerio de las cuales se 
relacionan con la cuestión de la salud laboral el numeral d) que invita al ente estatal a 
estudiar, proponer y adoptar directrices para favorecer mejores condiciones de trabajo en 
correspondencia con alcanzar la justicia social en el ejercicio de la relación laboral, el 
punto f) que habla de la protección debida al objeto social trabajo vigilando que se 
cumplan las medidas estatales estipuladas para ello y el ítem j) que se refiere a la 
obligación de plantear una política que posibilite la adaptación social de las personas en 
situación de discapacidad a la dinámica productiva.  
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Para el ejercicio y acatamiento de estas funciones el Ministerio incluye en su 
organización la Dirección General de Seguridad Social la cual contiene una División de 
Salud Ocupacional que a su vez cuenta con una sección de Medicina del Trabajo y otra 
de Higiene y Seguridad Industrial. Esta Dirección de la Seguridad Social tiene entre otras 
funciones una pauta que se instituirá como referencia obligada en el futuro que seguirá la 
salud ocupacional en nuestro país y es la de promover la generación en cada centro 
empresarial de comités paritarios de higiene y seguridad industrial como una alternativa 
que será trabajada en las normativas en salud ocupacional de los años 80. Esta 
dependencia incorpora en su estructura además de la División de Salud Ocupacional una 
División de Estudio y Control de Seguridad Social, que desarrolla entre otras 
responsabilidades la de efectuar estudios e indagaciones sobre el nivel de salud y las 
condiciones sociales de la población adscrita a las entidades de seguridad social.    
 
Como se ha hecho alusión en el párrafo anterior el Ministerio cuenta con la División de 
Salud Ocupacional la que tiene como responsabilidades la de dirigir e inspeccionar que 
las secciones de Medicina del Trabajo y la Sección de Higiene y Seguridad Industrial 
efectúen sus labores, coordinarse con el Ministerio de Salud Pública y todos los actores 
involucrados en la dinámica de la salud ocupacional colombiana, desplegar en el ámbito 
administrativo las medidas en Medicina del Trabajo, servir como ente de asesoría y 
consulta frente a las controversias derivadas de la solución de problemas legales ligados 
a la salud laboral, certificar los reglamentos de higiene y seguridad industrial de los 
establecimientos empresariales del país, efectuar campañas sobre prevención de riesgos 
profesionales en articulación con instancias públicas y privadas, sancionar a los que no 
se ajusten a la reglamentación en salud ocupacional, entre otras.  
 
El artículo 34 concierta  las funciones específicas de la  Sección de Medicina del Trabajo 
las cuales se citan a continuación en forma textual por la trascendencia que revisten 
(189): 
 
a) estudiar la organización y funcionamiento de los servicios médicos y 
asistenciales que presten las instituciones de seguridad social y proponer los 
correctivos del caso; b) investigar conjuntamente con las entidades interesadas en 
la materia, en los lugares de trabajo, los aspectos de Medicina Industrial, de oficio o 
a solicitud de parte; c) proponer, con base en el resultado de las investigaciones 
adelantadas la creación, modificación o supresión de normas y reglamentos con el 
fin de prevenir, corregir y mejorar las condiciones adversas para la salud;                  
d) conceptuar sobre las condiciones de organización y funcionamiento de los 
servicios de higiene, saneamiento y seguridad industrial en las entidades públicas o 
privadas; e) realizar la evaluación de incapacidades por accidentes de trabajo, en 
los casos no contemplados en la tabla respectiva; f) atender en segunda instancia 
las reclamaciones médico-laborales solicitadas por las inspecciones de trabajo y 
seguridad social o entidades oficiales y practicar los exámenes correspondientes; 
g) emitir los dictámenes médico-laborales de los examinados con su respectiva 
clasificación de acuerdo con las tablas de evaluación del Código Sustantivo de 
Trabajo y demás normas legales y convencionales; h) autorizar, de acuerdo con las 
disposiciones legales, la renuncia de prestaciones sociales relativas a invalidez o 
enfermedad, i) fijar la duración máxima y la distribución de la jornada de trabajo en 
las labores peligrosas o insalubres. 
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En cuanto a la sección de Higiene y Seguridad Industrial se despliegan en el artículo 35 
sus funciones entre las que se hallan la de evidenciar los riesgos de índole físico, 
químico, biológico, etc., en los lugares de trabajo y de formular las medidas pertinentes al 
control de tales peligros, implementar estudios e investigaciones sobre higiene y 
seguridad industrial tratando de prevenir las contingencias laborales y elaborando 
reglamentos específicos por rama de actividad económica, efectuar inspecciones a los 
entornos laborales como medio para valorar el cumplimiento del reglamento de higiene y 
seguridad industrial y de las preceptivas en salud ocupacional, dar concepto experto 
sobre los reglamentos de higiene de los establecimientos comerciales, expresar 
recomendaciones para las tablas de valuación de incapacidades producidas por 
infortunios profesionales así como suministrar información pertinente para la elaboración 
de las estadísticas de medicina, seguridad e higiene en el trabajo.     
7.4. Período de cambios, rectificaciones y crisis: 
desde 1977 hasta 1990 
7.4.1. Características de esta etapa  
 
El período que sucede a la etapa de la Expansión de los seguros sociales es uno que se 
caracteriza por transformaciones substanciales en el sistema de seguridad social pero 
también da cuenta de un compromiso importante desde el punto de vista económico y 
social frente al cual se proponen diversas alternativas para lograr solucionarlos pero sin 
producir los impactos deseados (149). Este espacio de tiempo se extiende desde 1977 
teniendo como hito la expedición del Decreto Ley 1650 y se prolonga hasta el año de 
1990 en donde se comienzan a evidenciar cambios trascendentales en cuanto al papel 
del Estado en la sociedad con reformas estructurales que van a tener un profundo 
impacto en la seguridad social colombiana.  
 
Entre los rasgos más notorios de esta etapa se refiere la finalización de la crisis sindical 
que se extendía desde finales del período de expansión de los seguros sociales, que se 
había configurado en la huelga del personal médico del Instituto de Seguros Sociales del 
año de 1976 y que termina con la expedición del Decreto Ley 1651 de 1977 creando los 
“funcionarios de seguridad social” del Instituto como una clase particular de servidores 
que se hallan en el intermedio entre los empleados públicos y los trabajadores oficiales lo 
que les daba la facultad de la negociación colectiva en ciertos aspectos (149).   
 
La justicia comienza a pronunciarse con respecto al régimen pensional que se había 
instituido con el Seguro Social por lo que se comienzan a resolver conflictos de la 
aplicación de esta prestación determinando precisiones legales en cuanto a la cuestión 
de la “pensión-sanción” y de la transitoriedad de las prestaciones que antes 
correspondían a los patronos y que ahora hacen parte de las responsabilidades del 
Instituto de Seguros Sociales (149). De la misma manera se producen esfuerzos 
significativos para reestructurar las condiciones de las prestaciones pensionales del 
sector oficial, modificando los estatutos que rigen esta situación por ejemplo proponiendo 
a futuro la unificación de la edad de pensión para los particulares y los servidores 
oficiales.    
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Otra particularidad a la que hace alusión Gerardo Arenas (149), en su libro “el Derecho 
Colombiano de la Seguridad Social” es la de los cambios institucionales que ocurren en 
las cajas de compensación familiar y en las prestaciones familiares que regulan dichas 
entidades. Fundamentalmente estas transformaciones tienen que ver con la 
institucionalización de la intervención estatal en el sistema lo cual va a llevar a tensiones 
entre el ente gubernamental y las entidades administradoras de este régimen.   
 
Como se hizo alusión con anterioridad, el Seguro estaba atravesando por dificultades de 
tipo administrativo que conducen en enero 25 de 1977 a la formulación de la Ley 12 (190) 
en la que se le otorga al Presidente de la República la potestad de modificar la 
estructura, régimen y organización de los Seguros Sociales Obligatorios. Dentro del 
documento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que contiene la propuesta de 
reestructuración del Instituto Colombiano de Seguros Sociales (191) se rescatan unas 
líneas en las que se hace un panorama del por qué o cuál es la naturaleza de las 
transformaciones que debe tener el régimen de los seguros sociales por lo cual nos 
permitimos tomar textualmente lo que reza este informe: 
 
La Seguridad Social ha adolecido en su proceso histórico de definiciones sobre lo 
que ella misma es, y sobre sus objetivos. Por esta razón el sector responsable de 
la seguridad social se encuentra disperso en múltiples entidades, adscritas a 
distintos ministerios, con ausencia absoluta de integración y coordinación.  
 
Lo antes dicho, aunado a la falta de un sistema de seguridad social, ha impedido 
que se tengan objetivos claros sobre sus responsabilidades frente a la comunidad, 
que se establezcan políticas para una cobertura integral de sus contingencias, que 
se asignen los medios necesarios para alcanzar un grado aceptable de bienestar 
social. 
     
Corrobora lo anterior el desconocimiento de los programas de seguridad social en 
los planes de desarrollo que ha tenido el país.   
 
Si bien se afirma que en el proceso histórico no se ha adoptado una definición de los 
alcances de la seguridad social y sus fines, lo que en el ejercicio práctico se impuso fue 
la idea de un mecanismo de previsión social parcializado, al cual únicamente podía 
acceder un segmento de población, los trabajadores asalariados como extensión del 
régimen de prestaciones patronales defendido por el derecho laboral. En esta referencia 
textual se evidencia una preocupación por lograr la integración y coordinación tanto de 
los beneficios prestacionales a favor de los afiliados al seguro social como de las 
entidades que regulan dichas prestaciones por lo que se impone una mayor participación 
estatal en este régimen incorporándolo a la política oficial.     
 
En consecuencia con estas intenciones reformistas se expide el Decreto Ley 1650 del 18 
de julio de 1977 “por el cual se determinan el régimen y la administración de los seguros 
sociales obligatorios, y se dictan otras disposiciones” determinando que la protección de 
este instrumento de previsión tiene como propósito la protección contra todas las 
contingencias que pongan en riesgo la salud y la capacidad para ganarse la vida a través 
de una ocupación productiva extendiendo la protección tanto al ámbito urbano como rural 
(192). En esta ocasión pareciese instituir como principio de la protección del seguro 
social la calidad de ciudadano pues en ninguna instancia se está haciendo referencia a 
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los trabajadores sino a la población en general y más partiendo de que se define que 
este servicio es de carácter público como asunto de interés social para el ente estatal.  
 
Sin embargo, este ámbito nunca tuvo un ejercicio real siendo que sigue prevaleciendo el 
criterio de la vinculación laboral para hacer extensivas las protecciones determinadas por 
el Seguro Social y los únicos que continúan bajo este régimen de protección son los 
afiliados forzosos que estipula el artículo 6º del Decreto, es decir, los trabajadores que se 
encuentren bajo la subordinación de un patrono mediante contrato laboral así como los 
pensionados por el régimen de los seguros (157). A pesar de que en el artículo 7º se 
mencione la posibilidad que tienen los trabajadores independientes y los pequeños 
patronos de acceder a las protecciones dispuestas por esta reglamentación como grupos 
importantes de la población económicamente activa del país, el hecho de no hacer 
obligatoria la vinculación de estos últimos lleva a que se continúe con el campo de 
aplicación definido en la ley 90 de 1946 de seguros sociales clásicos.  
 
De acuerdo a la opinión de Rengifo (122), la ambigüedad en el campo de aplicación de 
este mecanismo de previsión social es campo fértil para que se prolongue la división 
existente entre los regímenes de protección para los trabajadores particulares (Instituto 
de Seguros Sociales), los servidores oficiales (Caja Nacional de Previsión) y el sector de 
los militares (Caja de Retiro de las Fuerzas militares). La excesiva producción de 
reglamentaciones y la ausencia de una política oficial comprometida con la extensión de 
la cobertura conducen a que estas disposiciones no tengan el efecto esperado en 
términos de la ampliación de la afiliación al seguro.  
 
En cuanto a las contingencias amparadas por el sistema de seguros sociales obligatorios 
el artículo 4º se pronuncia al indicar que el amparo se extiende a los riesgos de 
enfermedad general, maternidad, accidentes de trabajo, enfermedad profesional, 
invalidez, vejez, muerte, y asignaciones familiares (192). Para tener derecho a las 
prestaciones asistenciales y económicas derivadas de la materialización de estos riesgos 
se tiene como requisito fundamental la afiliación al régimen de los seguros sociales, que 
como ya ha sido advertido, tiene a los trabajadores dependientes como aquellos que 
obligatoriamente deben adscribirse con la extensión de los beneficios a las familias de 
éstos. Como es posible evidenciar no se observan cambios de trascendencia en esta 
materia ya que siguen sin considerarse otro tipo de contingencias, que como la de 
desempleo ya hacen parte de otros sistemas de seguridad social en el mundo.  
 
Como ya se había anticipado el Gobierno busca una participación más activa en el 
direccionamiento de los destinos de este sistema de seguros sociales en 
correspondencia con la política social del Estado por lo cual emerge el Consejo Nacional 
de Seguros Obligatorios como organismo estatal encargado de la formulación de las 
directrices y la dirección general de este mecanismo de previsión. En ese sentido el 
artículo 37 estipula la conformación de dicho estamento que contará con la participación 
del Ministro de Trabajo y Seguridad Social, el Ministro de Salud, dos representantes del 
Presidente de la República,  tres representantes de los patronos,  tres representantes de 
los trabajadores, y un representante de las profesiones médicas y odontológicas. Las 
funciones de este comité tienen que ver con la formulación, dirección y coordinación de la 
política sobre seguros sociales obligatorios, la aprobación de los proyectos de ampliación 
de este régimen hacia nuevas contingencias sociales, nuevas áreas geográficas o 
sectores distintos de la población, el estudio de los proyectos sobre la modificación de las 
cuantías para cotizar en las diferentes ramas del seguro, el consentimiento de las 
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directrices y reglamentos que determinen las condiciones para hacer uso efectivo de los 
derechos prestacionales de los afiliados, pronunciarse con respecto al proceso de 
recaudación de aportes, admitir el anteproyecto de presupuesto anual de funcionamiento 
y de inversión de los seguros sociales, vigilar los planes de inversión de las reservas 
actuariales así como todo el manejo financiero, supervisar el adecuado cumplimiento de 
los programas y de la prestación de los servicios contemplados así como promover la 
adecuada coordinación con los demás organismos administradores de seguros sociales 
obligatorios y con las entidades a las cuales se aplican las normas del Sistema Nacional 
de Salud (192).  
 
El artículo 47 de la reglamentación expuesta precisa uno de los matices más notorios de 
la reforma propuesta y es el de la naturaleza de la entidad administradora del Seguro 
Social la cual cambia su denominación para pasar de ser el Instituto Colombiano de 
Seguros Sociales al Instituto de Seguros Sociales. Según el mismo apartado el ISS es un 
establecimiento público con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio 
independiente, que se encuentra adscrito al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social bajo 
la dirección del Consejo Nacional de Seguros Sociales Obligatorios (192). No se 
entienden de manera patente las razones por las cuales se da esta modificación en la 
denominación del Instituto y si responde a alguna circunstancia de orden conceptual o 
práctico pero corresponde a uno de los asuntos destacados que se hicieron efectivos en 
la implementación de la reforma que reza esta reglamentación.  
 
A lo largo de esta normativa se hace una descripción de la forma cómo funcionará el 
Instituto de Seguros Sociales desde la perspectiva administrativa y financiera, 
destacando las prestaciones y beneficios propios del sistema de seguridad social 
propuesto en el país pero se sostiene que en la práctica este contenido no tuvo una 
aplicación plena sino apenas parcial con cambios de naturaleza burocrática. Por ejemplo 
la separación entre los seguros asistenciales y económicos fue un aspecto formulado 
dentro de la reforma que no tuvo un impacto real por la falta de voluntad política en 
celebrar el contrato para el manejo de los seguros de tipo económico (176). Este 
precepto también contiene algunas disposiciones aplicables al campo de la salud laboral 
que serán retomadas más adelante cuando se profundice en el tema de estudio.   
 
Otra medida de mención obligada es la Ley 9ª de 1979 (193) como aquella normativa 
que  configura el esfuerzo del Estado por estructurar un Código Sanitario. En este 
Estatuto se comprenden medidas sanitarias en temas tan trascendentales como el de 
protección del medio ambiente; suministro de agua; salud ocupacional; saneamiento de 
edificaciones; alimentos; drogas, medicamentos, cosméticos y similares; vigilancia y 
control epidemiológico; desastres; defunciones, traslados de cadáveres, inhumación y 
exhumación, trasplante y control de especímenes; artículos de uso doméstico; vigilancia 
y control; derechos y deberes relativos a la salud. Este Código presenta un capítulo 
dedicado a la parte de la salud ocupacional, el Título III, el cual reviste una trascendencia 
mayúscula para el asunto que nos proponemos abordar en este documento por lo que 
más tarde será retomado en la sección de salud laboral.     
 
Durante el transcurso de estos años se resalta la formulación de destacados diagnósticos 
que pretenden realizar un panorama de la situación laboral y de la seguridad social 
colombiana y pues el que mayor visibilidad tuvo entre estos esfuerzos fue el informe de la 
misión de empleo más conocido como “informe Chenery”. Primordialmente este estudio 
sugiere que basta con la modificación de algunos elementos del marco legal para corregir 
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las consecuencias indeseables de las cargas de trabajo sobre el mercado laboral, para 
constituir un sistema de seguridad social más equitativo y justo, para contextualizar la 
legislación con la realidad económica y social del país y fomentar una  mejor dinámica de 
negociación entre los trabajadores, la empresa privada y el gobierno (194). En este 
documento se cimientan muchas de las acciones reformistas que se plantearán en la 
etapa de cambios estructurales en los años noventa que se orientarán hacia la 
disminución de las cargas y controles sobre el mercado de trabajo pero sin renunciar a 
los derechos mínimos adquiridos por los trabajadores a lo largo de su historia (194). 
Como se podrá evidenciar más adelante esta situación nunca se configuró lo cual tiene 
implicaciones en el sistema de seguridad social propuesto y en general en la mayoría de 
las políticas sociales que se emitieron después de 1990.  
 
En términos de la seguridad social el informe se pronuncia exponiendo algunas 
conclusiones y recomendaciones al respecto las cuales tomamos del artículo “La Misión 
de Empleo y la Reforma Laboral” de Arenas Monsalve y que se exponen a continuación 
(194):  
 
a) El sistema de seguridad social protege de manera parcial e incompleta las posibles 
contingencias que le puedan ocurrir al trabajador durante su vida productiva y se 
evidencia  dispersión en el mecanismo de previsión propuesto para dar respuesta a 
tales necesidades sociales. 
b) El sistema de seguridad social presenta una cobertura bastante baja con respecto a 
la población económicamente activa ya que únicamente llega al 26.2% de los 
económicamente activos, por lo que el informe la califica de “extremadamente baja” 
comparada con otros países de la región. Del mismo modo, se trata de un régimen 
“extremadamente desigual” para los sectores de la población trabajadora pues como 
hemos indicado a lo largo de este trabajo se concentra en el sector de los 
trabajadores dependientes como capas privilegiadas de la sociedad con respecto a 
los informales en donde se concentran los elementos más vulnerables del grupo 
social.    
c) Se hace patente la inequidad interna del sistema ya que existen diferencias marcadas 
entre los beneficios y prestaciones de las Cajas Militares, el Instituto de Seguros 
Social y La Caja Nacional de Previsión para los afiliados a cada uno de estos 
estamentos. De acuerdo al documento esta característica de la seguridad social es el 
“fruto de un accidentado desarrollo histórico y de la capacidad desigual de diversos 
sectores sociales y grupos de presión para obtener conquistas laborales” lo cual 
produce que el sistema sea altamente estratificado.  
d) Los sectores no afiliados a los mecanismos de previsión social definidos para el 
sector público o privado tienen una protección aceptable en el Sistema Nacional de 
Salud aunque la cobertura dista mucho de ser completa. Del mismo modo, se estipula 
que es necesario promover medidas para la protección de las personas de la tercera 
edad y para aquellos que no tienen un trabajo con el cual encontrar los medios 
económicos para satisfacer sus necesidades sociales (seguro de desempleo).  
e) El sistema adolece de muy complejos problemas financieros. 
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7.4.2. Referencia a la parte de salud laboral 
 
En realidad se hace referencia a una etapa bastante fértil para el desarrollo y la 
producción de la reglamentación en salud ocupacional no sólo en cuanto a la normativa 
emanada desde el Instituto de Seguros Sociales sino por el posicionamiento de los 
Ministerios de Salud y Trabajo y Seguridad Social en la materia. En esa perspectiva se 
convierte este en el período de mayor trascendencia para el objeto de estudio que aquí 
nos interesa comprender por lo que, en las siguientes líneas, se realizará un intento por 
referir la normativa de mayor trascendencia buscando definir el trato que se le dio a la 
salud laboral dentro del marco del sistema de seguridad social formulado en el país y 
también de cómo existen expresiones que son más progresistas y se salen de la lógica 
imperante basada en la protección contra los riesgos profesionales.    
 
Partiendo de este objetivo la primera mención que se hace frente a la normativa de 
interés es la del Decreto 1650 de 1977, el cual estipula en su artículo 4º como 
contingencias amparadas los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y que 
en el literal 11º plantea la agrupación de los riesgos profesionales con relación a la 
determinación de las cotizaciones y el recaudo de los aportes para este seguro (192).   
 
La reglamentación también se pronuncia con relación al régimen financiero del seguro de 
ATEP el cual se denomina reparto con capitales de cobertura y que consiste en que los 
aportes correspondientes a un año calendario deben ser suficientes para cubrir los 
gastos derivados de las prestaciones asistenciales y económicas propias de este seguro 
así como sus gastos de administración. Las contribuciones al seguro de ATEP también 
tienen la función de ayudar a constituir las reservas de contingencias y fluctuaciones así 
como favorecer la revalorización de las pensiones propias de este régimen. Dentro de las 
prestaciones médicas que se reseñan se hallan los programas de salud ocupacional lo 
cual va dando cuenta de la visibilidad que adquiere el tema de estudio dentro de la 
normativa de los Seguros Sociales (artículo 20 que fue derogado por el artículo 98 del 
Decreto 1295 de 1994).  
 
Como en otras reglamentaciones que anteceden este precepto se confirma el 
compromiso exclusivo del empleador en la cotización para el seguro de trabajo y 
enfermedades profesionales basándose en la premisa de que, al ser el apoderado de la 
actividad laboral que desempeña, es también el responsable por los riesgos generados 
en el entorno laboral. Esta iniciativa evidencia que, por lo menos para este seguro, no se 
considera la participación de otros elementos de la población económicamente activa 
pues se pone en la figura del patrono la garantía por las cotizaciones para el seguro de 
ATEP cuando en muchas modalidades laborales no existe esta persona o se desvanece 
en la dinámica contemporánea del mundo del trabajo. En cuanto a las contribuciones 
para el seguro de riesgos profesionales se tiene que se deriva de un porcentaje del 
salario total devengado por el trabajador y que para determinar dicho valor se tiene en 
cuenta la frecuencia relativa de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales en el 
entorno empresarial y la actividad económica que desarrolle dicho establecimiento.  
 
Se disponen las multas a que son sometidos los patronos y trabajadores así como los 
comportamientos que dan lugar a tales infracciones entre las que se hallan el 
incumplimiento de las normas sobre seguridad e higiene industrial y prevención de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales (192). Nos parece que esta es una 
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medida saludable ya que toca el punto más vulnerable de los componentes de la 
comunidad productiva que es el ámbito económico y se hace patente la actitud impositiva 
que se quiere dar a los reglamentos en torno a la salud ocupacional los cuales 
anteriormente sólo tenían el carácter de recomendaciones de libre adopción por parte del 
empresario y el trabajador.      
 
Se ha sugerido con anterioridad que con este Decreto se modifica la naturaleza del que 
ahora en adelante será conocido como el Instituto de Seguros Sociales por lo que el 
artículo 48 se encarga de citar las funciones que cumplirá este ente público entre las que 
se destaca la del apartado g) que es la de valorar, categorizar y dar fe de los grados de 
incapacidad permanente e invalidez derivados de una contingencia así como de los 
beneficios económicos a que da derecho dicha situación. El numeral h) del mismo 
artículo también se pronuncia sobre la materia al referir la función de elaborar y emitir los 
reglamentos sobre seguridad e higiene industrial y prevención de los riesgos 
profesionales en articulación con las directrices de los Ministerios de Trabajo y Salud 
(192). Estas obligaciones del Instituto son más amplias y completas que las descritas en 
el artículo 9º de la ley 90/1946 en donde ni siquiera tuvo mención la cuestión de la salud 
laboral aunque es entendible pues en aquella época no se había organizado todavía el 
seguro de ATEP y la temática no había ganado tanta trascendencia como a finales de los 
años 70.  
 
El artículo 74 se refiere a las unidades para la prestación de los servicios para los 
afiliados al ISS, quienes podrán ejercer sus beneficios asistenciales en unidades de 
atención primaria y de urgencias, consulta especializada, hospitalización, rehabilitación y 
salud ocupacional y los servicios de diagnóstico y tratamiento requeridos. Esta es una 
innovación la nominación de los servicios de salud ocupacional dentro del rango de 
opciones asistenciales pues anteriormente se tenía un rango más restringido de opciones 
terapéuticas las cuales eran enumeradas en el Código Sustantivo del Trabajo. En 
sintonía con lo anterior, el artículo 75 comprende las prestaciones asistenciales y 
económicas que se derivan de la configuración de los riesgos de accidente de trabajo y 
enfermedad profesional siendo el Instituto el responsable por (192): 
 
a) La atención médica, quirúrgica, odontológica, farmacéutica y de servicios 
auxiliares de diagnóstico y tratamiento; b) la ejecución de programas de promoción, 
protección y seguridad industrial; c) la ejecución de programas de rehabilitación 
física y readaptación social y laboral de los beneficiarios; d) el reconocimiento y 
pago del subsidio en dinero a que tenga derecho el trabajador que por un accidente 
de trabajo o una enfermedad profesional esté incapacitado para trabajar por no 
más de ciento ochenta días; e) el suministro de prótesis y aparatos ortopédicos 
conforme a la ley y a los reglamentos generales.  
 
Como es posible observar aquí se habla de readaptación social y laboral y de la 
implementación de programas de promoción de la seguridad industrial como elementos 
que no habían sido considerados en las normativas predecesoras en las que únicamente 
se pensaba en garantizar la supervivencia a partir de las prestaciones asistenciales y en 
compensar de algún modo los daños sufridos por el trabajador en el infortunio laboral a 
partir de una indemnización monetaria. En este artículo se tiene a la salud laboral como 
uno de los componentes de un programa que va dirigido a la reintegración exitosa de la 
persona en una actividad productiva a partir de la cual pueda suplir sus necesidades 
económicas. Obviamente vale la pena advertir que este principio es el que está contenido 
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en la legislación por lo que en la realidad pudo haber ocurrido otra situación que se aleja 
de lo que muy bien intencionadamente se estipula en este decreto.   
 
Desde el punto de vista financiero se destaca la creación del Fondo de Promoción 
Industrial que es una cuenta que tiene como objetivo la financiación de proyectos de 
investigación que estudien la etiología, prevención y control de los riesgos profesionales 
presentes en los lugares de trabajo así como de programas pedagógicos que busquen 
mejorar la salud ocupacional de los trabajadores colombianos. Se rescata esta iniciativa 
como un estímulo para los investigadores para emprender estudios en este campo que 
conduzcan a un mayor conocimiento de una materia tan fundamental para el desarrollo 
de un país como lo es el tema de la salud ocupacional y los riesgos profesionales 
(artículo derogado por el artículo 98 del Decreto 1295 de 1994). 
 
El contrato para la administración financiera de las prestaciones económicas se supone 
que lo asume la entidad aseguradora la Previsora S.A por lo que esta tiene la obligación 
de prestar ciertos servicios a los afiliados en caso de accidente de trabajo y enfermedad 
profesional entre los que se resaltan el reconocimiento de la pensión de invalidez de tipo 
profesional por pérdidas de la capacidad de trabajo, el pago de la pensión de 
sobrevivientes a favor de los beneficiarios del fallecido, la indemnización o sustitución de 
las pensiones de invalidez para los afiliados que tengan una reducción en su incapacidad 
permanente entre el cinco y el veinte por ciento, la liquidación del auxilio funerario 
cuando el trabajador muera por accidente de trabajo o enfermedad profesional y todos 
los beneficios económicos determinados por el régimen de los seguros sociales por las 
contingencias laborales (192).  
 
Para terminar con esta reseña se hace alusión al artículo 127 del Decreto en el cual se 
habla de los ingresos de los seguros de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales que se constituirán por las contribuciones de los patronos a dicho seguro, 
las prestaciones económicas otorgadas por el ATEP que no sean reclamadas y el 
rendimiento de las inversiones prescritas en la presente reglamentación (192).  
 
Otra normativa concerniente con nuestro campo de estudio es el Decreto 1700 de 1977 
(195) mediante el cual el presidente de la República dicta normas sobre los Seguros 
Sociales Obligatorios en cuanto a la estructura interna del Instituto, de su patrimonio, de 
la organización de los servicios de salud en niveles de atención, de la Superintendencia 
de Seguros de Salud, entre otros temas. En su artículo 10 se pronuncia en torno a los 
equipos de salud en el trabajo al indicar que el Instituto de Seguros Sociales tiene como 
bandera la formación de estos equipos con el fin de identificar y realizar el adecuado 
manejo de los riesgos profesionales de accidente de trabajo y enfermedad profesional y 
que al mismo tiempo contemplan la implementación de programas educativos para 
optimizar el ambiente  laboral.    
 
La regulación anterior es el preludio de lo que se vendrá más adelante con todo el 
desarrollo reglamentario de la salud ocupacional durante los años ochenta y que sienta 
los principios de la manera como se va a abordar desde la perspectiva teórica y práctica 
este terreno, con producciones que tienen vigencia hasta nuestros días. Según la opinión 
de Arenas (166) esta legislación emitida es una manifestación de la preocupación 
gubernamental por la cuestión de la salud laboral por lo que se busca la promoción de 
programas en el ámbito empresarial que se orienten hacia el mejoramiento de las 
condiciones de seguridad y salud en el trabajo y en la que tengan participación conjunta 
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tanto empleadores como trabajadores, siendo estos los componentes principales de la 
dinámica laboral. En este contexto surge uno de los referentes históricos de mayor 
trascendencia en el ámbito de la salud ocupacional; la Ley 9ª de 1979 o Código Sanitario. 
En este estatuto se incluye el título tercero que se refiere al ámbito de la salud 
ocupacional la cual es una sección conformada por 74 artículos, desde el 80 hasta el 
154, en la cual se encuentran diferentes subcapítulos o temas de interés que se irán 
describiendo en próximas líneas.  
 
El primer capítulo se denomina objeto de la Salud Ocupacional el cual aborda en primera 
instancia el artículo 80 indicando que para preservar, conservar y mejorar la salud de las 
personas en su dinámica ocupacional se formularán acciones que tengan como objetivos 
la prevención de todos los daños para la salud de los individuos provenientes de las 
condiciones de trabajo; proteger al trabajador contra los riesgos relacionados con 
agentes físicos, químicos, biológicos, orgánicos, mecánicos y otros que puedan tener 
incidencia en la salud individual o colectiva en los entornos laborales; eliminar o controlar 
los agentes que representen riesgo para los trabajadores expuestos; proteger la salud de 
los trabajadores y de la población contra los riesgos causados por las radiaciones o por 
la producción, almacenamiento, transporte, expendio, uso o disposición de sustancias 
peligrosas para la salud pública (193). 
 
Frente a tales propósitos es posible anotar que el objetivo que se propone la 
reglamentación de prevenir todo daño derivado de las condiciones de trabajo es muy 
visionario pero reviste una marcada complejidad ya que el desempeño de cualquier 
actividad humana, ocupacional o no (utilizando el término ocupacional desde el punto de 
vista de las actividades productivas), lleva un riesgo implícito que se hace más evidente 
para ciertas labores que en otras. Muchas veces, a pesar de que se tomen todas las 
medidas necesarias tanto en la persona, en las características ambientales y en el 
desempeño de las tareas propias del puesto de trabajo aparecen eventualidades que no 
estaban contempladas lo que le da a este tipo de situaciones el rótulo de imprevistos.  
 
Otra tendencia que se hace palpable en la redacción de los objetivos es que siempre se 
habla de proteger a la persona dejando la impresión de que el individuo tiene un papel 
pasivo en tal protección y está supeditado a que los otros, los empleadores, le garanticen 
sus derechos sin comprometerse en un marco de deberes y responsabilidades. En 
segundo lugar se lleva a cabo una descripción de los agentes que pueden ser causantes 
de accidentes y/o enfermedades profesionales y no se hace referencia a los factores 
productores de sobrecarga física como son la adopción de posturas y posiciones 
inadecuadas, el tipo de trabajo o la organización de trabajo ni a los factores que 
producen una sobrecarga mental como los turnos, la repetitividad de la tarea, el estilo de 
mando, etc.  
 
En cuanto a la idea que toca lo concerniente a las radiaciones como exposición que 
reviste un peligro importante para el ejercicio en determinadas ocupaciones puntuales, se 
parte del entendimiento de que este factor no sólo tiene una incidencia negativa para  los 
trabajadores expuestos a este tipo de energía sino que se trata de una cuestión que 
involucra a toda la población en general como un problema de salud pública. Este mismo 
comentario se hace extensivo al numeral e) que enuncia el tópico de las sustancias 
peligrosas. En ninguna reglamentación anterior a esta ley se había enunciado de manera 
tan clara la naturaleza de las acciones propuestas en salud ocupacional ya que la 
normativa procedente desde el Instituto de Seguros Sociales siempre tenía como 
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preocupación principal la definición de lo que son los riesgos profesionales, las 
consecuencias derivadas de tales contingencias laborales, las prestaciones económicas 
y asistenciales a que tenía derecho el individuo afectado y sólo se daban algunas 
recomendaciones aisladas sobre la prevención de los accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales.  
 
El artículo 81 (193) de la ley expuesta le otorga al asunto de la salud laboral el lugar que 
se merece dentro de la consideración de una sociedad al colocarlo como aspecto 
prioritario para el progreso socioeconómico del país y en un asunto de interés social en el 
que el Estado debe participar de manera comprometida. Se trata de la responsabilidad 
social de los entes gubernamentales en la materia pues en la legislación predecesora 
dejaba la impresión de que el papel del Gobierno era lejano y que había cargado el 
compromiso del cuidado de la salud y seguridad en el trabajo a los empleadores, 
convirtiendo este ámbito en una cuestión de manejo privado por parte de cada 
establecimiento comercial. El hecho de que se asuma este como un problema de interés 
social lleva a que las protecciones comprendidas en este estatuto sean aplicables a todo 
el conjunto de la población económicamente activa y que lleguen a todos los espacios 
laborales cualquiera que sea la forma jurídica de su organización o prestación. Como 
hemos visto en la revisión que se ha realizado y del abordaje que se le ha dado a la 
prevención de los riesgos profesionales, se convierte en una innovación con respecto a la 
normativa anterior ya que históricamente siempre se dio prelación al contingente de los 
trabajadores dependientes vinculados bajo las directrices del contrato laboral como un 
aspecto que siempre se criticó por hacer de esta protección un privilegio al que no podían 
acceder la mayoría.           
 
En los artículos subsiguientes del primer título del objeto de la Salud Ocupacional 
aparecen las obligaciones que deben cumplir las diferentes partes implicadas como lo 
son los trabajadores, los empleadores, el Ministerio de Salud, y la responsabilidad de las 
personas que prestan los servicios de salud en los escenarios laborales. 
 
En el artículo 83 de la ley 9/79 (193) se toca el contenido de las responsabilidades que 
tiene el Ministerio de Salud en lo relativo a la salud ocupacional donde básicamente se 
refieren obligaciones relacionadas con el establecimiento de las regulaciones técnicas y 
administrativas que se dirijan a la protección del trabajador, la promoción de acciones de 
investigación, control, vigilancia y protección de las personas en sus ocupaciones así 
como la determinación de los requisitos para la venta, uso y manejo de sustancias, 
equipos, maquinarias y aparatos que puedan afectar la salud de las personas. En la ley 9 
no se estipulan las obligaciones que le corresponden al Ministerio de Trabajo en la 
materia las cuales se consideran en otras reglamentaciones como por ejemplo en el 
decreto 614 de 1984 dando cuenta del carácter desarticulado de la nueva protección que 
se promovía.  
 
En cuanto a las obligaciones de los empleadores éstas aparecen consignadas en el 
artículo 84 y por la importancia que revisten las tomó textualmente del texto de la ley 
(193):  
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a) Proporcionar y mantener un ambiente de trabajo en adecuadas condiciones de 
higiene y seguridad, establecer métodos de trabajo con el mínimo de riesgos para 
la salud dentro de los procesos de producción.  
b) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones de la presente Ley y demás normas 
legales relativas a salud ocupacional.  
c) Responsabilizarse de un programa permanente de medicina, higiene y seguridad 
en el trabajo destinado a proteger y mantener la salud de los trabajadores de 
conformidad con la presente Ley y sus reglamentaciones.  
d) Adoptar medidas efectivas para proteger y promover la salud de los 
trabajadores, mediante la instalación, operación y mantenimiento, en forma 
eficiente, de los sistemas y equipos de control necesarios para prevenir 
enfermedades y accidentes en los lugares de trabajo. 
e) Registrar y notificar los accidentes y enfermedades ocurridos en los sitios de 
trabajo, así como de las actividades que se realicen para la protección de la salud 
de los trabajadores. 
f) Proporcionar a las autoridades competentes las facilidades requeridas para la 
ejecución de inspecciones e investigaciones que juzguen necesarias dentro de las 
instalaciones y zonas de trabajo. 
g) Realizar programas educativos sobre los riesgos para la salud a que estén 
expuestos los trabajadores y sobre los métodos de su prevención y control. 
 
Si  comparamos estas responsabilidades con las que se mencionan en el artículo 4º del 
Acuerdo Número 241 de 1967 del Instituto Colombiano de Seguros Sociales 
(Reglamento de prevención de riesgos profesionales), vemos que en la ley es más 
amplia  la descripción que se hace de estos compromisos empresariales y aunque se 
conservan en líneas generales ciertos objetivos, en este caso vale la pena destacar la 
alusión que hace la ley a la responsabilidad de establecer un programa de medicina, 
higiene y seguridad industrial por parte del patrono así como la del registro y notificación 
de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales ocurridas en las empresas 
como aspectos sobre los que el Acuerdo no profundiza.      
 
En el artículo 85 se habla de las responsabilidades de los trabajadores en las que se 
contemplan obligaciones como la de cumplir con las disposiciones y la reglamentación de 
higiene y seguridad industrial, utilizar adecuadamente y propender por el cuidado de las 
instalaciones de la empresa, la maquinaria y emplear los elementos de protección 
personal, participar en la implementación de las medidas de seguridad específicas y 
ayudar a velar por el control de los riesgos profesionales (193). Teniendo en cuenta el 
número y el contenido de las obligaciones para las personas trabajadoras parece ser que 
en la ley se proponen pocas responsabilidades y se omiten deberes que el Acuerdo 
241/1967 si contempla como los de avisar cuando se presenten fallas o deterioros en los 
dispositivos de seguridad, el de laborar con la mayor seriedad en el puesto de trabajo 
evitando actuar con descuido y brusquedad, el de abstenerse de operar equipos sin 
ninguna autorización y el de solicitar primeros auxilios en caso de requerirlos por la 
ocurrencia de una contingencia laboral. El artículo 87 de la ley 9 de 1979 se refiere a las 
personas que tienen la facultad de prestar los servicios de salud ocupacional quienes 
estarán bajo la supervisión del Ministerio de salud o la entidad que esté delegue. 
 
El segundo capítulo de la sección III es el de las edificaciones destinadas a lugares de 
trabajo, que se extiende desde el artículo 90 al 97, y es el apartado de la ley en el cual se 
hace el intento por registrar las condiciones que los lugares y entornos laborales deben 
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respetar en el ámbito de la construcción considerando la distribución de las distintas 
áreas de trabajo, la manera y disposición en la que tienen que permanecer los techos, el 
piso, las paredes, las escaleras, las áreas de circulación, la señalización de las distintas 
áreas productivas y se manifiesta la necesidad de tener puertas de salida suficientes.  
 
Los artículos del 98 al 100 de la ley 9 son aquellos en los cuales se expresa que las 
particularidades del ambiente de trabajo presentan el potencial de afectar la salud de los 
trabajadores aunque no se profundiza sobre cuáles serían ese tipo de factores que 
impactan la salud ocupacional; podría ser que este apartado se planteó como la 
introducción para comenzar a hablar de los agentes físicos, químicos y biológicos que 
sobresaltan el desempeño de las actividades productivas. El artículo 99 contempla 
medidas cuando no es posible controlar ciertos agentes nocivos entre las que se 
enumeran métodos complementarios de protección personal y la limitación del trabajo 
humano. El 100 determina que es responsabilidad del Ministerio de Salud la valoración y 
vigilancia de que las condiciones ambientales de los lugares de trabajo sean las 
adecuadas para la actividad humana (193).    
 
La cuarta sección en la que se divide este título se denomina de los agentes químicos y 
biológicos y pues en líneas generales hace patente la necesidad de adoptar medidas 
tendientes a favorecer la salud humana frente a la presencia de estos agentes, 
advirtiendo que los trabajadores expuestos a este tipo de riesgos deben estar 
debidamente informados de tales peligros así como de las medidas de seguridad 
pertinentes para controlarlos. Además, se señala que estas sustancias pueden 
convertirse potencialmente en peligrosas y sus efectos tienen que ser controlados, no 
sólo dentro del entorno laboral sino que se efectuarán acciones para que no se 
conviertan en un potencial riesgo ambiental. Este pensamiento es muy interesante en 
correspondencia con la noción de situar la salud ocupacional como un problema de 
interés en salud pública, siendo que no sólo atañe a la situación de los trabajadores sino 
que se involucra en su accionar a toda la población.   
 
En lo relativo a los agentes físicos (capítulo quinto) se deja planteada la obligación de 
promover en el entorno laboral una buena iluminación, una temperatura adecuada y una 
ventilación suficiente de modo que se favorezca la salud y seguridad de las personas en 
el ejercicio de las actividades productivas. Conjuntamente, señala como posibles riesgos 
para la salud los altos niveles de ruido, vibración y cambios de presión aunque no 
propone valores límites de dichas variables. Es preciso anotar que en este apartado no 
se incluye a la humedad como un factor físico para tener en cuenta como posible agente 
de riesgo. El siguiente capítulo, el de los valores límites en los lugares de trabajo 
comprende un único artículo, el 110, (193), el cual estipula que en el Ministerio de Salud 
se fijarán los valores límites aceptables para concentraciones de sustancias, en el aire o 
para condiciones ambientales en los lugares de trabajo a que es recomendable que se 
expongan las personas sin sufrir ningún daño para su salud y bienestar.  
 
Uno de los puntos más trascendentes de la ley se formula en el artículo 111 ya que es a 
partir de éste que se impone a las empresas la exigencia de formalizar un programa de 
salud ocupacional orientado hacia la prevención de los accidentes de trabajo y las 
enfermedades de origen laboral (193). En mi concepto los propósitos que se proyectan 
para el establecimiento de este tipo de programas de salud ocupacional se enfocan 
desde el punto de vista de la fatalidad antes que desde la promoción del bienestar de los 
trabajadores pues en esta última instancia el énfasis se pone en la salud más allá de la 
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ausencia de enfermedad y se piensa en personas antes que en trabajadores. En la 
normativa de la ley 9ª se continúa con la iniciativa que había sido enunciada en el 
Decreto Ley 062 de 1976, el cual adjudicaba a la Dirección General de la Seguridad 
Social del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la función de promover la generación 
de comités paritarios de higiene y seguridad en todos los ámbitos empresariales aunque 
en estos preceptos no se define la naturaleza de tales programas ni su contenido el cual 
será aclarado con mayor precisión en reglamentaciones posteriores.  
 
El capítulo octavo aborda la cuestión de la Seguridad Industrial (artículos 112 a 124) y 
abarca las subsecciones de maquinaria, equipos y herramientas; calderas y recipientes 
sometidos a presión; riesgos eléctricos; hornos y equipos de combustión; manejo, 
transporte y almacenamiento de materiales. Dentro de lo más destacado de esta sección 
se hace alusión al artículo 112 (193) el que impone el compromiso de diseñar, construir, 
mantener, accionar y señalizar todas las máquinas, herramientas e instalaciones 
implicadas en el proceso laboral de manera que se prevengan los riesgos de accidente 
de trabajo y enfermedad  profesional. En los siguientes artículos se habla esencialmente 
de las recomendaciones que es necesario guardar en cuanto a la manipulación y 
operación de calderas y hornos, del control de los riesgos eléctricos así como del 
transporte seguro de materiales para evitar cualquier peligro que comprometa la salud y 
el bienestar del trabajador.  
 
En los apartados 122 a 124 está contenido el aspecto relativo a los elementos de 
protección personal insistiéndole a los empleadores la obligación de dotar a sus 
trabajadores con éstos sin costo adicional y determina como requerimiento que estos 
elementos protectores se ajusten a las normas técnicas y de seguridad aprobadas por el 
Gobierno. Como es posible advertir este capítulo está muy enfocado en el mobiliario, en 
la maquinaria pero son unos equipos muy específicos de la gran industria como por 
ejemplo los hornos o las calderas, como si estuviera dando a entender cuál es el tipo de 
empresa a la cual se dirigen estas regulaciones pues aunque se extienda la protección 
de esta ley a todas las modalidades de trabajo, el legislador pareciese tener en mente la 
actividad laboral que es objeto de protección.  
 
La siguiente parte que se incluye dentro del Título III de la ley 9ª es la de la medicina 
preventiva y saneamiento básico que comprende la subsección de medicina preventiva y 
la de saneamiento básico. La primera de estas, se extiende desde el artículo 125 al 127 y 
es aquella en la que se dispone la responsabilidad de los empleadores por los programas 
de medicina preventiva en los lugares de trabajo donde se debe garantizar la salud de los 
trabajadores y los niveles básicos de atención de promoción, prevención, intervención y 
rehabilitación. En el artículo 125 se señala de que la idea es ubicar a las personas en 
ocupaciones para las que tengan las facultades biológicas y mentales adecuadas para 
desempeñarse en ese puesto lo cual hace cuestionar si tal disposición se cumple 
actualmente en muchas modalidades de trabajo en las que vale más la capacidad de 
adaptación de la persona de ajustarse a jornadas de trabajo amplias, a un sueldo cada 
vez más ínfimo y en las que se parte de la base de que las inducciones le proveen las 
herramientas necesarias a los trabajadores para desenvolverse ante las contingencias 
diarias. Estos programas de medicina preventiva pueden ser exclusivos de una empresa 
o efectuarse en forma conjunta con otras pero cualquiera que sea la cuestión su 
organización y funcionamiento deberá sujetarse a la reglamentación que establezca el 
Ministerio de Salud. En cuanto al saneamiento básico, este tema aparece en los artículos 
128 y 129 los cuales se orientan hacia el suministro de los servicios básicos así como al 
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manejo y forma como se manipulan los residuos perjudiciales para el bienestar de los 
trabajadores. 
 
El capítulo noveno es el que trabaja la cuestión de las sustancias peligrosas- plaguicidas-
artículos pirotécnicos, comienza haciendo referencia a aquellos elementos, materiales y 
compuestos que causan detrimento en la salud de la población trabajadora. Los artículos 
130 a 135 muestran la necesidad de tomar las medidas necesarias en la importación, 
fabricación, almacenamiento, comercio y empleo de tales sustancias nocivas; el artículo 
130 es muy interesante porque además de concentrarse en los efectos producidos sobre 
la salud humana también se considera los efectos perjudiciales sobre la salud animal y 
en general del ambiente en donde coexisten otros organismos tanto vivos como inertes. 
También en esta subsección se reflexiona en torno a la responsabilidad por los perjuicios 
causados por este tipo de sustancias, delegando al Ministerio de Salud la clasificación de 
las sustancias peligrosas para las que se aplican estas reglamentaciones así como el 
deber del ente estatal de promover las acciones educativas, de investigación y de control 
frente a la protección de la salud individual y colectiva.   
 
Desde el artículo 136 al artículo 144 de la ley 9ª/79 se trabaja toda la parte relacionada 
con los plaguicidas, dictaminando la responsabilidad del Ministerio de Salud en cuanto a 
la formulación de la normativa que propenda por el cuidado de la salud de los riesgos 
derivados de estas sustancias, la necesidad del registro para la importación, fabricación y 
comercialización del plaguicida, la publicidad de estas sustancias, entre otros. 
 
Se plantea un apartado para tocar una cuestión que no había aparecido en ninguna 
reglamentación anterior como es lo tocante a los artículos pirotécnicos, desde el artículo 
145 al 148, que pone limitación frente a la fabricación de ciertos elementos de esta 
naturaleza, impone la obligación de contar con licencia del Ministerio de Salud para la 
venta al público y utilización de dichos artículos, que dispone como prioritario el 
cumplimiento de la reglamentación emitida por el gobierno para la ubicación, 
construcción y operación de establecimientos que los produzcan y que obliga a que 
dichos artefactos se ajusten a las normas técnicas de seguridad vigentes en el país.  
 
El último capítulo que se incluye dentro del Título III de la ley 9ª de 1979 es el de la  
radiofísica sanitaria el cual parte de los efectos que puede originar este tipo de energía 
en la salud laboral. Lo primero que se dictamina es la necesidad de someter a 
procedimientos de control a las formas de energía radiante para evitar que la exposición 
a la misma cause detrimento en la salud individual y colectiva. En este sentido, y ante el 
desempeño de labores que impliquen el contacto con fuentes de radiaciones ionizantes, 
se invita a los empleadores a garantizar e implementar las medidas requeridas en cuanto 
a la seguridad de las personas expuestas directamente y de la población en general. 
Ante tales riesgos es el Ministerio de Salud aquel que debe formular las normas y 
reglamentaciones enfocadas hacia la protección de los individuos de las consecuencias 
de las radiaciones ionizantes y vigilar el efectivo cumplimiento de las regulaciones 
propuestas.    
 
En las demás reglamentaciones revisadas con anterioridad siempre se insistió bastante 
en la definición conceptual de lo que se consideraba un accidente de trabajo y una 
enfermedad profesional lo cual tenía sentido desde el punto de vista de las prestaciones 
asistenciales y económicas a que tenían derecho los trabajadores cuando adquirían 
alguna de estas condiciones. En el caso de la ley 9ª se hace un intento primigenio por 
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pensar en la salud de los trabajadores desde lo positivo y en la no ocurrencia de los 
riesgos profesionales resaltando la tendencia a pensar en la salud ocupacional como un 
aspecto fundamental del desarrollo de una sociedad y como un problema de salud 
pública, siendo que no sólo involucra a la población económicamente activa sino a  todos 
los componentes de la sociedad. Aun cuando pareciese que en los aspectos que trabajó 
la reglamentación se encuentra una visión bastante ligada del lado de una salud 
ocupacional reservada a la identificación y control de factores de riesgo en el puesto de 
trabajo, con estrategias correctivas que se dirigen esencialmente al ámbito locativo, la 
consideración de temáticas como la del saneamiento sanitario, las sustancias peligrosas, 
los plaguicidas, los artículos pirotécnicos, entre otros, extiende el campo de aplicación al 
que llegan estas disposiciones y convierten este Código Sanitario en uno de los 
preceptos más fundamentales para el estudio del desarrollo evolutivo de la salud 
ocupacional en Colombia.     
 
En mayo 22 del año de 1979 (el mismo de la ley 9ª) emerge otra preceptiva que 
representa gran importancia en la perspectiva de la salud laboral y es el Reglamento de 
Higiene y Seguridad Industrial (Resolución 2400) del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social el cual estipula disposiciones sobre vivienda, higiene y seguridad industrial en los 
establecimientos de trabajo (196) proponiendo una serie de medidas bastante detalladas 
que hacen énfasis marcado en las características de tipo locativo que deben guardar los 
escenarios laborales. En este sentido en las siguientes líneas se realizará el esfuerzo por 
describir los aspectos más trascendentales derivados de este estatuto y sus 
implicaciones en el tema de estudio que aquí nos proponemos abordar.   
 
Lo primero que tiene como propósito aclarar este precepto es el campo de aplicación de 
las directrices contenidas en este reglamento por lo que el artículo 1º (del Título I, 
Capítulo I) explica que tales recomendaciones deben ser adoptadas en todos los 
establecimientos laborales con fines de que se evite la configuración de los riesgos 
profesionales y lograr las mejores condiciones de salud física y mental así como de 
seguridad para los trabajadores en toda las ocupaciones. En esta instancia parece que 
se extendiera la protección a todos los centros de trabajo, pero solamente al hablar de 
que tal actividad laboral se desarrolla en un establecimiento o espacio físico, se limita 
una gran cantidad de ocupaciones que no entran dentro de esta lógica y que hacen parte 
de otras modalidades que en la actualidad ocupan a una cantidad considerable de la 
fuerza laboral del país (196). El capítulo II, artículo 2 de la Resolución del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social hace referencia a las obligaciones que tienen los 
empleadores con respecto a las disposiciones locativas de los ambientes de trabajo así 
como a las recomendaciones de higiene y seguridad industrial en el desempeño de las 
actividades productivas. Aunque confluyen en algunos puntos, se evidencia la utilización 
de un lenguaje más técnico en la resolución y de un panorama más completo en términos 
de las obligaciones que deben tener los patronos con sus empleados que en 
reglamentaciones anteriores, incluida la ley 9/79. Esencialmente estás obligaciones 
apuntan (196):  
 
 Dar cumplimiento a lo establecido en la presente Resolución, y demás normas 
legales en Medicina, Higiene y Seguridad Industrial, elaborar su propia 
reglamentación, y hacer cumplir a los trabajadores las obligaciones de Salud 
Ocupacional que les correspondan. 
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 Proveer y mantener el medio ambiente ocupacional en adecuadas condiciones 
de higiene y seguridad, de acuerdo a las normas establecidas en la presente 
Resolución. 
 Establecer un servicio médico permanente de medicina industrial, en aquellos 
establecimientos que presenten mayores riesgos de accidentes y 
enfermedades profesionales, a juicio de los encargados de la salud ocupacional 
del Ministerio, debidamente organizado para practicar a todo su personal los 
exámenes psicofísicos, exámenes periódicos y asesoría médico-laboral y los 
que se requieran de acuerdo a las circunstancias; además llevar una completa 
estadística médico-social. 
 Organizar y desarrollar programas permanentes de Medicina preventiva, de 
Higiene y Seguridad Industrial y crear los Comités paritarios (patronos y 
trabajadores) de Higiene y Seguridad que se reunirán periódicamente, 
levantando las Actas respectivas a disposición de la División de Salud 
Ocupacional. 
 El Comité de Higiene y Seguridad deberá intervenir en la elaboración del 
Reglamento de Higiene y Seguridad, o en su defecto un representante de la 
Empresa y otro de los trabajadores en donde no exista sindicato. 
 Aplicar y mantener en forma eficiente los sistemas de control necesarios para 
protección de los trabajadores y de la colectividad contra los riesgos 
profesionales y condiciones o contaminantes ambientales originados en las 
operaciones y procesos de trabajo. 
 Suministrar instrucción adecuada a los trabajadores antes de que se inicie 
cualquier ocupación, sobre los riesgos y peligros que puedan afectarles, y sobre 
la forma, métodos y sistemas que deban observarse para prevenirlos o 
evitarlos. 
 
Si se compara con las obligaciones reseñadas en el artículo 84 de la ley 9ª, en esta 
ocasión se omite la responsabilidad de notificar los accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales pero se resalta la imposición que se hace de crear los Comités Paritarios 
de Higiene y Seguridad Industrial en términos de promover la participación de los 
trabajadores en la elaboración de los reglamentos de higiene y seguridad como un 
aspecto que tendrá todo su despliegue en reglamentaciones posteriores.   
 
También en este estatuto se tienen en cuenta las obligaciones de los trabajadores 
(capítulo III, artículo 3º) entre las que se destacan el acatamiento de las disposiciones   
concernientes a la medicina, higiene y seguridad industrial, emplear de forma apropiada 
las instalaciones del establecimiento comercial así como los dispositivos para la 
prevención de los riesgos, mantener el orden y aseo en su puesto de trabajo, no operar 
equipos ni maquinarias sin la debida autorización, notificar a los superiores cuando 
existen fallas que puedan engendrar riesgos para la salud de las personas en el entorno 
laboral, cumplir las disposiciones de los servicios de medicina preventiva y seguridad 
industrial, utilizar los servicios de primeros auxilios en caso de requerirlos ante la 
ocurrencia de un infortunio y no introducir bebidas ni substancias no autorizadas en los 
centros de trabajo por lo que se prohíbe presentarse bajo el efecto de sustancias 
psicoactivas al sitio en el cual desempeña su actividad productiva (196). De las 
normativas revisadas hasta ahora esta es la que describe de modo más detallado los 
compromisos a los que se deben ceñir los obreros en cuanto a la prevención de los 
riesgos profesionales y da cuenta de la trascendencia de su participación como entes 
147 
 
activos en la construcción de mejores condiciones de trabajo que favorezcan el bienestar 
individual y colectivo en la dinámica laboral.     
 
De los inmuebles destinados a establecimientos de trabajo es el nombre del título II, que 
en su capítulo I, edificios y locales, hace mención a las especificaciones que deben 
guardar los lugares destinados a corporaciones comerciales e industriales en cuanto a su 
estructura, techos, pisos, corredores, pasillos, escaleras, chimeneas, entre otros, de 
modo que se garantice la salud y la seguridad de las personas que laboran en estos 
entornos. A lo largo del mismo título se comprenden las referencias técnicas del 
mobiliario de los baños, los cuartos para el cambio de ropa, las cocinas, comedores, 
casinos, etc. Así mismo, en el capítulo IV del mismo título se hace referencia a las 
recomendaciones de higiene, orden y limpieza que deben caracterizar los lugares de 
trabajo y en el V se menciona la cuestión de la evacuación de los residuos y desechos.  
 
La sección III de la Resolución se titula normas generales sobre riesgos físicos, químicos 
y biológicos en los establecimientos de trabajo la cual se orienta hacia el reconocimiento 
y descripción de este tipo de factores en el área de trabajo y de cuáles son las 
alternativas a seguir para contrarrestar estos agentes que afectan el desempeño laboral. 
Al respecto, aparecen en el título III capítulos enteros en los que se hace mención a la 
humedad y calefacción (capítulo I),  la ventilación (capítulo II), la iluminación (capítulo III), 
los ruidos y las vibraciones (capítulo IV) describiendo los valores máximos permisibles de 
dichos agentes físicos. Igualmente, en esta sección se abarca uno de los temas 
enunciados en la ley 9/79 que es el de las radiaciones ionizantes aunque en este 
reglamento presenta un abordaje más extenso que en el Código Sanitario. El propósito 
del último capítulo citado tiene que ver con que estas clases de radiaciones tengan un 
control oportuno para que la exposición a las mismas no origine dificultades de salud que 
puedan comprometer la capacidad funcional de los trabajadores y de la población en 
general. La reglamentación revisada también incluye un capítulo completo dedicado a las 
radiaciones ultravioletas, infrarrojas y de radiofrecuencia (no ionizantes) incluyendo en su 
estructura las definiciones propias de este tema, las medidas necesarias para controlar 
este tipo de emisiones, las recomendaciones de seguridad que deben tomar los 
trabajadores expuestos a estas radiaciones y las indicaciones de tipo locativo para operar 
equipo que produzca este tipo de energía.  
 
Se consagra una sección a la electricidad donde se pone especial atención en la 
disposición e instalación de los equipos, herramientas y aparatos de modo tal que se 
evite el contacto accidental con dichos elementos. El capítulo VIII del mismo título trabaja 
el ámbito de las concentraciones máximas permisibles definiéndola como “la 
concentración atmosférica de un material peligroso que no alcanza a afectar la salud de 
un trabajador a ella expuesto en jornada diaria de ocho horas, durante un prolongado 
periodo de tiempo” (196). El capítulo IX de esta sección se ocupa de la contaminación 
ambiental adquiriendo especial visibilidad los factores de riesgo químico, insistiendo en el 
control de estos factores nocivos directamente desde su origen a partir de estrategias 
como la sustitución de substancias, el cambio o modificación del proceso, el 
encerramiento o aislamiento de procesos, la ventilación general, ventilación local 
exhaustiva y mantenimiento. Los capítulos X y XI de la normativa expuesta se concentran 
en las sustancias infecciosas y tóxicas así como en las substancias inflamables y 
explosivas respectivamente como una muestra del carácter descriptivo y amplio de la 
reglamentación revisada.    
 
148 
 
En la resolución 2400 del 79 se trabaja un título acerca de la ropa de trabajo, los equipos 
y elementos de protección personal. En esta sección se efectúa una descripción 
detallada de los elementos que los patronos deben suministrar a los trabajadores entre 
los que se hallan la ropa de trabajo, implementos para la protección de la cabeza, la 
protección del rostro y los ojos, para evitar riesgos del sistema respiratorio, para el 
cuidado de las extremidades superiores e inferiores así como del tronco. Estos 
elementos se plantean en correspondencia con el tipo de trabajo y las funciones que 
lleva a cabo el trabajador de una determinada ocupación y comprenden las 
especificaciones técnicas que dichos elementos tienen que seguir para cumplir con su 
labor protectora.  
 
El Título V trabaja el tema de los colores de seguridad y la utilización de este código de 
tonalidades para representar diferentes mensajes y su correspondiente colocación en 
espacios e instrumentos particulares del ambiente laboral. El título VI se dedica a la 
prevención y extinción de incendios, el VII trabaja la parte de los explosivos (manejo, 
transporte, los locales destinados a polvorines, de los barrenos y voladuras), el VIII 
abarca la cuestión de las máquinas, herramientas y equipos, el título IX se concentra en 
las herramientas en general (instrumentos de mano y las herramientas de fuerza motriz) 
y el título X habla del manejo y transporte de materiales.  
 
De las instalaciones industriales operaciones y procesos es el nombre que se le otorga al 
capítulo XI, por lo que contiene capítulos como el de los generadores de vapor,  de los 
recipientes y tuberías sometidos a presión, de los cilindros para gases comprimidos, de la 
soldadura eléctrica autógena y corte de metales, de los trabajos en aire comprimido y de 
los trabajos de pintura a presión. El Título XII comprende el asunto relativo a la 
Construcción por lo que toma posición frente a varias cuestiones entre las que se puede 
citar la demolición y remoción de escombros, las excavaciones, los andamios y 
escaleras, los túneles y trabajos subterráneos así como de las labores en las canteras.  
 
El Título XII trata de generar algunas regulaciones y emite concepto con respecto a la 
cuestión de los menores y las mujeres inmersos en la dinámica laboral en donde se 
destaca el artículo 694 el cual prohíbe el trabajo de los menores de edad, de cualquier 
sexo, en actividades de minería, en tareas industriales tales como fogonero en calderas 
de vapor o encargado de máquinas de vapor, en trabajos en máquinas esmeriladoras, 
trabajos de fundición de metales, talleres de laminación, trabajos y operaciones que 
envuelvan la manipulación de cargas pesadas, entre otros. En concordancia con lo 
anterior el artículo 696 instaura la proscripción a los menores de 18 años y a las mujeres 
de cualquier edad en ocupaciones que impliquen el contacto con sustancias tales como 
plomo, substancias inorgánicas en forma de emanación o niebla, polvo o gas (mercurio, 
arsénico, antimonio, talio) compuestos orgánicos tóxicos (benzol y otros hidrocarburos 
aromáticos dañinos), compuestos inorgánicos y substancias radiactivas o radiaciones 
ionizantes. Igualmente, este título se pronuncia en cuanto a las tareas que implican 
levantar cargas por lo que determina una clasificación de los pesos que son aceptables 
de soportar para cada uno de los sexos en diferentes tareas. De la misma forma se 
enuncian recomendaciones para promover un trato equitativo a la mujer en los ambientes 
laborales.  
 
El Título final pone en cabeza de la División de Salud Ocupacional del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social el control y vigilancia del seguimiento de las acciones 
propuestas en esta reglamentación, por lo que se determina que las empresas deben 
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demostrar el cumplimiento de las disposiciones aquí contempladas ante la dependencia 
gubernamental indicada. 
 
De acuerdo a la referencia que expone Gerardo Arenas (148) en su artículo “Riesgos 
Laborales y Salud Ocupacional” este estatuto de higiene y seguridad industrial provocó 
zozobra en el gobierno siendo que pensaba que tal reglamentación había sido 
perpetrada a la ligera, sin tener en cuenta criterios técnicos acordes con las 
circunstancias de la industria y el trabajador colombiano y que retoma de forma 
inadecuada las recomendaciones y medidas de manuales foráneos sobre la materia. En 
este contexto y ante la noción de su inaplicabilidad a las circunstancias del país, se toma 
la decisión de suspender su vigencia e implementación por un año para efectuar los 
correctivos necesarios que le permitieran superar las críticas y adaptarse a las 
circunstancias del mercado laboral colombiano.  No obstante, el mismo autor señala que 
cuando esta normativa readquiere su vigencia el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
no tuvo el compromiso de modificar las fallas que se le habían anotado, emitir nueva 
reglamentación para superar las deficiencias que mostraba el estatuto ni exigir el 
oportuno cumplimiento de las disposiciones estimadas en el contenido de la Resolución.    
 
Como es factible advertir muchas de las acciones contempladas en esta Resolución 
habían sido enunciadas en la ley que materializa el Código Sanitario, en su Título III, lo 
cual hizo palpable una duplicidad de competencias entre los sectores de la salud y el 
trabajo con respecto al tópico de la salud ocupacional. No se define de manera clara 
cuáles son las responsabilidades de unos y otros en este asunto sino que cada uno 
presenta un desarrollo normativo, que aun cuando coincide en algunos puntos, dan pie 
para instituir una bifurcación en la forma de entender y promover el ejercicio de la salud 
laboral según se trate del sector salud o del campo del trabajo. Se asume que la línea 
derivada desde la sección salud se caracteriza por un espíritu salubrista, al comprender 
la salud laboral como un aspecto primordial del desarrollo de la sociedad y que implica a 
la población en general y no únicamente a los componentes de la comunidad productiva 
siendo su representación más importante la ley 9ª de 1979. Mientras tanto, la perspectiva 
derivada del sector trabajo es aquella que típicamente ha predominado en el país desde 
comienzos del siglo XX, pasando por su materialización en el Código Sustantivo del 
Trabajo y es la que tiene que ver con la protección de los derechos laborales y las 
prestaciones de los trabajadores (especialmente aquellos que se hayan bajo la 
subordinación de un patrono por la figura de la vinculación contractual) frente a los 
riesgos profesionales que comprometan su capacidad funcional para satisfacer a través 
de su trabajo sus necesidades sociales.  
 
Esta dualidad y ambigüedad en la legislación que se pronuncia en torno a la materia de 
la salud ocupacional y la seguridad e higiene industrial, ocasiona que durante estos años 
se mantenga un ambiente de confusión para los componentes de la comunidad 
productiva ya que ni los trabajadores, los empleadores, ni los funcionarios conocen a 
cabalidad la normatividad aplicable y más si se considera la gran cantidad de decretos 
presidenciales y resoluciones ministeriales que se emitieron en este período (148). Sin 
embargo, las reglamentaciones posteriores perpetrarán el esfuerzo por articular dentro 
de su estructura los ámbitos de competencia tanto del sector salud como del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social por lo que será interesante analizar cómo se integran en 
una normativa las visiones que de salud ocupacional defiende cada dependencia ya sea 
desde la perspectiva de salud pública o la visión promovida por la línea laboral.  
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Uno de los primeros pronunciamientos en los que se determina la vigencia del estatuto 
de seguridad industrial y acoplar el funcionamiento entre el sector salud y el de trabajo en 
materia de salud laboral, es el fallo de la sección segunda del Consejo de Estado que le 
otorga al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la facultad para emitir la normativa que 
estime necesaria para regular las circunstancias de trabajo en los distintos entornos 
laborales sin perjuicio de la capacidad que también tiene el Ministerio de Salud para 
regular aspectos generales en salud pública entre los cuales se halla la salud 
ocupacional (148). Más adelante continuaremos revisando la manera como otras 
reglamentaciones intentan reconciliar estas dos visiones y de cómo se distribuyen las 
competencias en la materia para no entrar en duplicidad de lo que hace uno y otro ente 
gubernamental.  
 
Si se hiciera una categorización de la normativa que continúa con la línea de lo laboral 
seguramente aparecería resaltada la Resolución 2413 de 1979 del Ministerio de Trabajo 
(197), que es el reglamento de higiene y seguridad para la industria de la construcción, 
en la cual se resaltan las funciones que un empleador debe seguir con el propósito de 
organizar el programa de salud ocupacional en el escenario empresarial. Estas 
responsabilidades no difieren de forma sustancial con las trazadas anteriormente para las 
demás actividades económicas a pesar de que se trata de una ocupación específica con 
estatuto particular. Fundamentalmente las obligaciones del patrono son la de acatar y 
hacer cumplir las disposiciones de este reglamento y de los demás que se elaboren en la 
materia de higiene y seguridad industrial, organizar el programa de seguridad, higiene y 
medicina del trabajo, instalar y accionar de forma adecuada todos los controles y equipos 
para prevenir la materialización de los riesgos profesionales, efectuar inspecciones para 
reconocer los agentes que pueden afectar la salud de las personas y tomar los 
correctivos necesarios, llevar a cabo los informes correspondientes de los accidentes de 
trabajo y efectuar una caracterización estadística de dichas contingencias, facilitar a las 
autoridades comodidades para ejecutar los estudios e inspecciones que se estimen 
convenientes, promover el buen funcionamiento de las máquinas, herramientas y 
materiales así como de los servicios de higiene en la empresa, determinar las 
competencias y funciones del recurso humano en la cuestión de la prevención de riesgos 
profesionales y practicar las recomendaciones y directrices emitidas por el Comité de 
Higiene y Seguridad y las del Ministerio de Trabajo en cuanto a la seguridad en este tipo 
de industria.  
 
En el artículo 11 de la Resolución también se presentan los compromisos que están 
obligados a seguir los trabajadores los cuales son esencialmente los mismos registrados 
en el estatuto de seguridad industrial y tienen que ver con el acatamiento de las 
directrices en materia de prevención de riesgos comprendidas en la reglamentación y las 
que le indiquen sus superiores, la aceptación y adopción de enseñanzas sobre seguridad 
e higiene, la utilización de los elementos de protección personal y de los equipos 
necesarios para la prevención de riesgos profesionales, la notificación de los daños o 
fallas en el entorno laboral que tienen el potencial de ocasionar contingencias laborales y 
la prohibición de ingresar bajo el efecto de sustancias psicoactivas en los centros de 
trabajo. En comparación con el estatuto 2400/79, en esta normativa no se nombra la 
proscripción de operar maquinaria y/o equipos sin la debida autorización y la obligación 
del trabajador de emplear con celeridad los servicios de primeros auxilios en el evento de 
que acontezca un infortunio laboral.         
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La reglamentación revisada también se pronuncia en cuanto a la prestación de los 
servicios médicos imponiendo al patrono la obligación de contratar a varios facultativos o 
de afiliar a los obreros al Instituto de Seguros Sociales para que reciban atención en 
medicina preventiva, medicina del trabajo y medicina de recuperación. También se 
incluye un apartado que emite concepto en torno a la habilitación ocupacional haciendo 
alusión a las situaciones en que el empleado manifiesta padecer de algún problema de 
salud por lo que el empleador ordena que se tomen los exámenes correspondientes 
mediante los cuales los facultativos sean capaces de emitir un concepto médico de la 
habilidad del trabajador para continuar en su labor (197).   
 
El reglamento de higiene y seguridad para la industria de la construcción menciona la 
necesidad de toda empresa constructora de contar con un Comité de Seguridad e 
Higiene compuesto por trabajadores y representantes de la empresa. Se dictaminan 
algunas medidas en materia de la composición de dicho comité, las funciones del mismo, 
las decisiones que les corresponde tomar, el sentido y los tópicos que se abordan en 
dichas reuniones, entre otras, aunque no difieren en demasía de lo contemplado en la 
Resolución 2400/79.  
 
En este mismo grupo de reglamentaciones que toman la inspiración del estatuto de 
seguridad industrial se ubica la Resolución 2406 de 1979 del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social  que es Reglamento de Seguridad Minera para la explotación subterránea 
del carbón aunque en la cuestión de las actividades de extracción y explotación de minerales 
se profundizará con más detalle en otras reglamentaciones que se mencionarán más 
adelante.  
 
Efectivamente durante este período la materia de la salud ocupacional va ganando terreno y 
visibilidad por lo que desde el Instituto de Seguros Sociales también se comienzan a expedir 
ordenamientos de la forma cómo se garantizará esta protección para los afiliados al régimen 
de previsión social. Si bien se resalta el esfuerzo del ISS por instituir una salud ocupacional 
en la cual se considera la prevención como principio trascendental, sigue primando el ánimo 
compensatorio frente a los riesgos profesionales como herencia del enfoque centrado en el 
derecho laboral dirigido a la protección del sector de los asalariados; sin embargo, se lleva a 
cabo el intento por articular la salud laboral dentro de los servicios de salud otorgados por el 
Instituto para sus beneficiarios como un esfuerzo que se viene a configurar en el Acuerdo 
número 158 de 1980 (198) de La Junta Administradora del Instituto de Seguros Sociales. 
Este precepto es aquel por el que se adopta el reglamento sobre la organización y el 
funcionamiento de la atención de salud en el Instituto de Seguros Sociales y también se 
pronuncia frente a nuestro objeto de estudio por lo que se hará mención a los artículos 
más convenientes.   
 
En esta posición es oportuno resaltar el artículo 5º del Acuerdo en el que se habla del 
énfasis especial que promoverá el ISS en la prevención y control de los riesgos 
profesionales, con intervenciones dirigidas tanto al empleador como al trabajador en el 
entorno de trabajo y que son complementadas con acciones de cuidado personal de la 
salud. En sintonía con lo anterior se presenta el artículo 11 el cual refiere que los 
programas de salud del ISS incorporan acciones orientadas al bienestar de los 
beneficiarios entre las que cita las actividades que se implementan en el marco del 
programa de salud ocupacional, incluyendo la inspección inicial, los registros de control, 
los estudios especiales, las investigaciones de vigilancia así como la asesoría a las 
empresas y a los trabajadores a través de visitas a los lugares de trabajo. Otras acciones 
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adicionales que también se contemplan dentro de este programa son los procedimientos 
diagnósticos para la búsqueda e identificación temprana de enfermedades profesionales, 
el seguimiento de los casos de morbilidad de origen profesional u ocupacional, los 
exámenes sobre características biológicas y fisicoquímicas del medio, la protección 
específica frente a los riesgos del trabajo, la vigilancia del cumplimiento de las normas de 
higiene y seguridad industrial, la asesoría y el entrenamiento a los trabajadores para la 
atención de primeros auxilios (198).  
 
En el capítulo II de dicho Acuerdo y, específicamente en el artículo 28 (198), se hace 
referencia a los niveles de atención en salud ocupacional los cuales serán básico y 
especializado. El nivel básico de salud ocupacional, es representado por los equipos de 
salud en el trabajo, y es el encargado de resolver en primera instancia los problemas de 
salud de los beneficiarios concernientes con sus contextos de trabajo. Mientras tanto el 
nivel especializado, que está conformado por el personal profesional y los técnicos de las 
Seccionales Tipo “A”, atiende las dificultades en salud ocupacional señaladas por los 
Equipos de salud del trabajo y por los centros de atención de la respectiva regional.  
  
El Capítulo V de esta normativa está dedicado exclusivamente a la atención en salud 
ocupacional, advirtiendo que estará orientada a promover y mantener la salud de los 
trabajadores mediante el control de los factores de riesgo que afecten y que sean 
originados por causa o con ocasión del trabajo. Las actividades en salud ocupacional 
para determinada empresa serán definidas partiendo de la magnitud de la exposición a 
los factores de riesgo, el número de trabajadores expuestos y la viabilidad y eficacia 
esperada de las medidas de control empleadas. Este cuidado en SO tiene como 
objetivos la reducción y el control de la frecuencia y severidad tanto de los accidentes de 
trabajo como de las enfermedades profesionales, el inmediato contacto del trabajador 
con los centros de atención cuando se haya configurado un riesgo de trabajo así como la 
identificación de las dificultades existentes en la ubicación laboral del trabajador en 
términos de mejorar su seguridad y comodidad en el trabajo. Para lograr tales objetivos 
pondrá en juego diferentes estrategias entre las que se hayan la búsqueda e 
identificación precoz de las enfermedades laborales, el análisis de las causas de un 
accidente de trabajo, la notificación obligatoria de los riesgos profesionales, el estudio de 
la clase de riesgo y el grado de peligrosidad de los establecimientos comerciales, la 
educación del trabajador, el análisis de los puestos de trabajo, la promoción y vigilancia 
del cumplimiento de las medidas de control tanto a los trabajadores como a los 
empleadores, la capacitación del recurso humano del ISS en el manejo de las situaciones 
en las que se presente una contingencia laboral así como la coordinación con los 
gremios y sectores interesados en el tema de la salud laboral.   
 
En este capítulo toma capital trascendencia el papel de los Equipos de Salud del Trabajo 
por lo que se refiere su conformación, la zona de influencia de dichos equipos, las 
actividades que implementan, las responsabilidades de tales instancias, el número y la 
distribución de éstos, etc. Igualmente este apartado busca generar claridad en cuanto a 
la atención especializada en salud ocupacional definiendo los responsables de la misma, 
el área de influencia de este nivel, las obligaciones y objetivos de este cuidado, entre 
otros.       
 
El artículo 99 (198) de la reglamentación expuesta es bastante interesante en la medida 
que toca lo referente a la participación de los trabajadores y empleadores en salud 
ocupacional, insinuando que el ISS impulsará la integración y funcionamiento de los 
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Comités de Higiene y Seguridad Industrial en concordancia con las iniciativas que los 
Ministerios de Salud y Trabajo promovían. De la misma manera la reglamentación se 
expresa con respecto a la clasificación y notificación de las enfermedades profesionales, 
el informe sobre accidentes de trabajo y la historia sanitaria de las empresas.  
 
El artículo 219 establece los primeros auxilios en las empresas en donde se manifiesta 
que el ISS fomentará la provisión por parte de los empleadores, de las dotaciones, los 
suministros y el personal necesario para la atención inmediata de los trabajadores de 
accidentes o enfermedades profesionales hasta que puedan ser llevados a un centro de 
atención. Por último, el artículo 223 instituye como obligación de los patronos el mantener 
las mejores circunstancias posibles para favorecer la salud en los entornos laborales, 
apoyar en el proceso de atención al personal asistencial y administrativo vinculado a la 
atención de salud y el acoger las indicaciones para prevenir la ocurrencia de 
contingencias en  la dinámica laboral (198). 
 
El Consejo Nacional de Seguros Sociales Obligatorios estipula en 1981 el Acuerdo 
Número 01 (aprobado por el Decreto 3224 de 1981) por el cual se modifica el artículo 9º 
del Acuerdo número 155 de 1963 (aprobado por el Decreto 3170/1964) el cual quedará 
así (199):  
 
“Artículo 9º. El trabajador inscrito en el Seguro Social que sufra un accidente de trabajo o 
adquiera una enfermedad profesional tendrá derecho”:  
 
a) A la necesaria asistencia médica, quirúrgica y hospitalaria y al suministro de los 
medicamentos y demás medios terapéuticos que se requiera;     
b) A la provisión, reparación y renovación normales de los aparatos de prótesis y 
ortopedia cuyo uso se estime necesario en razón de la lesión sufrida y en las 
condiciones que establezcan los reglamentos especiales;  
c) Cuando se incapacite para el trabajo a causa de la lesión o enfermedad 
profesional y por tal motivo deje de percibir salarios, en tanto no haya sido 
declarada la incapacidad permanente, tendrá derecho a un subsidio diario en 
dinero, liquidado en la forma siguiente: Durante los primeros ciento ochenta 
días de incapacidad el equivalente al salario de base de la categoría sobre la 
cual haya cotizado en el mes inmediatamente anterior al de la incapacidad. Si 
no hubiere cotizado, el subsidio se liquidará sobre el salario de base declarado 
por el patrono en el aviso de entrada del asegurado.  
 
Transcurridos los primeros ciento ochenta días de incapacidad y mientras no sea 
declarada la incapacidad permanente, el subsidio será equivalente a las 2/3 partes 
del salario de base establecido en la misma forma prevista en el inciso anterior. El 
subsidio se pagará, en caso de accidente de trabajo, desde el mismo día de su 
ocurrencia, y ante la presencia de una enfermedad profesional, desde la fecha de 
su comprobación por los servicios médicos del seguro. Tanto en caso de accidente 
de trabajo como en la enfermedad profesional, el subsidio se pagará hasta cuando, 
según el dictamen médico, el trabajador se halle en condiciones de volver al trabajo 
o se declare que no procede más la atención curativa.  
 
La Junta Administradora del Instituto de Seguros Sociales a través del Acuerdo número 
223 del 14 de Junio de 1982 (200) adopta el reglamento del Fondo de Promoción 
Industrial como una cuenta especial destinada a financiar proyectos de investigación 
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sobre causas, prevención y control de enfermedades profesionales así como programas 
de educación y promoción para mejorar las condiciones de trabajo. Esencialmente los 
objetivos de este fondo son los de financiar proyectos para conocer la situación de salud 
de los trabajadores e identificar los factores de riesgo que los afectan, determinar la 
frecuencia y las causas de las enfermedades profesionales y los mecanismos para 
prevenirlas, promover la organización y educación de los trabajadores y empleadores 
afiliados para mejorar su participación en la prevención de los infortunios, evaluar e 
implantar la tecnología existente para el efectivo control de los riesgos profesionales, 
impulsar el desarrollo de la infraestructura necesaria para la formación académica en 
seguridad industrial y medicina del trabajo así como dar reconocimiento a las 
realizaciones e investigaciones que tengan efectos positivos en la salud ocupacional de 
los obreros de nuestro país.  
 
Con motivo de la preocupación surgida en materia de salud ocupacional por la duplicidad 
de competencias entre las diferentes instancias estatales que está afectando el 
desarrollo de la política social del Gobierno y con la intención de fomentar adecuados 
mecanismos de coordinación y articulación entre los actores involucrados para lograr el 
adecuado desempeño de los programas propuestos, surge el Decreto 586 del 25 de 
febrero de 1983 por el cual se crea “el Comité de Salud Ocupacional” (201). En esta 
disposición se describe la composición de dicho grupo y se establecen las funciones que 
tiene la obligación de cumplir. En cuanto a la composición se determina que harán cargo 
de este Comité (201): 
 
 El Jefe de la División de Salud Ocupacional del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, o su suplente. 
 EI Jefe de Control de Accidentes y Salud Ocupacional del Ministerio de Salud, o 
su suplente. 
 El Jefe de la División Nacional de Salud Ocupacional del Instituto de los 
Seguros Sociales, o su suplente. 
 Un representante del Instituto Nacional de Salud nombrado por el Director del 
mismo, o su suplente. 
 El Jefe de la División de Trabajo y Seguridad Social del Departamento Nacional 
de Planeación, o su suplente. 
 El Jefe de Ia División de Salud del Departamento Nacional de Planeación, o su 
suplente. 
 
Dentro de las funciones definidas para este Comité se encuentran la de proponer al 
gobierno las políticas en salud laboral, unificar las normas en materia de bienestar en el 
ámbito laboral, coordinar las actividades en salud ocupacional que realicen las entidades 
del Gobierno, formular planes que se dirijan a la formación de personal, impulsar la 
investigación dirigida a conocer la situación de la salud de los trabajadores y desarrollar 
un Sistema Nacional de Información sobre accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales. Además, en su artículo 4 se describe la manera como funcionara este 
Comité.  
 
Como es posible evidenciar, a partir de esta dualidad de competencias y 
responsabilidades en la materia, se dictamina la creación de este ente para lograr la 
integración de las acciones y programas, la focalización de los recursos y la comunión de 
esfuerzos aunque el reconciliar las dos visiones o líneas de pensamiento acerca de la 
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manera como se entiende desde lo conceptual y en el ejercicio práctico la salud laboral 
es un asunto que exige una mayor complejidad como un ámbito que será rastreado en la 
normativa posterior que se expida al respecto. Por ejemplo sería interesante el denotar la 
forma cómo se abordó esta cuestión en el primer Plan Nacional de Salud Ocupacional 
(PNSO) (202), siendo que este fue uno de los primeros pronunciamientos enunciados por 
el Comité en el cual se formula la política pública para la salud de los trabajadores. 
Empero, debemos recordar que dentro de la metodología propuesta en estas líneas se 
está considerando como objeto de estudio la legislación y no la política pública la cual 
para su estudio requiere de otras estrategias de abordaje que no serán contempladas en 
este caso.  
 
El 13 de enero del año 84, el Director General del Instituto de Seguros Sociales emite la 
Resolución número 0132 (203) a partir de la cual pretende regular la presentación de los 
informes de accidentes de trabajo, determinando la responsabilidad del patrono de dar 
aviso escrito al Instituto dentro de las 24 horas siguientes a la ocurrencia de la 
contingencia. La no presentación de este informe acarrea sanciones para el empleador 
siendo que se convierte en sustrato básico para dar lugar a las prestaciones económicas 
protegidas por el seguro de ATEP.   
 
El año de 1984 es de gran trascendencia para el destino que toma la salud ocupacional 
en nuestro país porque es en el cual se formula el Decreto 614, como aquel precepto que 
precisa los parámetros para la organización y administración de la materia de la salud en 
los entornos laborales y que tiene en la mira la construcción de un Plan Nacional 
unificado en términos de la prevención de los accidentes de trabajo y las enfermedades 
profesionales así como de la optimización de las circunstancias en las que se 
desenvuelven las personas en su dinámica ocupacional.  
 
Tal y como lo hace la ley 9ª de 1979 en su artículo 80, el decreto citado define los 
propósitos a los que se dirigen las acciones desarrolladas en salud ocupacional  los que 
son descritos en el artículo 2 y se citan a continuación por la importancia que revisten 
(204):  
 
a) Propender por el mejoramiento y mantenimiento de las condiciones de vida y 
salud de la población trabajadora.  
b) Prevenir todo daño para la salud de las personas, derivado de las condiciones 
de trabajo.  
c) Proteger a la persona contra los riesgos relacionados con agentes físicos, 
químicos, biológicos, psicosociales, mecánicos, eléctricos y otros derivados de la 
organización laboral que puedan afectar la salud individual o colectiva en los 
lugares de trabajo. 
d) Eliminar o controlar los agentes nocivos para la salud integral del trabajador en 
los lugares de trabajo.  
e) Proteger la salud de los trabajadores y de la población contra los riesgos 
causados por las radiaciones.  
f) Proteger a los trabajadores y a la población contra los riesgos para la salud 
provenientes de la producción, almacenamiento, transporte, expendio, uso o 
disposición de sustancias peligrosas para la salud pública. 
 
Se observa que la forma como están enunciados estos fines de la salud laboral es muy 
similar a la que se encuentra en el Código Sanitario de 1979. Pueden percibirse 
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diferencias por ejemplo en el numeral a) donde se hace alusión al mejoramiento general 
de las condiciones de vida para la población trabajadora como un objetivo que trata de 
situarse desde la perspectiva de la salud en positivo y que supera el énfasis en los 
procesos de enfermedad. Además, en el ítem marcado con la letra c) se hace una 
descripción más profunda (que en la ley 9 de 1979) de los tipos de riesgos a los que la 
persona está expuesta en el ejercicio de su actividad laboral, incluyendo los riesgos de 
tipo psicosocial, eléctricos y los derivados de la organización laboral a la lista de los 
tradicionalmente citados (agentes físicos, químicos, biológicos).  
 
El campo de aplicación acarrea que estas disposiciones se dirijan a todos los lugares y 
clases de trabajo, sin discriminar entre la forma jurídica y la organización del mismo, y se 
habla de proteger la salud de las personas en general y no solamente de los 
trabajadores. Esta directriz se halla en concordancia con lo dispuesto en la ley 9ª de 
1979 y tiene como propósito el llevar las protecciones en salud ocupacional a todos los 
espacios laborales, superando lo que determinaba el estatuto de seguridad el cual se 
refería únicamente a los establecimientos comerciales limitando ciertas modalidades de 
trabajo que no se ubican necesariamente en el espacio físico de una industria. El mismo 
artículo ordena bajo la protección de lo dispuesto en este decreto a los empleadores 
públicos y privados, los contratistas, subcontratistas y trabajadores independientes así 
como a las entidades públicas y privadas.  
 
El Decreto también se pronuncia con relación a la dirección y la coordinación de las  
entidades que desarrollan planes, programas y actividades de salud ocupacional la cual 
será llevada a cabo por los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y el de Salud y 
actuarán bajo la coordinación del Comité Nacional de Salud (204). De la misma manera, 
los Ministerios anteriormente citados tendrán la posibilidad de delegar algunas de sus 
funciones en las entidades gubernamentales que llevan a cabo las actividades de salud 
ocupacional. Esta primera aproximación en la determinación de las competencias de 
dirección tanto del Ministerio de Trabajo como el de Salud podría crear confusión frente a 
la falta de especificidad de las funciones de uno y otro aunque más adelante se 
puntualizará acera de sus deberes precisos en la materia de la salud laboral.    
 
Ninguna de las normativas revisadas se ha ocupado en definir de manera clara lo que el 
legislador entiende por salud ocupacional por lo que se rescata el esfuerzo consignado 
en el artículo 9º el cual indica que se trata  del conjunto “de actividades a que se refiere el 
artículo 2º (ya enunciadas con antelación) y cuyo campo de aplicación comprenderá las 
actividades de medicina de trabajo, higiene industrial y seguridad industrial” (204). 
Aunque se trata de una descripción algo decepcionante por su falta de especificidad se 
refieren a continuación las acepciones de lo que son los programas de higiene industrial, 
seguridad industrial y medicina del trabajo para rescatar sus principales características.  
 
La primera de estas ramas, la de la higiene, incluye todas las acciones e intervenciones 
de reconocimiento, valoración y adecuado control de los factores del entorno laboral que 
tienen el potencial de ocasionar daños en la salud del trabajador. La seguridad industrial 
“comprende el conjunto de actividades destinadas a la identificación y al control de las 
causas de los accidentes de trabajo” (204). La medicina del trabajo son las prácticas, 
médicas y paramédicas, que tienen como propósito el mejoramiento de la salud de la 
persona en su trabajo, evaluar su capacidad laboral y realizar la ubicación de este 
individuo en un puesto acorde a sus potencialidades. En líneas posteriores se describirán 
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las actividades e intervenciones puntuales que hacen parte de cada uno de estos 
subprogramas.    
 
El Capítulo II medita en torno al tema de la Constitución y las Responsabilidades y lo 
primero que hace en el artículo 10 es determinar la constitución del Plan Nacional de 
Salud Ocupacional determinando que éste se organizará por medio de diferentes niveles 
listados a continuación (204):  
 
1. Nivel Nacional normativo y de dirección: Constituido por los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y de Salud. 
2. Nivel Nacional de coordinación: Comité Nacional de Salud Ocupacional. 
3. Nivel Nacional de ejecución gubernamental: Constituido por dependencias de 
los Ministerios, Institutos descentralizados y demás entidades del orden 
nacional. 
4. Nivel Seccional y local de ejecución gubernamental constituido por las 
dependencias seccionales, departamentales y locales. 
5. Nivel privado de ejecución: Constituido por los empleadores, servicios privados 
de salud ocupacional y los trabajadores. En este nivel también se consideraran 
las entidades y empresas públicas.  
 
En sintonía con la idea de favorecer la distribución de competencias y funciones entre las 
diferentes entidades relacionadas con el tema, este capítulo incluye el artículo 13 el cual 
hace un listado de las responsabilidades conjuntas que deben realizar los Ministerios de 
Salud y de Trabajo y Seguridad Social. Primordialmente se busca que estas 
dependencias actúen conjuntamente como organismos rectores del Plan Nacional de 
Salud Ocupacional expidiendo las normas administrativas y técnicas que regulan la salud 
laboral; establecer los criterios para fijar prioridades de investigación en la materia; dictar 
normas y procedimientos sobre la recolección y procesamiento de la información para la 
toma de decisiones de las dependencias; garantizar la apertura y retroalimentación de las 
entidades que participan en el Plan Nacional de SO; determinar el alcance de la 
prestación de asesorías y asistencias técnicas por parte de las instituciones 
gubernamentales; prescribir directrices para la realización de cursos de divulgación; fijar 
los métodos, procedimientos y tecnologías en medicina, higiene y seguridad industrial; 
mantener actualizado el diagnóstico de SO en el país así como coordinar el plan y las 
actividades de salud ocupacional a través del Comité Nacional de Salud Ocupacional. 
Para que sea posible garantizar el adecuado funcionamiento y articulación de tales 
dependencias toma papel preponderante el Comité Nacional de Salud Ocupacional por lo 
que de su operación depende que no exista la colisión que se presenció en años 
anteriores en las competencias de unos y otros entes estatales (204). Frente a la 
particularidad de la acción de cada Ministerio, a continuación se presenta una tabla que 
nos permitirá evidenciar las funciones de cada uno de los entes gubernamentales, tanto 
el de salud como el de trabajo, en materia de salud ocupacional.  
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Tabla 7-1: Responsabilidades de los Ministerios de Salud y Trabajo consignadas en el Decreto 614 de 1984 (204).  
 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  
(Artículo 14) 
Ministerio de Salud 
(Artículo 16) 
a) Formular la política de Seguridad Social y vigilar su cumplimiento por los 
organismos creados para tal fin;  
b) Mantener relaciones con los organismos intendenciales de trabajo y Seguridad 
Social, así como reglamentar y vigilar el cumplimiento de los convenios 
ratificados por el gobierno.  
c) Brindar la debida protección a la población campesina e indígena en sus 
relaciones laborales y velar por la cobertura de la Seguridad Social llegue hasta 
estos sectores;  
d) Vigilar el cumplimiento de las normas que regulan las relaciones obrero 
patronales y dar a debida protección al trabajo;  
e) Dirigir, coordinar, controlar y evaluar las acciones médico laborales y de salud 
Ocupacional que se realicen en  las Divisiones Departamental del Trabajo;  
f) Promover el perfeccionamiento del sindicalismo a través de la capacitación, en 
especial en materia del Trabajo, Higiene y Seguridad Industrial;  
g) Promover el mejoramiento de las condiciones y medio ambiente de trabajo en 
las negociaciones colectivas, así mismo evitar en ellos la creación de primas de 
insalubridad;  
h) Dictar los reglamentos necesarios para la protección de la vida, la salud y la 
seguridad de los trabajadores al servicio de un patrono o empresa, conforme a 
lo establecido por el Código Sustantivo del Trabajo y en coordinación con el 
Ministerio de Salud.  
i) Fijar pautas para lograr el cabal cumplimiento de las funciones de vigilancia y 
control coercitivo, a fin de prevenir conflictos y garantizar la eficaz protección 
de los trabajadores;  
j) Sancionar a quienes violan las normas legales, convencionales y arbitrales, 
una vez agotadas las vías de la vigilancia técnica y control preventivo de las 
entidades que intervienen en el Plan Nacional de Salud Ocupacional;  
 
  
a) Prestar asistencia técnica a los Servicios 
Seccionales de Salud y demás organismos 
gubernamentales se Salud, sujetándose a los 
niveles de organización administrativa del Sistema 
Nacional de salud y a los términos del presente 
Decreto;  
b) Establecer normas y promover la formación del 
recurso humano en Salud Ocupacional de acuerdo 
con las necesidades y los recursos;  
c) Determinar los requisitos mínimos que debe cumplir 
el personal calificado en salud Ocupacional, tanto a 
nivel científico como técnico;  
d) Supervisar los programas de Salud Ocupacional 
que desarrollen las entidades del Nivel nacional, lo 
mismo que los de los servicios Seccionales de 
salud;  
e) Ejercer la vigilancia técnica en materia de salud 
Ocupacional, conforme al procedimiento que se 
establece en este Decreto.  
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Tabla 7-1: (Continuación)  
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  
(Artículo 14) 
Ministerio de Salud 
(Artículo 16) 
f) Ordenar a las autoridades competentes fijadas en este Decreto. Visitas de 
inspección y vigilancia técnica para controlar el cumplimiento de las 
disposiciones legales, convencionales y arbitrales que se refieran a Salud 
Ocupacional y Seguridad Social y de los programas de Salud Ocupacional 
previstos en este Decreto.;  
g) Promover en las entidades adscritas del sector trabajo y demás entidades del 
gobierno programas de capacitación temprana en Higiene y Seguridad en el 
Trabajo, que enseñen a los menores trabajadores y aprendices las medidas de 
prevención necesarias para evitar accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales;  
h) Fomentar y vigilar la creación y eficaz funcionamiento de los Programas de 
salud Ocupacional en las entidades de Seguridad y Previsión Social;  
Revisar y proponer normas para la unificación de los diferentes regímenes 
prestacionales, en especial los correspondientes a invalidez y muerte por 
enfermedad profesional y accidente de trabajo. 
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Si se pone la mirada sobre el carácter y la naturaleza de las responsabilidades del 
Ministerio de Trabajo pareciese que las funciones referidas fueran las del Ministerio en 
todas sus áreas y no en un campo específico como el de la salud ocupacional como 
dando a entender que el funcionamiento oportuno y eficaz de este ente garantiza que se 
alcancen los objetivos en salud laboral que se determinan en esta reglamentación. En 
este contexto la idea de la salud ocupacional va muy ligada de la de la seguridad social lo 
cual sería oportuno si el sistema de previsión social tuviera un carácter universal e 
integral pero cabe recordar que la fórmula que ha predominado en el país es la de los 
seguros sociales, con todos los problemas que ya han sido señalados anteriormente. Por 
ejemplo llama la atención que no se hable en estas directrices del sector independiente y 
si existan disposiciones que hagan referencia directa al trabajo dependiente y a la 
relación laboral formal.   
 
En cuanto a las responsabilidades del Ministerio de Salud se advierte que aun cuando en 
este Decreto se determinaron una cantidad mayor de responsabilidades para el sector 
salud que las que consignaba la ley 9ª, las directrices de la preceptiva emitida en 1979 
tenían un alcance mucho más amplio y daban cuenta de un entendimiento mucho más 
ambicioso de la temática de la salud ocupacional desde un enfoque de salud pública. En 
el Decreto citado el papel del Ministerio pasa a un segundo plano y su preocupación 
principal es la de establecer las directrices para la formación y el ejercicio del recurso 
humano en salud ocupacional por lo que parece que en esta colisión de competencias 
que se originó, por la expedición de normativas contrastantes entre los Ministerios de 
Trabajo y Salud, el que tuvo que ceder su lugar fue este último. También se refieren las 
responsabilidades de las Divisiones Departamentales de Trabajo y Salud Ocupacional y 
las responsabilidades de los Servicios Seccionales de Salud en los artículos 15 y 17 
respetivamente.  
 
Otras obligaciones examinadas en el Decreto son las del Instituto de Seguros Sociales 
del ámbito nacional las cuales se exponen en el artículo 18 y se describen a continuación 
siendo que hemos estado al tanto de esta institución en la formalización de la salud 
ocupacional en el país. Esta entidad tiene el compromiso de formular su reglamento 
interno de organización y administración de la salud ocupacional, determinar los criterios 
de investigación en la materia y las prioridades a ser tenidas en cuenta para su 
correspondiente estudio, apoyar los proyectos de investigación que se realicen en los 
niveles regional y seccional y participar en los que se dispongan por parte del Sistema 
Nacional de Salud, adoptar las reglas y procedimientos del subsistema de información 
del Sistema Nacional de salud cuidando por la adecuada transferencia de los datos 
propios de salud ocupacional, impulsar la capacitación y adiestramiento en salud laboral 
por parte del personal del Instituto, elaborar programas de divulgación e instrucción a  los 
trabajadores y las empresas afiliadas, asesorar a las dependencias y seccionales del ISS 
con respecto a la materia y supervisar el cumplimiento de los programas planteados en 
salud ocupacional, entre otros (204). En estas obligaciones se alcanza a evidenciar la 
autonomía que presenta el Instituto para formular sus propios estatutos y regirse de 
acuerdo a las circunstancias que estime convenientes siendo el campo de aplicación al 
que llegan estas disposiciones la población afiliada. Se estima que estos beneficiarios 
tienen la posibilidad de tener mejores condiciones de proteger su salud y prevenir los 
riesgos profesionales que la población general porque tienen el respaldo del ISS para 
hacer pleno ejercicio de sus derechos.  
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En concordancia con lo anterior se presentan las responsabilidades de otro ente de 
previsión social como lo es la Caja Nacional de Previsión que en relación con el Plan 
Nacional de Salud Ocupacional posee el compromiso de (204); “a) tener obligatoriamente 
un programa de salud ocupacional para sus afiliados, administrado directamente o en 
coordinación con otros organismos que desarrollen actividades de salud ocupacional;             
b) ajustarse a las normas generales sobre salud ocupacional y a las disposiciones de 
este decreto que rigen para el Instituto de Seguros Sociales y las demás 
reglamentaciones que se expiden en el área de salud ocupacional”. 
 
Los empleadores, como componentes principales de la relación laboral, también 
presentan una serie de obligaciones que deben acatar ya que son ellos precisamente los 
que tienen que implementar todas las recomendaciones en salud ocupacional en sus 
establecimientos comerciales y ostentan el compromiso de garantizar un entorno laboral 
adecuado para el ejercicio de la actividad económica que llevan a cabo. En este contexto 
se remiten como responsabilidades la de garantizar la ejecución del programa de salud 
ocupacional en forma permanente, demostrar ante las autoridades competentes en la 
materia que están siguiendo las recomendaciones de medicina, higiene y seguridad 
industrial, fomentar el funcionamiento de los Comités de Higiene y Seguridad Industrial y 
su participación en el desarrollo del programa de SO, notificar a las autoridades 
competentes las contingencias laborales que se configuren, informar a los obreros de los 
riesgos presentes en el entorno laboral y las medidas oportunas para controlarlos, admitir 
la presencia de los representantes de los trabajadores en las visitas de inspección de las 
autoridades competentes, permitir la asistencia de los empleados a programas de 
capacitación en prevención de riesgos profesionales, dar cuenta a las autoridades de los 
informes, registros y actos relacionados con medicina, higiene y seguridad industrial y 
proporcionar a los funcionarios concernientes con la materia la información necesaria 
acerca de los procesos, las operaciones y las sustancias empleadas para favorecer el 
reconocimiento de eventuales dificultades en salud ocupacional (204).  
 
En esa medida en próximas líneas se formulará una tabla en la cual se efectúa una 
comparación entre las responsabilidades empresariales en materia de salud ocupacional 
contempladas en la Ley 9 de 1979, la Resolución 2400 de 1979 y el Decreto 614 como 
elemento que permitirá hacer manifiestas las diferencias entre las preceptivas inspiradas 
en la línea de salud pública, las reglamentaciones promulgadas desde la perspectiva del 
derecho laboral y el Decreto de 1984 que pretende articular el accionar de los entes 
ministeriales de salud y trabajo.  
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Tabla 7-2: Obligaciones de los empleadores en la Ley 9 de 1979, la Resolución 2400 de 1979 y el Decreto 614 de 1984 (193), 
(204), (196).  
Ley 9 de 1979 Resolución 2400 de 1979 Decreto 614 de 1984 
a) Proporcionar y mantener un 
ambiente de trabajo en 
adecuadas condiciones de 
higiene y seguridad, establecer 
métodos de trabajo con el 
mínimo de riesgos para la salud 
dentro de los procesos de 
producción;  
b) Cumplir y hacer cumplir las 
disposiciones de la presente Ley 
y demás normas legales 
relativas a Salud Ocupacional;  
c) Responsabilizarse de un 
programa permanente de 
medicina, higiene y seguridad en 
el trabajo destinado a proteger y 
mantener la salud de los 
trabajadores de conformidad con 
la presente Ley y sus 
reglamentaciones;  
d) Adoptar medidas efectivas para 
proteger y promover la salud de 
los trabajadores, mediante la 
instalación, operación y 
mantenimiento, en forma 
eficiente, de los sistemas y 
equipos de control necesarios 
para prevenir enfermedades y 
accidentes en los lugares de 
trabajo;  
 
a) Dar cumplimiento a lo establecido 
en la presente Resolución, y 
demás normas legales en 
Medicina, Higiene y Seguridad 
Industrial, elaborar su propia 
reglamentación, y hacer cumplir a 
los trabajadores las obligaciones 
de Salud Ocupacional que les 
correspondan. 
b) Proveer y mantener el medio 
ambiente ocupacional en 
adecuadas condiciones de higiene 
y seguridad, de acuerdo a las 
normas establecidas en la 
presente Resolución. 
c) Establecer un servicio médico 
permanente de medicina 
industrial, en aquellos 
establecimientos que presenten 
mayores riesgos de accidentes y 
enfermedades profesionales, a 
juicio de los encargados de la 
salud Ocupacional del Ministerio, 
debidamente organizado para 
practicar a todo su personal los 
exámenes psicofísicos, exámenes 
periódicos y asesoría 
médicolaboral y los que se 
requieran de acuerdo a las 
circunstancias; además llevar una 
completa estadística médicosocial. 
 
a) Responder por la ejecución del programa 
permanente de Salud Ocupacional en los 
lugares de trabajo;  
b) Comprobar ante las autoridades competentes 
de Salud Ocupacional, si fuere necesario 
mediante estudios evaluativos, que cumplen 
con las normas de Medicina, Higiene y 
Seguridad Industrial para la protección de la 
salud de los Trabajadores;  
c) Permitir la constitución y el funcionamiento de 
los comités de Medicina, Higiene y Seguridad 
Industrial en los lugares de trabajo y auspiciar 
su participación en el desarrollo del Programa 
de Salud Ocupacional correspondiente.  
d) Notificar obligatoriamente a las autoridades 
competentes los accidentes de trabajo y las 
enfermedades profesionales que se presentan;  
e) Informar a los trabajadores sobre los riesgos a 
los cuales están sometidos, sus efectos y las 
medidas preventivas correspondientes;  
f) Facilitar a los trabajadores la asistencia a 
cursos y programas educativos que realicen las 
autoridades para la prevención de los riesgos 
profesionales;  
g) Permitir que representantes de los trabajadores 
participen en las visitas de inspección e 
investigación que practiquen las autoridades de 
Salud Ocupacional en los sitios de trabajo;  
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Tabla 7-2: (Continuación)  
Ley 9 de 1979 Resolución 2400 de 1979 Decreto 614 de 1984 
e) Registrar y notificar los 
accidentes y enfermedades 
ocurridos en los sitios de trabajo, 
así como de las actividades que 
se realicen para la protección de 
la salud de los trabajadores;  
f) Proporcionar a las autoridades 
competentes las facilidades 
requeridas para la ejecución de 
inspecciones e investigaciones 
que juzguen necesarias dentro 
de las instalaciones y zonas de 
trabajo;  
g) Realizar programas educativos 
sobre los riesgos para la salud a 
que estén expuestos los 
trabajadores y sobre los 
métodos de su prevención y 
control. 
 
d) Organizar y desarrollar programas 
permanentes de Medicina 
preventiva, de Higiene y Seguridad 
Industrial y crear los Comités 
paritarios (patronos y trabajadores) 
de Higiene y Seguridad que se 
reunirán periódicamente, levantando 
las Actas respectivas a disposición 
de la División de Salud 
Ocupacional. 
e) El Comité de Higiene y Seguridad 
deberá intervenir en la elaboración 
del Reglamento de Higiene y 
Seguridad, o en su defecto un 
representante de la Empresa y otro 
de los trabajadores en donde no 
exista sindicato. 
f) Aplicar y mantener en forma 
eficiente los sistemas de control 
necesarios para protección de los 
trabajadores y de la colectividad 
contra los riesgos profesionales y 
condiciones o contaminantes 
ambientales originados en las 
operaciones y procesos de trabajo. 
g) Suministrar instrucción adecuada a 
los trabajadores antes de que se 
inicie cualquier ocupación, sobre los 
riesgos y peligros que puedan 
afectarles, y sobre la forma, 
métodos y sistemas que deban 
observarse para prevenirlos o 
evitarlos. 
h) Presentar a los funcionarios de Salud 
Ocupacional los informes, registros, actos y 
documentos relacionados con la medina 
Higiene y Seguridad Industrial;  
i) Entregar a las autoridades competentes de 
Salud Ocupacional para su análisis las 
muestras de sustancias y materiales que 
utilicen, si se consideran peligrosas;  
j) Proporcionar a las autoridades competentes 
la información necesaria sobre procesos, 
operaciones y sustancias para la adecuada 
identificación de los problemas de Salud 
Ocupacional.  
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En este ámbito de las responsabilidades empresariales se puede decir que sus aspectos 
generales se hallan en concordancia con lo estipulado en el Código Sustantivo del 
Trabajo y el Código Sanitario pero en el Decreto se hace palpable una descripción más 
detallada de tales compromisos. Vale la pena resaltar las responsabilidades en las que 
se diferencia el Decreto de las reglamentaciones pasadas. Por ejemplo en lo de permitir 
que los representantes de los trabajadores tengan participación en las visitas de 
inspección e investigación de las autoridades de salud ocupacional como un aspecto 
interesante que favorece la identificación del trabajador con su empresa y con el papel 
que debe cumplir en ella; del mismo modo, es importante para los funcionarios de SO 
quienes tienen la posibilidad de indagar la versión de aquellos que tienen una 
intervención directa en los procesos productivos y es posible que tengan sugerencias 
acerca de las mejoras que es conveniente realizar en el ambiente de trabajo. Otro tópico 
diferencial es en el que se hace referencia a la entrega de muestras de sustancias y 
materiales peligrosos a las autoridades competentes lo que permite que se tomen los 
correctivos tanto para evitar problemas en la empresa como en el medio ambiente que 
compartimos con nuestros semejantes como una medida que tiene alcance en salud 
pública.        
 
En el Decreto 614 de marzo de 1984 se define, en el artículo 25, la obligación de las 
empresas e instituciones de constituir un Comité de Medicina, Higiene y Seguridad 
Industrial en donde existirá un número igual de representantes tanto de los empleadores 
como de los trabajadores; Las responsabilidades de este comité se toman directamente 
del decreto para su revisión (204):  
 
a) Participar de las actividades de promoción, divulgación e información, sobre 
Medicina, Higiene y Seguridad Industrial entre patronos y trabajadores, para 
obtener su participación activa en el desarrollo de los programas y actividades de 
Salud Ocupacional de la empresa.  
b) Actuar como instrumento de vigilancia para el cumplimiento de los programas de 
Salud Ocupacional en los lugares de trabajo de la empresa e informar sobre el 
estado de ejecución de los mismos a las autoridades de Salud Ocupacional cuando 
haya diferencias en su desarrollo. 
c) Recibir copias por derecho propio, de las conclusiones sobre inspecciones e 
investigaciones que realicen las autoridades de Salud Ocupacional en los sitios de 
trabajo.  
 
De acuerdo a lo anterior, el mismo Decreto describe los requisitos mínimos a los cuales 
deben ceñirse los programas de salud ocupacional en las empresas. Entre lo destacado 
se instaura que el programa será de carácter permanente y que estará constituido por 
cuatro elementos básicos; actividades de medicina preventiva, actividades de medicina 
del trabajo, actividades de higiene y seguridad industrial y el funcionamiento del Comité 
de Medicina, Higiene y Seguridad Industrial. Además se indica que estas actividades de 
los diferentes componentes serán programadas y desarrolladas de manera integrada, 
que su contenido y los recursos destinados tienen que ver con el riesgo potencial y el 
número de trabajadores implicados y que se seguirán los reglamentos de los Ministerios 
tanto de Salud como de Trabajo. Esta última clausula, en la que se supedita el 
funcionamiento de tal Comité a los reglamentos expedidos conjuntamente por las 
dependencias gubernamentales del sector trabajo y salud genera que la operación de 
dicho ente quede en suspenso hasta que más adelante se formule normativa más 
específica al respecto (148).  
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También en el decreto 614 de 1984 se definen las responsabilidades de los trabajadores 
entre las que se encuentran cumplir con lo definido en el artículo 85 de la ley 9 de 1979, 
participar en la ejecución, vigilancia y control de los programas y actividades de salud 
ocupacional por medio de sus representantes en los Comités de Medicina, Higiene y 
Seguridad Industrial y colaborar activamente en el desarrollo de las actividades de SO de  
la empresa.   
 
En la Revista Actualidad Laboral, el volumen del mes de mayo/junio contiene un escrito 
que se denomina “Hacia la Concertación Tripartita en Salud Ocupacional” el cual es la 
reseña de un seminario en la materia que se realizó después de la expedición del 
Decreto 614/84. Es valioso rescatar la opinión que consigna en dicho documento el 
Ingeniero Orlando Baute (205) como presidente del Comité Nacional de Salud 
Ocupacional, quien expresa los cambios trascendentales que promueve el Decreto los 
cuales tienen que ver con la modificación de la asistencia técnica del Gobierno por la 
implementación de programas en los lugares de trabajo con vigilancia estatal, el cambio 
de pasar de emitir “recomendaciones” a los establecimientos de trabajo por sanciones 
reales sobre el cumplimiento o no de las disposiciones en materia de salud laboral, de 
pasar del paternalismo estatal a la responsabilidad empresarial, el cambio de las 
acciones aisladas y la duplicidad normativa  por un plan unificado en salud ocupacional, 
la reforma de la acción institucional individual a la de pensar en un Plan Nacional de 
Salud Ocupacional que da cuenta de una visión única, la modificación de la co-
administración en la empresa por un escenario de vigilancia de los trabajadores en 
cuanto a la implementación de los programas patronales así como la trasformación de la 
concentración de poderes a la de distribución de recursos y competencias. Se debe tener 
en consideración que el anterior juicio fue emitido sólo unos meses después de la 
expedición del Decreto y responde más a las intenciones del mismo que a los resultados 
que tuvo su implementación. En ese sentido se seguirá con la revisión propuesta para 
dar cuenta de la consistencia que guarda la normativa emitida posteriormente y si se 
halla en concordancia con las disposiciones emanadas por esta reglamentación tan 
importante.      
 
En ejercicio de la facultad que les confiere el artículo 25 del Decreto 614 de 1984, los 
Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y Salud reglamentan en la Resolución 2013 de 
1986 (206) la organización y funcionamiento de los Comités de Medicina, Higiene y 
Seguridad Industrial en los lugares de trabajo. En esta normativa se habla de la 
necesidad de conformar comités en empresas que tengan más de 10 trabajadores, 
presentando en el artículo 2 cuántos representantes se recomiendan dependiendo del 
número de trabajadores de la empresa partiendo de la premisa de que el Comité estará 
compuesto por un número igual de representantes del empleador y de los trabajadores. 
También se dictan disposiciones en torno a la periodicidad de las reuniones, la forma de 
elegir los miembros que conformarán el Comité y las funciones que debe cumplir.  
 
Las funciones del Comité completan las que señala el Decreto 614 de 1984 y 
principalmente tienen que ver con la formulación de medidas para mantener la salud en 
los ambientes de trabajo, proponer acciones de capacitación en salud laboral que vayan 
dirigidas a todos los componentes de la comunidad productiva (trabajadores, 
empleadores, directivos), prestar colaboración con las entidades gubernamentales que 
implementen acciones en la empresa, inspeccionar el acatamiento de los procedimientos 
de medicina, higiene y seguridad industrial de acuerdo al Reglamento de Higiene y 
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Seguridad Industrial, cooperar en el análisis de las causas de las contingencias laborales 
trazando las acciones correctivas a que haya lugar, realizar visitas periódicas a los 
entornos de trabajo para evaluar la situación de las máquinas, equipos, aparatos y 
operaciones llevadas a cabo, escuchar las recomendaciones que en materia de salud 
ocupacional presenten los trabajadores, servir como ente de coordinación entre los 
patronos y empleados en el tema en cuestión, requerir a la empresa los informes sobre 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, elegir al secretario del Comité y 
todas las que señalen la normativa emitida al respecto (206).  
 
Llama la atención la advertencia que se realiza en el artículo 10 (206) de la Resolución 
señalando que el Comité de Medicina, Higiene y Seguridad Industrial no tiene que ver ni 
tendrá injerencia en las cuestiones propias de la relación laboral, los problemas de personal 
o sindicales como una disposición que busca separar el campo de la salud ocupacional de 
lo relacionado con lo estrictamente laboral. Esta directriz exhibe un carácter promisorio ya 
que se sale de la lógica que tradicionalmente predominó en nuestro país referente a la 
cuestión de la salud laboral, en la que las protecciones frente a los riesgos profesionales 
tenían como eje la extensión de las responsabilidades patronales que se consagraban en el 
contrato laboral y que encontraban en el derecho laboral la rama legal garante del ejercicio 
de los derechos para los trabajadores.  
 
Si bien con esta normativa se alcanza a evidenciar el esfuerzo que están realizando los 
Ministerios de Trabajo y Salud por articular sus acciones y coordinar sus funciones en la 
materia así como también se consolida el piso legal para la conformación de los Comités, 
algunos autores (148) manifiestan que la voluntad política y administrativa para hacer 
cumplir tales directrices todavía no ha sido plenamente desarrollada.    
 
Continuando con la revisión nos encontramos con el Decreto 1335 de julio 15 de 1987 
(207) el que define las determinaciones de seguridad en la industria minera y en general 
en las labores subterráneas. En este decreto se toca el ámbito de las responsabilidades 
de los propietarios de las minas insistiendo en la creación de un programa permanente 
de seguridad, higiene y medicina de trabajo, en el reporte diario de los accidentes de 
trabajo y análisis estadístico mensual, en la garantía de las facilidades para realizar 
investigaciones e inspecciones por parte de las autoridades competentes, proveer todos 
los elementos de seguridad a los trabajadores, instruir al personal nuevo acerca de los 
riesgos laborales y de la forma como puede evitarlos y esencialmente las mismas que 
han reseñado reglamentaciones anteriores. La normativa también se toma la tarea de 
describir las responsabilidades de los trabajadores que laboran en la industria minera 
solicitándoles de manera marcada la utilización permanente y correcta de los elementos 
de protección personal, recibir enseñanzas de seguridad, higiene y salvamento minero, 
informar a los superiores de las malas condiciones de los sitios de trabajo, no fumar 
dentro de la mina y cooperar en la extinción de incendios teniendo en cuenta la 
instrucción recibida. En el caso de esta normativa si existen pautas particularizadas que 
parten de la especificidad de la labor desempeñada por los obreros, que amplían el rango 
de deberes de los que comúnmente se piden en otras industrias.    
 
En consecuencia con lo estipulado en el Decreto 614/84 y la Resolución 2013/86, en el 
Capítulo III del Decreto se fija como necesidad la de generar un Comité de Medicina, 
Higiene y Seguridad Industrial en las empresas de la industria minera y se dictan algunas 
disposiciones relativas a la forma cómo va a estar conformado ese comité, la 
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recomendación de la frecuencia de sus reuniones y se enumeran las funciones del 
mismo que obviamente concuerdan con la legislación que le sirve de fundamento.  
 
En Marzo 31 del año 89, finalizando esta etapa tan productiva para el desarrollo 
legislativo en salud ocupacional aparece la Resolución 1016 del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y el Ministerio de Salud (208) que tiene como propósito reglamentar la 
organización, funcionamiento y forma de los programas de salud ocupacional que deben 
implementar los empleadores de nuestro país.  
 
En ese sentido la primera responsabilidad que asume esta normativa es la de ratificar el 
compromiso que tienen las empresas ya sean de orden público, oficial, privado o 
contratistas, de responder por la implementación y funcionamiento de los programas de 
salud ocupacional que para los fines de la Resolución “consiste en la planeación, 
organización, ejecución y evaluación de las actividades de Medicina Preventiva, Medicina 
del trabajo, Higiene Industrial y Seguridad Industrial, tendientes a preservar, mantener y 
mejorar la salud individual y colectiva de los trabajadores en sus ocupaciones y que 
deben ser desarrolladas en sus sitios de trabajo en forma integral e interdisciplinaria” 
(208). Se parte de la premisa que dependiendo de la actividad laboral llevada a cabo por 
cierta empresa este programa será de carácter particular ya que los riesgos reales y 
potenciales así como el número de trabajadores son distintos para cada lugar de trabajo.  
 
La Resolución en cuestión retoma los mismos elementos proyectados en el artículo 28 
del decreto 614 de 1984 en cuanto a los componentes del programa de salud 
ocupacional, es decir, los subprogramas de medicina preventiva, medicina del trabajo, 
higiene y seguridad industrial y el Funcionamiento del Comité de Medicina, Higiene y 
Seguridad Industrial. Se comienza por la descripción de los subprogramas de medicina 
preventiva y del trabajo los cuales tienen por finalidad la promoción, prevención y control 
de la salud de las personas en su ámbito ocupacional, protegiéndolo de los factores de 
riesgo derivados de la actividad laboral y procurando favorecer la mejor adaptación del 
sitio de trabajo a sus características físicas y mentales. Entre las principales actividades 
de este subprograma se disponen la realización de exámenes médicos de admisión, 
ubicación según aptitudes, cambios de ocupación, reingreso al trabajo y retiro; desarrollar 
actividades de vigilancia epidemiológica de accidentes de trabajo, enfermedades 
profesionales y panorama de riesgos; llevar a cabo acciones de prevención de los 
riesgos profesionales y de educación en salud a empresarios y trabajadores; investigar y 
analizar la etiología de las enfermedades y establecer las medidas preventivas del caso; 
informar a las directivas sobre los problemas de salud de los trabajadores y las medidas 
aconsejadas para la prevención de las enfermedades profesionales y accidentes de 
trabajo; organizar e implantar un servicio oportuno y eficiente de primeros auxilios; 
realizar visitas a los puestos de trabajo para conocer los riesgos, relacionados con 
patologías laborales; elaborar y mantener actualizadas las estadísticas de morbilidad y 
mortalidad de los trabajadores e investigar las posibles relaciones con sus actividades, 
entre otras (208).  
 
De la misma manera el artículo 11 presenta el objeto del subprograma de higiene y 
seguridad industrial el cual pretende la identificación, reconocimiento, evaluación y el 
control de los factores del ambiente que se produzcan en los sitios de trabajo y que 
puedan interferir el bienestar de los trabajadores. Sólo se citarán las principales 
actividades de este subprograma entre las que se listan la elaboración del panorama de 
riesgos que permita conocer la exposición a que están sometidos los trabajadores 
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afectados por ellos, realizar inspecciones periódicas a las áreas, frentes de trabajo y 
equipos para identificar y evaluar la magnitud de todos los agentes de riesgo, dar cuenta 
de los riesgos que emergen al construir proyectos de obra o instalaciones industriales, 
inspeccionar la efectividad y el buen funcionamiento de los equipos de seguridad y 
control de los riesgos, vigilar que los equipos y materiales cumplan con todas las 
especificaciones técnicas proponiendo programas de mantenimiento preventivo, diseñar 
medidas dirigidas a controlar la fuente u origen de los factores de riesgo con estrategias 
como el aislamiento de procesos o la sustitución de materias primas, supervisar y 
verificar la aplicación de los sistemas de control de los riesgos ocupacionales en la fuente 
y en el medio ambiente y determinar la necesidad de suministrar elementos de protección 
personal, participar en la investigación de las causas de accidentes y enfermedades 
profesionales informando a las autoridades competentes y manteniendo estadísticas 
actualizadas de dichos eventos, organizar y desarrollar un plan de emergencia teniendo 
en cuenta las ramas preventiva, pasiva y de control de emergencias, asesorar y 
colaborar con el Comité de Medicina, Higiene y Seguridad Industrial de la empresa, entre 
otras tareas (208). 
 
Según el artículo 14 de la Resolución el programa de salud ocupacional debe mantener 
unos registros mínimos actualizados entre los que se encuentran el listado de materias 
primas y sustancias empleadas en la empresa, los agentes de riesgo por ubicación y 
prioridades, la relación de trabajadores expuestos a factores de riesgo, la evaluación de 
los determinantes ocupacionales y de los sistemas de control utilizados, la relación 
discriminada de elementos de protección personal que se suministren a los trabajadores, 
la recopilación y análisis estadístico de los accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, el ausentismo general por accidentes de trabajo, por enfermedad 
profesional y por enfermedad común, los resultados de inspecciones periódicas internas 
de salud ocupacional, el cumplimiento de programas de educación y entrenamiento, la 
historia ocupacional del trabajador, con sus respectivos exámenes de control clínico y 
biológico. Así mismo, en la reglamentación expuesta se presentan los criterios para la 
evaluación de los programas de salud ocupacional entre los que se citan los índices de 
frecuencia y severidad de accidentes de trabajo; las tasas de ausentismo por accidente 
de trabajo, por enfermedad profesional y por enfermedad común en el último año; las 
tasas específicas de enfermedades profesionales, en el último año y el grado de 
cumplimiento del programa de salud ocupacional de acuerdo con el cronograma de 
actividades. 
 
Para terminar con la exploración legislativa de la etapa de Cambios, Rectificaciones y 
Crisis, se mostrará el Decreto número 1546 de julio de 1989 (209) como aquel por el que 
se aprueba el Acuerdo Número 470 de la Junta Administradora del Instituto de Seguros 
Sociales, para la creación de los Comités de Evaluación Funcional. Esta comisión tiene 
como función la valoración integral del asegurado dentro de su contexto bio-psicosocial 
para determinar el grado de deficiencia, pérdida de capacidad laboral y minusvalía con 
relación a su ocupación habitual y con el fin de asesorar, al médico de la sección de 
Medicina Laboral de las Seccionales Tipo A y al de la sección de Prestaciones 
Económicas de las Seccionales tipo B, acerca de las prestaciones por estos riesgos. De 
la misma manera el Acuerdo se pronuncia en torno a la conformación de dichos comités 
los cuales difieren en integrantes según se trate de seccionales tipo A o B. 
 
169 
 
7.5. Período de reformas estructurales: desde 1990  
7.5.1. Características de esta etapa 
 
Este período que tiene como inicio la década de los noventa se extiende hasta nuestros 
días y es aquel en el cual se ponen en marcha importantes reformas que modifican la 
forma en la cual se concibe el papel del Estado y su relación con los individuos a quienes 
protege, con implicaciones evidentes en la esfera política, económica y social del país. 
Estas transformaciones tienen manifestación directa tanto en el campo laboral como en 
el mecanismo de seguridad social adoptado por el país y se convierten en antecedentes 
trascendentales para entender la evolución normativa del tema de estudio que es el de 
los riesgos profesionales y la salud ocupacional. Si bien es cierto que cualquier 
descripción que se realice en estas líneas del contexto que acompaña este desarrollo 
terminará siendo corta, únicamente se tomarán los elementos prioritarios en 
correspondencia con el objetivo del proyecto de forma que se pueda evidenciar la 
manera de entender y poner en práctica la salud ocupacional en el marco de tales 
reformas.   
 
Sin embargo, no es Colombia un ente aislado que por iniciativa propia ha decidido 
adoptar tales transformaciones estructurales sino que se ve inmerso en un contexto 
global, que está atravesando importantes cambios que se manifiestan en el predominio 
de la lógica de la apertura económica que va de la mano de la imposición de una nueva 
forma de concebir el rol estatal a partir de la ideología de índole neoliberal. Con la 
hegemonía que adquiere el libre mercado como fórmula dirigida a la consecución de una 
aldea global en la cual se desvanezcan los límites y barreras trazadas por los Estados 
nacionales, se proponen importantes reformas de tipo económico que tienen en las 
agencias financieras internacionales a sus más acérrimos impulsores y, nuestro país no 
es la excepción, pues se da la introducción de la lógica de la apertura económica en su 
esfuerzo por adaptarse a la corriente comercial mundial (149).  
 
No obstante estos procesos de reforma no responden exclusivamente a una propuesta 
de carácter económico sino que se relacionan con una metamorfosis global en la manera 
de entender y pensar el mundo, la sociedad y la producción y distribución de bienes 
modificando la relación establecida entre los diferentes Estados y con manifestaciones en 
todas las esferas en la vida del ser humano contemporáneo (210). Para instaurar esta 
ideología neoliberal en el contexto de este mundo globalizado se implementaron 
estrategias y acciones que modificaron de manera sustancial el rol del Estado como 
garante del bienestar social de la comunidad frente a la cual es responsable. En sintonía 
con lo anterior se promueven políticas públicas de privatización de los derechos sociales 
fundamentales, poniendo en las manos de particulares el control de las entidades 
públicas que manejan los servicios básicos para reformularlos en correspondencia con la 
doctrina comercial en la que prevalece el interés económico por encima de lo social. 
Entonces, los grandes grupos financieros han visto en las garantías del derecho a la 
seguridad social, a la salud y a la educación un próspero mercado que los ha convertido 
en espacios para la inversión y la utilidad privada, los cuales son regidos por las reglas 
de la oferta y la demanda en donde el desposeído no podrá acceder a tales beneficios 
por carecer de los recursos suficientes (210).  
En el marco del paradigma neoliberal las políticas públicas para atender a aquellos que 
se hallan en situación de pobreza tienen una esencia focalizada ya que las acciones, 
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estrategias y programas sociales diseñados para combatir este flagelo son de talante 
paliativo y reparador pero no se orientan hacia la transformación de los verdaderos 
determinantes estructurales que permitan una distribución más equitativa de la riqueza 
social.  
 
La influencia de esta corriente global también tiene un impacto profundo en el mundo del 
trabajo en el cual se genera la extensión de las empresas trasnacionales hacia nuevas 
latitudes en la idea de los Estados de ser lo menos restrictivo a la dinámica comercial. 
Del mismo modo, se produce la aparición de nuevas formas y modalidades de 
organización laboral a partir de la liberalización del empleo en un contexto caracterizado 
por la privatización y la desregulación en el que la presencia estatal es mínima. Estas 
circunstancias transforman la típica relación laboral entre empleador y trabajador en 
donde este último, en uso de la supuesta libertad que tiene para ofrecer su fuerza de 
trabajo, se ve supeditado al poder patronal sin la protección que le otorgaba el Estado 
anteriormente. Con las restricciones que en esta nueva etapa sufre la acción sindical y la 
negociación colectiva, muchas de las garantías y derechos de los que gozan los 
trabajadores se entienden como obstáculos para implantar el juego de la libre oferta y 
demanda en la organización laboral por lo que van desapareciendo progresivamente 
(211), (212).  
 
Para configurar el panorama que se vive en este entorno vale la pena anotar que con la 
producción y difusión de los avances e innovaciones tecnológicas, las empresas llevan a 
cabo una reformulación de los procesos productivos que conduce a que se reduzca la 
cantidad de obreros necesarios para el funcionamiento del establecimiento comercial y 
que va de la mano con fenómenos como el del despido masivo de trabajadores que 
sobresaltan de forma significativa la dinámica de una sociedad. En estas circunstancias, 
y ante la necesidad de adquirir los medios necesarios para sobrevivir, las personas que 
han sido alejadas de la dinámica formal del trabajo emprenden actividades económicas 
que se hallan dentro del espectro de lo informal y que por lo general implican la 
participación en empleos de baja calidad, en los que no existe ninguna protección en 
cuanto a la seguridad social ni la salud y más teniendo en cuenta que representan 
riesgos significativos para aquel que lo desempeña.   
 
En esta perspectiva, y como bien se advirtió anteriormente, las políticas públicas de 
orden social también sufren un sobresalto substancial pues el Estado, bajo la premisa de 
disminuir sus intromisiones en la dinámica social, se desprende de responsabilidades 
que típicamente había asumido como las de seguridad social. Se tiene como objetivo la 
conservación de estos mecanismos de previsión social pero se hace palpable la 
tendencia del cuerpo estatal de disminuir los gastos asociados a este tipo de servicios y 
por ello traslada la gestión de estos sistemas a instituciones del sector privado. No 
obstante, como bien lo manifiesta el maestro Arenas (149) no es lo mismo la realización 
de tales transformaciones en el contexto de los países desarrollados, teniendo sistemas 
de seguridad social ya consolidados que en los precarios instrumentos de protección 
social que han adoptado los países periféricos.  
 
Partiendo de algunos de los rasgos descritos con antelación, en los que antes que emitir 
un diagnóstico exacto de lo que ocurrió en el contexto nacional son una descripción de 
las consecuencias y transformaciones que se hicieron evidentes en el escenario mundial 
en el marco de la supremacía de este modelo económico, ahora se realizará un 
acercamiento al contexto colombiano a partir de la descripción de la normativa más 
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representativa en los cuales se configuran dichos cambios. Dichas trasformaciones 
antecedieron la expedición de la Constitución de 1991 y entre las reglamentaciones más 
trascendentales que hacen gala del espíritu reformista fue la de la Ley 50 de 1990 que 
busca introducir modificaciones sustanciales en el marco legislativo que regula las 
relaciones de trabajo (149), (213). La ley anteriormente referida entra en vigencia el 1º de 
Enero de 1991, como instrumento para adaptar la legislación en materia laboral cuya 
materialización más significativa es el Código Sustantivo del Trabajo, a las circunstancias 
contemporáneas que se caracterizan por un contexto de apertura e internacionalización 
de la economía. La idea, al menos en principio, es flexibilizar algunos elementos 
reglamentarios de la dinámica laboral en búsqueda de que sean más contextuales con 
las necesidades de una economía globalizada pero sin poner en riesgo los derechos y 
garantías por las que los trabajadores habían luchado históricamente (214), (215). 
Además con este reglamento se promueve el fortalecimiento del derecho colectivo del 
trabajo y se determinan las prestaciones sociales de tipo empresarial.   
 
Lo primero que sería conveniente revisar es si ante los cambios y transformaciones que 
se están produciendo en la dinámica laboral, en el ámbito tanto nacional como mundial, y 
ante la emergencia de nuevas formas y modalidades de trabajo humano se modifica la 
concepción de trabajo que se consigna en el artículo 5º del Código Sustantivo del 
Trabajo. Es preciso recordar que en este precepto se indicaba que el trabajo 
correspondía a una actividad humana, de carácter dependiente en la cual se tomaba 
como elemento fundamental la subordinación bajo la figura de un patrono y en la que se 
excluían modalidades laborales como las del trabajo independiente o por cuenta propia. 
En esta acepción se hacía patente la materialización de los principios propios del 
derecho laboral que sirvieron de cimiento para la extensión de los beneficios del 
mecanismo de los Seguros Sociales y tiene que ver con el carácter estratificado de la 
seguridad social que históricamente ha predominado en el país. Por eso se pensaría que 
en un contexto de flexibilización laboral y ante la emergencia de nuevas formas de 
contratación laboral, en el cual el trabajo dependiente no es la pauta sino que predomina 
la participación de la población activa en actividades económicas del sector informal 
llevando al fracaso en la cobertura de los riesgos sociales por parte de los Seguros 
Sociales, la ley 50/1990 reformularía la definición de trabajo del Código Sustantivo y la 
adaptaría a las circunstancias actuales pero este ejercicio no fue realizado. Entonces, se 
podría entender que el objeto de protección al cual llegan las prestaciones propias de la 
legislación laboral en el país siguen siendo los trabajadores dependientes como ya se 
había formulado hacía 40 años con el CST.  
 
La normativa expuesta presenta un capítulo que se pronuncia en torno al derecho 
individual de trabajo, por lo que en el primer artículo se hace notable la preocupación por 
determinar los elementos necesarios para poder hablar de un contrato de trabajo (como 
representación legal del trabajo dependiente) marcando que se requiere que el individuo 
realice por sí mismo la actividad laboral para la que fue contratado, que se encuentre 
bajo la continuada subordinación de un empleador quien le exige el cumplimiento de 
órdenes y que reciba una  retribución por el servicio prestado. Igualmente el capítulo 
contiene criterios que introducen  innovaciones entre las que cabe destacar la aceptación 
de la celebración de contratos a término fijo, la alteración de las indemnizaciones por 
terminación injustificada del vínculo laboral y la supresión del reintegro para los 
trabajadores con más de diez años de servicios. También en estas líneas se hace 
mención a los elementos integrantes del salario, las formas y la libertad de estipulación 
del mismo, el procedimiento para la fijación del salario mínimo y algunas 
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transformaciones como la del salario integral que hace referencia a una retribución global 
sin prestaciones sociales. Además en esta sección se estipulan pautas para la duración 
de la jornada laboral, se dispone la remuneración y los recargos de las horas extra y los 
días de descanso, se propone la acepción de lo que se considera una empresa, entre 
otros asuntos (213).    
 
En la parte segunda de la normativa se trabaja todo lo concerniente al derecho colectivo 
del trabajo consagrando el derecho de asociación, la clasificación de los sindicatos de 
trabajadores (de empresa, de industria, gremiales y de oficios varios) así como todos los 
requisitos para constituir una organización sindical, su funcionamiento, el fuero sindical, 
el registro sindical, el desarrollo de huelgas, los casos de ilegalidad, las sanciones en la 
suspensión colectiva del trabajo, la protección en caso de despidos colectivos, etc.   
 
De igual modo esta ley toma posición en lo referente a las empresas de servicios 
temporales (EST) definiéndola como “aquella que contrata la prestación de servicios con 
terceros beneficiarios para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus actividades, 
mediante la labor desarrollada por personas naturales, contratadas directamente por la 
empresa de servicios temporales, la cual tiene con respecto de éstas el carácter de 
empleador” (213). En esta parte se clasifican los trabajadores de este tipo de empresas 
en las categorías de trabajadores de planta y en misión, se remiten los casos en los 
cuales es aceptable la contratación de EST, la forma de los contratos suscritos entre los 
beneficiarios y este tipo de empresas así como la obligación del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social de ejercer la vigilancia y control de las disposiciones propias del CST y 
de esta ley.      
 
Un ámbito frente al cual se manifiesta la ley es el de las prestaciones sociales a cargo del 
patrono con respecto al tema de las cesantías. Con referencia a esta cuestión se produce 
la posibilidad de acceder a dos regímenes de cesantías diferentes; el régimen tradicional 
para los contratos anteriores a la expedición de la ley citada y el régimen especial con la 
posibilidad de recibir liquidación de cesantías anualmente y con el manejo de dichos 
recursos por entidades financieras seleccionadas por el beneficiario. Otro asunto para 
rescatar de esta reglamentación es la consagración de la especial protección del Estado 
a las trabajadoras en época de parto lo cual se expresa por ejemplo en la extensión del 
descanso remunerado a que tiene derecho la persona durante este período (149), (213).  
 
Como es posible advertirlo esta es una etapa que se acompaña de cambios y 
transformaciones en el ámbito reglamentario de marcada acentuación y entre éstos el 
más substancial es la expedición de la Constitución Política de 1991 que configura el 
esfuerzo de la Asamblea Nacional Constituyente. Se trata del estatuto que comprende la 
declaración de los derechos y deberes que deben cumplir los ciudadanos de la República 
de Colombia por lo que se pronuncia con respecto a temas de distinta índole de los 
cuales este documento sólo se ocupará de aquellos relacionados con la dinámica laboral 
y la transformación del modelo de seguridad social (149).   
 
Frente a los derechos laborales la norma de normas hace manifiesta una nueva visión 
con respecto al objeto social trabajo, el cual se muestra como un elemento trascendental 
de la nacionalidad, como cimiento de la libertad, como un derecho y obligación de todos 
los colombianos. Esta concepción se consigna en el artículo 25, perteneciente al Capítulo 
de los Derechos Fundamentales (que a su vez hace parte del Título II), al señalar  que el 
“trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la 
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especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas” (216). En esta perspectiva esta ilustración supera lo que a través del 
Acto Legislativo Nº 1 de 1936 estipulaba la Constitución Política de 1886, pues en esta 
oportunidad se le otorga al trabajo la condición de derecho fundamental al cual tienen 
facultad de acceder todos los habitantes del territorio nacional y se menciona que esta 
protección especial del ente gubernamental tiene como objeto llegar a todas las 
modalidades laborales y no únicamente a las actividades económicas del sector formal 
como se promovía en dicha época de talante industrial. En el artículo 26 de la Nueva 
Carta Política se reafirma el principio consagrado en 1886 de la libertad de seleccionar la 
profesión u oficio en la cual desea desempeñarse el individuo, aunque cabe recordar que 
en el estatuto de finales del siglo XIX se tenía al trabajo subordinado como aquel que 
predominaba y que tenía el visto bueno del Estado para ser el predominante, mientras 
que en 1991 la variedad de oficios en los cuales es posible desenvolverse es muchísimo 
más amplia partiendo de un contexto que ha asumido la apertura económica como 
fórmula para adentrarse en la dinámica comercial mundial.      
 
En la Constitución también se señalan los principios para interpretar los beneficios 
laborales, se fortalece el derecho laboral colectivo con la consagración del derecho 
fundamental de asociación sindical, de negociación colectiva y de huelga. Además 
señala criterios de concertación, solución pacífica de conflictos y participación de los 
trabajadores, etc. (149). Ni en la Constitución del 86, ni en los Actos legislativos que 
introducen modificaciones a sus preceptos básicos se menciona la facultad que tienen 
las personas para defender y llevar a cabo el pleno ejercicio de sus derechos a partir del 
sindicato por lo que se supone que era cada sujeto, en su relación particular con el 
empleador, quien garantizaba en el proceso de contratación laboral los beneficios a que 
era merecedor.   
 
Otro aspecto que es clave recordar es la consagración en el acto legislativo Nº 1 de 1936 
de la preocupación estatal por instituir un mecanismo de previsión social para responder 
a los requerimientos sociales de las personas más necesitadas, por lo que en tal período 
se selecciona la asistencia pública como propuesta para cumplir con este cometido aun 
cuando ya era ampliamente aceptada y extendida la estrategia de los seguros sociales 
bismarckianos. Pues bien en el capítulo 2, denominado de los Derechos Sociales, 
Económicos y Culturales (título II) de la Constitución de 1991 aparece con fuerte acento 
la seguridad social como el instrumento de satisfacción de necesidades sociales 
destinado a proteger a los nacionales del país y que se define de la manera que se cita a 
continuación (216):  
 
La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará 
bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley. Se 
garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. El 
Estado con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la 
cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en 
la forma que determine la ley. La Seguridad Social podrá ser prestada por 
entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley. No se podrá destinar ni 
utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes 
a ella. La ley definirá los medios para que los recursos destinados a las pensiones 
mantengan su poder adquisitivo constante. (Constitución de 1991, Art.48). 
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En la acepción referida se manifiesta el sentido universal que presenta este derecho el  
cual se hace extensivo para toda la población por el elemental hecho de ser ciudadanos 
de la República de Colombia y no por la pertenencia al grupo de personas 
económicamente activas del sector dependiente, como típicamente había sido asumida 
esta protección en la legislación laboral durante todo el siglo XX. Con esta concepción se 
produce la superación del modelo asistencialista de protección social consagrado en la 
Constitución del 86 y se suscita un avance con referencia a la seguridad social que tenía 
como base la vinculación laboral de los asalariados para pasar a regirnos por un 
mecanismo de previsión de carácter público el cual responde a los principios de  
eficiencia, universalidad y solidaridad (118), (149). Porque más que la protección de la 
comunidad productiva, la seguridad social tiene como fin el resguardo de todas las 
personas durante su ciclo vital en los riesgos sociales que puedan acontecerle como 
medio para favorecer el progreso social en una dinámica de desarrollo político, 
económico y social (117). Aunque en esta ocasión la propuesta teórica parece 
fuertemente influenciada por la noción de una seguridad social universalista, es 
primordial la referencia de cómo interpretó este canon constitucional la ley 100 de 1993 
que es por la cual se instaura el Sistema General de Seguridad Social, y si efectivamente 
se erige este derecho fundamental de la forma como está formulado en la Constitución.  
 
De todos modos, y ante la posibilidad de que este mecanismo de seguridad social no 
alcance a llegar a todos los nacionales del territorio colombiano, la Constitución mantiene 
la asistencia social como instrumento de previsión complementario cuando expresa en el 
artículo 13 que el Estado implantará acciones a favor de las personas que se hallen en 
condición de debilidad económica, física o mental para que sean capaces de alcanzar 
una igualdad real y efectiva en el ejercicio de sus derechos (117), (216).   
 
En cuanto a la organización y administración de la seguridad social, se pone en cabeza 
del ente estatal la dirección general y la vigilancia del sistema, pero se acepta la 
presencia de entidades de carácter privado en la gestión y la prestación de los servicios 
propios de este instrumento de previsión social. Esta característica se mantiene hasta 
nuestros días y es la que ha posibilitado que el sector privado predomine por encima del 
campo de lo público haciendo del escenario de la seguridad social un mercado rentable.   
 
Autores como Arenas (149) han sugerido que en el contexto de implantación de las 
reformas constitucionales que tienen como móvil la racionalización del tamaño del 
aparato estatal, se produce la reestructuración de entidades públicas entre las que se 
hallan las entidades de seguridad social y se da el retiro masivo de trabajadores oficiales. 
Se puede citar entre las instituciones reformadas el Instituto de Seguros Sociales que a 
partir de la entrada en vigencia del Decreto 2148/1992 modifica su naturaleza jurídica 
para pasar a ser una empresa industrial y comercial del Estado. Del mismo modo, esta 
reglamentación dispone  la separación contable y financiera de cada uno de los seguros 
manejados por el Instituto e introduce cambios en la organización de los servicios 
médico-asistenciales. Con el Decreto 2147 del mismo año se proponen estructuraciones 
en la Caja Nacional de Previsión con variaciones en las funciones de dicha entidad y 
cambios en los servicios asistenciales. Como bien lo anota el mismo autor, otras 
instituciones relacionadas con la seguridad social que sufrieron transformaciones fueron 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (Decreto 2145/92), el Ministerio de Salud 
(Decreto 2164/92), el Instituto Nacional de Salud (Decreto 2166/92), la Superintendencia 
Nacional de Salud (Decreto 2165/92), la Superintendencia de Subsidio Familiar (Decreto 
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2150/92), el SENA (Decreto 2149/92) y la Caja de Previsión Social de la 
Superintendencia Bancaria (Decreto 2114/92) (149). 
 
Para Ocampo (217) este ambiente reformista es la expresión de una contradicción 
histórica pues, aun cuando en la Constitución se consagra a Colombia como un Estado 
Social de Derecho comprometido con la satisfacción de las necesidades sociales y con el 
amparo de los derechos de los ciudadanos, el rumbo que ha tomado el modelo 
económico y político adoptado en el país de globalización económica, ha llevado al 
replanteamiento del papel del Estado y a la desregulación de los mercados lo cual va en 
contravía de las aspiraciones de la carta constitucional. En seguida, y en concordancia 
con la intención de contextualizar la reforma que se estaba promoviendo al sistema de 
Seguros Sociales para adaptarla a los principios que se habían proclamado en la 
Constitución Nacional, se describirán algunos rasgos de la situación que vive el Instituto 
de Seguros Sociales y del panorama que caracteriza y por el cual se justifica la 
formulación de una transformación en el instrumento de previsión social adoptado por el 
país.  
 
7.5.2. Balance del Instituto de Seguros Sociales 
 
La primera referencia obligada es extraída del informe del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social (176) denominado “Elementos Generales para un Diagnóstico del ISS”, 
en el cual se indica que la seguridad social colombiana ha presentado problemas desde 
su concepción en cuanto al sentido y la naturaleza de lo que implica este mecanismo ya 
que históricamente ha sido entendida como el accionar del Instituto de Seguros Sociales 
o asimilada con la previsión social o con la asistencia pública. En este enfoque se le han 
sobrecargado responsabilidades al Instituto que, aun cuando se trata de la entidad más 
importante del país en términos de la garantía de las prestaciones tanto económicas 
como asistenciales de los trabajadores, no puede ser comprendida como el conjunto de 
la seguridad social y más partiendo del carácter restringido de su afiliación.    
 
Una cobertura que se ve limitada y que ha llegado de manera casi exclusiva a la 
población económicamente activa del sector dependiente, y que si bien se han realizado 
desde el punto legal esfuerzos por integrar el contingente de trabajadores 
independientes, nunca se hizo patente una verdadera voluntad política para integrarlos al 
mecanismo de Seguros Sociales implementado desde el año de 1946. Esta circunstancia 
se hace evidente con las cifras de cobertura de la seguridad social al iniciar los años 90, 
ya que la afiliación apenas llega al 21% de la población colombiana entre el ISS y las 
Cajas de Previsión Social; el ISS, como la entidad más representativa del mecanismo de 
Seguros Sociales, tiene una adscripción del 17% y escasamente su organización llega al  
26% de los municipios del territorio nacional cuando se supone que lleva 44 años de 
operación y ya se han instituido todos los seguros que se contemplaban en la ley 
90/1946 (156), (218). Es cierto que a comparación de otros países de Latinoamérica 
como Argentina, Uruguay, Brasil y Chile quienes comenzaron la operación de sus 
sistemas de Seguridad Social en los años 20 y 30, el sistema colombiano no era tan 
antiguo pero tal como evidenciaban los diagnósticos, la posibilidad de alcanzar una 
cobertura completa o por lo menos una alta estaba muy lejos de ser real. 
 
Además de la cobertura, para el comienzo de la última década del siglo XX, se tenía en 
el país un sistema de seguridad social caracterizado por la anarquía de los regímenes ya 
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que existen más o menos 1040 instituciones de seguridad social, cada una de las cuales 
con su propio régimen prestacional (156). Este caos institucional y el desconcierto 
administrativo llevan a que subsistan y se encuentren en operación 1008 Cajas de 
Previsión Social, el Instituto de Seguros Sociales, las entidades del Sistema Nacional de 
Salud, las cajas de compensación familiar y las empresas de medicina prepagada. 
Además, en las regiones en las que no se había hecho extensivo el cubrimiento del 
Seguro Social o donde los trabajadores no se hallaban adscritos a ninguna de las 
modalidades prestacionales anteriormente referidas, todavía se siguen rigiendo por el 
mecanismo de prestaciones patronales consagrado en el CST (107).  
 
El panorama expuesto hace evidente el exceso de burocracia presente en estas 
instituciones que no va acompañada con ganancias en la eficiencia provocando que se 
trate de un sistema muy costoso pero que no cumple de forma objetiva con el propósito 
de prestar el mejor servicio posible (218), (219). Un rasgo que hace palpable la confusión 
reinante es el dato al que hace alusión Cerón (219) cuando indica que existen un millón 
de personas que realizan un doble aporte a la seguridad social obligatoria y a los seguros 
de salud o de medicina prepagada, como una situación que se expresa de manera 
especial en el sistema de servicios de salud, prefiriendo los usuarios las modalidades 
privadas por la ineficiencia que les causaba la labor prestada por las entidades de 
seguridad social. Con base en este argumento, se buscó eliminar los derechos 
adquiridos por algunos grupos de trabajadores frente a contar con pólizas de medicina 
prepagada, o servicios asistenciales suministrados por la empresa. 
 
Otra dificultad notoria por la que atravesaban las entidades que manejaban el mecanismo 
de previsión social era la parte de financiamiento (218). En este sentido es posible 
observar como ese Estado que aparecía históricamente como contribuyente y garante de 
los recursos para la seguridad social va abandonando su responsabilidad y la recarga 
sobre los miembros de la comunidad productiva y, en este nuevo contexto globalizador 
de reducción de las intervenciones por parte del ente público y de privatización de las 
instituciones oficiales, el panorama no podía ser peor.  
 
Además de los anteriores compromisos de los que adolece el instrumento de previsión 
social colombiano se deben tener en consideración las contradicciones y crisis por las 
que están atravesando en este contexto reformista todos los ámbitos de la vida 
económica, política y social los cuales impactan de manera directa el sistema de 
seguridad social y que van a llevar a la formulación de una nueva propuesta para trabajar 
este asunto tan trascendental para la política social de una nación (115).  
 
En resumen es posible señalar que ante la adopción por parte del país del Sistema de 
Seguros Sociales como mecanismo de previsión, el cual se concentró preferencialmente 
en la protección de los riesgos sociales de la población de trabajadores asalariados, lleva 
a que una gran cantidad de colombianos, que se ven excluidos de dicho instrumento 
social, tengan que recurrir a la asistencia pública para suplir las contingencias que 
pongan en compromiso su bienestar y calidad de vida. Es cierto que se ha realizado el 
esfuerzo desde el punto de vista legal por extender las protecciones del Instituto de 
Seguros Sociales hacia nuevos sectores de la población y nuevas regiones, pero nunca 
se consiguió una cobertura importante entre otras cosas porque faltó la voluntad política 
para implementar las transformaciones necesarias para hacer real lo que bien se 
consignaba en el papel así como por las limitaciones que presentaba la población 
económicamente activa de nuestro país para acceder al empleo formal (107).  
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Desde su concepción este sistema no tenía planificado orientarse por el principio de la 
universalidad en cuanto a la salvaguardia de todos los miembros de la comunidad sino 
que se tenía planificado el cubrimiento de los miembros productivos y económicamente 
activos de la sociedad. En sintonía con lo anterior, tampoco este instrumento 
contemplaba encauzarse hacia la integridad en las prestaciones pues no se cubrían 
todos los riesgos posibles que le pueden acontecer a la persona durante su ciclo vital 
sino únicamente los percances que tuvieran que ver con la limitación de la capacidad 
laboral y que afectaran a los miembros de la comunidad productiva. Del mismo modo, la 
solidaridad no aparece como un pilar del sistema formulado desde la perspectiva que no 
se piensa en la atención e incorporación de los miembros más vulnerables de la sociedad 
sino que se concentra en los trabajadores que se hallaren adscritos al Instituto o a las 
múltiples Cajas de Previsión Social y en donde el Estado se va desligando de las 
obligaciones financieras que originalmente había contraído. Evidentemente la unidad de 
gestión no es tampoco una característica para destacar en este sistema pues ante la 
prevalencia y vigencia de dos regímenes prestacionales distintos, el de los trabajadores 
particulares y el de los servidores oficiales, se hace patente la existencia de entidades de 
naturaleza diversa desde el punto de vista financiero, administrativo y prestacional que 
sin ninguna acción coordinada y ante la disminución de la intervención estatal han hecho 
del sistema un caos total (115).   
 
Las problemáticas reseñadas en líneas anteriores, con respecto a la organización 
general del sistema de seguros sociales y de la seguridad social colombiana, tienen una 
representación particular en los seguros asumidos por el sistema entre los cuales tiene 
especial relevancia el de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Aunque la 
normativa que instaura la adopción por parte del Instituto de los riesgos profesionales 
data de 1964 con los Decretos 3169 y 3170, en muchos lugares del país esta protección 
no ha sido instituida por lo que existe una cantidad importante de los trabajadores que 
supuestamente deberían estar afiliados a la seguridad social y, a este seguro particular, 
que continúan bajo el régimen de lo laboral, el de las prestaciones patronales porque no 
se ha hecho la transición hacia los seguros sociales como una situación que parece 
insólita 25 años después de la implantación de la protección en caso de contingencias 
laborales (98). 
 
De acuerdo al documento del Ministerio de Trabajo (176), en el cual se plantean algunas 
directrices y parámetros para realizar el diagnóstico del Instituto de Seguros Sociales, los 
principales contratiempos que atraviesa el seguro de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales tienen que ver con la pobrísima organización administrativa 
de la salud ocupacional del ISS y la falta de experticia y tradición en este ámbito, lo que 
ocasiona que se tengan dificultades en el proceso de categorización de las empresas 
llevando a que no sea posible determinar con exactitud cuál es el aporte real al que 
debería contribuir con el sistema de acuerdo al riesgo de la actividad económica que 
desarrollan. Si bien se acepta que este es un inconveniente importante en cuanto a la 
operación de este seguro de ATEP, se considera que el problema de raíz es todavía más 
profundo de lo que se refiere en estas líneas y tiene que ver con el carácter estratificado 
de esta protección, la cual sólo llega a aquellos trabajadores afiliados obligatoriamente al 
ISS, cuando existen actividades ocupacionales que se hallan en la esfera de lo informal, 
que implican mayores riesgos sociales para aquellos que se comprometen en las 
mismas, pero ante las cuales no se extienden los beneficios de esta seguridad social 
emanada del derecho laboral.  
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Ante el reconocimiento de la carencia de rigurosidad del anterior panorama de lo que fue 
la experiencia de la seguridad social en Colombia y las dificultades por las que estaba 
atravesando al iniciar la década de los 90, ahora lo que se formularán son algunas ideas 
y opiniones de varios autores acerca de la transformación que se está gestando en el 
campo de la seguridad social y que se configurará en el Sistema General de Seguridad 
Social, obviamente con el propósito de contextualizar lo que se trabajará a profundidad 
en el apartado de salud laboral en cuanto al Sistema General de Riesgos Profesionales.  
 
En esta época entra en debate lo que sería una eventual reforma al sistema de seguridad 
social y la fórmula de los seguros sociales implantada desde finales de los años 40 con la 
ley 90, siendo varios los argumentos que le daban pie a tal transformación entre los que 
se enumeran el hecho de contar con un nuevo marco institucional, la circunstancia de la 
baja cobertura del sistema y los problemas financieros en los que se hallaban las 
entidades que dirigían la seguridad social en el país que ya alcanzaba unas proporciones 
significativas (220). En ese momento emerge una polémica entre los defensores del 
sistema vigente en el país, que tratan de articular las nociones de seguridad social con la 
de asistencia  pública en el clásico sistema “bismarckiano”, y los “neoliberales”  quienes 
eran los promotores de la introducción de la lógica de mercado en la prestación de los 
servicios propios de la seguridad social de modo que se alcancen importantes niveles de 
eficiencia y calidad (221). La balanza se inclina hacia uno de los lados, en concordancia 
con la corriente que predomina en la esfera mundial y que toma el fundamento 
económico para formular las políticas públicas en otros ámbitos incluso en el campo de lo 
social.  
 
En esta perspectiva, el Gobierno formula en primera instancia un proyecto para reformar 
la seguridad social pero únicamente en cuanto al tema de pensiones; sin embargo, ante 
dicha propuesta el legislativo le impone al ejecutivo la tarea de complementar tal esfuerzo 
con la reforma a la seguridad social en salud, ya que los cambios sugeridos demandaban 
una transformación global y uniforme en la normativa en seguridad social (219). Ante tal 
demanda y con fundamento en el artículo 48 de la Constitución Política de 1991, se 
concibe el sistema de seguridad social integral, en la ley 100 de 1993,  el cual se define 
como: 
 
El conjunto de instituciones, normas y procedimientos de que disponen la persona 
y la comunidad para gozar de una calidad de vida, mediante el cumplimiento 
progresivo de los planes y programas que el Estado y la sociedad desarrollen para 
proporcionar la cobertura integral de las contingencias, especialmente las que 
menoscaban la salud y la capacidad económica de los habitantes del territorio 
nacional, con el fin de lograr el bienestar individual y la integración de la comunidad 
(222), (223).  
 
El propósito por el cual se orienta este sistema es el de proteger a los individuos de las 
contingencias que perturben su calidad de vida mediante la garantía de los derechos 
fundamentales que revisten a esa persona o la comunidad a la que pertenece. El artículo 
2º de la ley 100, enuncia los principios y pilares en los cuales se cimienta este servicio 
público entre los que se encuentran la eficiencia (es curioso que este sea el primer 
principio por encima de otros más significativos desde el punto de vista social), la 
universalidad, la solidaridad, la integralidad y la unidad y la participación (222). Como se 
observa se entiende que la visión que predomina en la iniciativa normativa es la de una 
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seguridad social universal, la cual sea extendida a todos los individuos durante su ciclo 
vital y que no se supedite a la condición de trabajador sino a la de ciudadano de la 
república colombiana. No obstante, el efectivo ejercicio de lo que bien intencionadamente 
se consigna en la normativa presenta el potencial de tener una interpretación y unos 
alcances distintos en la realidad aunque por lo menos ya se superan las restricciones 
emanadas del régimen anterior de seguros sociales en cuanto a la adscripción de toda la 
población al sistema de seguridad social.  
 
Para proseguir con la descripción, la ley 100 contiene 5 libros en los cuales se desarrolla 
la conformación de lo que será este sistema de seguridad social integral en los sistemas 
de pensiones, salud, riesgos profesionales y los servicios sociales complementarios. 
Como bien lo expresa Carrillo (224) se trata de un instrumento “trinitario”, con tres 
sistemas diferentes en términos de su administración, metodologías y financiación pero 
con el mismo propósito; la protección frente a las contingencias sociales que sobresalten 
el bienestar de los individuos.       
 
El Sistema Integral presenta ciertas características que se hacen extensivas a los 
regímenes que lo componen entre los que se destacan la presencia estatal en la 
dirección, coordinación y control, la gestión tanto pública como privada en la prestación 
de los servicios propios de la seguridad social, la obligatoriedad de la afiliación, la 
financiación por medio del mecanismo de las cotizaciones y el respeto de los beneficios 
adquiridos por los trabajadores en el proceso de negociación colectiva (149).  
 
En esta instancia, y ante la formulación de este régimen como solución de las dificultades  
que históricamente ha tenido el país en el campo de la seguridad social, es importante 
consultar la opinión de varios expertos acerca de las bondades y limitaciones que tiene el 
nuevo Sistema de Seguridad Social Integral lo cual también se hace extensivo al 
componente de riesgos profesionales. Al respecto, se presentan réplicas que parten de la 
reseña de los inconvenientes desde la concepción y la naturaleza del sistema y otras 
críticas que hace alusión a las dificultades que se han derivado de su implementación, 
por lo que es primordial considerar esta diferenciación ya que desde el principio era 
posible corregir muchas cosas que hoy en día se han convertido en complicaciones de 
magnitud significativa.  
 
Como se señala en líneas anteriores este sistema de seguridad social basado en el 
aseguramiento, se ve influenciado de manera directa por las circunstancias económicas, 
políticas y sociales por las que atraviesa el país y de forma especial por el modelo de 
desarrollo adoptado en un marco de globalización y apertura económica. En esta 
perspectiva se parte del hecho de que para que el régimen tenga un funcionamiento 
oportuno se requiere un mejoramiento global de las condiciones de vida y entre éstas, 
con mayor acento, de la situación laboral de las personas del territorio nacional; sin 
embargo, en estos años se hace manifiesto de forma impactante el panorama 
desalentador de la dinámica laboral colombiana la cual se caracteriza por altas tasas de 
desempleo y por la presencia mayoritaria en actividades económicas del sector informal 
a las cuales no llega el brazo protector de la seguridad social. Los inconvenientes en el 
mundo del trabajo implican que amplios sectores de la población se encuentren en 
situación de vulnerabilidad, al no tener con que conseguir el sustento para sobrevivir y 
suplir sus necesidades sociales básicas, por lo que el bienestar y la calidad de vida de 
estos colombianos, también se halla seriamente comprometida (225). 
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Con la aceptación de la participación de la empresa privada en el nuevo sistema de 
seguridad social, en donde se suprime el monopolio del Estado en la prestación de los 
servicios propios de este instrumento de previsión, se señala que la idea es buscar una 
mejor calidad y eficiencia en el servicio de modo que se favorezca al usuario quien tiene 
la posibilidad de escoger libremente la entidad a la cual pertenecer en los tres regímenes. 
La experiencia indica que estas entidades, antes que un servicio de índole social, han 
sido planteadas en términos financieros en donde la salud, los riesgos profesionales y las 
pensiones son un negocio antes que un derecho por lo que autores como Afanador (118) 
han indicado que el ordenamiento legal de la ley 100 responde prioritariamente a un 
interés económico. Además, esta situación ha producido que las instituciones del sector 
público se hallen en circunstancias bastante complicadas ante la exigencia de funcionar 
bajo el mismo esquema que las entidades del sector privado lo cual desfigura el sentido 
social que debe caracterizar las acciones oficiales.   
 
Otra crítica que se realiza, partiendo de la forma como se concibió la ley 100, es la 
exclusión de otros aspectos y elementos valiosos que hacen parte de la seguridad social 
y que han sido incluidos en otros países como lo son el sistema de asignaciones 
familiares, el régimen de “aportes institucionales” para la protección a la infancia (a través 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF), y para la capacitación profesional 
(SENA y ESAP). Históricamente no se incluyó dentro del régimen de prestaciones 
sociales de los seguros sociales las contingencias derivadas de la situación de 
desempleo y en el caso de la ley 100 tampoco existe un pronunciamiento en torno a 
asumir este seguro. Para Arenas (223), el capítulo que hace alusión a los servicios 
sociales complementarios, que se incluye dentro de la normativa, presenta un carácter 
marginal dentro de la reglamentación y se ubica por fuera de la perspectiva económica 
del sistema.  
 
Al revisar el concepto de seguridad social y los principios que inspiran la reforma entre 
los que se halla la universalidad como una protección que se deriva de la naturaleza de 
ser humano antes que la de trabajador, lo que ha prevalecido en el ejercicio efectivo de la 
vinculación al sistema es la protección de los sectores asalariados del sector público y 
privado, siendo una garantía emanada de los deberes empresariales consignados en la 
normativa del derecho del trabajo y que llevan a que el empleador se haga responsable 
de la afiliación, las cotizaciones y el reporte oportuno de los trabajadores a su cargo. Si 
bien es cierto que en este modelo existen directrices para la adscripción a los diferentes 
regímenes por parte de los independientes y de otros sectores poblacionales, los 
mecanismos para lograr tal fin no han sido los más efectivos aunque este tema se 
profundizará al abordar el SGRP (226).     
 
Se advirtió al hacer la presentación del sistema que, aunque este se componía de tres 
regímenes diferenciados, el propósito guía e inspirador era el mismo de brindar 
protección al individuo de las posibles contingencias sociales que pudieran acaecerle. 
Pues bien esta premisa se comienza a poner en duda cuando las entidades 
Administradoras del Sistema de Pensiones (AFP), las Empresas Promotoras de Salud 
(EPS) y las Administradoras de Riesgos Profesionales (ARP), se involucran en disputas y 
debates por determinar el origen del riesgo, para conocer cuáles son las prestaciones a 
que tiene derecho la persona involucrada y cuáles son las entidades responsables de los 
beneficios de índole asistencial y económico derivadas de la protección del sistema para 
cada régimen particular (224). 
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Otras limitaciones que ha presentado la implantación de este nuevo sistema de 
seguridad social integral son las que nos refiere el Ministerio de Salud (227) entre las que 
cita la lentitud en el proceso de transformación de subsidios a la oferta a subsidios a la 
demanda, la insuficiencia de mecanismos efectivos para afiliar al contingente de 
trabajadores que se hayan por fuera de la lógica del trabajo asalariado, la inequitativa 
distribución de recursos entre las regiones, la incapacidad para vigilar y controlar la 
evasión y elusión, la dispersión de la información generada por los diferentes regímenes 
y la resistencia de varios actores para acogerse a las directrices propuestas por esta 
reforma.  
 
7.5.3. Referencia a la parte de salud laboral 
 
Este período se caracteriza por ser aquel durante el cual se configura la nueva 
organización que tendrá la materia de la salud ocupacional y los riesgos profesionales a 
partir de la formulación en el nuevo sistema de seguridad social, contemplado en la ley 
100, del Sistema General de Riesgos Profesionales, como un esfuerzo que se mantiene 
vigente hasta nuestros días y que configura el recorrido histórico que ha sido descrito en 
las líneas anteriores pues será el punto objeto de discusión. La profundización y el 
análisis realizado sobre la normativa emitida durante esta etapa posibilitarán dar cuenta 
de las cuestiones actuales cómo se maneja el tema desde la perspectiva teórica y desde 
el ámbito de la práctica, los avances que se han hecho con respecto a las directrices que 
se pronunciaron en las reglamentaciones características de otros períodos de la historia 
colombiana así como las cualidades y los vicios de los que adolece el régimen 
contemporáneo, de modo que se formulen algunas recomendaciones que permitan una 
mejor operación y funcionamiento de este sistema de riesgos profesionales.  
 
La primera referencia que se hace al respecto de la normativa en la materia es la de la 
Resolución 7515 de 1990 del Ministerio de salud, la cual plantea los requerimientos para 
la expedición de licencias de prestación de servicios de salud ocupacional a las personas 
privadas, como un punto que tendrá especial trascendencia en el marco de las reformas 
que se están dando ya que da pie a la presencia particular en este ámbito, como uno de 
los puntos que caracterizará lo que será la formulación del Sistema General de Riesgos 
Profesionales.    
 
En esta instancia se emprende esta revisión con aquellos ordenamientos que se vuelven 
en el contexto para la reforma posteriormente enunciada entre los que se menciona a la 
Ley 50 de 1990 (213) como aquella que trata de poner en la perspectiva de los cambios 
económicos, sociales y políticos de la década de los 90 lo estipulado en el Código 
Sustantivo del Trabajo. Se mantiene la premisa consignada en el estatuto laboral de 
reducir la jornada laboral de 8 horas al día y 48 horas a la semana cuando la persona se 
involucre en actividades que impliquen un alto grado de peligrosidad o se desarrollen en 
condiciones insalubres, convirtiéndose en un parámetro de importante fomento si se 
busca evitar la exposición a factores de riesgo que generen detrimento en la salud del 
trabajador y más en un contexto globalizador en el cual la dinámica del mundo del trabajo 
se ha modificado de manera trascendental.  
 
El artículo 21 de la normativa expuesta también incluye un precepto interesante que se 
relaciona con la garantía de espacios lúdicos, culturales, deportivos y de instrucción en 
establecimientos comerciales con más de cincuenta personas y que laboren cuarenta y 
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ocho horas semanales. Se resalta como una alternativa de mucho valor desde el campo 
de salud ocupacional ya que durante estas horas es posible promover dinámicas y 
actividades que se salgan de la rutina, favoreciendo el manejo del estrés y la integración 
de los componentes de la comunidad productiva en concordancia con la premisa de 
conservar la salud tanto física como mental de aquel que, más que trabajador, también 
es un ser humano. Además, este tiempo también tiene el potencial de ser empleado en la 
capacitación del personal en salud ocupacional como una herramienta básica que le 
permitirá al individuo tener un mejor desempeño en su puesto de trabajo y tomar las 
medidas adecuadas para cuidar su integridad en el ejercicio de su labor. Si bien este 
asunto parece promisorio en la medida que demuestra el interés por encontrar espacios 
de interacción empresarial más allá de lo enteramente laboral más adelante tendrá 
consecuencias significativas cuando se pongan en consideración los casos de incidentes 
ocurridos en estas horas y si se entienden como accidentes de trabajo.  
 
La última referencia de esta ley es la que hace el artículo 78 (213) en donde se menciona 
lo referente a las responsabilidades que asumen frente a sus servidores las empresas de 
servicios temporales, señalando entre los compromisos empresariales el de brindar la 
atención en salud ocupacional a los trabajadores en misión en reciprocidad con la 
reglamentación para los trabajadores permanentes. Igualmente se estipula que en el 
contrato pactado entre la empresa usuaria y la EST se prescribirán las obligaciones en 
salud laboral especialmente cuando la labor implique un alto grado de compromiso, en 
caso de requerirse entrenamiento especial en prevención de riesgos o al suministrar 
elementos de protección personal.          
 
Como norma de normas y aunque no de manera tan explícita como otros preceptos, la 
Constitución Nacional retoma algunas ideas que van en el mismo sentido del propósito 
de la salud ocupacional que es el de garantizar las mejores condiciones posibles para el 
desempeño en una actividad laboral. Al programar los derechos, las garantías y los 
deberes que los ciudadanos colombianos pueden ejercer en el marco de la protección del 
Estado (título II), se consigna en el artículo 25 la especial salvaguardia a todas las 
modalidades laborales y la disposición de que dicha actividad laboral debe ser 
desarrollada en circunstancias dignas y justas (216). Para lograr este objetivo de 
dignificar la dinámica laboral, aparece la salud ocupacional como una disciplina que se 
convierte en herramienta para alcanzar tal fin ya que parte del reconocimiento de que 
este ser humano puede ver afectada su salud durante el ejercicio de su labor y es justo 
que su vida y su bienestar no sufran detrimento en el cumplimiento de esta obligación 
social. Ahora no es justo lo que ocurrió a lo largo del siglo en el país en donde todas las 
directrices y parámetros se enfocaron en la protección de la población del sector 
asalariado por lo que se consagra, con carácter constitucional, el amparo a todas las 
modalidades de trabajo haciendo extensivo el papel de la disciplina de la salud laboral a 
dichos ámbitos.  
 
En este mismo título se incluye un capítulo denominado de los Derechos Sociales, 
Económicos y Culturales entre los que es posible citar el artículo 47 que habla de la 
responsabilidad estatal de formular una política pública para la prevención, atención, 
rehabilitación e integración social de las personas con limitaciones de tipo físico, 
sensorial y mental (216). En este sentido, y con miras al propósito de integrar a la 
persona a su dinámica social aparece el objeto trabajo como punto esencial para 
garantizar tal socialización por lo que se busca promover todas las garantías para que 
una persona, a pesar de sus limitaciones, pueda desempeñarse en una labor acorde a 
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sus potencialidades. Este es el caso de las personas afectadas por un accidente de 
trabajo o una enfermedad profesional que tienen como objetivo reincorporarse a su rol 
laboral y para quienes es elemental el acompañamiento estatal en todos los procesos de 
recuperación hasta llegar a su exitosa rehabilitación. En esta política también es posible  
pronunciar concepto sobre los apoyos y auxilios estatales para aquellos individuos en los 
que las perspectivas de recuperación no sean las más alentadoras como medio para 
suplir sus necesidades vitales básicas que le permitan vivir con dignidad.  
 
Dentro de este mismo capítulo se halla ubicado el artículo 49, siendo aquel que consagra 
como servicios públicos la atención de la salud y el saneamiento ambiental por lo que 
todos los individuos tienen derecho a acceder a estos servicios entre los cuales debería 
ubicarse la atención en salud ocupacional. En este mismo apartado se sostiene una idea 
muy interesante que indica que “toda persona tiene el deber de procurar el cuidado 
integral de su salud y la de su comunidad” (216), una máxima de absoluta trascendencia 
desde el punto de vista del autocuidado y que se prolonga al ámbito de lo laboral pues en 
tal dinámica es central el seguir unas reglas y unas pautas determinadas para prevenir la 
ocurrencia de situaciones que, no sólo ponen en compromiso la salud individual, sino 
también de los trabajadores que allí laboran y hasta de la comunidad en general. Por eso 
la salud ocupacional no se trata únicamente de formular una serie de estrategias y 
soluciones para corregir los defectos locativos de una organización empresarial sino que 
considera el papel activo tanto del empleador como el trabajador en el objetivo de 
garantizar el mejor bienestar posible.    
 
El artículo 54 es otro que también tiene relevancia para el tema que aquí se trabaja,  
indicando el compromiso estatal y empresarial que debe existir de ofrecer habilitación 
profesional y técnica a aquellos que lo requieran así como la responsabilidad de fomentar 
la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar en oficios acordes a su situación 
aún para las personas en condición de discapacidad (216). Este pensamiento implica 
reflexionar en los requerimientos y actitudes necesarios para desenvolverse en una 
actividad laboral y ponerlos en relación con las cualidades físicas, sensoriales, mentales, 
sociales de la persona como proceder que garantice la adecuada integración del 
individuo a su trabajo.        
 
En Diciembre 20 del mismo año de la Constitución se emite la Resolución 6398 del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Ministerio de Salud (228), que tiene como 
objeto la caracterización de las cualidades físicas y mentales del individuo y dicta 
pronunciamientos en cuanto a la práctica de exámenes médicos pre-ocupacionales o de 
admisión a los trabajadores favoreciendo la identificación de sus capacidades para el 
oficio en que se vaya a desempeñar y teniendo en cuenta las circunstancias ambientales 
del mismo.   
 
Otra normativa relacionada es el reglamento de higiene y seguridad en las labores 
mineras a cielo abierto que se consagra en el Decreto 2222 de noviembre de 1993. En 
reciprocidad con la legislación formulada en los años 80 sobre salud ocupacional y como 
antesala de lo que será la reforma de dicho año al sistema de seguridad social, esta 
regulación enumera las responsabilidades de los patronos explotadores mineros entre las 
que se encuentran elaborar el programa de salud ocupacional para su empresa, generar 
los informes y mantener registro estadístico de la accidentalidad laboral, permitir a las 
autoridades competentes la realización de estudios, investigaciones e inspecciones del 
área de trabajo, promover programas de capacitación para el personal, tratar de 
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implementar las recomendaciones del Comité de Medicina, Higiene y Seguridad 
Industrial, suspender los trabajos en sitios de peligro inminente de accidente y elaborar el 
reglamento de medicina, higiene y seguridad industrial para la minería a cielo abierto y 
presentarlo a la autoridad competente (229). El Decreto también determina que todo 
explotador minero debe conformar el Comité de Medicina, Higiene y Seguridad Industrial 
(229). Las funciones de este Comité son las mismas acordadas en el Decreto 614 de 
1984 a excepción de una que se agrega en este decreto que es la de estudiar y 
considerar las sugerencias de los trabajadores en materia de medicina, higiene y 
seguridad industrial. A nuestro parecer esta es una función elemental ya que le da voz a 
aquellos que se ven directamente expuestos a las condiciones de trabajo y quienes se 
involucran a diario con las labores específicas de los escenarios laborales.  
 
Además este decreto lleva a cabo el esfuerzo por plantear unas definiciones de lo que 
serían los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales, posibilitando el 
conocimiento de cuáles son los principales ámbitos a los que se hará referencia cuando 
se habla de riesgos profesionales y salud ocupacional. Menciono textualmente dichas 
acepciones para no incurrir en errores que le puedan cambiar el sentido (229).  
 
Accidente De Trabajo: “Se entiende por accidente de trabajo todo suceso imprevisto y 
repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo y que produzca al 
trabajador una lesión orgánica o perturbación funcional permanente o pasajera, y que no 
haya sido provocada deliberadamente o por culpa de la víctima”. Como se puede notar 
es la misma definición consignada en el Código Sustantivo del Trabajo.  
 
Enfermedad Profesional: “Son trastornos de la salud ocupacional por las condiciones 
de trabajo de riesgo derivadas del ambiente laboral, de la organización del trabajo”. Esta 
acepción difiere de cualquiera de las reglamentaciones anteriormente citadas pues habla 
de los trastornos de la salud ocupacional y no de los estados patológicos derivados de la 
clase de trabajo desempeñado por lo que queda la impresión que cualquier enfermedad, 
aun cuando sea de origen común que produzca limitación para llevar a cabo la labor 
productiva, puede entrar dentro de este espectro. En este contexto no se hace énfasis en 
la naturaleza causal que lleva a presentar tal situación de salud por lo que se trata de una 
definición escasa y confusa en su contenido.    
 
Uno de los hechos que mayor trascendencia han tenido en el desarrollo y la trayectoria 
que ha seguido la legislación colombiana en salud es la Ley 100 de 1993 (222) a partir de 
la cual se estructura el Sistema General de Seguridad Social Integral. Específicamente, 
el libro tercero, que se extiende desde el artículo 249 al 256, es aquel que tiene una 
relación más estrecha con el tema de estudio ya que es el que explica las generalidades 
del Sistema General de Riesgos Profesionales. En el capítulo I de este libro se aborda la 
cuestión de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales en donde se 
instauran algunas consideraciones respecto a la calificación del estado de invalidez, las 
pensiones integradas y las prestaciones medico  asistenciales. El capítulo II se ocupa de 
los asuntos relativos a la pensión de sobrevivientes originada por accidente de trabajo y 
enfermedad profesional. No es una exposición ni una propuesta muy extensa porque la 
ley 100 no se encarga de la estructuración del Sistema General de Riesgos Profesionales 
sino que esta normativa lo que hace es concederle facultades extraordinarias al Ejecutivo 
(artículo 139, numeral 11), para que dicte los preceptos para instituir dicho régimen en el 
país. Lo que si se proporciona es la definición de lo que será este sistema al señalar que 
se trata de “un conjunto de entidades públicas y privadas, normas y 
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procedimientos, destinados a prevenir, proteger y atender  a los trabajadores de 
los efectos de las enfermedades y los accidentes, que puedan ocurrirles con 
ocasión o como consecuencia del trabajo que desarrollan” (222). En todo caso esta 
idea, que aparece apenas enunciada en la ley 100, va a tener su materialización desde la 
legislación en el Decreto 1295 de 1994 y en otra serie de regulaciones que le dan el 
fondo normativo al sistema aunque más adelante serán referidas con más detenimiento.  
  
Empero, el libro tercero de la ley expuesta no es el único que toma posición con respecto 
al sistema de riesgos profesionales sino que a lo largo del documento de la ley, 
especialmente en el libro segundo que estructura el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud (SGSSS), es posible encontrar pronunciamientos que son de relevancia 
para el asunto de la salud laboral (70). Por ejemplo el artículo 161, que se refiere a las 
obligaciones del empleador como integrantes del Sistema de Seguridad Social en Salud, 
estipula algunos deberes que tienen que ver con la materia de riesgos profesionales. En 
ese sentido se describe el numeral 3 de dicho apartado el cual señala que la empresa 
adquiere el compromiso de reportar los sucesos laborales que ocurran a sus trabajadores 
como las modificaciones en el nivel de ingreso de los mismos, las vinculaciones y los 
retiros del personal. El siguiente numeral es todavía más explícito en materia laboral ya 
que impone a los patronos el deber de garantizar un entorno laboral sano, en el cual se 
prevenga la ocurrencia de contingencias que pongan en riesgo el bienestar de las 
personas por lo que se insiste en la adopción y seguimiento de los reglamentos en salud 
ocupacional y seguridad industrial. El parágrafo del mismo artículo también se pronuncia 
al reafirmar un viejo principio que ya había sido contemplado en reglamentaciones 
anteriores, el cual indica la responsabilidad empresarial por la atención de los riesgos 
profesionales cuando el empleador no se haya inscrito al sistema o no se encuentre a 
paz y salvo en las cotizaciones correspondientes a seguridad social.  
 
El artículo 206 de la ley 100 (70) se pronuncia frente al reconocimiento de las 
incapacidades derivadas de la configuración de los riesgos profesionales como 
responsabilidad de las Entidades Promotoras de Salud con cargo a los recursos previstos 
en el régimen de riesgos profesionales para cubrir dichas contingencias. El artículo 208 
incluye concepto con respecto a una situación similar, pero esta vez, en cuanto a las 
prestaciones asistenciales en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional que 
tendrá de nuevo a las EPS como garantes de dicha atención con el recargo 
correspondiente al Sistema General de Riesgos Profesionales (SGRP). 
 
En este sentido y tomando como base la clasificación de Julio César Carrillo (70), se 
produce una diferenciación en la reglamentación entre la que desarrolla de manera 
directa la estructura del sistema y aquella normativa de tipo complementario que trabaja 
asuntos trascendentales para el funcionamiento del régimen propuesto. Entre la 
normativa directa se tiene el Decreto 1295 de Junio 22 de 1994 que es por el “que se 
determina la organización y administración del Sistema General de Riesgos 
profesionales”, el Decreto-Reglamentario 1771 de 1994 (reglamenta parcialmente el 
decreto anterior), el Decreto-Reglamentario 1772 del mismo año como precepto de 
referencia en el asunto de la afiliación y las contribuciones al sistema, el Decreto 1831 
del 3 de Agosto del 94  “por lo cual se expide la Tabla de Clasificación de Actividades 
Económicas para el Sistema” y el Decreto 1832/94 que incluye la tabla de 
enfermedades profesionales. La reglamentación complementaria del sistema incluye 
el Decreto-Reglamentario 1542/1994 que se pronuncia en torno a la composición y la 
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operación del Comité Nacional de Salud Ocupacional, el decreto 1833 del 94 que 
estipula algunas pautas para la organización y funcionamiento del fondo de riesgos 
profesionales y el Decreto-reglamentario 1834 del mismo año que toma posición 
frente al Consejo Nacional de Riesgos Profesionales.      
 
Ya en el marco de la ley 100 de 1993 se promulga el Decreto 1294 de Junio 22 de  1994 
(230) que, aun cuando no trabaja directamente la estructuración del Sistema General de 
Riesgos Profesionales, es importante su mención ya que expide las normas para la 
autorización de las sociedades sin ánimo de lucro para asumir los riesgos de las 
enfermedades profesionales y accidentes de trabajo. Este Decreto también determina 
que la Superintendencia Bancaria será quien le realizará el control y vigilancia a estas 
sociedades. 
 
En sintonía con lo estipulado en la ley 100 y tendiendo como objetivo la determinación de 
una serie de pautas y parámetros legales para la prevención, protección y atención de las 
personas frente a los riesgos de índole físico, químico, biológico, ergonómico y social que 
pueden derivar en contingencias que afecten su dinámica laboral y buscando adoptar 
toda la producción en materia de salud ocupacional que se formuló durante los años 80, 
surge el Decreto 1295 de 1994 como aquel por el que “se determina la organización y 
administración del Sistema General de Riesgos Profesionales” (66), (118). El 
mencionado estatuto organizó los contenidos en once capítulos y 98 artículos, y retoma 
en el primero de estos la definición de lo que entiende por Sistema General de Riesgos 
Profesionales, que es la misma que ya había sido indicada en el numeral 11 del artículo 
139 de la ley 100/93. De esta forma, al remitirse a la estructura y al sistema prescrito se 
hace alusión tanto a la reglamentación (de carácter intangible) como a las instituciones, 
aceptándose de entrada la gestión pública y privada en la protección frente a los riesgos 
profesionales que se configuren en el ámbito laboral. No existe punto de comparación en 
la legislación referida con anterioridad ya que nunca se había hablado de un régimen de 
seguridad social concentrado en los riesgos profesionales sino que lo que mayor 
proximidad presenta en el ámbito histórico en la reglamentación es la instauración del 
seguro de ATEP por el Instituto de Seguros Sociales en 1964. Es posible especular 
acerca de la denominación que se le otorgó al SGRP en donde se infiere que se trata de 
un sistema que se orienta por la noción de riesgo ante cualquier evento que afecte la 
salud del trabajador, pareciendo primar más una actitud de repuesta ante la fatalidad que 
una verdadera noción de promoción de la salud y prevención de la enfermedad.  
 
En cuanto a los objetivos del SGRP se enumeran en el artículo 2º (66) entre los que se 
cuentan el de determinar las actividades desde el punto de vista de promoción de la 
salud y prevención de los riesgos profesionales de modo que se mejoren las condiciones 
de trabajo y salud de la población trabajadora protegiendo a la comunidad productiva de 
los riesgos de diferente índole, estipular las prestaciones asistenciales por accidente de 
trabajo y enfermedad profesional así como las compensaciones económicas 
dependiendo si se trata de una incapacidad temporal, permanente parcial o invalidez así 
como fortalecer las dinámicas dirigidas al reconocimiento del origen de las causas de las 
contingencias laborales y el reconocimiento y control de los agentes de riesgo 
ocupacional. Para ser éstos los propósitos e indicadores clave de hacia dónde se dirigen 
las acciones formuladas en el marco de este sistema, lucen algo simples y escasos ya 
que se centran mucho en el espacio laboral y en la protección de los riesgos derivados 
de las dinámicas productivas cuando en normativas como la ley 9ª se hizo gala de una 
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preocupación más global, pensando en términos de la población en general y de cómo 
las empresas tenían que concebir dentro de sus directrices de salud ocupacional 
acciones para evitar que sus actividades económicas no causaran daños que tuvieran 
implicaciones en la salud humana, animal y ambiental.    
 
El Sistema General presenta unas características y unos rasgos de lo que es su 
naturaleza las cuales son consignadas en el artículo 4º (66) de la reglamentación 
revisada entre los que se destacan la circunstancia de que es un régimen en el cual el 
Estado ejerce la dirección, orientación, vigilancia y control, ante el cual es obligatoria la 
adscripción de los trabajadores dependientes por parte de los empleadores quienes 
tienen a su cargo el valor total de la cotización, la posibilidad de seleccionar de manera 
libre una entidad administradora de riesgos profesionales en un marco de competencia 
de dichas instituciones así como el viejo principio consignado en el ICSS según el cual si 
un servidor no presenta afiliación al SGRP el responsable de las prestaciones a que diera 
lugar la configuración de una contingencia laboral es el patrono. Como es posible 
observar a grandes rasgos se trata de un sistema, que si bien se halla bajo la dirección y 
vigilancia del ente gubernamental, aprueba la participación de la empresa privada en la 
gestión, que aparece como unificador de regímenes anteriores involucrando en su campo 
de aplicación tanto a los servidores oficiales como a los trabajadores particulares, un 
régimen que da cuenta de la configuración de la seguridad social como servicio público al 
cual todos podríamos tener acceso y no sólo una masa de privilegiados. El SGRP 
funciona de manera similar a todos los otros sistemas expuestos en la ley 100 siendo que 
existen unas entidades administradoras que se hacen responsables tanto de la afiliación 
como de la garantía de las prestaciones asistenciales y económicas contempladas en la 
ley, así como de recaudar las contribuciones que los empleadores realizan para proteger 
a sus trabajadores de los riesgos laborales que pongan en compromiso su salud y 
bienestar (166).  
 
Ahora, en el artículo 5 se destacan las prestaciones asistenciales a las cuales tendría 
derecho un trabajador que sufre un accidente de trabajo o enfermedad profesional entre 
las que se listan la asistencia médica, quirúrgica, terapéutica y farmacéutica; los servicios 
de hospitalización; el servicio odontológico; el suministro de medicamentos; los servicios 
auxiliares de diagnóstico y tratamiento; las prótesis y órtesis, su reparación, y su 
reposición; las rehabilitaciones física y profesional; los gastos de traslado, en condiciones 
normales, que sean necesarios para la prestación de estos servicios (66). Este punto que 
había sido una de los puntos mejor trabajados por la reglamentación emitida por el 
Instituto de Seguros Sociales para regular el funcionamiento del seguro de ATEP, ostenta 
una mejor descripción en el apartado de este Decreto ya que incluye servicios como el 
odontológico, la rehabilitación profesional o los gastos de traslado que superan lo 
estipulado en reglamentaciones anteriores y que constituyen un paquete más amplio que 
las garantías incluidas en el Plan Obligatorio de Salud. Este tipo de prestaciones ligadas 
con lo asistencial serán proporcionadas por las entidades administradoras del sistema de 
salud, EPS, realizando el cargo a las entidades del sistema de riesgos profesionales por 
lo cual se convierte en fundamental la adecuada articulación y coordinación entre tales 
instancias de manera que el servicio prestado a la persona accidentada sea el adecuado 
(70). 
 
De la misma forma que se tiene derecho a reclamar las prestaciones asistenciales 
necesarias, también se contempla la potestad de recibir beneficios económicos en caso 
de verse afectado por una contingencia de origen laboral entre los que se hallan los 
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subsidios por incapacidad temporal, las indemnizaciones por incapacidad permanente 
parcial, la pensión por invalidez, la de sobrevivientes y el auxilio funerario. En este 
contexto, y a diferencia de lo contemplado en el Código Sustantivo del Trabajo o en el 
Decreto número 3170 de 1964 como aquellos que se pronunciaron en la materia, no 
existen categorías como la de incapacidad permanente total, incapacidad permanente 
absoluta ni la de gran invalidez, por lo que las indemnizaciones a que tienen derecho las 
personas en este nuevo régimen son planteadas de una manera diferente a como se 
había realizado en el pasado.  
 
Este tema tendrá un desarrollo más extenso en el capítulo V del Decreto denominado 
Prestaciones en el cual se realiza el intento por incluir definiciones de las consecuencias 
derivadas de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales aunque como ya se 
indicó no se tienen en consideración todas las categorías que se estipularon en 
reglamentaciones anteriores. Por ejemplo, en el artículo 36 (66) se plantea el significado 
de lo que es la incapacidad temporal como aquella dificultad de salud que le impide al 
afiliado al SGRP el desempeño de su actividad cotidiana por un tiempo determinado. En 
cuanto a la prestación recibida por el trabajador afectado se estima que este será un 
subsidio del 100% del salario base de cotización y hasta por 180 días mientras no logre 
la rehabilitación esperada o le sea declarada una condición diferente de incapacidad. En 
cuanto al tiempo estimado para esta situación de incapacidad temporal es el mismo que 
en reglamentaciones anteriores como el estatuto laboral o el reglamento del ISS para el 
seguro de ATEP en los que también se toma la totalidad del salario base de cotización 
para dar cuenta del valor que tendrá el subsidio.        
 
La incapacidad permanente parcial es la que se deriva de la ocurrencia de una 
contingencia laboral en la que se sufre una pérdida parcial, pero persistente, en las 
habilidades para llevar a cabo el trabajo habitual. Estas disminuciones en la capacidad 
laboral oscilan en un rango que va desde el 5% hasta el 50% en las posibilidades del 
trabajador para ejercer las tareas para las cuales fue contratado. Es importante la idea de 
poner un intervalo cuantitativo de la pérdida de la capacidad funcional para el trabajo 
como un indicador que tiene mayor objetividad que la que otorgaban las descripciones y 
acepciones consignadas en reglamentaciones anteriores en las que muchas veces se 
dependía del criterio del evaluador para clasificar la condición de aquel que había sido 
afectado por un accidente de trabajo o enfermedad profesional. Como ha sido la 
constante en la legislación, la indemnización que recibirá el individuo que se halle en 
tales circunstancias depende del grado de afectación que le haya generado el incidente 
como una prestación a cargo de la entidad administradora de riesgos profesionales que 
no podrá superar 24 veces el salario base de cotización.  
 
En cuanto al estado de invalidez se dejan de lado categorías cualitativas en las cuales se 
hablaba de incapacidad permanente total, absoluta y gran invalidez y se recurre a los 
porcentajes para definir diferentes intervalos de pérdida de capacidad laboral frente a los 
cuales se plantean prestaciones económicas diferenciadas. Siendo una invalidez la 
situación en la que por una causa profesional se pierde el 50% o más de la facultad para 
llevar a cabo la actividad laboral, se presentan 3 categorías dependiendo del grado de 
afectación derivado del infortunio laboral (66): 
 
a) Cuando la invalidez es superior al 50% e inferior al 66%, tendrá derecho a una 
pensión de invalidez equivalente al 60% del ingreso base de liquidación; b) cuando 
la invalidez sea superior al 66%, tendrá derecho a una pensión de invalidez 
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equivalente al 75% del ingreso base de liquidación; c) cuando el pensionado por 
invalidez requiere del auxilio de otra u otras personas para realizar las funciones 
elementales de su vida, el monto de la pensión de que trata el numeral anterior se 
incrementa en un 15%. 
 
El capítulo II tiene relevancia desde el punto de vista conceptual ya que es aquel en el 
cual se proponen las acepciones básicas y los conceptos clave de lo que el sistema 
entiende por riesgos profesionales. Con tal intención se parte de que las contingencias 
amparadas bajo la salvaguardia del SGRP son los accidentes de trabajo y las 
enfermedades que el Gobierno haya determinado como profesionales, por lo que a lo 
largo de la reglamentación se busca la formulación de algunos parámetros que se 
orientan hacia la prevención y atención de los incidentes que tengan origen laboral así 
como en la reparación de las consecuencias derivadas de la configuración de los riesgos 
profesionales. De acuerdo a la opinión de Puyana (231), se parte de la noción de que los 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales llevan consigo unas profundas 
connotaciones sociales que se extienden más allá del campo enteramente laboral, por lo 
que el hecho de tener todo un sistema de respuesta para la prevención y atención de 
dichas contingencias se vuelve en un asunto de interés común para todos los miembros 
de la sociedad.     
 
El artículo 9º del Decreto contempla la definición de accidente de trabajo al concebirlo 
como “todo suceso repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que 
produzca en el trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional, una invalidez 
o la muerte” (66). Siendo este el criterio conceptual orientador bajo el cual funciona este 
régimen de riesgos profesionales, se vuelve en prioritario el dar cuenta de la evolución 
que ha tenido dicho concepto y de cuáles son las transformaciones más significativas 
que es posible advertir en la legislación revisada en este documento. En lo que han 
coincidido la mayor parte de los reglamentos que se han emitido con respecto al asunto 
de los accidentes de trabajo, empezando desde la ley 57 de 1915, pasando por el Código 
Sustantivo del Trabajo y remitiéndose al reglamento del seguro de ATEP del Instituto 
Colombiano de Seguros Sociales (Decreto 3170/1964), es que se trata de un 
acontecimiento repentino que se configura con causa o con ocasión de la actividad 
laboral en la cual se desempeña el individuo, y que para ser calificado este evento como 
profesional no debe intermediar la culpa grave de la víctima ni debe mediar 
intencionalidad por parte de éste. En esa perspectiva se propone el ejercicio de resaltar 
los elementos en los cuales no coincide la acepción planteada en este decreto y de 
cuáles son las consecuencias e implicaciones que a nivel teórico y práctico se 
desprenden de tal diferenciación.  
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Tabla 7-3: Noción de accidente de trabajo a lo largo de la reglamentación en riesgos profesionales y salud ocupacional (66), (89), 
(165), (172), (179), (187).  
Ley 57 de 
1915 
Ley 6 de 1945 Código 
Sustantivo 
del Trabajo 
Decreto 3170 de 1964 
 
Decreto 1848 
de 1969 
Decreto 1295 de 1994 
“Entiéndase 
por 
accidentes 
del trabajo un 
suceso 
imprevisto y 
repentino 
sobrevenido 
por causa y 
con ocasión 
del trabajo, y 
que produce 
en el 
organismo de 
quien ejecuta 
un trabajo por 
cuenta ajena 
una lesión o 
una 
perturbación 
funcional 
permanente o 
pasajera, 
todo sin culpa 
del obrero”.  
“Toda lesión 
orgánica o 
perturbación 
funcional que 
afecte al 
trabajador en 
forma 
transitoria, 
permanente o 
definitiva, 
motivada por 
un hecho 
Imprevisto y 
repentino, que 
sobrevenga 
por causa o 
con ocasión 
del trabajo, 
siempre que la 
lesión o 
perturbación 
no sea 
provocada 
deliberadamen
te o por falta 
grave o 
intencional de 
la víctima” 
“Se entiende 
por accidente 
de trabajo todo 
suceso 
imprevisto y 
repentino que 
sobrevenga 
por causa o 
con ocasión 
del trabajo y 
que produzca 
al trabajador 
una lesión 
orgánica o 
perturbación 
funcional 
permanente o 
pasajera, y 
que no haya 
sido 
provocado 
deliberadamen
te o por culpa 
grave de la 
víctima”.  
 
“Es todo suceso imprevisto 
y repentino que sobrevenga 
por causa o con ocasión del 
trabajo, y que produzca una 
lesión orgánica o 
perturbación funcional”. 
Esta contingencia se 
configura:  
e) En el seguimiento de 
órdenes del empleador 
sin importar que se esté 
fuera del espacio y el 
horario de trabajo.  
f) Durante una 
interrupción o pausa 
laboral. 
g) Por la acción de un 
tercero o por acto 
intencional del patrono o 
de un compañero de 
trabajo. 
h) El ocurrido en el 
trayecto del trabajo a su 
domicilio o viceversa, 
cuando el transporte se 
haya efectuado por 
cuenta del patrono.  
“Todo suceso 
imprevisto y 
repentino que 
sobrevenga 
por causa o 
con ocasión 
del trabajo y 
que produzca 
al empleado 
oficial una 
lesión 
orgánica o 
perturbación 
funcional 
permanente o 
pasajera, 
siempre que 
no haya sido 
provocado 
deliberadame
nte o por 
culpa grave 
de la víctima” 
“Es accidente de 
trabajo todo suceso 
repentino que 
sobrevenga por causa 
o con ocasión del 
trabajo, y que produzca 
en el trabajador una 
lesión orgánica, una 
perturbación funcional, 
una invalidez o la 
muerte”. También es 
aquel que se produce 
durante la ejecución de 
órdenes del empleador, 
aún fuera del lugar y 
horas de trabajo. 
Igualmente es el que 
se produce durante el 
traslado de los 
trabajadores desde su 
residencia a los lugares 
de trabajo o viceversa, 
cuando el transporte lo 
suministre el 
empleador. 
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La primera característica que es posible notar es que en el estatuto del SGRP 
desaparece la idea de que se trate de una situación imprevista pues se piensa que en la 
perspectiva de la implementación de los procedimientos, técnicas y estrategias propias 
de la salud ocupacional que han sido impuestas de manera sistemática por la legislación 
social, es posible identificar y corregir los factores de riesgo que tengan el potencial de 
producir contingencias laborales por lo que este incidente adquiere la categoría de 
previsible; lo que no se conoce con exactitud es en qué instante es factible que ocurra tal 
situación infortunada, la cual se muestra como sorpresiva en el momento de su 
ocurrencia por lo cual se conserva el criterio de repentino. En tal medida, y pensando en 
que es posible prevenir que los riesgos profesionales resulten en consecuencias 
catastróficas, se erige el ámbito de la protección de los accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales como un objeto de interés social y no un simple capricho 
empresarial. 
 
Una cuestión que ha causado controversia a lo largo de los años y que ha aparecido de 
manera recurrente en las reglamentaciones revisadas, es la del sentido que se le otorga 
a la expresión por causa o con ocasión del trabajo al indicar la etiología de estos 
infortunios que ocurren en la dinámica laboral. Para Carrillo (224) este enunciado ha sido 
asociado en la doctrina legal y la jurisprudencia con la noción del “trabajando”, como 
aquel accionar en el cual se siguen por parte del trabajador las directrices y órdenes 
impartidas por un empleador y consagradas en el contrato laboral por lo que emerge la 
subordinación laboral como gran criterio determinante de la calificación de “lo profesional” 
(224). En esa perspectiva, el accidente de trabajo será aquel acontecimiento que ocurra 
en el cumplimiento de las instrucciones y compromisos adquiridos con un contratante, 
comprendiendo también situaciones ocurridas por fuera del lugar y las horas ordinarias 
de trabajo (224). Esta tendencia es muy clara en el Decreto 1295, cuando señala en el 
artículo 10 (excepciones accidente de trabajo) que se excluyen de la calificación de 
profesional a los eventos ocurridos en la ejecución de actividades diferentes para las que 
fue contratada la persona como lo son las dinámicas de tipo recreativo, deportivo o 
cultural.  
 
Varios autores, entre los que se destacan Puyana (231), han criticado el hecho de que se 
descarten del campo de lo “profesional” los accidentes acaecidos en jornada especial, ya 
que si bien el individuo no se encuentra en el seguimiento de las órdenes consagradas 
en el contrato laboral, muchas de estas dinámicas son de carácter obligatorio y 
organizadas por la empresa por lo que el trabajador no tiene la posibilidad de negarse a 
participar en las mismas.    
 
Por lo tanto, cuando se hace referencia a que tal situación tuvo origen por causa o con 
ocasión del trabajo, lo que se intenta es identificar si esa persona accidentada se 
encontraba en el cumplimiento de los compromisos para los que fue contratado como 
materialización de la figura de la subordinación laboral de modo que se garanticen las 
protecciones asistenciales y económicas que contempla el sistema. Ello conlleva a que el 
trabajador que sufre de alguna contingencia en la realización de actividades diferentes 
para las que fue contratado aún bajo la sombra de lo subordinante, se halle desprotegido 
en contradicción con las premisas de universalidad e integralidad de que hace gala el 
Sistema General de Seguridad Social Integral (224). Aún con esta consagración de 
principios de una seguridad social amplía y visionaria, la misma definición de accidente 
de trabajo está sugiriendo a quienes va dirigido el brazo protector del sistema de riesgos 
profesionales; aquellos que se hallan en situación de subordinación laboral, es decir los 
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asalariados, es decir, los mismos que las normativas anteriores habían considerado 
históricamente. En esa perspectiva parece que el Decreto 1295 toma su inspiración del 
reglamento de ATEP del Instituto de Seguros Sociales (224).    
 
Alguno dirá que esta afirmación carece de fundamento ya que el nuevo sistema 
manifiesta la intención de incluir dentro de sus protecciones a los trabajadores 
independientes y hasta a los estudiantes, pero el problema es que, partiendo del análisis 
anterior, los criterios para determinar lo profesional y lo que se entiende con causa o con 
ocasión del trabajo difieren en buena medida entre los trabajadores del sector 
dependiente (oficiales y públicos) y aquellos que se hallan por fuera de la lógica de la 
subordinación laboral ya que los independientes son así mismo trabajadores y 
responsables de la actividad económica que desarrollan (224).  
 
Otra disconformidad entre lo que reza el Decreto analizado y la reglamentación histórica 
revisada en materia de accidentes de trabajo, es que en el Decreto 1295 se omite el 
enunciado que contemplaban las otras ordenaciones según el cual la lesión orgánica o 
perturbación funcional que padecía el trabajador accidentado podía tener carácter 
permanente o pasajero. En este contexto se entiende que esta idea no se replicó en la 
presente norma pues lo que interesa, más allá de si se trata de una dificultad temporal o  
persistente, es que se ha producido un daño que inmediatamente activa la relación 
protectora que tiene el régimen de riesgos profesionales para con el individuo, por lo que 
debe recibir las prestaciones asistenciales y económicas necesarias partiendo del grado 
de afectación que haya tenido.  
 
Otro hecho con interesantes implicaciones en la esfera de la práctica, y frente al cual nos 
vamos a detener, es el que tiene que ver con la no mención de la culpa grave de la 
víctima en la configuración de la contingencia laboral como un rasgo que se consigna en 
todas las definiciones consultadas en normativas anteriores. En tales acepciones se 
indicaba que en las situaciones en las que se comprobara el dolo del trabajador este 
evento no sería calificado como profesional, ni se aplicaría la protección del régimen de 
riesgos profesionales. En el 1295 no se hace alusión a la culpabilidad del trabajador para 
descalificar el suceso como accidente de trabajo, ni en el artículo 9º que comprende la 
definición de tal contingencia ni tampoco en el apartado que enumera las excepciones 
para concebir un accidente como laboral. De tal manera, queda la incertidumbre de si la 
intencionalidad y la culpa del obrero son causales para exonerar la calificación de un 
evento como profesional y para dar cuenta de las protecciones que implica el SGRP 
(231). En el único apartado en el que se habla de la intencionalidad del sujeto es cuando 
se precisa en el artículo 46 lo que significa el estado de invalidez, indicando que dicha 
situación debe tener un origen profesional y no ser provocada deliberadamente por lo 
que se asume que las prestaciones asociadas a dicha circunstancia dependen de que se 
cumpla dicho requisito (231). 
 
De hecho el Sistema General de Riesgos Profesionales no emite ningún concepto 
referente a la culpa de los sujetos de las relaciones laborales en la ocurrencia del 
accidente, ni por parte del trabajador ni tampoco se ocupa de la culpa patronal en la 
configuración de dicha contingencia laboral. Este rasgo tiene que ver con que el Sistema 
Integral de Seguridad Social y entre éste el componente encargado de responder ante 
los riesgos profesionales, toma como soporte la teoría de la responsabilidad objetiva en 
la cual ante el acontecimiento de un infortunio laboral, se tiene derecho a recibir las 
prestaciones asistenciales y económicas requeridas sin la necesidad de determinar la 
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culpabilidad de los sujetos en el suceso acontecido. Bajo esa lógica, las administradoras 
de riesgos profesionales adquieren el compromiso de responder por la prestación 
oportuna de los beneficios que contempla este Decreto, sin que resulte en principio 
importante comprobar el dolo de alguno de los componentes de la comunidad productiva, 
ya que la entidad tiene como objeto de aseguramiento el riesgo de accidente de trabajo 
y/o enfermedad profesional a partir de las contribuciones que llevan a cabo los 
empleadores ante la posible ocurrencia de contingencias laborales que pongan en riesgo 
la vida y bienestar del trabajador y la capacidad de la empresa para reconocer los 
requerimientos asistenciales y económicos de tal situación (67).  
 
Ante la configuración de un infortunio laboral, que se traduce en consecuencias 
catastróficas para el bienestar físico y económico del trabajador y considerando la 
obligación de reparar los perjuicios ocasionados, el sistema contempla en la legislación 
las prestaciones que serán reconocidas por las entidades administradoras del sistema a 
lo cual se denomina reparación tarifada de riesgos (232). Esencialmente el fundamento 
de tal compensación es que aquel que pone a disposición su fuerza laboral, en el 
ejercicio de una actividad económica, tenga derecho a unos beneficios esenciales si le 
ocurre alguna contingencia de origen profesional que origine detrimento en su integridad, 
de modo que se repare el daño sufrido y que, tanto él como sus dependientes, tengan 
algún grado de protección frente  a las necesidades sociales derivadas de tal suceso.  
 
Ahora, existe otra forma de reparación que se corresponde con el otro lado de la moneda 
que es cuando se comprueba la culpa del patrono en la ocurrencia del siniestro; esta se 
conoce como reparación plena de perjuicios. Este tipo de compensación tiene su asiento 
en la vieja teoría subjetiva de los riesgos profesionales que hace parte del derecho civil 
en la que todo daño causado con culpa tiene que ser reparado buscando hacer más 
dispendiosas las obligaciones económicas a cargo de la empresa. Al responder a los 
principios de la normativa de carácter civil la reparación plena y la compensación tarifada 
no son incompatibles y hasta tienen el potencial de ser complementarias en la medida 
que la persona pueda obtener el resarcimiento de los daños que sufrió en todos los 
ámbitos físico, económico y hasta moral (166), (233).  
 
Es posible pensar que la responsabilidad de reparar de manera completa los perjuicios 
se sale de la lógica del contrato laboral y de las obligaciones y derechos que las partes 
acuerdan entre sí en el marco del derecho del trabajo, ya que se extiende más allá del 
terreno de lo laboral para comprometer derechos que tienen que ver con la vida y la 
integridad personal. No obstante, este tipo de compensación se tipificaría como de 
naturaleza contractual si se tiene en cuenta que los accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales se cristalizan en el marco de la subordinación laboral a un 
patrono, como personaje que adquiere el compromiso con la prevención de los riesgos 
laborales asociados con la actividad económica de la cual es responsable y de cómo por 
su falta de cuidado en adoptar las medidas de salud ocupacional necesarias se configura 
un infortunio laboral (16). A pesar de dicha acotación la reparación plena de perjuicios se 
toma en el sentido legal como una responsabilidad extracontractual que se sitúa en el 
campo del derecho civil.  
 
El Decreto 1295/94, también contempla otras situaciones en las que es posible calificar 
un evento como accidente de trabajo entre las que se refieren los eventos que se 
producen en el cumplimento de órdenes del patrono, sin importar que el individuo se 
halle por fuera del lugar y las horas de trabajo, o cuando se sufre un incidente durante el 
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traslado desde la residencia del trabajador a la empresa o viceversa cuando el transporte 
lo provee la empresa (66). La reglamentación citada se queda corta frente a otras 
normativas que, como el Decreto 3170, ya habían vislumbrado dichas situaciones para la 
calificación de la contingencia como profesional y que además incluían en su clasificación 
los sucesos acaecidos durante las interrupciones o pausas laborales en el sitio de trabajo 
así como los incidentes ocasionados por la acción de un tercero o por culpa comprobada 
del patrono. 
 
Para expertos como Puyana (231) todas estas modificaciones que sufrió la acepción de 
accidente de trabajo y las consecuencias que trae consigo dichas transformaciones, han 
ocasionado que se desperdiciará la doctrina jurisprudencial construida a lo largo del siglo 
con respecto al tema. Aun así se piensa que estos cambios no fueron los fundamentales 
ni los necesarios en el marco de una propuesta de seguridad social que superará lo que 
había efectuado el régimen de los seguros sociales durante el tiempo que estuvo 
rigiendo.              
 
Otro referente a considerar, en correspondencia con el objetivo de aclarar las nociones 
principales en el Sistema General de Riesgos Profesionales es la definición de lo que 
implica la enfermedad profesional. Siguiendo la acepción dispuesta en el artículo 11 del 
decreto se considera a ésta como “todo estado patológico permanente o temporal que 
sobrevenga como consecuencia obligada y directa de la clase de trabajo que desempeña 
el trabajador, o del medio en que se ha visto obligado a trabajar, y que haya sido 
determinada como enfermedad profesional por el Gobierno Nacional” (66). En términos 
generales se evidencia la misma descripción examinada en reglamentaciones anteriores 
aunque en el Decreto se insiste en que este estado patológico puede ser de carácter 
permanente o temporal, que tal limitación funcional es consecuencia no sólo obligada 
sino también directa del tipo de trabajo realizado y que es el Gobierno Nacional quien 
tiene la potestad de determinar cuáles son las situaciones en las cuales se configura un 
evento profesional según la tabla de patologías que emita al respecto. 
 
El capítulo III del Decreto se ocupa de las cuestiones relativas a la afiliación y 
cotizaciones al sistema, presentando en su artículo 13 la condición de aquellos que son 
afiliados al régimen de forma obligatoria y los que voluntariamente se afilian. En ese 
sentido, los trabajadores que por imposición deben adscribirse al SGRP son los 
dependientes, oficiales o particulares, que se hallan bajo el vínculo legal consagrado por 
el contrato de trabajo y que dependen de una figura de autoridad ante la que se 
encuentran en situación de subordinación. También se contempla la incorporación en el 
régimen, de los jubilados y pensionados que se reintegren al contingente de la fuerza 
laboral asalariada y los estudiantes que se impliquen en actividades económicas que 
representen dividendos para la institución y que impliquen riesgo ocupacional (66). Se 
toma la figura del empleador como eje central para lograr la adscripción exitosa de los 
trabajadores dependientes por lo que este personaje, además de afiliar de manera 
obligatoria al individuo bajo su custodia a una entidad administradora de riesgos 
profesionales, asimismo es quien paga la totalidad de la cotización correspondiente para 
el funcionamiento del sistema y la garantía de las prestaciones a que tiene derecho la 
persona en este contexto.  
 
De esta manera, el nuevo sistema montado para responder a los riesgos profesionales 
que sufren las personas en su dinámica ocupacional y que se deriva de un sistema 
integral de seguridad social, vuelve a retomar el mismo objeto de protección que 
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históricamente se ha defendido en la legislación emitida en la materia; el trabajo 
dependiente. Vale la pena decir que se hace caso omiso a reglamentaciones que, como 
la ley 9ª, defendían una salud ocupacional difundida a lo largo de todos los ámbitos 
laborales y que cobije a las modalidades laborales que se salen de la lógica dependiente. 
Se continúa con esa línea de pensamiento que podemos ubicar desde 1915 que toma la 
respuesta a las contingencias laborales como una extensión de los beneficios y 
prestaciones patronales consagrados por el derecho social. Por lo menos a principios de 
siglo se tenía la perspectiva de que el modelo de desarrollo adoptado podría llevar a que 
el país se encaminará por el sendero de la industrialización en donde la gran cantidad de 
trabajadores harían parte de los asalariados; pero ratificar este principio en una 
normativa emitida en la década del noventa es ignorar que una cantidad significativa de 
colombianos se hallan en actividades económicas que no se encuadran dentro del 
esquema de las modalidades de trabajo tradicionales, por lo que el libre albedrio que 
ofrece el sistema para la afiliación de los independientes es un intento por trasladar la 
responsabilidad estatal de proteger este contingente laboral para culpabilizar al 
trabajador por su falta de previsión al no afiliarse al régimen.  
 
En el capítulo IV se muestran las directrices generales en torno a la clasificación de las 
empresas teniendo en cuenta la actividad productiva que desempeñan la cual será 
llevada a cabo por el empleador y la administradora de riesgos profesionales al momento 
de la afiliación.  En el artículo 26 (66) se presentan las clases y el riesgo que representa 
cada categoría por lo que la clase I será riesgo mínimo, la II riesgo bajo, la III riesgo 
medio, la IV riesgo alto y la V riesgo máximo. Se conservan cinco clases de riesgo al 
igual que en el Decreto 3169 del 64, pero en esta oportunidad desaparece la categoría 
riesgo ordinario de la vida y se entiende a la clase I como riesgo mínimo; los demás 
rangos continúan iguales. Cada centro empresarial será clasificado en un grupo 
conforme la actividad económica que lleve a cabo y los peligros que implique para los 
trabajadores que laboran en tal ocupación. Para cada clase de riesgo se expedirá una 
tabla que fijará el monto de cotización inicial, mínimo y máximo que servirán de base 
para determinar el valor real de la contribución de la empresa al sistema según los 
índices de lesiones incapacitantes (ILI) del centro de trabajo y el cumplimiento de las 
normas sobre salud ocupacional en dichos establecimientos (224).   
 
Pensando que la propuesta hace alusión a un sistema integral que incorpora la 
participación de diferentes actores en un marco de obligaciones y derechos tanto para los 
empleadores como afiliados directos, siendo los obreros los beneficiarios de los 
principios estipulados por el régimen, las administradoras de riesgos profesionales como 
entidades gestoras y ejecutantes y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como ente 
gubernamental de dirección y control del SGRP, se revisarán algunas de las 
responsabilidades asumidas por cada una de estas instancias para garantizar el efectivo 
funcionamiento de esta estructura de respuesta ante los riesgos profesionales (234). 
 
En tal perspectiva, aparece como preponderante en la gestión del Sistema General el 
papel de las ARP como aquellas entidades encargadas de la incorporación, el registro, el 
recaudo y la distribución de las cotizaciones contempladas en el presente Decreto. Así 
mismo, estas instituciones son las facultadas para garantizar que el individuo reciba las 
prestaciones asistenciales y económicas requeridas según sus necesidades, favorecen la 
realización de dinámicas de prevención y valoración de riesgos profesionales, fomentan 
la divulgación de programas de salud ocupacional y seguridad industrial y hasta venden 
servicios adicionales de salud ocupacional. Como se hace patente la salud ocupacional 
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ya hace parte de los “paquetes” que son susceptibles de comerciar y su garantía 
depende de que la empresa adquiera este servicio ofrecido por la administradora como 
adicional, cuando se supondría que el propósito de dichos organismos es 
fundamentalmente el de promover la salud laboral por lo menos dentro de la población 
afiliada al régimen. Las entidades que tienen el visto bueno gubernamental para ser 
administradoras del régimen son el Instituto de Seguros Sociales, que mantiene la 
exclusividad estatal para administrar riesgos profesionales, y las compañías 
aseguradoras de vida, que dan cuenta de la participación del sector particular en la 
gestión del sistema. Estas ARP son controladas por la Dirección Técnica de Riesgos 
Profesionales del hoy Ministerio de la Protección Social que como ente estatal debe 
garantizar el cumplimiento de la función social para la cual fueron concebidas dichas 
instituciones.  
 
Si bien ya se han señalado las obligaciones que presentan dichas instituciones en el 
marco del SGRP, existen una serie de compromisos que adquieren las administradoras 
para con las empresas afiliadas al sistema en términos de los servicios de prevención a 
los que tienen derecho los establecimientos comerciales adscritos. Este punto se aborda 
en el artículo 35 conviniendo que la empresa afiliada tiene la facultad de exigir la 
asesoría técnica necesaria para diseñar su programa de salud ocupacional, la instrucción 
para instaurar una brigada de primeros auxilios, la capacitación a los miembros del 
comité paritario o a los vigías ocupacionales y la promoción de hábitos de trabajo y 
estilos de vida saludables (66).  
 
En el artículo 21 (66), aparece la referencia a un aspecto que ya habían abordado las 
reglamentaciones anteriores, y es el de las responsabilidades de los empleadores con 
respecto a la salud ocupacional pero esta vez en el escenario del Sistema General de 
Riesgos Profesionales en donde se dispone que los contratantes serán los garantes del 
pago total de la contribución por parte de sus trabajadores al régimen; que trasladaran el 
monto de las cotizaciones a la ARP correspondiente dentro de los plazos oportunos; 
procurarán el cuidado integral de la salud y el bienestar tanto de sus trabajadores como 
de los entornos laborales; vigilarán de manera atenta el cumplimiento del programa de 
salud ocupacional de la organización procurando su financiación; que deben notificar a la 
entidad administradora los riesgos profesionales que sucedan en su establecimiento; que 
registrarán ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el Comité Paritario de Salud 
Ocupacional o el vigía ocupacional correspondiente; facilitarán la capacitación de los 
trabajadores a su cargo en el campo de salud ocupacional, e informarán a la entidad 
administradora de riesgos profesionales las novedades laborales como por ejemplo los 
cambios en el nivel de ingreso, las vinculaciones y los retiros. Además se contempla que 
el patrono debe también ceñirse a las normas ratificadas en reglamentaciones anteriores, 
ya que el sistema de riesgos profesionales adopta la legislación en el campo de la salud 
laboral diseñada con anterioridad a la estructuración de la reforma colombiana en materia 
de seguridad social por lo que toman vigencia elementos legales como el Decreto 614 de 
1984, la Resolución 2013/86, la  Resolución 1016 de 1989, entre otras. 
 
Como es posible advertir en la descripción realizada de las obligaciones del empleador, 
el sistema se apoya en el principio de la responsabilidad empresarial en cuanto a la 
afiliación y el pago de las contribuciones al régimen de riesgos profesionales como eje 
para lograr un funcionamiento oportuno ya que se asume que es la empresa, en el 
ejercicio de la actividad económica que desempeña, la que crea los riesgos a los cuales 
están expuestos los trabajadores por lo que debe ser el patrono quien responda por la 
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implementación de las estrategias y técnicas en materia de salud ocupacional y 
seguridad social. De esta manera, el empleador, por intermedio del SGRP, les puede 
prestar la protección necesaria a los asalariados, que se hallan a su cargo bajo el vínculo 
del contrato laboral, frente a los riesgos profesionales que es posible que acontezcan en 
el desarrollo de las labores para las cuales son contratados dichos individuos (224), 
(235), (236). Obviamente en la situación de que este representante empresarial no 
cumpla con la obligación de afiliar a los trabajadores a su cargo tendrá que asumir las 
prestaciones propias del sistema por su cuenta y ceñirse a las sanciones determinadas 
en el Decreto aquí expuesto (234).   
 
En este contexto, también es factible observar que el Decreto no define de manera tan 
amplia las obligaciones que tiene que cumplir el empleador en el campo de la salud 
laboral como lo hace el Decreto 614/84, pues lo que hace la reglamentación de 1994 es 
un intento por enmarcar las funciones que tradicionalmente se habían definido en la 
legislación pero adaptado a las condiciones y a la terminología del nuevo Sistema de 
Riesgos Profesionales. Entonces se comienza a hablar de entidades administradoras de 
riesgos profesionales, de cotizaciones y de Comités Paritarios de Salud Ocupacional.  
 
Algunos autores como Carrillo (224) han emitido su concepto frente a los compromisos y 
requerimientos que el Sistema de Riesgos Profesionales exige al empleador, indicando 
que estas obligaciones básicas dan cuenta de la sustitución y mutación del papel 
empresarial por parte de la entidades administradoras ante las contingencias laborales, lo 
cual produce que el patrono vaya desapareciendo progresivamente del terreno de lo 
prestacional y lo ubica como figura representativa en la prevención de los riesgos. En ese 
sentido, se le atribuye a las ARP la responsabilidad por responder oportunamente ante 
las prestaciones tanto asistenciales como económicas contempladas por el sistema, por 
lo que queda en cuestión el hecho de si se ha diluido la culpa patronal en el caso de 
riesgo profesional sobre todo cuando en el régimen propuesto en el Código Sustantivo 
del Trabajo, se tenía derecho a una indemnización plena por parte del trabajador 
accidentado adicional a los beneficios prestacionales para atender la contingencia laboral 
(224). Y también surge la duda de si este dolo patronal, que daría derecho a las 
indemnizaciones estimadas en el Estatuto Laboral del año 50, se puede hacer extensivo 
a situaciones en las cuales se comprueba que el empleador ha incumplido con las 
normas básicas de salud ocupacional y prevención de los riesgos profesionales, siendo 
que el no acatamiento de dichas directrices preventivas es el criterio más objetivo para 
observar esta culpabilidad empresarial en el mundo laboral contemporáneo tan 
tecnificado e institucionalmente complejo. En esa misma lógica, si el centro empresarial 
se halla en regla y consuma todos los requerimientos  relativos a la salud ocupacional no 
podrá ser demandado con éxito por culpa patronal en la configuración de un riesgo 
profesional (237).   
 
El Decreto 1295 también trabaja en su capítulo II, otra importante referencia que da 
cuenta de la participación y las obligaciones que tienen los trabajadores como 
componente fundamental de la dinámica productiva. Entre estas obligaciones se 
encuentran el  “procurar el cuidado integral de su salud; suministrar información clara, 
veraz y completa sobre su estado de salud; colaborar y velar por el cumplimiento de las 
obligaciones contraídas por los empleadores; cumplir las normas, reglamentos e 
instrucciones de los programas de salud ocupacional; y participar en la prevención de los 
riesgos a través de los comités paritarios de salud ocupacional o como vigías 
ocupacionales” (Decreto 1295/94, artículos 22 y 35, par.) (66), (238). Como es posible 
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evidenciar estos compromisos de los trabajadores siguen siendo reducidos en cuanto al 
funcionamiento del sistema y, más bien, parten del papel pasivo de la persona que se 
compromete en el desarrollo de las actividades laborales a quien básicamente se le dice 
que debe cumplir con lo establecido en el programa de salud ocupacional de la empresa sin 
entrar a cuestionar o proponer alternativas que puedan mejorar su desempeño.   
 
Si se continúa con la mención de las responsabilidades que deben cumplir los diferentes 
actores en el marco de Sistema General de Riesgos Profesionales es prioritario dar cuenta 
de la implicación que tienen las instancias gubernamentales en la materia siendo que son 
las entidades encargadas de la dirección, vigilancia y control del funcionamiento del régimen 
propuesto. Este ámbito se aborda en el capítulo VII donde adquieren el papel protagónico el 
Consejo Nacional de Riesgos Profesionales y la Dirección Técnica de Riesgos 
Profesionales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.  
 
El primero de estos estamentos tiene como funciones principales la de asesorar en la 
formulación de las estrategias y programas propios del régimen de riesgos profesionales 
en correspondencia con los planes de desarrollo estatales en el campo económico, social 
y ambiental, plantear las normas técnicas en materia de salud ocupacional insistiendo en 
las pautas de obligatorio cumplimiento sobre las actividades de promoción y prevención 
para las aseguradoras de riesgos profesionales, proponer la normativa referente a la 
recolección, transferencia y difusión de la información sobre riesgos profesionales, ayudar al 
Gobierno Nacional en las modificaciones a la tabla de clasificación de enfermedades 
profesionales, recomendar el Plan Nacional de Salud Ocupacional y aprobar el presupuesto 
general de gasto del Fondo de Riesgos Profesionales (66). Este Consejo estará integrado 
por; a) el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, o su viceministro, quien lo presidirá; b) el 
Ministro de Salud, o el viceministro; c) el Consejero de Seguridad Social de la Presidencia 
de la República, o quien haga sus veces; d) el representante legal del Instituto de Seguros 
Sociales, o su delegado; e) un representante de las entidades administradoras de riesgos 
profesionales, diferente al anterior; f) dos representantes de los empleadores; g) dos 
representantes de los trabajadores; y h) un representante de las asociaciones científicas de 
salud ocupacional.  
 
Siguiendo la jerarquía de entidades gubernamentales  aparece la Dirección Técnica de 
Riesgos Profesionales cuyas funciones se orientan a la prevención de riesgos 
profesionales, el control de los servicios de prevención de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales de las ARP, la vigilancia de las investigaciones en torno a los 
factores generadores de contingencias laborales que lleven a cabo las empresas y las 
aseguradoras, la asesoría en materia de riesgos profesionales, la formulación y desarrollo 
de planes y programas en el área de SO y medicina laboral, la elaboración del proyecto de 
presupuesto de gastos del Fondo de Riesgos Profesionales y la vigilancia de las Juntas de 
Calificación de invalidez.  
 
Esta Dirección se divide en la Subdirección Preventiva de Salud Ocupacional y en la 
Subdirección de Control de Invalidez. La Subdirección Preventiva de Salud Ocupacional se 
hará cargo de controlar la aplicación de las normas de SO en el territorio nacional, coordinar 
con el Ministerio de Salud y las entidades públicas y privadas el funcionamiento de los 
planes, desarrollar programas de divulgación, información e investigación en salud laboral, 
proponer programas de extensión para la población afiliada, establecer los procedimientos 
para la emisión de conceptos técnicos, evaluar la gestión y desarrollo de los programas de 
SO, asesorar al Director Técnico y llevar el registro estadístico de riesgos. Mientras tanto la 
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Subdirección de Control de Invalidez tiene como obligaciones controlar y vigilar la 
organización de las Juntas Nacional y Regionales de Invalidez, formular modificaciones a 
las tablas de enfermedad profesional y calificación de grados de invalidez así como orientar 
y coordinar los programas de medicina laboral y SO que adelanten las ARP (66).  
 
Por último el citado decreto introduce la denominación de Comité Paritario de Salud 
Ocupacional en vez de la de Comité Paritario de Medicina, Higiene y Seguridad Industrial 
aunque se sigue rigiendo por los parámetros de la Resolución 2013 de 1986 del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social aunque se introducen dos modificaciones (66): 
1) Se aumenta a dos años el período de los  miembros del Comité; 2) el empleador 
proporcionará, cuando menos, cuatro horas semanales de la jornada laboral de los 
miembros para el funcionamiento del Comité.      
7.6. Conclusiones del Sistema General de Riesgos 
Profesionales propuesto por el decreto 
reglamentario 1295/1994 en el marco del 
Sistema de Seguridad Social Integral 
La primera anotación que es posible hacer con respecto a la formulación del Sistema 
General de Riesgos Profesionales, que se materializa desde el punto legal en el Decreto 
1295/1994, en el contexto del Sistema de Seguridad Social Integral es que continúa con 
el foco de protección en la población del contingente laboral dependiente, ya sea del 
sector público o del privado, que se vincula a su dinámica ocupacional bajo la 
subordinación de un empleador y sometido al vínculo consagrado en el contrato de 
trabajo. Por lo tanto, las actividades que se salen de esta lógica asalariada como las que 
hacen parte del sector independiente y aquellas que se hallan en el marco de la 
informalidad laboral, siendo las tareas productivas que mayores riesgos ocupacionales 
implican para las personas, no tienen ninguna protección por parte del sistema como una 
característica que se ha reproducido históricamente en la legislación revisada en materia 
de salud ocupacional y riesgos profesionales en el país (70), (166). 
 
Otro rasgo particular que se rescata de la revisión del Decreto 1295/1994 y de la 
estructuración del régimen de riesgos profesionales, tiene que ver con que es un sistema 
preocupado de manera enfática por la prevención de los accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales ya que, como es posible observar en la legislación anterior, 
la preocupación principal se derivaba de la garantía de las prestaciones de tipo 
asistencial y de los beneficios económicos a que tenía derecho un trabajador al 
configurarse una contingencia laboral, pero no se atendía de manera oportuna la 
necesidad de generar las directrices debidas para evitar la ocurrencia de tales infortunios. 
Como lo manifiesta Arenas (166) en el libro el “Derecho Colombiano de la Seguridad 
Social” esta voluntad y esta tendencia preventiva del SGRP, se manifiesta en varios 
apartados del Decreto, destacando el hecho de que una de las finalidades institucionales 
del sistema sea la prevención de las contingencias laborales; esta predisposición es 
posible evidenciarla en la estipulación de que dependiendo del grado de cumplimiento de 
las normas de salud ocupacional que configuren la reducción de la siniestralidad laboral 
se tenga una contribución más pequeña al régimen y en la mención de responsabilidades 
específicas en materia de prevención para los actores principales implicados en la 
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dinámica laboral, cobrando papel preponderante los empleadores como responsables 
directos de la adopción de las normas preventivas en sus ámbitos laborales.  
 
Si bien estos rasgos son trascendentales en la medida que hacen patente la intención del 
sistema por cimentar su acción en una actitud comprometida con la prevención de los 
riesgos profesionales, el mismo autor reflexiona que el gesto esencial (238) que revela el 
compromiso de guiarse por la prevención como pilar básico de este componente de la 
seguridad social, es la ratificación de la vigencia de la legislación en salud ocupacional 
que se había producido en el país a lo largo de los últimos 20 años. De este modo, se 
rescatan hitos primordiales que dan cuenta del mejoramiento progresivo de las 
condiciones en las cuales se desenvuelven los trabajadores colombianos, como por 
ejemplo la obligación empresarial de constituir Comités Paritarios de Salud Ocupacional y 
de elaborar programas que tengan como objetivo la prevención de las contingencias 
laborales que pongan en riesgo el bienestar de aquel que se compromete en una 
actividad ocupacional.   
 
Este régimen de riesgos profesionales se materializa como un sistema de 
aseguramiento, proponiendo la combinación de los principios de un seguro de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales con las directrices preventivas que se habían 
consignado en la legislación en salud ocupacional, especialmente de los años 80. 
Algunos han sostenido que el SGRP opera como un seguro comercial, pero que tiene 
como principio la preocupación por realizar acciones de investigación, educación y 
prevención de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales, 
concentrándose de manera enfática por las poblaciones laboralmente más vulnerables 
del territorio nacional (223).      
 
En esa medida, se asume que su funcionamiento y la protección derivada de este 
régimen, se supeditan a la afiliación del trabajador a una entidad de riesgos profesionales 
como un proceso que será efectuado por el empleador, quien también es la figura que 
asume el valor de la contribución necesaria para la operación del SGRP (149). Entonces 
bajo la estela de la salvaguardia que presenta el trabajador que sufre alguna 
contingencia laboral, es posible garantizar a partir del sistema unas prestaciones 
mínimas asistenciales y económicas sin que estos beneficios se hallen vinculados al 
hecho de si el incidente se desarrolló por culpa del patrono; se toma como principio 
orientador la responsabilidad objetiva donde lo prioritario es la configuración de un 
incidente que inhabilita o limita al ser humano para ejercer su ocupación habitual. No 
obstante, ante la situación de que la víctima de accidente de trabajo o enfermedad 
profesional haya sobrellevado dicha contingencia por culpa o dolo comprobado de un 
patrono y que dicho incidente se corresponda con daños que el SGRP no contemple 
dentro de los amparados, se tiene la posibilidad de recurrir por vía legal a la reparación 
integral por los perjuicios causados como directrices que se salen de la lógica de la 
seguridad social y entran en el campo del derecho civil (131). 
 
Otra particularidad que hace parte de la estructura formulada para atender los riesgos 
profesionales en el país, es la estrecha vinculación existente entre el SGRP y el régimen 
contributivo de salud siendo que todas las personas adscritas al primero de estos 
sistemas son afiliados al régimen de salud. Se consigna en la reglamentación que las 
prestaciones asistenciales a que tiene derecho la persona, que se ve aquejada por 
accidente de trabajo o enfermedad profesional, deben ser atendidas por las entidades 
promotoras de salud con recargo a las aseguradoras de riesgos profesionales.  
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Partiendo de la descripción de las particularidades del Sistema General de Riesgos 
Profesionales y de las conclusiones derivadas del estudio de la legislación que cristaliza 
dicho régimen, existen en la literatura una serie de réplicas que distintos autores han 
emitido con respecto a esta formulación y esencialmente, frente a lo dispuesto en el 
Decreto 1295/1994 como aquel que organiza el funcionamiento del SGRP. En esta 
perspectiva la primera crítica que se enuncia es la del carácter esencialmente económico 
que tiene la protección de este sistema ya que básicamente se estructura como un 
seguro comercial por lo que su lógica se mueve dentro del campo del derecho mercantil 
(224); esta tendencia se aleja de las prestaciones patronales defendidas por el derecho 
el trabajo y mucho más del Sistema de Seguridad Social Integral en el cual se rescatan 
los principios de universalidad e integralidad como ejes primordiales del régimen de 
riesgos profesionales. Esta disposición ha producido que se pongan al momento de 
prescribir las políticas públicas o de emitir la legislación respectiva, los intereses 
económicos por delante de las directrices de orden social por la introducción de la lógica 
de mercado, en la cual se presenta una competencia entre las entidades aseguradoras 
que funcionan como empresas cuyo producto de comercialización son los riesgos 
profesionales.  
 
Otra referencia para tener en mente es la que efectúa Carrillo (70), quien insiste que la 
legislación en salud ocupacional y aquella que tiene como objetivo la estructuración y 
fundamentación del SGRP, se caracteriza por tener una naturaleza incipiente y por 
estarse construyendo a pedazos, como una muestra de que son muchos los asuntos de 
los que no se ocupa la legislación propuesta y muchas las preguntas a las que no se da 
respuesta en el marco normativo, por ejemplo los casos en los que se comprueba dolo 
patronal.     
 
Un cuestionamiento que se ha hecho extensivo a lo largo del presente documento y que 
toma vigencia con motivo de la estipulación de este régimen de riesgos profesionales, es 
el de la limitación del campo de aplicación del sistema a los trabajadores dependientes 
que se hallan en situación de subordinación laboral y bajo la figura legal del contrato de 
trabajo, ya sean del sector público o privado (224). Si bien existe la posibilidad de la 
afiliación voluntaria de los trabajadores independientes al SGRP, se identifican varias 
dificultades de carácter nuclear que ponen en cuestión la verdadera intención y voluntad 
de la reglamentación propuesta para integrar a este contingente de obreros a las 
protecciones emanadas en riesgos profesionales por el Sistema Integral de Seguridad 
Social (224).  
 
En sintonía con lo anterior es posible referenciar las nociones tanto de accidente de 
trabajo como de enfermedad profesional, en las cuales se hace especial énfasis en que 
este tipo de situaciones infortunadas se presenten por causa o con ocasión del trabajo, 
cuando esta expresión ha sido interpretada en la perspectiva histórica como los eventos 
que ocurren bajo el espectro de la subordinación laboral en el cumplimiento de los 
deberes contemplados en un contrato laboral. Por lo tanto, los independientes se ven 
marginados de tal acepción siendo que en ellos muchas veces la figura de empleador y 
víctima se funden en una única persona y el rango de tareas que hacen parte de lo 
laboral, se extienden más allá de los escenarios y tiempos que se conciertan para un 
trabajador dependiente erigiéndose como un asunto complicado el diferenciar entre lo 
que hace parte del campo de lo cotidiano y lo que pertenece al campo de lo profesional. 
De tal manera, y tal como lo sostiene Carrillo (224), la protección que el Sistema Integral 
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de Seguridad Social propone brindar a los trabajadores independientes no se guía por 
criterios orientadores en cuanto a lo que se entiende por profesional por lo que para el 
autor este esfuerzo es una forma estilizada de presentar como novedosa la 
institucionalización de un simple seguro propio del derecho comercial.  
 
Por lo tanto se convierte en una labor esencial el estipular los criterios y directrices que 
posibiliten la determinación y calificación de una contingencia como de origen laboral 
para los independientes, siendo que en la actividad económica que llevan a cabo el nexo 
de causalidad no se guía por los criterios tradicionales, sino que deben ser construidos 
nuevos estándares que lleven a que el SGRP sea para esta fuerza laboral más que un 
simple contrato comercial en caso de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales y se convierta en un verdadero sistema de protección frente a los riesgos 
profesionales enmarcado en una política de seguridad social integral. De no llevarse a 
cabo tal tarea es muy probable que en este escenario se origine un paralelismo y una 
colisión de competencias entre la protección asistencial del sistema de salud, los 
beneficios económicos del régimen de pensiones (invalidez y sobrevivientes) y las 
prestaciones emanadas desde el ámbito de los riesgos profesionales, siendo que existe 
una línea muy fina para los independientes entre los incidentes de orden laboral y 
aquellos de tipo común (224).     
 
García (234), en su particular descripción y diagnóstico del funcionamiento del Sistema 
General de Riesgos Profesionales, presenta unas cifras que dan cuenta de la lentitud que 
ha caracterizado la implantación de este régimen, siendo que los actores principales no 
han cumplido con las obligaciones básicas que les corresponden en el marco del 
funcionamiento del sistema. Con tal idea, el autor se remite a los datos presentados en la 
Encuesta Nacional de Condiciones de Salud y Trabajo en el Sistema General de Riesgos 
Profesionales (Ministerio de la Protección Social, 2007), en la que se reseña que casi el 
50% de las empresas evaluadas no implementan actividades de prevención de riesgos 
profesionales y salud ocupacional, que un 25% de los empleadores calificaron como 
deficientes o de mala calidad los servicios de la aseguradora a la que se hallan adscritos 
en riesgos profesionales y que se presenta discriminación entre los centros grandes de 
trabajo y las empresas pequeñas ya que las primeras manifiestan una mejor cobertura de 
los servicios prestados por la ARP.  
 
Del mismo modo, la encuesta se pronuncia con preocupación con relación a la baja 
afiliación en riesgos profesionales que exponen sectores como la agricultura, la 
silvicultura, la caza, pesca, los servicios sociales, las personas del servicio doméstico, 
entre otros, dando cuenta de las limitaciones a las que todavía debe hacer frente el 
sistema (234). Esto sumado a las deficiencias de carácter humano y técnico que ha 
tenido el Ministerio de la Protección Social para apersonarse de la dirección, vigilancia y 
control del SGRP y del cumplimiento por parte de todos los actores involucrados en el 
régimen de las obligaciones que les corresponden en el contexto del sistema.    
 
Otra deficiencia que se ha revelado con la instauración del Sistema es que muchos 
empleadores piensan que el encontrarse afiliado a una aseguradora de riesgos 
profesionales y pagar la contribución respectiva, los libera de los deberes en materia de 
salud ocupacional cuando precisamente esa se convierte en la obligación principal del 
patrono en la estructura de este régimen, la responsabilidad preventiva. Esta tendencia 
tiene que ver con la modificación que se configura de un sistema de responsabilidad 
directa por los riesgos profesionales a una estructura de respuesta objetiva ante dichas 
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contingencias, por lo que el patrono de la actividad económica no implementa de manera 
oportuna los controles y medidas necesarios para prevenir la ocurrencia de accidentes de 
trabajo o enfermedades profesionales porque igual el SGRP tiene que responder por las 
prestaciones sin entrar a considerar si se comprueba dolo patronal o no.  
7.7. Otras reglamentaciones 
Como se hizo expreso en párrafos anteriores, existen además del Decreto 1295/94 otras 
reglamentaciones que desarrollan de modo directo el Sistema General de Riesgos 
Profesionales, regulando su operación y funcionamiento por lo cual se vuelve en 
trascendental el referenciar dichas preceptivas para tener un panorama mucho más 
amplio de los aspectos que contempla este régimen de la seguridad social colombiana. 
En esa medida se presenta el Decreto 1771 de 1994 (239), por el que se reglamenta 
parcialmente el Decreto 1295/1994, incluyendo entre sus puntos más significativos la 
obligación de las Administradoras de Riesgos Profesionales de realizar los reembolsos a 
las entidades administradoras de salud cuando hayan prestado la atención del caso a las 
víctimas de accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, los requerimientos para 
efectuar dichas restituciones, la repetición contra otras ARP que hayan asumido en el 
pasado el riesgo profesional que se configure en enfermedad profesional, el ingreso base 
de liquidación para determinar las prestaciones económicas, entre otros. Se rescata el 
apartado dispuesto en el artículo 12 de esta reglamentación en el cual se le otorga a la 
entidad de riesgos profesionales la oportunidad de repetir contra los terceros implicados 
en la configuración del riesgo profesional en los que se compruebe responsabilidad, 
dejando abierta la posibilidad de instaurar las acciones legales necesarias para obtener 
una indemnización total por perjuicios.  
 
El Decreto número 1772 del 3 de agosto de 1994 (240) reglamenta la afiliación y las 
cotizaciones al Sistema General de Riesgos Profesionales, determinando quienes se 
suponen como afiliados obligatorios al sistema los cuales coinciden con lo establecido en el 
Decreto 1295/94, a excepción de los estudiantes que ejecutan trabajos que signifiquen 
fuentes de ingreso para una institución e involucren riesgo ocupacional, y sin emitir 
concepto con respecto a la situación de los trabajadores independientes. Así mismo, en 
esta reglamentación se dictan disposiciones en cuanto a los formularios de afiliación, los 
cambios de ARP y la continuidad de la afiliación. En el capítulo II se toca el tema de las 
cotizaciones, estipulando que estos pagos se fijarán con base en la actividad económica 
del empleador, el índice de lesiones incapacitantes de cada centro empresarial así como 
el cumplimiento de las políticas y la ejecución de los programas sobre salud ocupacional. 
Como bien se había apuntado en el Decreto 1295/94, esta contribución depende 
exclusivamente del  empleador como responsable de los riesgos creados en el contexto 
de la actividad económica que desempeña.  
 
El Decreto número 1833 de agosto 3 de 1994 (241), determina la administración y 
funcionamiento del Fondo Nacional de Riesgos Profesionales, siendo ésta una cuenta 
especial de la nación adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que tiene por 
objetivo adelantar estudios, campañas y acciones de educación, prevención e investigación 
de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales en el territorio nacional (artículo 
1 y 2). En la reglamentación se precisan las obligaciones de las entidades administradoras 
del Fondo de Riesgos Profesionales así como los recursos de este Fondo tomando parte de 
las cotizaciones generales al sistema, los aportes del presupuesto nacional, las multas 
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referidas en el decreto 1295, los recursos que aporten las entidades territoriales para planes 
de prevención de riesgos profesionales y las donaciones que reciba. 
 
De los decretos pronunciados ese mismo día de agosto de 1994 es necesario hacer notar el 
Decreto 1834 (242), como aquel que emite concepto acerca de la administración y 
funcionamiento del Consejo Nacional de Riesgos Profesionales, determinando los 
representantes que harán parte del mismo, tanto de las administradoras de riesgos 
profesionales, de los empleadores (incluyendo candidatos de la Asociación Nacional de 
Industriales, la Asociación Colombiana Popular de Industriales, la Federación Nacional de 
Comerciantes, la Cámara Colombiana de la Construcción y la Sociedad Colombiana de 
Agricultores de Colombia) y de las asociaciones científicas de salud ocupacional. Los 
representantes al Consejo tendrán un período de dos años.    
 
La Ministra de salud, María Teresa Forero, en el año de 1996 expide la Resolución 2318 
de julio 15 de 1996 (243) por la que se reglamenta la expedición de licencias de salud 
ocupacional para personas naturales y jurídicas. En primer lugar, se resuelve que son las 
Direcciones Seccionales y Locales de Salud quienes tendrán la función de expedir y 
renovar las licencias de SO a las personas naturales o jurídicas (Artículo 1). De la misma 
manera, en los artículos 3 y 4 se hace diferenciación entre los requisitos que se le 
demandan a una persona natural frente a los solicitados para personas públicas. Además 
en el artículo 5 de la Resolución se hace referencia a la vigencia de las licencias, la cual 
será de diez años las que podrán ser renovadas por un término igual si se cumplen con 
las exigencias estipuladas. Para terminar, en el artículo 14 se acuerda que las 
Direcciones Seccionales o Locales de Salud enviarán a la Subdirección de Salud 
Ocupacional del Ministerio de Salud, un listado trimestral de las licencias otorgadas.  
 
La Resolución número 4288 de noviembre 20 de 1996 del Ministerio de Salud (244) es la 
directriz normativa que aborda lo relativo al Plan de Atención Básica (PAB) del Sistema 
General de Seguridad Social como el “conjunto de actividades, intervenciones y 
procedimientos, de promoción de la salud, prevención de la enfermedad, vigilancia en 
salud pública y control de factores de riesgo dirigidos a la colectividad”. Siendo una de las 
finalidades trascendentales de la regulación la caracterización de las competencias 
territoriales para la consumación de este PAB, el capítulo II dispone las obligaciones que 
los municipios y los distritos desarrollarán en el contexto de las acciones en salud 
pública, destacando las actuaciones dirigidas a la promoción de la salud integral de los 
trabajadores del sector informal de la economía, como una aproximación que pretende 
llegar a las poblaciones laborales más vulnerables a partir de estrategias en salud pública 
que se salen de la lógica predominante del esquema de riesgos profesionales que ha 
concentrado su protección en los trabajadores dependientes. En sintonía con lo anterior, 
el artículo 12° hace mención a las responsabilidades de las entidades territoriales en 
cuanto a la vigilancia en salud pública y control de factores de riesgo, resaltando como 
prioridad el control de los determinantes que afecten la salud de los trabajadores del 
sector informal y de los independientes. Es posible entender estas referencias como un 
somero intento por rescatar el ámbito de la salud ocupacional de la marginalidad 
derivada del predominio de la perspectiva de los riesgos profesionales, aunque vale la 
pena recordar que esta reglamentación se ocupa de otros asuntos y no se concentra 
prioritariamente en el bienestar del trabajador sino que únicamente hace una mención 
aislada de su preocupación por los informales.       
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Un asunto que en casi ninguna reglamentación aparece normado es la incidencia de 
muerte por causa de los accidentes de trabajo o enfermedades profesionales que sufre el 
trabajador en la ejecución de sus funciones. Frente a esto, el Decreto 1530 de agosto 26 
de 1996 (245), en su artículo 4, señala la necesidad de llevar a cabo una investigación, 
por parte del empleador junto con el Comité Paritario de SO, con el objetivo de 
determinar las causas asociadas al fallecimiento de un trabajador por accidente de 
trabajo.   
 
El Decreto 16 de enero 9 de 1997 (246) reglamenta la integración del funcionamiento y la 
red de los comités nacionales, seccionales y locales de salud ocupacional retomando lo 
considerado en el decreto 586 de 1983, el decreto 614 de 1984 y el decreto ley 1295 de 
1994 para ajustarlo al Sistema General de Riesgos profesionales. El artículo 2 hace 
referencia a la conformación de una red de comités de salud ocupacional la cual será 
encabezada por el Comité Nacional y en la que se incluyen la totalidad de los comités 
seccionales y locales de salud ocupacional. Cada comité debe ajustarse a los planes 
nacional, departamental y locales de salud ocupacional, así como a los lineamientos de 
la Dirección Técnica de Riesgos Profesionales del Ministerio de Trabajo y a las 
determinaciones del Comité Nacional de SO.  
 
En el artículo 7 de esta normativa se hace alusión a las funciones del Comité Nacional de 
Salud Ocupacional entre las que encuentran la de servir de órgano consultor en materia 
de la elaboración de las políticas públicas y la implementación del Plan Nacional de 
Salud Ocupacional, determinar los acciones y programas que con base en el PNSO 
desarrollará en articulación con los comités seccionales y locales, recomendar la 
formulación de la reglamentación del caso para el adecuado funcionamiento del SGRP, 
promover la generación de campañas de divulgación y capacitación en la prevención de 
las contingencias laborales, efectuar el seguimiento y vigilancia del cumplimiento de las 
normas de salud ocupacional a partir del sistema de información de la red de los comités, 
impulsar proyectos para la formación del talento humano y la investigación científica, 
sugerir los estándares básicos de vigilancia epidemiológica en salud ocupacional en 
concordancia con las entidades nacionales e internacionales, encaminar el accionar de 
los comités seccionales y locales en el país conforme a las directrices de las entidades 
directivas del SGRP, generar investigación en el área del Sistema de Riesgos 
Profesionales, solicitar la cooperación de las instituciones públicas o privadas para el 
estudio de temas relativos al Sistema, llevar a cabo el seguimiento a las comisiones 
nacionales de salud ocupacional de los diferentes sectores, participar en las comisiones 
determinadas en los sectores de trabajo, salud, educación y medio ambiente, así como 
evaluar el Plan Nacional de Salud Ocupacional.  
 
La Ley 378 de julio 9 de 1997, aprueba el Convenio 161 de la OIT sobre los servicios de 
salud en el trabajo. Entonces, en su artículo 1, el Convenio designa lo que entiende por 
este tipo de servicios:   
 
La expresión servicios de salud en el trabajo designa unos servicios investidos de 
funciones esencialmente preventivas y encargados de asesorar al empleador, a los 
trabajadores y a sus representantes en la empresa acerca de: i) Los requisitos 
necesarios para establecer y conservar un medio ambiente de trabajo seguro y 
sano que favorezca una salud física y mental óptima en relación con el trabajo; ii) 
La adaptación del trabajo a las capacidades de los trabajadores, habida cuenta de 
su estado de salud física y mental (247).  
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Siguiendo el mismo Convenio 161 de la OIT, el artículo 5 da cuenta de las funciones de 
los servicios de salud en el trabajo entre las que se destacan: la identificación y 
evaluación de los riesgos que afectan la integridad de la persona en el trabajo, la 
vigilancia de los factores del medio ambiente de trabajo y de las prácticas que puedan 
afectar el bienestar ocupacional, el asesoramiento sobre la planificación y la organización 
del trabajo (en donde se incluyen el diseño de los lugares de trabajo, selección, 
mantenimiento y estado de las máquinas y sobre las sustancias utilizadas), la 
participación en la elaboración de planes orientados al mejoramiento de las prácticas de 
trabajo, el apoyo y recomendación en materia de salud, seguridad e higiene en el trabajo, 
la vigilancia de la salud de los trabajadores, la asistencia para la adopción de medidas de 
rehabilitación profesional, la colaboración en la difusión de información en materia de 
salud e higiene en el trabajo, la organización de los primeros auxilios así como de la 
atención de urgencias y la participación en el análisis de los accidentes de trabajo y de 
las enfermedades profesionales.  
 
El Decreto 2140 del 20 de octubre de 2000 (248) crea la Comisión Intersectorial para la 
protección de la salud de los trabajadores la cual estará integrada por el Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social y el Ministro de Salud. Básicamente se proponen entre las 
funciones de dicha comisión la de estudiar los procedimientos para extender la cobertura 
del SGRP de los trabajadores del sector informal, producir planes de trabajo intersectorial 
que tengan como objeto la prevención de los riesgos ocupacionales con énfasis en las 
actividades de alto riesgo, estipular los parámetros para la calificación de los eventos 
como riesgos profesionales, las condiciones para la prestación de los beneficios 
asistenciales y los criterios de reporte y sistematización en el marco del Sistema Integral 
de Seguridad Social, implementar un sistema de vigilancia epidemiológica de modo que 
sea posible contar con la información en materia de riesgos profesionales, impulsar la 
generación del Plan Nacional de Salud Ocupacional y promover su ejecución así como 
estipular los mecanismos de coordinación en cuanto a la vigilancia y control del 
cumplimiento de la normativa en salud ocupacional.  
 
Se resalta el reconocimiento de parte del Gobierno Nacional de la problemática de 
afiliación que viven los independientes en el contexto del Sistema General de Riesgos 
profesionales y de la intención de esta Comisión por idear mecanismos para promover la 
adscripción de este contingente laboral a la protección emanada por el Sistema Integral 
de Seguridad Social en el componente de riesgos profesionales. A pesar de esto, y tal 
como se ha hecho visible en líneas anteriores, no basta con plantear la voluntad de 
integrar a estas personas a la estructura del Sistema General de Riesgos Profesionales 
sino que se convierte en una tarea prioritaria el formular transformaciones estructurales a 
la legislación y las políticas para que este propósito sea una realidad.     
 
El Decreto número 1607 de julio 31 de 2002 (249) modifica la Tabla de Clasificación de 
Actividades Económicas para el Sistema General de Riesgos Profesionales. Según el 
artículo 1 este decreto se aplica a los afiliados al Sistema y tiene como móvil caracterizar 
las diferentes actividades ocupacionales a las que pueden dedicarse las empresas, 
establecer el tipo de riesgo al que están expuestos los trabajadores en el desempeño de 
dichas tareas y referir el código de la Clasificación Internacional de Ocupaciones. Ahora, 
cuando una actividad productiva no se encuentre dentro del contenido de la tabla, el 
empleador y la administradora de riesgos profesionales tienen la facultad de llevar a cabo 
la clasificación teniendo en cuenta las materias primas utilizadas, los materiales e 
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insumos que se requieren, los medios de producción, procesos, almacenamiento y 
trasporte. Cuando se efectúe la categorización de esta nueva labor, la ARP tiene que 
comunicarla a la Dirección General de Salud Ocupacional y Riesgos Profesionales del 
Ministerio de Trabajo con el fin de que se promueva su inclusión en la Tabla de 
Clasificación. En el artículo 5 de este decreto se indica que esta normativa deroga el 
decreto 2100 de 1995.  
 
Con la Sentencia C-452 del año 2002 se declaran inexequibles 18 artículos del Decreto 
1295 de 1994 por lo que se promulga la Ley 776 de 2002 para reemplazar las directrices 
retiradas (223), (250). Esta normativa dicta parámetros sobre la organización, 
administración y prestaciones del Sistema General de Riesgos Profesionales. En primera 
instancia, se fija que todo afiliado al Sistema que sufra un accidente o una enfermedad 
profesional, tiene derecho a recibir los servicios asistenciales requeridos y a que se le 
reconozcan las prestaciones económicas pertinentes las cuales dependerán de la 
afiliación a la administradora de riesgos profesionales. Se entregan definiciones de lo que 
la ley entiende como incapacidad temporal, en la cual se limita la capacidad laboral por 
un periodo de tiempo determinado (en concordancia con lo que sostiene el Código 
Sustantivo del Trabajo) y en la que el empleador está obligado a ubicar al trabajador en 
el mismo cargo que desempeñaba o en otro que se ajuste a su capacidad si recupera 
sus facultades.  
 
Entonces, en las situaciones en las que al trabajador se le defina un accidente o 
enfermedad profesional que conlleve incapacidad temporal, el afectado recibirá un 
subsidio equivalente al 100% de su salario básico de cotización, calculado desde el día 
siguiente que ocurrió la eventualidad y hasta por 180 días (mismo período que han 
definido las reglamentaciones anteriores en la materia). En cuanto a la incapacidad 
permanente parcial se acuerda que ostenta esta condición el sujeto que sufre una 
disminución definitiva entre el 5% y el 50% de su capacidad laboral como consecuencia 
de un accidente de trabajo o enfermedad profesional. Esta incapacidad es atribuida por 
una comisión médica interdisciplinaria. La indemnización para el afiliado al Sistema será 
de acuerdo al daño que haya sufrido entre 2 y 24 salarios mínimos base de liquidación.  
 
El SGRP entiende como inválida a la persona que, como consecuencia del ejercicio de 
sus actividades laborales, pierda el 50% o más de su capacidad laboral, teniendo en 
consideración el Manual Único de Calificación de Invalidez. Como se hizo alusión en el 
párrafo anterior, la calificación de la pérdida laboral se realizará por un equipo 
interdisciplinario y de no haber consenso, se acude a las Juntas de Calificación de 
Invalidez. En el artículo 10 se toca el tema de los montos de pensiones en donde 
depende del porcentaje de pérdida de la capacidad laboral para precisar el valor de 
dichas prestaciones. También se emiten directrices con relación a la pensión de 
sobrevivientes para las personas que sufren accidentes de trabajo o enfermedades 
laborales con un desenlace fatal.  
 
Un hecho de trascendencia es la fusión que se presenta entre el Ministerio de Salud y el 
Ministerio de Trabajo por lo que se hace necesario citar el Decreto 205 de febrero 2 de 
2003 (251), en el que se describen los objetivos, estructura orgánica y las funciones del 
Ministerio de Protección Social. En  el artículo 1 se habla de que los objetivos del nuevo 
Ministerio se dirigen hacia la formulación, adopción, dirección, coordinación, ejecución, 
control y seguimiento del Sistema de la Protección Social dentro de las directrices 
generales de la ley, los planes de desarrollo y los lineamientos del Gobierno Nacional. 
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Entonces, plantea en su artículo 2 las funciones de dicha entidad de las cuales me 
permito citar del texto las que se ajusten al contexto del trabajo en desarrollo, es decir, 
relativos con el tópico de salud ocupacional (251).   
 
 Formular, dirigir y coordinar la política social del Gobierno Nacional en las áreas 
de empleo, trabajo, nutrición, protección y desarrollo de la familia, previsión y 
Seguridad Social Integral. 
 Definir las políticas y estrategias para enfrentar los riesgos promoviendo la  
articulación de las acciones del Estado, la sociedad, la familia, el individuo y los 
demás responsables de la ejecución y resultados del Sistema de Protección 
Social. 
 Definir políticas tendientes a facilitar la divulgación para el reconocimiento y 
pleno conocimiento de los derechos de las personas en materia de empleo, 
trabajo, previsión y seguridad social y protección social, así como la información 
relativa a los avances en materia de cuidado, protección y mejoramiento de la 
calidad de vida. 
 Formular, en lo relativo a la Ley 789 de 2002, las políticas de formación del 
recurso humano, capacitación y aprendizaje para armonizarlas con las 
necesidades económicas y las tendencias de empleo. 
 Definir y velar por la ejecución de las políticas, planes y programas en las áreas 
de salud ocupacional, medicina laboral, higiene y seguridad industrial y riesgos 
profesionales, tendientes a la prevención de accidentes de trabajo y de 
enfermedades profesionales. 
 Definir, desarrollar y coordinar políticas en materia de trabajo, empleo, 
seguridad y protección social para el sector informal de la economía, el sector 
no dependiente y el sector rural, y promover la ampliación de la cobertura de la 
seguridad y la protección social en los mismos. 
 Definir, regular y evaluar el cumplimiento de las normas técnicas y las 
disposiciones legales relativas al control de los factores de riesgo 
medioambientales en especial los derivados del consumo y del trabajo. 
 
El Decreto 2800 de octubre 2 de 2003 (252) aborda la problemática relacionada con la 
afiliación al Sistema General de Seguridad Social por parte de los trabajadores 
independientes, determinando los requerimientos para afiliarse al sistema, la forma como 
se calcularán las cotizaciones, el ingreso base de liquidación para las prestaciones que 
deban ser reconocidas así como las normas con las que se compromete el trabajador 
independiente al afilarse al sistema. En el preámbulo de la reglamentación se reconoce 
que la tarea de vincular a este contingente laboral a las protecciones del SGRP no es 
posible realizarla en un solo envión sino que implica la progresividad; por lo tanto, se 
comenzará dicha labor con los independientes que se hallen en el marco de un contrato 
de índole civil, comercial o administrativo con otras personas, sean éstas naturales o 
jurídicas.  
 
El trabajador al cual se dirigen las directrices instauradas en esta preceptiva deben 
ceñirse a ciertos principios o requisitos entre los que se encuentran desempeñar la 
actividad de manera personal y por cuenta y riesgo propio, que en el contrato se estipule 
la labor y el lugar en el cual se supone que el independiente ejercerá sus funciones y que 
en dicho vínculo laboral se acuerde el valor de la remuneración por los servicios 
prestados y el tiempo de la tarea desempeñada. Si se pone especial atención a los 
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principios consignados en esta reglamentación, son similares a los que caracterizan el 
trabajo regulado por el derecho laboral como aquel que se ha codificado históricamente 
en la legislación social de nuestro país, como si se pretendiera adaptar a los criterios de 
lo laboral este tipo de contratos de carácter civil y comercial. Aun cuando no se mencione 
de manera explícita el elemento de la subordinación laboral frente a la figura del 
empleador, con ocasión de este decreto se hace una asimilación entre el patrono clásico 
del derecho laboral y el contratante de los servicios prestados por esos independientes, 
por lo que no sorprende que en el artículo 3º de esta norma, se instituya que quien 
realizará la afiliación al régimen de riesgos profesionales es aquel que contrata la labor 
del particular.  
 
Llama la atención el artículo 5º del decreto expuesto en el que se trabaja lo referente a 
las cotizaciones, poniendo tal responsabilidad en la cabeza del trabajador independiente 
y cuyo valor se determinará en concordancia con la reglamentación consignada en el 
Decreto 1295/1994. También se retoman las reglas de la directriz de 1994 en cuanto a la 
determinación de los riesgos profesionales de accidente de trabajo y enfermedad 
profesional, adoptando las medidas en torno al grado de pérdida de la capacidad laboral 
de dicha normativa y prolongando la vigencia de lo contemplado en el 1295, cuando ya 
se han señalado las dificultades estructurales que precisamente obstaculizaban la plena 
adscripción del personal independiente a las protecciones del Sistema.  
 
En cuanto a las obligaciones del trabajador independiente son básicamente las mismas 
que incluía el artículo 22 del Decreto 1295, que se han replicado en otras normas en la 
materia de salud ocupacional y tienen que ver con procurar el cuidado de su salud, hacer 
parte de las acciones preventivas organizadas por el Comité Paritario o el Vigía 
Ocupacional de la empresa contratante, cumplir con las directrices de prevención de los 
riesgos profesionales y emplear los elementos y equipos de protección personal para la 
labor especifica desempeñada;  es posible evidenciar que los independientes a los que 
se dedica el Decreto 2800/2003 están bajo la sombra de una organización empresarial o 
de un patrono por lo que tienen una cercanía o similitud bastante grande con los obreros 
dependientes de la misma organización comercial. El mismo artículo 15 otorga soporte a 
esta aseveración, al indicar que los contratantes deberán incluir a la persona 
independiente en las actividades propias del programa de salud ocupacional de la 
empresa en correspondencia con la promoción del bienestar del personal y de la 
prevención de los riesgos profesionales, por lo que el independiente se asimila al 
trabajador dependiente.        
 
Frente a la formulación de este proyecto de incorporación de los trabajadores 
independientes a la protección del SGRP, consignada en el Decreto 2800 de 2003, se 
adhiere a la opinión de Arenas (253) quien hace visibles varias limitaciones que contiene 
dicha reglamentación para imponerse con un impacto significativo en la dinámica laboral 
del país. El experto sostiene que este estatuto no se preocupa por la salvaguardia del 
verdadero independiente quien se caracteriza por desempeñarse en varias dinámicas 
laborales de bienes y servicios, sino que se limita únicamente al contratista de servicios 
como aquel que habitualmente trabaja para un contratante. Es más, en varias ocasiones 
este tipo de vínculos civiles y comerciales esconden relaciones de trabajo que formarían 
parte del campo del derecho laboral por lo que se erige como injusto la situación de que 
se le atribuya la responsabilidad al trabajador de asumir el valor de la cotización haciendo 
más complicada y precaria su condición laboral. Otro apunte que refiere el autor 
señalado es al que se hizo mención en líneas anteriores donde se retoman las directrices 
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del Decreto 1295 para regular la situación del independiente, cuando se ha indicado que 
debe efectuarse una transformación en los criterios determinantes del riesgo profesional 
para este contingente laboral, siendo que la subordinación laboral ya no sería el principio 
rector para certificar el carácter laboral de un accidente de trabajo o enfermedad 
profesional.                 
 
Otro decreto que se trabaja en el marco del Sistema General de Seguridad Social es el 
2090 de 2003 (254) en el que se definen las actividades de alto riesgo para la salud del 
trabajador y se modifican las condiciones de los trabajadores que laboran en dichas 
actividades. Según el artículo 1 las actividades de alto riesgo son las que disminuyen la 
expectativa de vida saludable o plantean la necesidad de retiro de las funciones que la 
persona ejecuta en su trabajo. Por lo tanto, se tienen que actividades como los trabajos 
en minería, los trabajos que impliquen la exposición a altas temperaturas, a radiaciones 
ionizantes o a sustancias cancerígenas, la labor de los técnicos aeronáuticos con 
funciones de controladores de tránsito aéreo, en el Cuerpo de Bomberos o las tareas del 
personal dedicado a la custodia y vigilancia de los internos en los centros de reclusión 
carcelaria, son ocupaciones que implican riesgos para el bienestar de la persona. 
Teniendo en cuenta este tipo de labores, se les concederá la pensión especial de vejez al 
cumplir 55 años de edad y tener el mínimo de semanas cotizadas para el Sistema 
General de Pensiones.   
 
La Resolución número 0156 de 2005 del Ministerio de Protección Social (255) se ocupa 
de la adopción de los formatos de accidente de trabajo y enfermedad profesional, 
insistiendo en la obligación del empleador de notificar a la entidad promotora de salud y a 
la correspondiente administradora de riesgos profesionales en la que se encuentre 
afiliado el trabajador, sobre la ocurrencia de un accidente de trabajo o enfermedad 
profesional. Estos informes de accidentes de trabajo y enfermedad profesional procuran 
dar aviso de lo ocurrido al trabajador ante las instancias correspondientes, servir como 
prueba de inicio para la determinación del origen del evento en el que se desea 
determinar las causas o circunstancias que llevaron a la eventualidad, estipular 
actividades de prevención de accidentes de trabajo y enfermedad profesional, entre otras 
finalidades.  
 
Partiendo de la intención de consumar una serie de modificaciones en el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud para facilitar la prestación de servicios a los 
usuarios en el marco del régimen de salud, El Congreso de la República de Colombia 
formula en enero del año 2007 la Ley 1122 (256) la cual presenta repercusiones en el 
campo de estudio analizado en este documento que es el de los riesgos profesionales y 
la salud ocupacional. En este precepto se incluye una acepción de lo que se entiende 
como Salud Pública concibiéndola como una serie de medidas de carácter político, que 
tienen como finalidad el favorecimiento de la salud de la población mediante la 
implementación de acciones de salubridad, tanto individuales como colectivas, siendo las 
consecuencias y resultados derivados de tales actividades indicadores de vida, bienestar 
y desarrollo de una sociedad.  
 
Partiendo de tal noción se estipula en el artículo 33 de la normativa el compromiso 
gubernamental de estructurar un Plan Nacional de Salud Pública (PNSP) para cada 
cuatrienio, como directriz articulada con el Plan Nacional de desarrollo, que se orienta por 
el propósito de prevenir los principales factores de riesgo para la salud poblacional así 
como fomentar modos y estilos de vida saludables, fortaleciendo la capacidad de los 
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ciudadanos y de los niveles territoriales para actuar efectivamente. En la estructura de 
esta política se destacan una serie de situaciones de salud y patologías de interés que se 
resaltan como prioridades nacionales en salud pública, las cuales deben estar 
contempladas dentro de las intervenciones del Plan Obligatorio de Salud así como en el 
marco de las actividades colectivas a cargo de la nación del Plan de Intervenciones 
Colectivas que reemplazará al Plan de Atención Básica. En líneas posteriores se podrá 
comprobar si la salud laboral se inserta en la disposición del Plan Nacional de Salud 
Pública como prioridad en salud pública y de cuáles son tanto las metas como las 
estrategias para lograr favorecer el bienestar físico y mental del trabajador colombiano.      
 
La Resolución 2346 de 2007 del Ministerio de la Protección Social (257) nos permite 
estudiar el tópico de las evaluaciones médicas ocupacionales las cuales son un sustrato 
básico para valorar las características físicas, psicológicas, emocionales y sociales del 
trabajador con relación a la labor que ejecuta y el medio ambiente en el que se 
desenvuelve, como medio para favorecer la generación de programas de salud 
ocupacional que mejoren el bienestar general de las personas. De esta forma, el artículo 
2 define este tipo de valoraciones como una acción en la cual se indaga a la persona 
acerca de los factores de riesgo a los que tiene que verse expuesto en el ejercicio de sus 
funciones laborales y si éstos agentes han tenido alguna influencia en su salud. 
 
Como se ha hecho manifiesto a lo largo de este escrito, las regulaciones en la materia de 
salud laboral deben insertarse en el marco de todas las políticas de los diferentes 
sectores del gobierno y la sociedad, por lo que se convierte en un ejercicio necesario el 
ubicar las referencias que hace el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 cristalizado en 
la Ley 1151 de 2007 (258). En esa medida, el capítulo II que hace una descripción de los 
programas de inversión de dicho proyecto gubernamental, contiene el punto 1 
denominado reducción de la pobreza y promoción del empleo y la equidad, que 
contempla parámetros en torno a los sistemas de protección social de la población, 
buscando que en el sistema de riesgos profesionales se aumente tanto la afiliación como 
el número de las empresas adscritas y que dicha incorporación a riesgos profesionales 
se haga conjunta con la adscripción al régimen de pensiones.  
 
Del mismo modo, el punto 4 que se designa crecimiento alto y sostenido: la condición 
para un desarrollo con equidad, incorpora una estrategia de emprendimiento productivo 
teniendo como una de sus premisas la promoción del capital humano la cual será llevada 
a cabo a partir del fortalecimiento de los programas de nutrición y promoción de hábitos 
saludables, posibilitando la inclusión de tecnología biomédica en el país y la extensión de 
la cobertura y acceso al Sistema General de Riesgos Profesionales.    
 
Con el propósito de destacar la esfera de la salud ocupacional desde una visión de salud 
pública es menester hacer mención obligada al Decreto 3039 de agosto de 2007 (259),  
siendo que se trata de la estructura normativa que organiza el Plan Nacional de Salud 
Pública 2007-2010. En esa medida, la primera tarea es identificar si efectivamente el 
asunto de la salud laboral aparece dentro de las prioridades prescritas en salud pública 
para el país por lo que se destaca el numeral 9 de este precepto que precisa que la 
seguridad en el trabajo y las enfermedades de origen laboral es una temática de interés 
nacional. El documento que trabaja el Plan Nacional presenta en el capítulo VI las 
responsabilidades de los actores en el sector salud, colocando a la nación como ente de 
dirección en la adecuada puesta en operación de esta directriz de política; como 
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funciones relacionadas con la cuestión de los riesgos profesionales y la salud 
ocupacional se contemplan la de establecer las actividades de prevención, mitigación y 
superación de los riesgos relacionados con la dinámica laboral concentrándose de 
manera especial en los trabajadores del sector informal, coordinar la vigilancia y control 
del funcionamiento de las ARP en cuanto a su accionar en el manejo de los riesgos 
profesionales así como desarrollar y administrar un sistema nacional de vigilancia de los 
riesgos profesionales y ocupacionales en coordinación con los actores implicados en 
salud laboral.  
 
Siguiendo con la revisión de las obligaciones y compromisos de los diferentes actores 
involucrados en la ejecución del PNSP, se hace alusión a las administradoras de riegos 
profesionales como responsables de efectuar el análisis de la situación de salud de la 
población afiliada, articularse con las entidades territoriales con la intención de definir las 
metas relacionadas con los riesgos profesionales en concordancia con el Plan de Salud 
Territorial, formular y poner en marcha el plan anual de acción de prevención de riesgos 
profesionales para las empresas que se hallan afiliadas a su estructura (partiendo de 
criterios como los peligros a los cuales están expuestos los trabajadores de determinado 
centro empresarial, la actividad económica desarrollada por el establecimiento, su 
tamaño y los índices de accidentalidad), participar en la vigilancia en salud pública y de 
los entornos laborales, posibilitar la garantía de la atención oportuna de las 
consecuencias derivadas por los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales así 
como proteger a los trabajadores en condición de discapacidad mediante la promoción 
de programas de rehabilitación funcional y profesional. 
 
En el anexo técnico del texto que configura en Plan Nacional de Salud Pública, se 
describe de manera más extensa los objetivos prioridades nacionales en salud para el 
período de referencia que es el de 2007-2010 entre los que se refieren Mejorar la 
seguridad en el trabajo y disminuir las enfermedades de origen laboral. En este 
documento se acuerdan como metas nacionales el reducir la tasa de mortalidad por 
enfermedad profesional de una línea de base de 11,5 por cien mil y también se convierte 
en objetivo la disminución de la tasa de accidentes de trabajo (línea de base 5,2 por cien 
mil). Frente a tales finalidades a continuación se presentan de manera textual las 
estrategias para alcanzar los objetivos trazados, las cuales se dividen según las líneas de 
política que representen y que serán citadas a continuación de manera textual por la 
importancia que revisten (259):  
 
Línea de política número 1. Promoción de la salud y la calidad de vida: 
 
a. Promover la implementación y evaluación de la efectividad de la estrategia de 
entornos saludables en espacios laborales con enfoque diferencial por género. 
b. Desarrollar normas técnicas para la promoción de la salud en espacios de trabajo, 
detección temprana, protección específica y atención de las enfermedades 
ocupacionales prevenibles.  
c. Promover en las empresas, universidades, centros de formación del recurso humano 
y comunidad general el acceso a las acciones promoción de la salud, detección 
temprana, protección específica dentro del Sistema de Riesgos Profesionales, según 
normas técnicas establecidas (Ministerio de la Protección Social, direcciones 
territoriales de salud, administradoras de riesgos profesionales - ARP, entidades 
promotoras de salud - EPS). 
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Líneas de política números 2 y 3. Prevención de los riesgos y recuperación y 
superación de los daños en la salud: 
 
a. Desarrollar programas de sensibilización para la reincorporación y la inclusión 
del discapacitado en el sector productivo. 
b. Formulación y seguimiento de planes de mitigación de los riesgos en las 
empresas con base en los riesgos profesionales y ocupacionales y la 
accidentalidad.  
 
Línea de política número 4. Vigilancia en salud y gestión del conocimiento:  
 
a. Diseñar, desarrollar, hacer seguimiento, evaluación y difusión de resultados de 
la vigilancia en salud en el entorno laboral.  
 
Como es posible advertirlo tanto en la descripción que se realiza de las prioridades 
nacionales relacionadas con la salud laboral, como en los compromisos que se delegan a 
los actores implicados en el sistema de protección frente a los riesgos profesionales y en 
las estrategias diseñadas para cumplir con los objetivos trazados en salud ocupacional, 
la visión de salud laboral predominante en el Plan Nacional de Salud Pública tiene como 
eje esencial la protección de los riesgos profesionales en la posible ocurrencia de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, antes que el favorecimiento de la 
salud y el bienestar del trabajador en un sentido positivo por lo que las acciones de salud 
pública van en la misma línea de las del SGRP aún con todas las limitaciones que ya se 
han hecho patentes acerca de su funcionamiento. Si bien se incluyen criterios con 
bastante proyección como la consideración de la estrategia de entornos saludables, el 
Plan se queda corto en cuanto a los problemas de salud ocupacional que manifiestan los 
trabajadores colombianos y el manejo que se le otorga a esta cuestión a partir de las 
estrategias formuladas, no responde a una perspectiva de salud ocupacional ambiciosa 
de llevar a todos los espacios de trabajo en todas las modalidades laborales las 
protecciones de un sistema diseñado para favorecer el máximo nivel de salud, bienestar 
y calidad de vida de los trabajadores como aquella idea que en algún momento meditó la 
ley 9 de 1979.   
 
En agosto 16 del mismo año aparece la Resolución 2844 del Ministerio de la Protección 
Social (260) que es por la cual se adoptan las Guías de Atención Integral de Salud 
Ocupacional. Esencialmente se define que el objeto de esa resolución es el de adoptar 
estas guías para; a) Dolor lumbar inespecífico y enfermedad discal relacionados con la 
manipulación manual de cargas y otros factores de riesgo en el lugar de trabajo:                
b) Desórdenes músculo-esqueléticos relacionados con movimientos repetitivos de 
miembros superiores (Síndrome de Túnel Carpiano, Epicondilitis y Enfermedad de De 
Quervain); c) Hombro doloroso relacionado con factores de riesgo en el trabajo;                   
d) Neumoconiosis (silicosis, neumoconiosis del minero de carbón y asbestosis);               
e) Hipoacusia neurosensorial inducida por ruido en el lugar de trabajo. Se asume que 
estas guías serán de obligatoria referencia por parte de las entidades correspondientes 
en la prevención de los riesgos derivados de las actividades ocupacionales así como en 
el diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de los trabajadores que pueden sufrir 
patologías ocupacionales. Por último se define que estas guías serán revisadas y 
actualizadas como mínimo cada cuatro años.  
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La Resolución 0425 de febrero 11 de 2008 (261) se concentra en caracterizar el proceso 
de formulación, ejecución, seguimiento, evaluación y control de los Planes de Salud 
Territorial así como de describir las medidas que hacen parte del Plan de Salud Pública 
de Intervenciones Colectivas que le corresponde llevar a cabo a las entidades 
territoriales. La primera referencia que se corresponde con el objeto de estudio de los 
riesgos profesionales y la salud ocupacional se halla en el artículo 5° en el cual se asume 
que el Plan de Salud Territorial debe adaptar las directrices estipuladas en el Plan 
Nacional de Salud Pública, teniendo dentro de las preocupaciones esenciales la 
seguridad en el trabajo y las enfermedades de origen laboral. Este plan de salud del nivel 
territorial se encuentra integrado por una serie de ejes programáticos entre los que se 
cuentan el eje de aseguramiento, el de prestación y desarrollo de servicios de salud, 
salud pública, emergencias y desastres y el denominado prevención, vigilancia y control 
de los riesgos profesionales, el cual adquiere notoria visibilidad dentro de la propuesta de 
prioridades en salud pública formulada en el contexto de los municipios y departamentos 
de nuestro país.  
 
El artículo 15 es más específico en el abordaje de la prescripción anterior, al describir las 
áreas sub-programáticas de obligatorio cumplimiento  de cada uno de los ejes planteados 
en la organización del Plan de Salud Territorial entre los que se destacaba el eje 
programático de Prevención, Vigilancia y Control de Riesgos Profesionales incluyendo 
acciones de: a) promoción de la salud y calidad de vida en espacios laborales;                       
b) inducción a la demanda a los servicios de promoción de la salud, prevención de los 
riesgos en salud y de origen laboral; c) inspección, vigilancia y control de los riesgos 
sanitarios, fitosanitarios, ambientales en los ámbitos laborales y riesgos en las empresas 
con base en los riesgos profesionales; d) sensibilización para la reincorporación y la 
inclusión de las personas en condición de discapacidad en el sector productivo;                 
e) seguimiento, evaluación y difusión de resultados de la vigilancia en salud en los 
entornos de trabajo.  
 
Como se hizo alusión en la introducción de esta reglamentación, la resolución considera 
las actividades abarcadas por el Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas, 
precisándolo como el conjunto de intervenciones y procedimientos de índole 
gubernamental que tienen como propósito promover la salud y calidad de vida de la 
población controlando los riesgos y daños de alta externalidad en concordancia con el 
logro de los propósitos del Plan Nacional de Salud Pública y como complemento al 
accionar estipulado en los Planes Obligatorios de Salud del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. Los componentes de este plan de intervenciones colectivas 
se describen en el artículo 17, vislumbrando algunos programas y lineamientos que 
manifiestan relación directa con la cuestión de la salud laboral como la invitación que 
realiza el numeral l) de desarrollar estrategias de espacios de trabajo libres de humo de 
tabaco y combustibles sólidos en coordinación con todos los actores de los diferentes 
sectores involucrados, el punto m) que hace alusión a la necesidad de implementar la 
estrategia de entornos saludables entre los que se inserta el escenario laboral y el punto 
p) que proyecta la promoción de la actividad física en el ámbito de trabajo.  
 
 
 
215 
 
8. Discusión  
Siendo la normativa el cuerpo legal que hace manifiesto el posicionamiento de una 
temática como un aspecto socialmente problemático frente al cual el Estado, en la figura 
del legislador, se pronuncia en términos de buscar su regulación, se convierte en una 
tarea esencial el ubicar dentro del marco legislativo nacional el surgimiento del interés 
por el ámbito de los riesgos profesionales y la salud ocupacional determinando cuáles 
han sido las respuestas que históricamente se han formulado en el país para responder a 
las necesidades en la materia de estudio. La preocupación por proteger la salud de las 
personas en la ejecución de sus labores productivas se convierte en pilar primordial para 
una sociedad en la medida que disminuye los altos costos asociados a reparaciones por 
contingencias laborales, mejora el proceso de producción y distribución de bienes y 
servicios así como favorece la instauración de un adecuado entorno laboral en las 
relaciones de trabajo, tornándose en motor de progreso nacional e internacional.      
 
La propuesta adoptada, en la cual se toman las etapas de la seguridad social como eje 
ordenador a partir del cual es posible catalogar las diferentes normativas surgidas en el 
ámbito de los riesgos profesionales y la salud ocupacional, es bastante útil ya que le 
otorga un soporte válido y caracteriza el contexto en el cual emergieron estas 
reglamentaciones como manifestación de la legislación social formulada en determinado 
período histórico. Si bien las primeras expresiones de lo que se convertirá en la inquietud 
por el cuidado de la salud del trabajador y la prevención frente a los accidentes de trabajo 
y enfermedades profesionales, surgen cuando todavía no se había instituido un sistema 
de seguridad social formal representando manifestaciones de la incursión en Colombia 
de un derecho del trabajo que tenía el interés de reemplazar en el caso de la reparación 
por infortunios laborales a los códigos del derecho civil, éstos se erigen en los 
antecedentes primigenios de los mecanismos de seguridad social configurados en 
décadas posteriores en los que la influencia del derecho social es significativa.  
 
Referirse a una etapa de dispersión como la primera por la que atraviesa la seguridad 
social no es hablar como tal de un régimen formalmente dispuesto para responder a las 
contingencias sociales que aquejan a los miembros de la sociedad, sino agrupar una 
serie de esfuerzos que se dieron desde el nacimiento de la República hasta el año de 
1945 en los que se hace patente el interés estatal por formular iniciativas con alcance 
social, entre las que se incluyen normativas influenciadas por el derecho laboral en 
cuestión de riesgos profesionales. Se trata de esfuerzos aislados que no tuvieron una 
articulación adecuada y surgen como resultado de coyunturas económicas, políticas y 
sociales sin ajustarse a una política social ya que ni siquiera existen entes especializados 
en la materia que lleven a cabo los programas sociales estipulados.   
 
En esa medida, la legislación inicial en el campo de los riesgos profesionales (ley 57 de 
1915) presenta el sello inconfundible del derecho laboral por lo que únicamente se ocupa 
del trabajo asalariado como objeto de protección; esta premisa no resulta sorprendente 
ya que esta preceptiva fue planteada en un contexto histórico y político en el que la 
industrialización era la receta y el esquema para favorecer el progreso económico de la 
sociedad, limitándose a pensar en un tipo de empresa y un trabajador en particular e 
ignorando otras modalidades laborales que implican riesgos para la salud y el bienestar 
de aquel que se compromete en tales actividades para ganarse su vida. Esta es la 
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expresión primigenia del talante estratificado y fragmentario de la seguridad social 
colombiana, que se ha mantenido a lo largo de la historia no sólo para el esquema en 
riesgos laborales sino para los otros regímenes prestacionales, que tenían como objetivo 
la respuesta ante las contingencias sociales; esta segregación va en contravía de lo 
estipulado en la Constitución Nacional de 1886 en la que se determinaba la protección 
especial del Estado al objeto social trabajo, sin establecer categorías o modalidades 
laborales que merecieran la salvaguardia por encima de otras. A pesar de todas las 
limitaciones que ya han sido indicadas a lo largo de este documento, esta ley 57 
representaba un primer acercamiento para comenzar a trabajar el asunto de los riesgos 
profesionales en Colombia, tornándose en el punto de partida para plantear desarrollos 
cada vez más significativos que posibilitarán el mejoramiento de las condiciones 
generales del obrero colombiano. 
 
Por ejemplo, esta preceptiva sugiere la primera precisión conceptual que se tiene de lo 
que implica un accidente de trabajo y que en líneas generales ha mantenido su vigencia 
en sus elementos fundamentales de suceso repentino, configurado por causa o con 
ocasión del trabajo y que produce consecuencias funcionales en aquel que lo padece; en 
tal precepto también se estipulaba que este evento presenta el carácter de imprevisto, 
como una noción que sugiere que tal situación no es susceptible de ser prevenida lo cual 
se aleja de los avances y progresos que hoy se han alcanzado en la disciplina de salud 
ocupacional ya que existen metodologías que posibilitan la identificación y adopción de 
los correctivos necesarios ante la presencia de factores que pongan en riesgo el 
bienestar del trabajador. En esa perspectiva es compresible que esta ley ostente un estilo 
esencialmente reparador, en el que se parte de la configuración de un siniestro para 
activar la relación protectora por parte del patrono, quien como responsable de la 
dinámica productiva, adquiere el compromiso de asumir los riesgos derivados de ésta sin 
importar que en los accidentes laborales ocurridos tenga o no culpabilidad, en 
concordancia con la teoría objetiva del riesgo profesional. Esta actitud restauradora 
conlleva a que el campo de la prevención de los riesgos profesionales quede relegado a 
un segundo plano, ante el cual la empresa queda en libertad y autonomía de implementar 
las acciones que crea convenientes para evitar la ocurrencia de los riesgos profesionales 
sin que en la legislación existan imposiciones a su actuar.             
 
El hecho de que esta ley no tuviera el sustento y el apoyo de un sistema estructurado y 
una política clara en seguridad social, lleva a que este intento se diluya sin representar el 
impacto esperado y que resulte como un esfuerzo aislado por visibilizar la problemática 
de los riesgos profesionales en el contexto colombiano. Normativas posteriores van a 
revelar la voluntad de estructurar un esquema de seguro social obligatorio en el cual se 
comprenda el tópico de los riesgos profesionales aunque transitoriamente se reafirma el 
principio de la responsabilidad empresarial hasta que se instituya este mecanismo de 
seguridad social. En esta dinámica aparece en 1945 la ley 6, que marca el inicio de lo 
que será un período muy fructífero de la seguridad social que se extiende hasta el año de 
1967, en el cual se cristaliza la legislación social referente a la dinámica laboral y se 
fundamenta legalmente el mecanismo de previsión social adoptado para nuestro país a 
partir de la constitución del Instituto de Seguros Sociales. En este cuerpo reglamentario 
se materializa el propósito de articular los beneficios establecidos en la etapa de 
dispersión con propuestas novedosas como la de los seguros sociales, descollando 
aportes significativos en el terreno de los riesgos profesionales e incluyendo algunas 
ideas de lo que será la salud ocupacional.   
 
217 
 
Con la ley 6/1945 se efectúa la proclamación de la transitoriedad de los beneficios a que 
tienen derecho los trabajadores, los cuales seguirán a cargo de los empleadores hasta la 
instauración de un sistema de previsión social, generando la bifurcación en regímenes 
prestacionales diferenciados tanto para el contingente de trabajadores privados como 
para los servidores oficiales, lo que muchos expertos han catalogado como uno de los 
grandes vicios de los que adoleció esta seguridad social primigenia cuando lo que debió 
programarse fue un sistema unificado de previsión para los particulares y el sector 
público. Esta normativa se pronuncia con respecto a la acepción conceptual de lo que se 
considera accidente de trabajo, coincidiendo en gran medida con lo formulado en la ley 
15 de 1957 y presentándose como novedosa la mención en la legislación de las 
enfermedades profesionales como aquellos estados patológicos que ostentan relación 
directa con la actividad laboral desempeñada por el individuo. Sigue apareciendo como 
eje orientador el paradigma del riesgo profesional en el cual basta con que se presente la 
contingencia laboral para activar la relación protectora por parte del empleador, sin 
importar si tenga culpa o no.   
 
Y frente a la premisa de reemplazar a los patronos en la adopción y respuesta ante las 
contingencias sociales que sobresaltaran la capacidad laboral de los trabajadores 
colombianos, aparece la ley 90 de 1946, como aquella que propone la implantación y 
organización del Sistema de Seguros Sociales en Colombia, siendo una tentativa que le 
da sustento y le otorga institucionalidad a la promesa de formular un sistema de 
protección frente a los riesgos profesionales. Sin embargo, esta seguridad social aparece 
como un instrumento de formalización de prestaciones para la población laboral del 
sector dependiente, en reciprocidad con los postulados del derecho laboral, segregando 
una cantidad significativa de personas que laboran en modalidades laborales que se 
salen de la lógica formal; una de las razones para tomar tal accionar es que dicho 
mecanismo de los seguros sociales se apoya en la participación empresarial para su 
efectivo funcionamiento, siendo que se le impone al patrono la responsabilidad de 
adscribir a sus trabajadores al régimen como se hace manifiesto en el sistema de 
respuesta ante los riesgos profesionales. En ninguno de los artículos proferidos por esta 
ley se dictamina sentencia con respecto a la prevención de los riesgos profesionales o la 
noción de salud ocupacional ya que se trata de una normativa con un talante 
compensatorio y lo único que tiene relevancia en cuanto al tópico de estudio es el 
estímulo para ser clasificado en una mejor clase de riesgo y sus consecuencias en el 
valor de las contribuciones al sistema.  Era necesario ser paciente para que el ICSS 
asumiera las prestaciones de los diferentes regímenes y no iba a ser tarea de un día por 
lo que mientras se organiza esta institución, se vuelve a reafirmar la transitoriedad de las 
prestaciones a que tienen derecho los trabajadores en cabeza de los empleadores.  
   
Esta transitoriedad es confirmada en lo que será el estatuto laboral más trascendental del 
siglo XX que es el Código Sustantivo del Trabajo de 1950, el cual tiene como móvil 
principal el lograr la justicia social en las relaciones establecidas entre empleadores y 
trabajadores en el marco de un contrato laboral. En esa medida, la actividad laboral 
objeto de protección de dicha reglamentación es el trabajo asalariado, es decir el 
distinguido por la actividad personal del trabajador, la subordinación frente a las órdenes 
de un tercero y la retribución por el servicio prestado, lo que coincide con el trabajo en el 
cual se fundamentan las protecciones del derecho laboral. En ese orden de ideas, se 
observa que aun cuando se supone que la actividad productiva, el trabajo humano, es 
una dinámica ocupacional común a todos los individuos de una sociedad y que las 
normativas emanadas desde el ente estatal deberían ser caracterizadas por la 
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universalidad y la integralidad, en esta oportunidad sólo se promulgan reglas para 
proteger a las personas del sector formal frente a los abusos de un empleador que se 
halla en una posición de ventaja frente a aquel asalariado.  
 
Este Código incluye directrices específicas en cuanto a la parte de riesgos profesionales, 
resaltando dentro de los deberes con los cuales se compromete el empleador en la 
relación de trabajo, el de acoger las medidas posibles para proteger la salud y seguridad 
de aquellas personas a su cargo procurando que la dinámica laboral sea desempeñada 
en instalaciones apropiadas y con los elementos de protección necesarios para evitar 
estos infortunios. En correspondencia, los trabajadores tienen el compromiso de 
ajustarse a los reglamentos y normas de seguridad dispuestas y el deber de prestar el 
apoyo necesario en caso de configurarse un evento con consecuencias catastróficas. 
Este mismo estatuto contempla en su organización definiciones muy convenientes de lo 
que se considera un accidente de trabajo y una enfermedad profesional, refiriendo las 
consecuencias y repercusiones que podrían presentar los trabajadores relacionadas con 
la configuración de una contingencia laboral y las prestaciones, tanto asistenciales como 
económicas, a las cuales tienen la facultad de acceder aquellos que vieran afectada su 
capacidad laboral en sintonía con lo que ya habían hecho reglamentaciones anteriores.  
 
Representa un avance significativo la inclusión del apartado sobre la prevención de los 
riesgos profesionales y de la higiene y seguridad en el trabajo (Título XI de la primera 
parte del CST) porque es aquel capítulo el que marca la aparición formal de lo que se 
convertirá en la normativa en salud ocupacional, como disciplina que se concentra en la 
promoción de la salud de los trabajadores en el ámbito laboral y la prevención de los 
riesgos que ponen en compromiso el bienestar de la persona que se involucra en una 
actividad productiva. Sección que contiene recomendaciones con respecto a los 
parámetros a los que tienen que ajustarse los locales y equipos, las directrices para 
elaborar el reglamento especial de higiene y seguridad así como pautas acerca de la 
manera como se realizara la vigilancia por parte de las entidades estatales. Si se 
observan de manera detallada los contenidos trabajados en el reglamento de higiene y 
seguridad industrial, es posible advertir que las estrategias meditadas presentan un 
talante esencialmente locativo e infraestructural viéndose el trabajador relegado a un 
segundo plano con una participación mínima de cara a la prevención de los riesgos 
profesionales. Además, vale la pena recalcar que esta innovación en el campo de la 
higiene y la seguridad industrial sólo se dirige a aquellos a quienes llega la protección del 
CST, el sector formal de la economía.  
 
Pues bueno, fueron 20 años los que se demoró el Instituto para asumir el seguro de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que había instaurado a partir de la 
ley 90, como un esfuerzo que se viene a materializar en los Decretos 3169 y 3170 de 
1964 representando el tránsito del sistema de responsabilidad patronal hacia el esquema 
de previsión social. El primero de los Decretos citados, el 3169, se ocupa de estipular los 
parámetros a los que tendrán que ajustarse las empresas en cuanto a la inscripción y 
clasificación de estos establecimientos, de acuerdo al grado de riesgo de la actividad 
económica que desarrollan de modo que se establezca el aporte correspondiente que 
realizarían al seguro de ATEP. En este reglamento ya se encuentra referencia textual de 
la trascendencia de las acciones de prevención en riesgos profesionales, siendo que se 
coloca como uno de los estándares para concertar el valor de las contribuciones al 
seguro, el cumplimiento de las obligaciones en la materia de seguridad e higiene 
industrial como un indicador que será vigilado atentamente por las oficinas de Salud 
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Ocupacional del Instituto; aunque se pone en cuestión la capacidad de estas oficinas de 
SO para estar al tanto de todos los centros empresariales que se esperaba que se 
afiliasen al seguro, sin una instancia empresarial que se encargara de inspeccionar las 
condiciones del establecimiento laboral.      
 
El Decreto 3170 del 64 contiene el reglamento general del seguro social obligatorio de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, siendo este el desarrollo legislativo 
de lo contenido en la ley 90 en el apartado de riesgos profesionales. Se rescata de tal 
normativa la ampliación del concepto de accidente de trabajo al incluir en la acepción 
situaciones que producían controversia en cuanto a su clasificación como contingencia 
laboral como por ejemplo cuando ocurrían eventualidades por fuera del espacio y el 
horario de trabajo en el cumplimiento de órdenes del empleador, durante las pausas 
laborales, la situación ocurrida por acto intencional de un tercero y cuando se trate de 
infortunios durante el trayecto hacia o desde el centro de trabajo. En este sentido, se 
observa que el eje estructural para catalogar un evento como accidente de trabajo es la 
subordinación laboral por lo que al hacer mención al fragmento con causa u ocasión del 
trabajo lo que se quiere decir es en el cumplimiento de las órdenes de un empleador 
estipuladas en el contrato de trabajo lo que conlleva a segregar a las personas que se 
hallan inmersas en actividades económicas por fuera de la lógica empresarial formal.  
 
Si bien existen parámetros que buscan la afiliación obligatoria del contingente de los 
trabajadores independientes, los del servicio doméstico y los agrícolas al régimen de 
ATEP, al persistir ese tipo de consideraciones conceptuales no existe la posibilidad de la 
incorporación efectiva de este grupo poblacional siendo que debieron elaborarse 
reglamentos especializados en los que se medite su situación particular. El reglamento 
también contiene la acepción de lo que entiende como enfermedad profesional aunque 
conserva lo que habían trabajado normativas anteriores como la ley 6/1945 y el Código 
Sustantivo del Trabajo. Las prestaciones económicas, derivadas de la ocurrencia de 
alguna de estas contingencias laborales, se mantienen en el tiempo en la forma de una 
renta mensual como una expresión de lo que representa un sistema de seguridad social 
en el cual se extiende la responsabilidad prestacional a lo largo del ciclo vital y no como 
lo concebían las reglamentaciones de índole compensatorio, donde se pagaba una suma 
única de dinero sin preocuparse por las circunstancias futuras de esta persona que ha 
visto limitada su capacidad laboral por un riesgo profesional.         
 
Se insiste por parte del Instituto que este seguro de ATEP tiene como móvil la defensa de 
los derechos básicos, tanto asistenciales como económicos, de los trabajadores que ven 
mermado su bienestar por la ocurrencia de una contingencia laboral y que el 
aseguramiento de los riesgos promueve la implementación de acciones preventivas en 
riesgos profesionales. Entonces, el Decreto profiere opinión con respecto a la prevención 
de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales así como del ámbito de la 
seguridad e higiene industrial, indicando que el Instituto tiene la facultad de exigir a las 
empresas afiliadas al régimen el cumplimiento de las normas básicas de salud 
ocupacional y puede organizar servicios preventivos para responder a los riesgos 
profesionales que presenten las personas en el desarrollo de su dinámica laboral. Esta 
preocupación por la prevención se materializa en el Acuerdo 241 de 1967, emitido por el 
Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Seguros Sociales, que tiene como fin la 
formulación del reglamento de prevención de riesgos profesionales aunque en esta 
normativa se advierte la tendencia a pensar en una salud ocupacional fuertemente 
arraigada al control de los factores de riesgo del ámbito infraestructural, pero dejando de 
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lado la participación del trabajador en la adopción de medidas de tipo pedagógico para 
hacer más seguro su puesto de trabajo.     
 
Como es posible evidenciar durante la segunda etapa de la seguridad social se 
proyectaron iniciativas interesantes en la materia, aunque se tuvo el mismo sesgo que 
caracterizó la normativa formulada en 1915 y que ahora se apoyaba en las directrices del 
Código Sustantivo del Trabajo y la fórmula de los seguros sociales. El objeto de 
protección era básicamente el mismo, es decir, el trabajador inmerso en el sector de la 
economía formal, siendo que se requiere del empleador como aquella figura que 
garantice la efectiva afiliación del obrero dependiente al régimen propuesto. Esta 
situación deja por fuera de las protecciones emanadas por la ley a un contingente de 
población que cada vez va siendo más extenso que es el de los trabajadores que laboran 
en modalidades laborales por fuera de la lógica formal; llama la atención que tratándose 
de una política estatal se dicten disposiciones sólo a favor de unos y se olvide del resto 
de la población quienes son precisamente los que mayores necesidades sociales 
ostentan. Esta situación tiene que ver con el modelo de seguridad social adoptado por 
nuestro país, siendo que el mecanismo de los seguros sociales se concentra de forma 
exclusiva en los componentes de la comunidad productiva y específicamente en las 
personas de la población económicamente formal la cual era la predominante en el 
contexto de los países industrializados, pero que no se ajustaba a las necesidades y 
demandas de una sociedad como la nuestra que todavía tenía en su mayoría una 
orientación productiva esencialmente rural y agrícola. Aun cuando ya en el CST se había 
abierto la posibilidad de trabajar el ámbito de la prevención de los riesgos profesionales, 
la normativa emanada desde el Instituto de Seguros Sociales demuestra una actitud 
eminentemente compensatoria y guarda similitud con lo que ya se había trabajado en la 
ley 57/1915 donde el ánimo principal es reparar los daños derivados de la presentación 
de las contingencias laborales.  
 
Con las normativas que le dan vida y ponen en funcionamiento el seguro de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales ATEP termina la etapa de organización de la 
seguridad social colombiana para comenzar el tercer período que fue denominado de 
expansión, comprendiendo el espacio de tiempo entre 1967 y 1977. Con referencia a la 
cuestión de la salud laboral este estadio representa la extensión de los beneficios 
asistenciales y económicos que se habían prescrito a favor de los trabajadores que 
laboraban para un patrón particular, hacia los servidores del sector público en un 
esfuerzo por unificar los regímenes del sector público y el privado que se materializa en 
el decreto-ley 3135 de 1968 y su decreto reglamentario 1848 de 1969. Estas preceptivas 
heredan el carácter reparador del que hacían gala las regulaciones predecesoras 
propuestas para el sector privado, siendo que no aparece ninguna referencia con 
respecto a la prevención de los riesgos profesionales que les pueden ocurrir a los 
trabajadores oficiales y los empleados públicos.  
 
Durante esta época se promueven trasformaciones legales en la naturaleza institucional 
y administrativa del ICSS, pretendiendo llevar las protecciones defendidas por este ente 
hacia contingentes laborales diferentes de los asalariados; sin embargo la integración de 
estas poblaciones requería de reestructuraciones esenciales en toda la normativa emitida 
a lo largo de los últimos 25 años para posibilitar el acceso efectivo de los independientes 
al sistema de seguros sociales. Estas iniciativas no responden a un plan ordenado ni 
representan la verdadera voluntad del Instituto, siendo que no se expusieron los 
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mecanismos y estrategias que supuestamente permitirían extender estas protecciones a 
este segmento de la población laboral.  
 
La etapa de los cambios, las reestructuraciones y la crisis comprende el espacio de 
tiempo entre 1977 y 1990, haciendo manifiestas trasformaciones trascendentales en el 
mecanismo de los seguros sociales de cara a las limitaciones administrativas, 
económicas y sociales por las que está atravesando el ente de seguridad social, 
proponiendo diversas alternativas que buscan corregir problemáticas que ya son 
insalvables. Del mismo modo, este es un intervalo temporal con gran significado pues es 
aquel en el cual se hacen importantes contribuciones en la construcción del cuerpo legal 
en salud ocupacional con aportes que mantienen su vigencia hasta nuestros días.  
 
Con el decreto 1650 se hace patente el interés del Estado por participar de manera más 
activa en el funcionamiento del régimen de seguros sociales a partir de su integración a 
la política oficial, con pronunciamientos de trascendencia como aquel que aboga por la 
incorporación de los pequeños patronos y los independientes a las prestaciones del 
sistema de seguros sociales aunque no hace obligatoria la adscripción de este 
contingente al régimen por lo que no se tiene el impacto esperado. La preceptiva hace 
alusión a los beneficios médicos a que tienen derecho las personas afiliadas al seguro de 
ATEP entre las que se señalan los programas de salud ocupacional representando una 
muestra de la visibilidad que va logrando el tema en la reglamentación del Instituto. 
Asimismo se impone en la reglamentación la obligación patronal de adoptar todas las 
medidas efectivas para evitar la ocurrencia de contingencias laborales so pena de 
multas, como una perspectiva bastante interesante, siendo que históricamente los 
parámetros establecidos en prevención de riesgos tenían el carácter de 
recomendaciones de libre adopción.                    
 
En ese continúo de la legislación en riesgos profesionales y salud ocupacional, 
caracterizada e inspirada por la línea del derecho laboral y que se incrusta en el modelo 
de seguridad social predominante, aparece una isla, un referente que tendrá 
repercusiones trascendentales pues representa la visión de salud pública en torno a la 
salud laboral alejándose del discurso predominante que había sido producido en 
Colombia hasta esa época; la ley 9ª de 1979. Esta reglamentación, surgida desde el 
interior del Ministerio de Salud, despliega el Código Sanitario el cual trabaja cuestiones 
de diferente naturaleza entre los cuales se dedica un capítulo completo para la salud 
ocupacional. Vale la pena resaltar la afirmación que se hace en esta preceptiva, en la 
cual se coloca la salud de los trabajadores como un asunto de interés que promueve el 
progreso social y económico de una sociedad, ante el cual el Estado debe tener una 
participación más activa en la garantía de las prestaciones estipuladas en el sistema de 
seguros sociales. 
 
Al colocar esta cuestión como una problemática socialmente sentida, en la cual los entes 
gubernamentales tienen que empoderarse de la dirección en este campo, surge como 
repercusión la extensión de los beneficios en salud ocupacional para todas las personas 
en la ejecución de las actividades productivas cualquiera que sea la forma jurídica de su 
organización o prestación y no únicamente para los componentes de la comunidad 
productiva formal, representando un intento por hacer universal una protección que se 
había concentrado en unos pocos y que ahora tiene la obligación de ser llevada a todos 
los ámbitos laborales. Esta premisa no se halla en concordancia con lo ordenado por el 
régimen de los seguros sociales y del sistema de respuesta a los riesgos profesionales 
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imperante, que había estado a cargo históricamente del Ministerio de Trabajo y Previsión 
Social, materializándose un escenario de confrontación entre las instancias 
gubernamentales que manejan el sector salud y el de trabajo, en cuanto a la concepción 
teórica y práctica así como de las competencias de los diferentes entes en el tema de la 
salud ocupacional.  
 
Es posible advertir que se produce una bifurcación en la comprensión de la salud laboral 
en el país entre la línea del derecho laboral, que se enmarca en el esquema de los 
seguros sociales prescrito para el país y que limita la protección emanada por el sistema 
de riesgos profesionales a la población del sector asalariado, y otra corriente que es la de 
una salud laboral que defiende la idea de llevar la salvaguardia a todas las personas de 
la población económicamente activa de todos los entornos laborales; una propuesta 
ambiciosa que entiende esta problemática como un asunto de interés en salud pública 
que no puede estar dirigido únicamente a un segmento de la población. Una 
manifestación del talante desarticulado en el cual se sume la protección en salud laboral 
es que en la ley 9/79 no se enuncian en ninguna instancia las responsabilidades del 
Ministerio de Trabajo. Uno de los puntos más destacados de esta reglamentación es la 
recomendación dirigida a los empleadores de instaurar un programa de medicina, higiene 
y seguridad industrial en el cual se diseñen las estrategias destinadas a la prevención de 
los accidentes de trabajo y enfermedades que tengan como origen la actividad 
económica desempeñada en el centro de trabajo.  
 
Si bien muchas de las indicaciones y observaciones contenidas en esta ley exhiben un 
enfoque ligado a lo mobiliario, esta se convierte en la normativa más clara y 
representativa enunciada hasta al momento en el ámbito de salud ocupacional, siendo 
que en la legislación predecesora, propuesta por el ISS, se insistía significativamente en 
la acepción conceptual de lo que se entiende como accidente de trabajo y enfermedad 
profesional, en las consecuencias derivadas de la presentación de tales contingencias 
laborales así como en las prestaciones asistenciales y económicas a que daba derecho 
la disminución en la capacidad laboral producto de los riesgos profesionales dejando de 
lado el terreno de lo preventivo.           
 
En este contexto de colisión de competencias en materia de salud ocupacional, emergen 
reglamentaciones como el estatuto de seguridad industrial (Resolución 2400 de 1979 del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social), determinando una serie de disposiciones 
bastante detalladas acerca de las condiciones de tipo locativo a que deben ajustarse los 
escenarios laborales. La Resolución hace patente la orientación conceptual de salud 
laboral basada en el derecho del trabajo como una serie de principios y normativas 
dirigidas a la prevención de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales 
en el contexto de una industria, un establecimiento comercial que se convierte en la 
representación de la empresa concebida históricamente por el legislador para emanar las 
protecciones frente a los riesgos profesionales.  
 
Varios autores afirman que este reglamento no responde efectivamente a las 
circunstancias y características del contexto laboral de nuestro país pues las medidas 
preventivas y locativas formuladas retoman de manera inadecuada las prescripciones de 
los manuales internacionales los cuales fueron forjados para otro tipo de contextos 
diferentes al colombiano. Los primeros años de la década del 80 se caracterizan por un 
entorno de confusión y ambigüedad con referencia al terreno de la salud laboral por parte 
de los componentes de la comunidad productiva, ya que no se conoce con exactitud cuál 
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es la legislación aplicable ni cuáles son las competencias específicas que le corresponde 
a los entes ministeriales de trabajo y salud, quienes han programado su accionar de 
manera independiente sobre asuntos y temáticas similares.  
 
Ante el reconocimiento de la divergencia que se puede dar en la legislación en salud 
ocupacional y como medida preventiva que evite la duplicidad de competencias por lo 
menos desde el punto de vista normativo, los reglamentos emitidos en la década del 80 
sobre la materia de estudio se ponen en cabeza de ambos entes gubernamentales, con 
la participación tanto del Ministerio de Salud y del Ministerio de Trabajo. El primer intento 
estimado en la legislación para fomentar los mecanismos de coordinación y articulación 
entre las instancias gubernamentales implicadas en la temática es el Decreto 586 de 
1983,  que crea el Comité de Salud Ocupacional como instancia encargada de formular 
las políticas públicas, coordinar las actividades e impulsar la investigación en salud 
laboral.  
 
En este período emergen importantes reglamentaciones que no se incluyen directamente 
en la estructura del Seguro Social y que mantienen su vigencia hasta nuestros días, 
convirtiéndose en la base de la manera como se entiende y se práctica la salud 
ocupacional en Colombia. Las directrices expuestas tratan de ser lo más neutrales 
posibles y no toman posición frente al objeto de protección al cual se dirigen sino que 
buscan llegar a todas las actividades empresariales, siendo un ejemplo de esta tendencia 
el Decreto 614 de 1984.  
 
Esta última reglamentación es el precepto en el cual se dictaminan los parámetros para 
la organización y administración de la salud ocupacional en Colombia, con enunciados 
que se hallan en concordancia con lo estipulado en la ley 9, siendo que se extiende el 
campo de aplicación hacia todas las modalidades laborales en los diferentes entornos 
laborales, incluyendo a los empleadores públicos y privados, los contratistas, 
subcontratistas e independientes. Esta normativa coloca a los Ministerios de Trabajo y 
Salud como las entidades de dirección y coordinación de los planes y programas en 
salud laboral, pero para evitar la colisión en las competencias de cada uno caracteriza las 
funciones y alcances que ostentan estas instancias gubernamentales. Las 
responsabilidades del Ministerio de Trabajo van ligadas al cumplimiento de lo dispuesto 
en el mecanismo de Seguros Sociales mientras que los compromisos y el papel del 
Ministerio de Salud es relegado a un segundo plano por lo que en esta lucha ideológica, 
entre la visión basada en la salud pública y aquella derivada de las protecciones del 
derecho laboral, parece haber primado esta última. Otra regulación que tiene importancia 
dentro de la finalidad de este período de cristalizar un marco legal estructurado es la 
Resolución 2013 del 86 que determina la organización y funcionamiento de los Comités 
de Medicina, Higiene y Seguridad Industrial en los establecimientos de trabajo, indicando 
que esta dependencia no tendrá injerencia en las cuestiones propias del derecho 
individual lo que lleva a separar el terreno de la salud ocupacional de lo estrictamente 
laboral como una tendencia que se evidenció en la legislación predecesora. 
 
A mediados de los años 80, se pronuncian importantes conceptos con respecto al 
funcionamiento del Sistema de Seguros Sociales entre los que destaca el Informe 
Chenery. Este análisis señala que la seguridad social colombiana exhibe dificultades 
importantes en la cobertura de la población económicamente activa, con limitación para 
proteger al trabajador de manera integral frente a las posibles contingencias que le 
puedan ocurrir y con diferencias significativas en los distintos regímenes prestacionales 
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de los servidores públicos, los particulares y los militares. El alcance que presenta el 
mecanismo de seguros sociales no responde a una política planificada y cada vez se ve 
más lejana la posibilidad de llegar a un nivel de afiliación significativo, a lo que se suman 
las múltiples limitaciones y reestructuraciones que tendrá que enfrentar el ISS durante el 
transcurrir de la segunda mitad del siglo XX. En cuanto al seguro de ATEP se hace 
patente una pobre organización administrativa del campo de la salud ocupacional pues el 
Instituto carece de experiencia en este terreno, lo cual ha llevado a que se presenten 
restricciones en la clasificación de las empresas por el grado de riesgo y en la 
determinación de los aportes a los cuales debería contribuir al seguro de riesgos 
profesionales.    
 
En esta perspectiva llegamos a la última etapa de la seguridad social colombiana, la cual 
se configura en la década del 90, haciéndose insostenible el sistema de seguros sociales 
y planteándose la necesidad de realizar una trasformación sustancial al esquema de 
seguridad social que se viene a configurar en la ley 100 de 1993 por la cual se establece 
la creación del Sistema Integral de Seguridad Social. Estas reformas germinan en un 
contexto caracterizado por la globalización económica, con implicaciones significativas en 
la dinámica laboral y en la salud de las poblaciones y ante la emergencia de fenómenos 
tales como el desempleo o la informalidad; un escenario en el que la lógica mercantil ha 
permeado el espacio de los derechos sociales, dando paso a la incursión del sector 
privado en la prestación de los servicios básicos que anteriormente eran de exclusividad 
estatal y, entre éstos, la seguridad social.  
 
En este período se realiza la declaración de la Constitución Nacional en la que se resalta 
al trabajo como un derecho y una obligación social, que goza en todas sus modalidades 
de la protección estatal. De la misma manera se erige a la seguridad social como 
mecanismo de satisfacción de necesidades sociales de carácter público al cual tienen la 
posibilidad de acceder todos los ciudadanos del territorio nacional, en correspondencia 
con las nociones de universalidad e integralidad y no como tradicionalmente lo planteó el 
mecanismo de seguros sociales, al cual únicamente tenían vía los trabajadores del sector 
dependiente de la economía. Este se convierte en un elemento muy interesante, siendo 
que bastaría con la acreditación de la condición de ciudadano para obtener la protección 
frente a las contingencias sociales ocurridas a la persona a lo largo de su ciclo vital tal 
como lo rezan las propuestas universalistas de la seguridad social.  
 
Sin embargo, una es la declaración de principios que se hace en la Constitución y otra es 
la interpretación real  de la manera cómo debe operar el Sistema de Seguridad Social, 
representación que se observa en la ley 100 de 1993. Dentro de esta reglamentación se 
promueve la formulación del Sistema General de Riesgos Profesionales, aquel régimen 
de protección frente a las contingencias laborales de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales que se enmarca en el Sistema de Seguridad Social Integral.  
En ese contexto se pensaría que desde la concepción se trataría de una propuesta en la 
cual estuvieran contemplados todos los trabajadores colombianos en las diferentes 
modalidades laborales, siendo que ya se tenía la experiencia del seguro de ATEP del 
Instituto de Seguros Sociales el cual nunca alcanzo unas coberturas importantes por lo 
que su impacto social no fue el esperado.  
 
No obstante, cuando se hace una revisión de la regulación que reglamenta la 
organización y administración del SGRP, el Decreto 1295 de 1994, lo primero con lo que 
se encuentra es que es necesario y requisito mínimo, el encontrarse afiliado a tal régimen 
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por lo que no todo el mundo presenta la posibilidad efectiva de acceder a los beneficios 
consignados en la legislación sino únicamente aquellos que tengan la posibilidad de 
adscribirse y estar afiliados al momento de configurarse un incidente profesional. En 
segundo lugar, la circunstancia de concebir como afiliados obligatorios al sistema 
únicamente a los trabajadores dependientes que se hallen bajo la figura de un contrato 
de trabajo, se entiende como una reproducción de la normativa predecesora en riesgos 
profesionales basada en el derecho laboral, en la que los únicos que tenían la posibilidad 
real de acceder a los beneficios del régimen de prestaciones para ATEP eran los 
asalariados.  
 
Si bien es cierto que en la preceptiva de referencia se vislumbra la posibilidad de que los 
independientes y las personas en otras modalidades laborales se suscriban al sistema, 
cuando se hace un examen minucioso de las acepciones de accidente de trabajo y 
enfermedad profesional en las que se cimientan las prestaciones defendidas por este 
régimen, se continúa con el criterio orientador de que estas eventualidades sean con 
causa o con ocasión de la actividad ocupacional desarrollada, lo cual ha sido interpretado 
en la perspectiva histórica en el cumplimiento de las órdenes para las cuales fue 
contratada la persona bajo la estela de subordinación de un empleador. En ese sentido, 
tales acepciones estarían sugiriendo el objeto de protección al cual van dirigidas las 
acciones del sistema, donde los independientes no podrían ajustarse a los criterios 
estipulados para la calificación de tales riesgos profesionales, siendo que muchas veces 
la figura de patrono y empleador se funden en una persona, convirtiendo en una labor 
compleja el determinar las tareas que hacen parte de lo esencialmente profesional y 
aquellas que se acercan al actuar de lo cotidiano.  
 
Cuando se observa minuciosamente las funciones del sujeto del empleador frente a la 
afiliación y el pago de las contribuciones para el funcionamiento del régimen, al revisar 
detenidamente las restricciones que se le imponen al independiente para ingresar al 
SGRP y cumplir con los requerimientos definidos, nos damos cuenta que el enunciado 
contenido en la ley no tiene posibilidades de hacerse realidad por lo que este sistema 
sufre de los mismos males que el seguro de ATEP que funcionaba en el marco del 
Sistema de Seguros Sociales. El libre albedrio que ofrece el sistema para la afiliación de 
los independientes, es un intento por trasladar la responsabilidad estatal de proteger este 
contingente laboral para culpabilizar al trabajador por su falta de previsión al no 
adscribirse al régimen. 
 
Se rescata el esfuerzo que hace el decreto de adoptar de manera manifiesta los 
estatutos promulgados en materia de salud ocupacional en la década del 80, así como el 
énfasis que efectúa en la previsión ante los riesgos profesionales, como eje y propósito 
prioritario del SGRP; en este caso se pone al empleador como figura representativa del 
campo de la prevención, siendo que éste es el responsable de la actividad económica 
desempeñada por lo que debe responder por la implementación de las medidas de salud 
ocupacional en su centro de trabajo. Sin embargo, es posible inferir que esta promoción 
de la salud laboral y la prevención de los accidentes de trabajo y las enfermedades 
profesionales, es un derecho exclusivo de aquellos afiliados obligatoriamente al sistema y 
que para aquellos que no se hallen dentro de esta estructura, se tiene vía libre de decidir 
si adoptan o no las recomendaciones en salud ocupacional.  
 
Ahora, sería una alternativa válida el formular un sistema de riesgos profesionales 
dirigido a la población asalariada, si la mayoría de las personas económicamente activas 
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de nuestro país se encontrarán ejerciendo actividades ocupacionales en empresas que 
hagan parte del sector formal de la economía como trabajadores dependientes y sólo 
existiera una pequeña minoría en dinámicas y modalidades laborales por fuera de la 
norma. Pero esta reglamentación se formula en el fragor, en el seno de la década en la 
cual se hacen patentes los efectos de la globalización económica sobre la dinámica 
laboral, no sólo en Colombia sino en el mundo, donde el contrato laboral y el trabajo 
dependiente le han dejado el lugar a nuevas formas de ejercicio laboral que no se hallan 
en concordancia con lo planteado por el derecho laboral; un período en el que se 
intensifican fenómenos como la informalidad laboral y el desempleo por lo que es posible 
indicar que la mayoría de los trabajadores colombianos se hallan por fuera de la lógica 
del trabajo dependiente. Y entonces porque se hizo de esta manera este sistema, a quién 
beneficiaría?  
 
Como se ha hecho patente en la revisión del desarrollo evolutivo de la legislación en 
riesgos profesionales y salud ocupacional a través de las etapas de la seguridad social, 
el actual sistema de riesgos profesionales no se distancia de manera significativa con las 
disposiciones formuladas hace ya casi 100 años, en 1915 con la ley 57 y del sistema 
planteado en la década del 60 con la materialización del seguro de ATEP en el contexto 
de los seguros sociales. Esta legislación social se ha concentrado prioritariamente en la 
protección de las personas que laboran en el entorno del trabajo formal bajo la 
subordinación de un empresario y con la formalización legal de un contrato de trabajo, 
que se convierte en el instrumento a partir del cual se configuran las protecciones a las 
cuales tiene derecho el trabajador al presentar una contingencia. Esto implica que no se 
haya solucionado el problema de cobertura en riesgos profesionales, siendo que una 
cantidad significativa de trabajadores no se encuentran afiliados a este sistema y por las 
perspectivas que es posible derivar de los análisis del funcionamiento del SGRP en estos 
17 años, será muy complicado que se alcance una afiliación importante.   
 
Se trata de un triunfo de la línea del derecho laboral la cual ha orientado desde el 
principio el curso y el destino que tuvo la legislación social en riesgos profesionales y 
salud ocupacional hasta nuestros días. La ley 9, que planteaba una salud ocupacional 
concebida en términos positivos, a la cual todos los trabajadores en las diferentes 
modalidades laborales y en distintos entornos tuvieran derecho, en la que lo sanitario 
primaba por encima de lo estrictamente laboral y en la que se contemplaban acciones 
para resguardar no sólo la salud humana sino también el bienestar animal y ambiental 
quedó en una promesa; fue un espejismo que nunca tuvo un efectivo desarrollo y que 
mantiene vigencia únicamente porque su exposición es tan clara que no ha podido ser 
impugnada. Lógicamente y como muchas normativas, es susceptible de críticas y 
reparos en varios aspectos que son cuestionables, pero con relación a su propósito y su 
naturaleza primordial se mostraba como una directriz a seguir y a tener en cuenta para 
formular un verdadero Sistema de Salud Ocupacional y Riesgos Profesionales en el que 
todos los trabajadores colombianos accediéramos en igualdad de condiciones.  
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9. Conclusiones 
 La estructura planteada en el presente documento, en la cual se utilizan las etapas 
por las que atravesó la seguridad social colombiana formuladas por Rengifo como eje 
ordenador a partir del cual es posible organizar la legislación emitida en materia de 
riesgos profesionales y salud ocupacional, presenta validez y ostenta una perspectiva 
interesante siendo que la caracterización de dichos períodos se convierte en el 
contexto social, legal e institucional en el cual emergen las reglamentaciones 
preocupadas por la salud de los trabajadores en el desempeño de sus actividades 
productivas. Si bien el objetivo primario del autor citado era el de presentar una vista 
panorámica del desarrollo histórico que había seguido la legislación social enunciada 
en el país en materia de seguridad social, es necesario recordar que dentro de la 
organización del mecanismo de previsión se comprenden las protecciones en riesgos 
profesionales como primer antecedente del interés estatal por responder ante las 
posibles contingencias que limitaran la capacidad laboral de la persona; en esa 
medida, es posible llevar a cabo la sistematización de la normativa en riesgos 
profesionales y salud ocupacional a partir de estas fases como una fórmula novedosa 
que se sale de la típica lógica que prima en los manuales compilatorios en SO en los 
que se presentan los aportes más significativos en orden cronológico, sin 
cuestionarse de las circunstancias históricas que rodearon esta respuesta legislativa. 
Es cierto que las primeras expresiones legales que se pronuncian en cuanto a la 
reparación por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, surgen cuando 
todavía no se había concretado un sistema de respuesta ante las contingencias 
sociales sino que son manifestaciones de la incursión en Colombia del derecho del 
trabajo, estos antecedentes primigenios de la seguridad social se reúnen en una 
etapa denominada de dispersión la cual resulta conveniente para compilar los 
primeros esfuerzos en la materia. La última etapa, de las reformas estructurales, no 
hace parte de la obra del autor referenciado sino que se acerca a la construcción 
teórica de Gerardo Arenas quien planteó una categorización similar basada en los 
aportes de Rengifo.  
  
 La preocupación por la prevención de los accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales surge como un aspecto secundario, incrustado en las reglamentaciones 
proferidas en riesgos profesionales en las que predominaba un carácter 
esencialmente reparador y compensatorio, siendo posible de evidenciar en estatutos 
como el Código Sustantivo del Trabajo. Progresivamente la orientación preventiva va 
ganando terreno y visibilidad hasta desligarse del paradigma centrado en los riesgos 
profesionales, apareciendo la salud ocupacional como disciplina preocupada no sólo 
por evitar la ocurrencia de contingencias laborales, sino por la promoción del máximo 
bienestar para la persona en el ejercicio de su dinámica ocupacional; estas directrices 
tratan de llegar a toda la población económicamente activa en todos los escenarios 
laborales como una propuesta que se materializa en la ley 9 de 1979. En el marco del 
Sistema General de Riesgos Profesionales vigente en Colombia, existe confusión 
entre lo que significa y los alcances que tienen las nociones de riesgos profesionales 
y salud ocupacional ya que en la legislación que reglamenta la organización de este 
régimen, se incluyen los elementos típicos que se habían trabajado en las normativas 
históricas inspiradas en el derecho laboral en las que prima el ánimo compensatorio y 
se combinan con parámetros contemplados en la legislación en salud ocupacional 
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producida en los años 80 en las que se hace patente el interés por la prevención de 
los infortunios laborales.    
 
 La actividad laboral, el objeto social trabajo, como dinámica esencial que le posibilita 
a la persona la adquisición de los medios de subsistencia fundamentales para 
responder a sus necesidades básicas, le provee identificación y reconocimiento tanto 
individual como social y le permite el desarrollo de las habilidades y potencialidades 
propias del ser, es la ocupación por excelencia que caracteriza a los individuos de 
una sociedad por lo que el Estado debe proferir reglamentaciones que lo protejan en 
todas sus modalidades y en todos los espacios laborales. En esa medida, emerge la 
seguridad social como mecanismo de protección universal para todos los elementos 
humanos que vean limitada su capacidad para valerse por sí mismos en la 
satisfacción de sus necesidades sociales y donde el ente gubernamental debe 
ostentar una actitud comprometida en la garantía de este derecho para los 
componentes de la población general, enfatizando sus esfuerzos en aquellos con 
mayores limitaciones y mayor vulnerabilidad. En este sentido, resulta insólito que 
durante la revisión efectuada se haga patente la tendencia histórica del Estado 
colombiano de proferir intencionalmente reglamentaciones en materia de seguridad 
social, riesgos profesionales y salud ocupacional que se dirijan únicamente hacia un 
segmento de la población, es decir el sector de los trabajadores dependientes aún en 
contravía con lo que estipulan las Constituciones Nacionales de 1886 y 1991. El 
brazo protector al que han llegado los sistemas de seguridad social implementados 
en el país han dejado por fuera de las protecciones al contingente de trabajadores 
independientes, quienes se extraen de la estructura del trabajo formal, siendo esta 
población los que mayores riesgos sociales ostentan en el ejercicio de sus 
actividades productivas. Inclusive en el SGRP, se reafirma este talante discriminatorio 
indicando claramente que los únicos que tendrían la opción de acceder a las 
protecciones contempladas en el régimen son los inscritos al sistema, y de éstos 
como afiliados obligatorios, los asalariados cuyo planteamiento no se corresponde 
con un Sistema Integral de Seguridad Social basado en los principios de 
universalidad e integralidad. De esta premisa es posible inferir que la promoción de la 
salud laboral y la prevención de los accidentes de trabajo y las enfermedades 
profesionales que defiende el sistema, es un derecho exclusivo de aquellos afiliados 
obligatoriamente y que para aquellos que no se hallen dentro de este ordenamiento, 
se tiene vía libre de decidir si adoptan o no las recomendaciones en salud 
ocupacional. Además, el libre albedrio que ofrece el sistema para la afiliación de los 
independientes es un intento por trasladar la responsabilidad estatal de proteger este 
contingente laboral para culpabilizar al trabajador por su falta de previsión al no 
adscribirse al régimen. 
 
 La tendencia o línea de pensamiento que ha predominado en el país en la legislación 
emanada en riesgos profesionales y salud ocupacional es la de una ideología de la 
salud laboral basada en el derecho del trabajo, que considera como objeto de 
protección los riesgos profesionales de los trabajadores asalariados, relegando la 
orientación higienista y de salud pública que se concentra en la salud antes que en 
las contingencias, llevando sus protecciones a todas las modalidades laborales en los 
diferentes entornos laborales. Centrarse en la protección de los trabajadores 
dependientes es natural en el contexto de principios del siglo XX y es entendible en 
los años 50, siendo que la política económica tenía como objetivo la inserción del país 
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en la dinámica de la industrialización que llevaría al aumento progresivo del 
contingente de los asalariados; no obstante, este principio no resulta viable en el 
contexto de los 90, donde el fenómeno de la globalización y la introducción de 
reformas estatales de gran magnitud en el país, han llevado a la modificación de la 
dinámica laboral siendo la informalidad y el desempleo realidades cada vez más 
extendidas que conducen a que la población económicamente activa del sector formal 
sea cada vez más reducida.  
 
 El método de aseguramiento que se configura con la estructuración del Sistema 
General de Riesgos Profesionales se comporta en su funcionamiento como un seguro 
comercial, rigiéndose por los principios del derecho mercantil lo que conlleva a que 
prevalezcan los intereses de índole económico por encima de las consideraciones de 
tipo social frente a un asunto tan trascendental para el progreso de una sociedad; la 
prevención y respuesta frente a los riesgos profesionales que sobresaltan el bienestar 
de los trabajadores. La participación y responsabilidad estatal se ha descargado hacia  
la inversión y la gestión privada, que con la promesa de mejorar la calidad en la 
prestación de servicios, han hecho de esta protección un lucrativo negocio con 
derechos sociales que se supone son extensivos a toda la población y no sólo para 
aquellos que tienen la capacidad de pago para adquirir el aseguramiento.  
 
 A lo largo del desarrollo evolutivo que ha sido objeto de revisión ha sido posible 
evidenciar la inquietud trascendental que existe en las preceptivas formuladas en 
materia de riesgos profesionales y salud ocupacional por definir de manera precisa 
las nociones de accidente de trabajo y enfermedad profesional, siendo estas 
acepciones centrales para acceder al conjunto de beneficios prestacionales que 
contemplan la legislación y el sistema de respuesta ante las contingencias laborales. 
Estas definiciones parten de que este tipo de eventos se cristalicen con causa o con 
ocasión del trabajo, cuando esta premisa fue interpretada históricamente bajo la 
estela de la subordinación, a las órdenes de un empleador contempladas en un 
contrato laboral, por lo que estas consideraciones no tenían la posibilidad de 
ajustarse a la situación particular de los trabajadores independientes, los del servicio 
doméstico, los trabajadores agrícolas en quienes es una labor compleja el establecer 
el rango de tareas que hacen parte de lo profesional y las actividades propias de la 
cotidianidad y en los que muchas veces la figura de empleador y trabajador se funden 
en una única persona. Si bien existen parámetros que tienen como propósito la 
afiliación obligatoria del contingente de los trabajadores que no se hallan en labores 
del sector dependiente al régimen de riesgos profesionales, al persistir ese tipo de 
reparos conceptuales no existe la posibilidad de la afiliación efectiva de este grupo 
poblacional.  
 
 Las acepciones contenidas en las diferentes propuestas normativas acerca de lo que 
se entiende como accidente de trabajo han conservado sus rasgos fundamentales 
desde la ley 57 de 1915 hasta la acepción manejada en el Decreto 1295 de 1994, 
conceptuándolo como un suceso repentino, que tiene relación directa con la actividad 
laboral efectuada por la persona y produciendo consecuencias funcionales en aquel 
que padece tal infortunio. En descripciones primigenias se resaltaba el carácter de 
imprevisto de este acontecimiento como una característica que va en contravía con 
los avances que se han alcanzado en la disciplina de salud ocupacional que permiten 
identificar y controlar los riesgos que pueden poner en jaque la salud del trabajador. 
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En las reglamentaciones actuales que cimentan el SGRP, tampoco se enuncia la 
culpabilidad del trabajador como un antecedente que evitaría la calificación de un 
evento como accidente de trabajo, aunque para tener acceso efectivo a las 
prestaciones económicas estipuladas por el sistema si existen pronunciamientos al 
respecto (el caso de la calificación del estado de invalidez).  
 
 En el escenario de confrontación y colisión de competencias que se manifestó en la 
década de los 80 en las responsabilidades en materia de riesgos profesionales y 
salud ocupacional, tanto del Ministerio de Trabajo y Previsión Social como del 
Ministerio de Salud, se toma como medida preventiva la formulación de reglamentos 
en esta temática bajo la dirección de ambos entes gubernamentales. Esta situación 
conlleva a que las directrices expuestas en este marco legislativo sean lo más 
neutrales posibles y no se pronuncien frente al objeto de protección al cual se dirigen, 
sino que buscan llegar a todas las actividades empresariales. Es cierto que se trata 
de una alternativa valiosa para articular el accionar de estas instancias estatales, 
aunque la supremacía de la línea de derecho laboral se hace palpable ante la 
delegación de funciones secundarias al Ministerio responsable del sector salud y 
frente a la omisión de nociones trascendentales en el ámbito de la salud ocupacional 
que había contemplado la ley 9 de 1979 como la preocupación por la salud animal y 
ambiental.  
 
 Las primeras aproximaciones que emergieron en la reglamentación en riesgos 
profesionales, que tienen como finalidad la prevención de las contingencias laborales 
que sobresalten el bienestar de la persona, ostentan una orientación centrada en lo 
locativo e infraestructural siendo que se concentran con insistencia en los elementos 
del entorno no humano como son las instalaciones, las máquinas o la sustancias 
empleadas en los procesos productivos, dejando relegada la participación del 
trabajador en la adopción de medidas pedagógicas y sanitarias que le permitan 
mantener su salud en el desempeño de sus actividades productivas. En normativas 
actuales se ha visibilizado el rol del individuo en el mantenimiento de las mejores 
condiciones posibles en el centro de trabajo por ejemplo con su intervención en los 
Comités Paritarios de Salud Ocupacional, equilibrando la balanza que antes tenía 
como objeto de interés los elementos no humanos del medio laboral.  
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10. Recomendaciones 
 El marco legal se convierte en un mapa guía del deber ser, es decir, de las conductas 
a las cuales tienen que ajustarse los diferentes actores sociales frente a una situación 
socialmente sentida y de cómo el legislador se pronuncia planteando soluciones con 
relación a un asunto de interés general que, en este caso, es el de los riesgos 
profesionales y la salud ocupacional. En esta circunstancia, para trabajos posteriores 
se instaura como una alternativa interesante el tomar como elemento de análisis la 
exposición de los motivos de las normativas, los documentos que consignen las 
discusiones que tuvieron lugar los diferentes actores en la aprobación de tales 
disposiciones legales así como las políticas públicas enunciadas en la materia. De tal 
modo, es posible realizar una aproximación metodológica y comprender el modo 
como se manejó este campo en diferentes registros oficiales, determinado si el 
análisis y las conclusiones que se extraen de tales instrumentos se hallan en 
correspondencia con los hallazgos extraídos en el presente texto.  
 
 Como se hizo mención en líneas preliminares, las etapas de la seguridad social 
contempladas por los profesores Rengifo y Arenas resultaron útiles para el propósito 
trazado en este manuscrito de ordenar la normativa emitida en riesgos profesionales 
y salud ocupacional, siendo que le otorgan un contexto institucional y legal a los 
esfuerzos enunciados en la temática de estudio. No obstante, estos períodos y esta 
categorización no son inmutables y/o perpetuos ni representan la última palabra 
frente a un aspecto tan trascendental por lo que están sujetas a la discusión 
académica, de forma que sea posible construir un consenso acerca de las fases por 
las que atravesó la legislación en riesgos profesionales y salud ocupacional en 
nuestro país.    
 
 No basta ni es suficiente con la ratificación de buenas intenciones que plasman las 
reglamentaciones que constituyen el Sistema General de Riesgos Profesionales, de 
adoptar los planteamientos expresados en la legislación en salud ocupacional de la 
década del 80 sino que se erige como una labor trascendental el precisar los 
contenidos y disposiciones que se hallan en sintonía con lo estipulado en el régimen 
de riesgos profesionales vigente y cuáles son los elementos que requieren ser 
afinados en la reglamentación para ajustarse a la dinámica del SGRP. Entre los 
quehaceres pendientes en la legislación se encuentra la aclaración conceptual y 
práctica de los alcances y posibilidades del campo de los riesgos profesionales y de 
la salud ocupacional de manera que se tenga un funcionamiento articulado de cara a 
la generación de las mejores condiciones posibles de salud y bienestar para los 
trabajadores colombianos. Asimismo es prioritario rescatar el desarrollo normativo y 
reglamentario de la ley 9 de 1979, reactivando para la época presente los valiosos 
aportes que nos dejó dicha preceptiva como un reto esencial para visibilizar la salud 
ocupacional en el tiempo presente, sea dentro o fuera de la estructura del Sistema. 
 
 Las cifras de adscripción al régimen de riesgos profesionales por parte del 
contingente de trabajadores independientes son preocupantemente bajas, siendo 
esta la modalidad laboral predominante en la cual se compromete la fuerza productiva 
colombiana en el contexto contemporáneo. En esa perspectiva, se instituye como 
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desafío la producción de directrices serias y absolutamente contundentes en las que 
se haga gala de la verdadera voluntad, de los actores implicados en la gestión del 
sistema, de afiliar a esta cantidad significativa de colombianos que se desenvuelven 
en labores que se hallan por fuera de la lógica formal, quienes son precisamente los 
que mayores riesgos sociales ostentan. Por tanto, o se formaliza dentro de la 
legislación que estructura el esquema de riesgos profesionales la obligatoriedad de la 
afiliación de los independientes al régimen o se procede a la apertura del SGRP para 
todos los elementos de la población económicamente activa del país sin requerir de 
ninguna adscripción para acceder a la salvaguardia del Sistema, pero lo que no es 
posible es que se siga segregando a este segmento laboral y que el Estado no 
manifieste una posición más comprometida en la materia. La salud ocupacional y la 
protección frente a los riesgos profesionales debe ser un derecho de todos los 
trabajadores colombianos, en los diferentes entornos laborales y en el ejercicio de las 
diversas actividades que las personas lleven a cabo para satisfacer sus necesidades 
sociales.       
 
 Teniendo en mente las limitaciones y dificultades que se exhiben en la calificación de 
un evento como profesional cuando se hace referencia a la actividad laboral de un 
trabajador independiente, se torna en una tarea inaplazable la estipulación de los 
principios, criterios y directrices que posibiliten la realización de esta valoración de 
manera apropiada para que la protección que les ofrece el SGRP vaya más allá de un      
contrato comercial en caso de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, 
erigiéndose como un verdadero régimen de salvaguardia frente a los riesgos 
profesionales enmarcado en una política de seguridad social integral. De no 
perpetrarse esta labor es muy probable que la fórmula vigente produzca un 
paralelismo y una colisión de competencias entre la protección asistencial del sistema 
de salud, los beneficios económicos del régimen de pensiones (invalidez y 
sobrevivientes) y las prestaciones emanadas desde el campo de los riesgos 
profesionales, siendo que existe una línea muy  fina para los independientes entre los 
incidentes de orden laboral y aquellos de tipo común. Es esencial que estos 
estándares sean lo más amplios posible y abarquen de manera adecuada el rango de 
actividades desarrolladas por los independientes, para proteger más y mejor y no 
como tradicionalmente se ha planteado este asunto donde la preocupación ha sido la 
de delimitar y caracterizar al máximo las situaciones en las que el trabajador se hace 
merecedor de los derechos del sistema, limitando la categorización de muchos 
eventos como profesionales para entrar en el terreno de los accidentes comunes.  
 
 Es cierto que en el marco del Sistema Integral de Seguridad Social la participación del 
sector y la empresa privada en la gestión de los diferentes regímenes, entre éstos el 
esquema de respuesta ante los riesgos profesionales, es prioritaria y ha posibilitado el 
mejoramiento en la provisión de servicios básicos en la materia por lo cual tiene 
aceptación en el contexto contemporáneo. Sin embargo, es conveniente que el 
Estado ejerza un control estatal fuerte en este campo, con regulaciones dirigidas a 
conservar el sentido social de la protección frente a los riesgos profesionales y la 
promoción de la salud ocupacional y no como se está abordando hoy en día, donde 
las cuestiones de índole económica son las que priman, desfigurando el verdadero 
propósito de un sistema preocupado por responder a las contingencias laborales que 
ponen en riesgo la capacidad del trabajador colombiano para ganarse la vida por sí 
mismo.      
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 Ante los inconvenientes y las limitaciones que se han reseñado en este texto acerca 
del funcionamiento del actual Sistema General de Riesgos Profesionales, con 
dificultades tanto de carácter estructural en la concepción de este régimen como 
aquellas que responden más a la manera cómo se ha configurado su operación, se 
pone en cuestión que este esquema haya respondido de manera oportuna y efectiva 
ante las necesidades en salud ocupacional que presentan los trabajadores 
colombianos. En tal posición presenta validez la alternativa de llevar a cabo una 
reformulación y un replanteamiento del SGRP para construir un verdadero sistema de 
salud ocupacional al que todos tuviéramos acceso, que partiera de pensar en la salud 
en positivo antes que entrar a discutir si se trata de incidentes o no laborales y en el 
que el Estado retome  las riendas que han hecho que lo particular convierta este en 
un negocio rentable.  
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